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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes. Son 26 normas, en el
orden de tus 11 temas y sin los artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley,
ordenada y señalada.

Este temario incluye solo «Parte general (a)»: 11 de los 28 temas del programa oficial. No incluye «Parte
específica (b)» (17 temas).

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 56 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 4 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es) y de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu). Los textos de las normas son textos consolidados de carácter meramente informativo: el único con validez legal 
es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su versión consolidada en la fecha que figura al empezar 
esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases de la convocatoria de Auxiliar Administrativo (Parte 
general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

56
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

126
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 1 CE Constitución Española 100 Tema 1 pág. 5

2 Art. 137 CE Constitución Española 83 Tema 3 pág. 51

3 Art. 140 CE La Constitución garantiza la autonomí… 73 Tema 3 pág. 51

4 Art. 9 CE Constitución Española 70 Tema 1 pág. 6

5 Art. 103 CE Constitución Española 63 Tema 2 pág. 24

6 Art. 149 CE Constitución Española 48 Tema 3 pág. 54

7 Art. 10 CE Constitución Española 46 Tema 1 pág. 6

8 Art. 3 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 46 Tema 7 pág. 127

9 Art. 4 LPRL Definiciones 46 Tema 10 pág. 200

10 Art. 53 CE Constitución Española 45 Tema 1 pág. 13

11 Art. 54 CE Constitución Española 45 Tema 2 pág. 18

12 Art. 141 CE Constitución Española 45 Tema 3 pág. 52

13 Art. 17 CE Constitución Española 44 Tema 1 pág. 7

14 Art. 81 CE Constitución Española 41 Tema 4 pág. 70

15 Art. 68 CE Constitución Española 38 Tema 2 pág. 21

16 Art. 288 TFUE (antiguo artículo 249 TCE) 38 Tema 6 pág. 119

17 Art. 86 CE Constitución Española 36 Tema 4 pág. 71

18 Art. 82 CE Constitución Española 34 Tema 4 pág. 70

19 Art. 62 CE Constitución Española 33 Tema 2 pág. 19

20 Art. 97 CE El Gobierno dirige la política interior y… 33 Tema 2 pág. 23

21 Art. 147 CE Constitución Española 33 Tema 3 pág. 53

22 Art. 7 LOPDGDD Consentimiento de los menores de edad 33 Tema 11 pág. 271

23 Art. 56 CE Constitución Española 30 Tema 2 pág. 18

24 Art. 99 CE Constitución Española 29 Tema 2 pág. 24

25 Art. 57 CE Constitución Española 28 Tema 2 pág. 18

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer.

Lo más preguntado de este temario
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. Derechos 
y deberes fundamentales. La constitucionalización del principio de 
estabilidad presupuestaria. La reforma constitucional.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 53, 55, 135 y 166 a 169 · 59 artículos

59 artículos · empieza en la pág. 5

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 100
Art. 9 CE 70
Art. 10 CE 46
Art. 53 CE 45
Art. 17 CE 44

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 754 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 53, 55, 135 y 166 a 169 · 59 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. Derechos y deberes fundamentales. La constitucion…
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no

CE · arts. 5-11Tema 1 · La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. Derechos y deberes fundamentales. La constitucio…
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reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
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abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

c) A la libertad de cátedra.

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.
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Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria.
En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad
Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
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religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
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responderán a los criterios de eficiencia y economía.

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de
los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y
las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
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durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para
una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en
caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.
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Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.

Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
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3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO VII ECONOMÍA Y HACIENDA

Artículo 135.
1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria.

2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural que supere los
márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados Miembros. Una ley orgánica fijará
el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las Comunidades Autónomas, en relación con su
producto interior bruto. Las Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para emitir deuda pública o
contraer crédito. Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las
Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos y su pago
gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se
ajusten a las condiciones de la ley de emisión. El volumen de deuda pública del conjunto de las
Administraciones Públicas en relación con el producto interior bruto del Estado no podrá superar el valor de
referencia establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

4. Los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán superarse en caso de
catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control
del Estado y perjudiquen considerablemente la situación financiera o la sostenibilidad económica o social del
Estado, apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.

5. Una ley orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la participación, en los
procedimientos respectivos, de los órganos de coordinación institucional entre las Administraciones Públicas
en materia de política fiscal y financiera. En todo caso, regulará:

a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones Públicas, los
supuestos excepcionales de superación de los mismos y la forma y plazo de corrección de las desviaciones
que sobre uno y otro pudieran producirse.

b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.

c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los objetivos de
estabilidad presupuestaria.

6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de los límites a que se
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refiere este artículo, adoptarán las disposiciones que procedan para la aplicación efectiva del principio de
estabilidad en sus normas y decisiones presupuestarias.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 27 de septiembre de 2011. Ref. BOE-A-2011-15210. Los límites de déficit estructural establecidos 
en el apartado 2 entran en vigor a partir de 2020, según establece la disposición adicional única.3.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 ¿Cuáles de los siguientes principios generales del Derecho aparecen en el artículo 9.3 de la Constitución 
Española de 1978?

A) La autonomía y la solidaridad.

B) La buena fe y la equidad.

C) La publicidad de las normas, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

D) La eficacia y la jerarquía.
Administración General del Estado (INAP), 2024
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2 Según la Constitución Española (señale la respuesta correcta):

A) no reconoce el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran.

B) reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran.

C) reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las comunidades y regiones que la integran.

D) reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las comunidades y municipios que la integran.
Ayuntamiento de Mairena del Alcor, 2025

3 Según el art. 13.2 de la CE, “Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el 
artículo 23…”

A) Sí, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de 
sufragio activo y pasivo en las elecciones autonómicas.

B) No, nunca, aunque vengan de países con Tratados de reciprocidad.

C) Sí, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de 
sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

D) Sí, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de 
sufragio activo y pasivo en las elecciones generales.

Ayuntamiento de Piedrabuena, 2022

4 Señale la opción correcta (artículo 31 Constitución Española):

A) Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a ley o 
reglamento.

B) Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a normativa 
de desarrollo.

C) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta.

D) Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.
Ayuntamiento de Arteijo

5 Según el Art. 1 de la Constitución, ¿cuáles son los valores superiores del Ordenamiento Jurídico Español?:

A) La justicia, la libertad, la seguridad jurídica y la legalidad.

B) La libertad, la igualdad, la justicia y la legalidad.

C) La justicia, la libertad, la igualdad y el pluralismo político.

D) La igualdad, la seguridad, la justicia y la libertad.
Ayuntamiento de Formentera del Segura
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Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 9 CE pág. 6 El texto constitucional garantiza un conjunto de principios que ordenan la actuación de los
poderes públicos y del ordenamiento jurídico. Entre ellos figuran el principio de legalidad, la jerarquía
normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la
arbitrariedad de los poderes públicos. La publicidad de las normas, la responsabilidad y la interdicción de la
arbitrariedad se enuncian expresamente en dicho precepto. Los demás principios propuestos no se recogen allí.

2 B Art. 2 CE pág. 5 El texto constitucional parte de la unidad indisoluble de la nación española, pero junto a ese
principio garantiza expresamente el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la componen,
además de la solidaridad entre ellas. La palabra clave es precisamente "nacionalidades y regiones": no emplea
términos como comunidades ni municipios, que pertenecen a otros preceptos. Debe distinguirse este
reconocimiento de la organización territorial concreta en municipios, provincias y comunidades autónomas,
que se regula en pasajes distintos del título dedicado a la organización del Estado.

3 C Art. 13 CE pág. 7 Los derechos de participación política y acceso a cargos públicos quedan reservados, como
regla general, a quienes tienen nacionalidad española. La única excepción permitida afecta al voto y a la
posibilidad de presentarse como candidato en las elecciones municipales, y solo cuando un tratado o una ley lo
autorice atendiendo a la reciprocidad con otros países. El matiz decisivo está en el ámbito: la apertura a los
extranjeros se limita a lo municipal, nunca a las elecciones autonómicas ni generales.

4 D Art. 31 CE pág. 10 La Constitución reserva a la ley la creación de cualquier obligación personal o económica
que el Estado imponga a los ciudadanos. Esto significa que no basta una norma de rango inferior, como un
reglamento o una normativa de desarrollo, para exigir tributos u otras cargas. Solo una ley aprobada por el
legislador puede establecerlas, garantía que protege al ciudadano frente a imposiciones arbitrarias del poder
ejecutivo. El matiz decisivo está en exigir precisamente rango de ley, y no cualquier disposición administrativa.

5 C Art. 1 CE pág. 5 El primer artículo de la Constitución proclama que España se constituye en un Estado social
y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento la libertad, la justicia, la
igualdad y el pluralismo político. Conviene memorizar estos cuatro exactamente, pues otros conceptos como la
seguridad jurídica o la legalidad pertenecen a principios distintos, garantizados en otro precepto, y suelen
introducirse para inducir a error.

Practica con más de 750 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches

SolucionesTema 1 · La Constitución Española de 1978. Estructura y contenido esencial. Derechos y deberes fundamentales. La constitucionali…

1

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 17

https://haztefuncionario.com/test?oposicion=aux-c2-ayto-chilches&temaOficialId=268738309682247&temaNum=1&utm_source=temario-tema


PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
La Corona: atribuciones según la Constitución. Las Cortes Generales: composición y 
funciones. Órganos de control dependientes de las Cortes Generales: El Defensor del 
Pueblo y el Tribunal de Cuentas. El Gobierno en el sistema constitucional español: 
composición, organización y funciones. El Presidente del Gobierno. El control 
parlamentario del Gobierno. La Administración Pública en la Constitución.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 54, 56 a 80, 97 a 116 y 136 · 47 artículos

Ley-Gobierno · Ley 50/1997 del Gobierno
arts. 1 a 6 y 29 · 7 artículos

LO-DefPueblo · LO 3/1981 del Defensor del Pueblo
arts. 1 a 37 · 37 artículos

LO-TCu · LO 2/1982 del Tribunal de Cuentas
arts. 1 a 49 · 49 artículos

140 artículos · empieza en la pág. 18

Lo más preguntado de este tema

Art. 103 CE 63
Art. 54 CE 45
Art. 68 CE 38
Art. 62 CE 33
Art. 97 CE 33

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 552 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 54, 56 a 80, 97 a 116 y 136 · 47 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

TÍTULO II DE LA CORONA

Artículo 56.
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento
regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones
internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le
atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.

2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.

3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados
en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el
artículo 65, 2.

Artículo 57.
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo
heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y
representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más
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próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a
la de menos.

2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la
Corona de España.

3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona
en la forma que más convenga a los intereses de España.

4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren matrimonio contra la expresa
prohibición del Rey y de las Cortes Generales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus
descendientes.

5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a
la Corona se resolverán por una ley orgánica.

Artículo 58.
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto
para la Regencia.

Artículo 59.
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad
más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer
inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo de la minoría de edad del Rey.

2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere reconocida por las Cortes
Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de
edad. Si no lo fuere, se procederá de la manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero
alcance la mayoría de edad.

3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes
Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.

4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.

5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

Artículo 60.
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que
sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre
mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse
los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.

2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación política.

Artículo 61.
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus
funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de
las Comunidades Autónomas.

2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al hacerse cargo de sus
funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey.

Artículo 62.
Corresponde al Rey:
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a) Sancionar y promulgar las leyes.

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.

d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus
funciones en los términos previstos en la Constitución.

e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.

f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y
conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros,
cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.

i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.

j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

Artículo 63.
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes extranjeros en
España están acreditados ante él.

2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio
de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.

3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz.

Artículo 64.
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros
competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el
artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.

2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

Artículo 65.
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa,
y distribuye libremente la misma.

2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO PRIMERO DE LAS CÁMARAS

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.

2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.

3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.

2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.
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3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.

2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.

3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.

4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.

5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.

6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.

2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.

3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a
efectos de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria,
Mallorca y Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La
Gomera, El Hierro, Lanzarote y La Palma.

4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.

5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las 
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se 
celebren tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.

b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.

c) Al Defensor del Pueblo.

d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.
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e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.

f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control
judicial, en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.

2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo
podrán ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa
autorización de la Cámara respectiva.

3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.

2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.

3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.

2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.

2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará
obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión
presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el
Congreso por mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.

2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
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cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.

3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.

2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida
la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.

2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.

3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.

4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.

2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.

3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

TÍTULO IV DEL GOBIERNO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.
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Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.

2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.

3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.

4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la
Presidencia del Gobierno.

2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.

3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.

4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.

5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.

2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.

3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento
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pleno a la ley y al Derecho.

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.

3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.

2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.

2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

TÍTULO V DE LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES

Artículo 108.
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados.

Artículo 109.
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda
que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 110.
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno.

2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de
hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos.
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Artículo 111.
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le
formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal.

2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición.

Artículo 112.
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de
los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

Artículo 113.
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de la moción de censura.

2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de
incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno.

3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.

4. Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.

Artículo 114.
1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a
continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99.

2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato
incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo
99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno.

Artículo 115.
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva
responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será
decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.

2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura.

3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el
artículo 99, apartado 5.

Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.
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4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren
en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.

TÍTULO VII ECONOMÍA Y HACIENDA

Artículo 136.
1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de
Estado, así como del sector público. Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones
por delegación de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado.

2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y serán censuradas
por éste. El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes Generales un
informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o responsabilidades en que, a su juicio,
se hubiere incurrido.

3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e inamovilidad y estarán
sometidos a las mismas incompatibilidades que los Jueces.

4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de Cuentas.

Ley-Gobierno
Ley 50/1997 del Gobierno
En este tema: arts. 1 a 6 y 29 · 7 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1997-25336

TÍTULO I DEL GOBIERNO: COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y ÓRGANOS DE COLABORACIÓN Y APOYO

CAPÍTULO I DEL GOBIERNO, SU COMPOSICIÓN, ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES

Artículo 1. Del Gobierno.
1. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

2. El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros.

3. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno.

Artículo 2. Del Presidente del Gobierno.
1. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión.

2. En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno:

a) Representar al Gobierno.

b) Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y
exterior y velar por su cumplimiento.
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c) Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o
de las Cortes Generales.

d) Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de
confianza.

e) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los
Diputados.

f) Dirigir la política de defensa y ejercer respecto de las Fuerzas Armadas las funciones previstas en la
legislación reguladora de la defensa nacional y de la organización militar.

g) Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros, sin perjuicio de lo
previsto en el artículo 62.g) de la Constitución.

h) Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con
rango de ley, de acuerdo con lo establecido en los artículos 64 y 91 de la Constitución.

i) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.

j) Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos Ministeriales, así como las Secretarías
de Estado, Asimismo, le corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del
Gobierno.

k) Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidentes y de los Ministros.

l) Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios.

m) Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno.

n) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes.

Artículo 3. Del Vicepresidente o Vicepresidentes del Gobierno.
1. Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de las funciones que les
encomiende el Presidente.

2. El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial, ostentará, además, la condición
de Ministro.

Artículo 4. De los Ministros.
1. Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y responsabilidad en la esfera
específica de su actuación, y les corresponde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos
adoptados en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno.

b) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.

c) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento
del Gobierno y cualesquiera otras disposiciones.

d) Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia.

2. Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les
atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales. En caso de que existan Ministros
sin cartera, por Real Decreto se determinará el ámbito de sus competencias, la estructura administrativa, así
como los medios materiales y personales que queden adscritos al mismo.

Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. 
BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: "2. 
Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de 
determinadas funciones gubernamentales."
Se modifica el apartado 2, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

Ley-Gobierno · arts. 2-4Tema 2 · La Corona: atribuciones según la Constitución. Las Cortes Generales: composición y funciones. Órganos de c…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 28



Artículo 5. Del Consejo de Ministros.
1. Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde el ejercicio de las siguientes
funciones:

a) Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, en su caso, al Senado.

b) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

c) Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos.

d) Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su aplicación provisional.

e) Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos previstos en los artículos 94
y 96.2 de la Constitución.

f) Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de los Diputados la declaración
del estado de sitio.

g) Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido autorizado por una Ley.

h) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de
Estado, así como las demás disposiciones reglamentarias que procedan.

i) Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos Ministeriales.

j) Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos de la Administración General
del Estado.

k) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y cualquier otra disposición.

2. A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros
altos cargos, cuando sean convocados para ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales
válidamente celebrados por España.
Téngase en cuenta que esta actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, 
Ref. BOE-A-2025-76 -11, entra en vigor el 3 de abril de 2025 según determina su disposición final 38.1. Redacción anterior: "2. A las reuniones 
del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y excepcionalmente otros altos cargos, cuando sean convocados para ello."

3. Las deliberaciones del Consejo de Ministros serán secretas.
Se modifica el apartado 2, con efectos desde el 3 de abril de 2025, por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. 
BOE-A-2025-76
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566.

Artículo 6. De las Comisiones Delegadas del Gobierno.
1. La creación, modificación y supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno será acordada por el
Consejo de Ministros mediante Real Decreto, a propuesta del Presidente del Gobierno.

2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso:

a) El miembro del Gobierno que asume la presidencia de la Comisión.

b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran.

c) Las funciones que se atribuyen a la Comisión.

d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma.

e) El régimen interno de funcionamiento y en particular el de convocatorias y suplencias.
Téngase en cuenta que esta última actualización del apartado 2, establecida por la disposición final 3.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 
Ref. BOE-A-2015-10566, entra en vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. Redacción anterior: 
"2. El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo caso: a) El miembro del Gobierno que asume la 
presidencia de la Comisión. b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la integran. c) Las funciones que se 
atribuyen a la Comisión. d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma."

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrán ser convocados a las reuniones de las Comisiones
Delegadas los titulares de aquellos otros órganos superiores y directivos de la Administración General del
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Estado que se estime conveniente.

4. Corresponde a las Comisiones Delegadas, como órganos colegiados del Gobierno:

a) Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación con varios de los Departamentos
Ministeriales que integren la Comisión.

b) Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, requieran la elaboración de una propuesta
conjunta previa a su resolución por el Consejo de Ministros.

c) Resolver los asuntos que, afectando a más de un Ministerio, no requieran ser elevados al Consejo de
Ministros.

d) Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento jurídico o que les delegue el Consejo
de Ministros.

5. Las deliberaciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno serán secretas.
Se modifica, con efectos de 2 de octubre de 2016, el apartado 2 por la disposición final 3.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-10566.

TÍTULO VI DEL CONTROL DEL GOBIERNO

Artículo 29. Del control de los actos del Gobierno.
1. El Gobierno está sujeto a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico en toda su actuación.

2. Todos los actos y omisiones del Gobierno están sometidos al control político de las Cortes Generales.

3. Los actos, la inactividad y las actuaciones materiales que constituyan una vía de hecho del Gobierno y de los
órganos y autoridades regulados en la presente Ley son impugnables ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, de conformidad con lo dispuesto en su Ley reguladora.

4. La actuación del Gobierno es impugnable ante el Tribunal Constitucional en los términos de la Ley
Orgánica reguladora del mismo.
Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 3.13 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566, entra en 
vigor el 2 de octubre de 2016, según determina la disposición final 18 de la citada ley. No obstante, su contenido se corresponde con el anterior 
artículo 26, vigente hasta la citada fecha.
Se añade, con efectos de 2 de octubre de 2016, por la disposición final 3.13 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10566. Su 
anterior numeración era art. 26.

LO-DefPueblo
LO 3/1981 del Defensor del Pueblo
En este tema: arts. 1 a 37 · 37 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-1981-10325

TÍTULO PRIMERO NOMBRAMIENTO, CESE Y CONDICIONES

CAPÍTULO PRIMERO CARÁCTER Y ELECCIÓN

Artículo primero.
El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales designado por éstas para la defensa de
los derechos comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Ejercerá las funciones que le encomienda la
Constitución y la presente Ley.

Artículo segundo.
Uno. El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un periodo de cinco años, y se dirigirá
a las mismas a través de los Presidentes del Congreso y del senado, respectivamente.

Dos. Se designará en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso-Senado encargada de relacionarse
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con el Defensor del Pueblo e informar a los respectivos Plenos en cuantas ocasiones sea necesario.

Tres. Dicha Comisión se reunirá cuando así lo acuerden conjuntamente el Presidente del Congreso y del
Senado, y en todo caso, para proponer a los Plenos de las Cámaras el candidato o candidatos a Defensor del
Pueblo. Los acuerdos de la Comisión se adoptarán por mayoría simple.

Cuatro. Propuesto el candidato o candidatos, se convocará en término no inferior a diez días al Pleno del
Congreso para que proceda a su elección. Será designado quien obtuviese una votación favorable de las tres
quintas partes de los miembros del Congreso y posteriormente, en un plazo máximo de veinte días, fuese
ratificado por esta misma mayoría del Senado.

Cinco. Caso de no alcanzarse las mencionadas mayorías, se procederá en nueva sesión de la Comisión, y en el
plazo máximo de un mes, a formular sucesivas propuestas. En tales casos, una vez conseguida la mayoría de
los tres quintos en el Congreso, la designación quedará realizada al alcanzarse la mayoría absoluta del Senado.

Seis. Designado el Defensor del Pueblo se reunirá de nuevo la Comisión Mixta Congreso-Senado para otorgar
su conformidad previa al nombramiento de los adjuntos que le sean propuestos por aquél.
Se modifican los apartados 2, 3, 5 y 6 por el art. único.1 a 4 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304.

Artículo tercero.
Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el pleno disfrute
de sus derechos civiles y políticos.

Artículo cuarto.
Uno. Los Presidentes del Congreso y del Senado acreditarán conjuntamente con sus firmas el nombramiento
del Defensor del Pueblo que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».

Dos. El Defensor del Pueblo tomará posesión de su cargo ante las Mesas de ambas Cámaras reunidas
conjuntamente, prestando juramento o promesa de fiel desempeño de su función.

CAPÍTULO SEGUNDO CESE Y SUSTITUCIÓN

Artículo quinto.
Uno. El Defensor del Pueblo cesará por alguna de las siguientes causas: Uno) Por renuncia. Dos) Por
expiración del plazo de su nombramiento. Tres) Por muerte o por incapacidad sobrevenida. Cuatro) Por actuar
con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. Cinco) Por haber sido
condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso.

Dos. La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Congreso en los casos de muerte, renuncia y
expiración del plazo del mandato. En los demás casos se decidirá, por mayoría de las tres quintas partes de los
componentes de cada Cámara, mediante debate y previa audiencia del interesado.

Tres. Vacante el cargo se iniciará el procedimiento para el nombramiento de nuevo Defensor del Pueblo en
plazo no superior a un mes.

Cuatro. En los casos de muerte, cese o incapacidad temporal o definitiva del Defensor del Pueblo y en tanto no
procedan las Cortes Generales a una nueva designación desempeñarán sus funciones, interinamente, en su
propio orden, los Adjuntos al Defensor del Pueblo.

CAPÍTULO TERCERO PRERROGATIVAS E INCOMPATIBILIDADES

Artículo sexto.
Uno. El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instrucciones de
ninguna Autoridad. Desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio.

Dos. El Defensor del Pueblo gozará de inviolabilidad. No podrá ser detenido, expedientado, multado,
perseguido o juzgado en razón a las opiniones que formule o a los actos que realice en el ejercicio de las
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competencias propias de su cargo.

Tres. En los demás casos, y mientras permanezca en el ejercicio de sus funciones, el Defensor del Pueblo no
podrá ser detenido ni retenido sino en caso de flagrante delito, correspondiendo la decisión sobre su
inculpación, prisión, procesamiento y juicio exclusivamente a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Cuatro. Las anteriores reglas serán aplicables a los Adjuntos del Defensor del Pueblo en el cumplimiento de
sus funciones.

Artículo séptimo.
Uno. La condición de Defensor del Pueblo es incompatible con todo mandato representativo; con todo cargo
político o actividad de propaganda política; con la permanencia en el servicio activo de cualquier
Administración pública; con la afiliación a un partido político o el desempeño de funciones directivas en un
partido político o en un sindicato, asociación o fundación, y con el empleo al servicio de los mismos; con el
ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional, liberal, mercantil o laboral.

Dos. El Defensor del Pueblo deberá cesar, dentro de los diez días siguientes a su nombramiento y antes de
tomar posesión, en toda situación de incompatibilidad que pudiera afectarle, entendiéndose en caso contrario
que no acepta el nombramiento.

Tres. Si la incompatibilidad fuere sobrevenida una vez posesionado del cargo, se entenderá que renuncia al
mismo en la fecha en que aquélla se hubiere producido.

CAPÍTULO CUARTO DE LOS ADJUNTOS DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

Artículo octavo.
Uno. El Defensor del Pueblo estará auxiliado por un Adjunto Primero y un Adjunto Segundo, en los que podrá
delegar sus funciones y que le sustituirán por su orden, en el ejercicio de las mismas, en los supuestos de
imposibilidad temporal y en los de cese.

Dos. El Defensor del Pueblo nombrará y separará a sus Adjuntos previa conformidad de las Cámaras en la
forma que determinen sus Reglamentos.

Tres. El nombramiento de los Adjuntos será publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

Cuatro. A los Adjuntos les será de aplicación lo dispuesto para el Defensor del Pueblo en los artículos tercero,
sexto y séptimo de la presente Ley.

TÍTULO SEGUNDO DEL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO PRIMERO INICIACIÓN Y CONTENIDO DE LA INVESTIGACIÓN

Artículo noveno.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier investigación
conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración pública y sus agentes, en
relación con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el artículo ciento tres, uno, de la Constitución, y el
respeto debido a los Derechos proclamados en su Título primero.

Dos. Las atribuciones del Defensor del Pueblo se extienden a la actividad de los ministros, autoridades
administrativas, funcionarios y cualquier persona que actúe al servicio de las Administraciones públicas.

Artículo diez.
Uno. Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
sin restricción alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, residencia, sexo, minoría
de edad, la incapacidad legal del sujeto, el internamiento en un centro penitenciario o de reclusión o, en
general, cualquier relación especial de sujeción o dependencia de una Administración o Poder público.
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Dos. Los Diputados y Senadores individualmente, las comisiones de investigación o relacionadas con la
defensa general o parcial de los derechos y libertades públicas y, principalmente, la Comisión Mixta Congreso-
Senado de relaciones con el Defensor del Pueblo podrán solicitar, mediante escrito motivado, la intervención
del Defensor del Pueblo para la investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conductas concretas
producidas en las Administraciones públicas, que afecten a un ciudadano o grupo de ciudadanos, en el ámbito
de sus competencias.

Tres. No podrá presentar quejas ante el Defensor del Pueblo ninguna autoridad administrativa en asuntos de
su competencia.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.5 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304.

Artículo once.
Uno. La actividad del Defensor del Pueblo no se verá interrumpida en los casos en que las Cortes Generales no
se encuentren reunidas, hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato.

Dos. En las situaciones previstas en el apartado anterior, el Defensor del Pueblo se dirigirá a las Diputaciones
Permanentes de las Cámaras.

Tres. La declaración de los estados de excepción o de sitio no interrumpirán la actividad del Defensor del
Pueblo, ni el derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
cincuenta y cinco de la Constitución.

CAPÍTULO SEGUNDO ÁMBITO DE COMPETENCIAS

Artículo doce.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá, en todo caso, de oficio o a instancia de parte, supervisar por sí mismo la
actividad de la Comunidad Autónoma en el ámbito de competencias definido por esta Ley.

Dos. A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los órganos similares de las Comunidades Autónomas
coordinarán sus funciones con las del Defensor del Pueblo y éste podrá solicitar su cooperación.

Artículo trece.
Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas referidas al funcionamiento de la Administración de Justicia,
deberá dirigirlas al Ministerio Fiscal para que éste investigue su realidad y adopte las medidas oportunas con
arreglo a la ley, o bien dé traslado de las mismas al Consejo General del Poder Judicial, según el tipo de
reclamación de que se trate; todo ello sin perjuicio de la referencia que en su informe general a las Cortes
Generales pueda hacer al tema.

Artículo catorce.
El Defensor del Pueblo velará por el respeto de los derechos proclamados en el título primero de la
Constitución en el ámbito de la Administración Militar, sin que ella pueda entrañar una interferencia en el
mando de la Defensa Nacional.

CAPÍTULO TERCERO TRAMITACIÓN DE LAS QUEJAS

Artículo quince.
Uno. Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y domicilio,
en escrito razonado en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir del momento en que
tuviera conocimiento de los hechos objeto de la misma.

Dos. Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo son gratuitas para el interesado y no será preceptiva la
asistencia de Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo.

LO-DefPueblo · arts. 10-15Tema 2 · La Corona: atribuciones según la Constitución. Las Cortes Generales: composición y funciones. Órganos d…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 33



Artículo dieciséis.
Uno. La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo y que sea remitida desde cualquier centro de
detención, internamiento o custodia de las personas no podrá ser objeto de censura de ningún tipo.

Dos. Tampoco podrán ser objeto de escucha o interferencia las conversaciones que se produzcan entre el
Defensor del Pueblo o sus delegados y cualquier otra persona de las enumeradas en el apartado anterior.

Artículo diecisiete.
Uno. El Defensor del Pueblo registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará o
rechazará. En este último caso lo hará en escrito motivado pudiendo informar al interesado sobre las vías más
oportunas para ejercitar su acción, caso de que a su entender hubiese alguna y sin perjuicio de que el
interesado pueda utilizar las que considere más pertinentes.

Dos. El Defensor del Pueblo no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté
pendiente resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por persona interesada
demanda o recurso ante las Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional. Ello no impedirá, sin embargo,
la investigación sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas. En cualquier caso velará
por que la Administración resuelva expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan
sido formulados.

Tres. El Defensor del Pueblo rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquellas en las que advierta
mala fe, carencia de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramitación irrogue
perjuicio al legítimo derecho de tercera persona. Sus decisiones no serán susceptibles de recurso.

Artículo dieciocho.
Uno. Admitida la queja, el Defensor del Pueblo promoverá la oportuna investigación sumaria e informal para
el esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso dará cuenta del contenido sustancial de la
solicitud al Organismo o a la Dependencia administrativa procedente con el fin de que por su Jefe en el plazo
máximo de quince días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable cuando concurran circunstancias
que lo aconsejen a juicio del Defensor del Pueblo.

Dos. La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables al envío del informe inicial
solicitado podrá ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora de sus funciones,
haciéndola pública de inmediato y destacando tal calificación en su informe anual o especial, en su caso, a las
Cortes Generales.

CAPÍTULO CUARTO OBLIGACIÓN DE COLABORACIÓN DE LOS ORGANISMOS REQUERIDOS

Artículo diecinueve.
Uno. Todos los poderes públicos están obligados a auxiliar, con carácter preferente y urgente, al Defensor del
Pueblo en sus investigaciones e inspecciones.

Dos. En la fase de comprobación e investigación de una queja o en expediente iniciado de oficio, el Defensor
del Pueblo su Adjunto, o la persona en quien él delegue, podrán personarse en cualquier centro de la
Administración pública, dependientes de la misma a afectos a un servicio público, para comprobar cuantos
datos fueren menester, hacer las entrevistas personales pertinentes o proceder al estudio de los expedientes y
documentación necesaria.

Tres. A estos efectos no podrá negársele el acceso a ningún expediente o documentación administrativa o que
se encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la investigación, sin perjuicio de lo que se
dispone en el artículo veintidós de esta Ley.
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Artículo veinte.
Uno. Cuando la queja a investigar afectare a la conducta de las personas al servicio de la Administración, en
relación con la función que desempeñan, el Defensor del Pueblo dará cuenta de la misma al afectado y a su
inmediato superior u Organismo de quien aquél dependiera.

Dos. El afectado responderá por escrito, y con la aportación de cuantos documentos y testimonios considere
oportunos, en el plazo que se le haya fijado, que en ningún caso será inferior a diez días, pudiendo ser
prorrogado, a instancia de parte, por la mitad del concedido.

Tres. El Defensor del Pueblo podrá comprobar la veracidad de los mismos y proponer al funcionario afectado
una entrevista ampliatoria de datos. Los funcionarios que se negaren a ello podrán ser requeridos por aquél
para que manifiesten por escrito las razones que justifiquen tal decisión.

Cuatro. La información que en el curso de una investigación pueda aportar un funcionario a través de su
testimonio personal tendrá el carácter de reservada, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento
Criminal sobre la denuncia de hechos que pudiesen revestir carácter delictivo.

Artículo veintiuno.
El superior jerárquico u Organismo que prohíba al funcionario a sus órdenes o servicio responder a la
requisitoria del Defensor del Pueblo o entrevistarse con él, deberá manifestarlo por escrito, debidamente
motivado, dirigido al funcionario y al propio Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo dirigirá en adelante
cuantas actuaciones investigadoras sean necesarias al referido superior jerárquico.

CAPÍTULO QUINTO SOBRE DOCUMENTOS RESERVADOS

Artículo veintidós.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá solicitar a los poderes públicos todos los documentos que considere
necesarios para el desarrollo de su función, incluidos aquéllos clasificados con el carácter de secretos de
acuerdo con la ley. En este último supuesto la no remisión de dichos documentos deberá ser acordada por el
Consejo de Ministros y se acompañará una certificación acreditativa del acuerdo denegatorio.

Dos. Las investigaciones que realice el Defensor del Pueblo y el personal dependiente del mismo, así como los
trámites procedimentales, se verificarán dentro de la más absoluta reserva, tanto con respecto a los
particulares como a las dependencias y demás Organismos públicos, sin perjuicio de las consideraciones que
el Defensor del Pueblo considere oportuno incluir en sus informes a las Cortes Generales. Se dispondrán
medidas especiales de protección en relación con los documentos clasificados como secretos.

Tres. Cuando entienda que un documento declarado secreto y no remitido por la Administración pudiera
afectar de forma decisiva a la buena marcha de su investigación, lo pondrá en conocimiento de la Comisión
Mixta Congreso-Senado a que se refiere el artículo 2.° de esta Ley.
Se modifica el apartado 3 por el art. único.6 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304.

CAPÍTULO SEXTO RESPONSABILIDADES DE LAS AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS

Artículo veintitrés.
Cuando las actuaciones practicadas revelen que la queja ha sido originada presumiblemente por el abuso,
arbitrariedad, discriminación, error, negligencia u omisión de un funcionario, el Defensor del Pueblo podrá
dirigirse al afectado haciéndole constar su criterio al respecto. Con la misma fecha dará traslado de dicho
escrito al superior jerárquico, formulando las sugerencias que considere oportunas.

Artículo veinticuatro.
Uno. La persistencia en una actitud hostil o entorpecedora de la labor de investigación del Defensor del
Pueblo por parte de cualquier Organismo, funcionarios, directivo o persona al servicio de la Administración
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pública podrá ser objeto de un informe especial, además de destacarlo en la sección correspondiente de su
informe anual.

Dos. (Derogado)

Se deroga el apartado 2 por la disposición derogatoria única.1 f) de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. Ref. BOE-A-1995-25444.

Artículo veinticinco.
Uno. Cuando el Defensor del Pueblo, en razón del ejercicio de las funciones propias de su cargo, tenga
conocimiento de una conducta o hechos presumiblemente delictivos lo pondrá de inmediato en conocimiento
del Fiscal General del Estado.

Dos. En cualquier caso, el Fiscal General del Estado informará periódicamente al Defensor del Pueblo, o
cuando éste lo solicite, del trámite en que se hallen las actuaciones iniciadas a su instancia.

Tres. El Fiscal General del Estado pondrá en conocimiento del Defensor del Pueblo todas aquellas posibles
irregularidades administrativas de que tenga conocimiento el Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus
funciones.

Artículo veintiséis.
El Defensor del Pueblo podrá, de oficio, ejercitar la acción de responsabilidad contra todas las autoridades,
funcionarios y agentes civiles del orden gubernativo o administrativo, incluso local, sin que sea necesaria en
ningún caso la previa reclamación por escrito.

CAPÍTULO SÉPTIMO GASTOS CAUSADOS A PARTICULARES

Artículo veintisiete.
Los gastos efectuados o perjuicios materiales causados a los particulares que no hayan promovido la queja al
ser llamados a informar por el Defensor del Pueblo, serán correspondidos con cargo a su presupuesto una vez
justificados debidamente.

TÍTULO TERCERO DE LAS RESOLUCIONES

CAPÍTULO PRIMERO CONTENIDO DE LAS RESOLUCIONES

Artículo veintiocho.
Uno. El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y resoluciones de la
Administración Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la
producción de aquéllos.

Dos. Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso
de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá sugerir al
órgano legislativo competente o a la Administración la modificación de la misma.

Tres. Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en virtud de
acto administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades administrativas
competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y sanción.

Artículo veintinueve.
El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, de
acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo treinta.
Uno. El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y
funcionarios de las Administraciones Públicas advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes

LO-DefPueblo · arts. 24-30Tema 2 · La Corona: atribuciones según la Constitución. Las Cortes Generales: composición y funciones. Órganos d…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 36



legales y sugerencias para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades y los
funcionarios vendrán obligados a responder por escrito en término no superior al de un mes.

Dos. Si formuladas sus recomendaciones dentro de un plazo razonable no se produce una medida adecuada
en tal sentido por la autoridad administrativa afectada o éste no informa al Defensor del Pueblo de las razones
que estime para no adoptarlas, el Defensor del Pueblo podrá poner en conocimiento del Ministro del
Departamento afectado, o sobre la máxima autoridad de la Administración afectada, los antecedentes del
asunto y las recomendaciones presentadas. Si tampoco obtuviera una justificación adecuada, incluirá tal
asunto en su informe anual o especial con mención de los nombres de las autoridades o funcionarios que
hayan adoptado tal actitud entre los casos en que considerando el Defensor del Pueblo que era posible una
solución positiva, ésta no se ha conseguido.

CAPÍTULO SEGUNDO NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES

Artículo treinta y uno.
Uno. El Defensor del Pueblo informará al interesado del resultado de sus investigaciones y gestión así como de
la respuesta que hubiese dado la Administración o funcionario implicados, salvo en el caso de que éstas, por
su naturaleza, fuesen consideradas como de carácter reservado o declaradas secretas.

Dos. Cuando en intervención se hubiere iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el apartado dos del artículo
diez, el Defensor del Pueblo informará al parlamentario o Comisión competente que lo hubiese solicitado y al
término de sus investigaciones, de los resultados alcanzados. Igualmente, cuando decida no intervenir
informará razonando su desestimación.

Tres. El Defensor del Pueblo comunicará el resultado positivo o negativo de sus investigaciones a la autoridad,
funcionario o dependencia administrativa acerca de la cual se haya suscitado,

CAPÍTULO TERCERO INFORME A LAS CORTES

Artículo treinta y dos.
Uno. El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada en un
informe que presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario de sesiones.

Dos. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario
que dirigirá a las Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se encontraran reunidas.

Tres. Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados.

Artículo treinta y tres.
Uno. El Defensor del Pueblo en su informe anual dará cuenta del número y tipo de quejas presentadas; de
aquellas que hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el
resultado de las mismas, con especificación de las sugerencias o recomendaciones admitidas por las
Administraciones Públicas.

Dos. En el informe no constarán datos personales que permitan la pública identificación de los interesados en
el procedimiento investigador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo veinticuatro punto uno.

Tres. El informe contendrá igualmente un anexo, cuyo destinatario serán las Cortes Generales, en el que se
hará constar la liquidación del presupuesto de la institución en el periodo que corresponda.

Cuatro. Un resumen del informe será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo ante los Plenos de
ambas Cámaras, pudiendo intervenir los grupos parlamentarios a efectos de fijar su postura.
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TÍTULO CUARTO MEDIOS PERSONALES Y MATERIALES

CAPÍTULO PRIMERO PERSONAL

Artículo treinta y cuatro.
El Defensor del Pueblo podrá designar libremente los asesores necesarios para el ejercicio de sus funciones,
de acuerdo con el Reglamento y dentro de los límites presupuestarios.

Artículo treinta y cinco.
Uno. Las personas que se encuentren al servicio del Defensor del Pueblo, y mientras permanezcan en el
mismo, se considerarán como persona al servicio de las Cortes.

Dos. En los casos de funcionarios provenientes de la Administración Pública se les reservará la plaza y destino
que ocupasen con anterioridad a su adscripción a la oficina del Defensor del Pueblo, y se les computará, a
todos los efectos, el tiempo transcurrido en esta situación.

Artículo treinta y seis.
Los adjuntos y asesores cesarán automáticamente en el momento de la toma de posesión de un nuevo
Defensor del Pueblo destinado por las Cortes.

CAPÍTULO SEGUNDO DOTACIÓN ECONÓMICA

Artículo treinta y siete.
La dotación económica necesaria para el funcionamiento de la institución constituirá una partida dentro de
los Presupuestos de las Cortes Generales.

LO-TCu
LO 2/1982 del Tribunal de Cuentas
En este tema: arts. 1 a 49 · 49 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-A-1982-11584

TÍTULO I FISCALIZACIÓN ECONÓMICO-FINANCIERA Y JURISDICCIÓN CONTABLE

CAPÍTULO I EL TRIBUNAL DE CUENTAS. COMPETENCIAS Y FUNCIONES

Artículo primero.
Uno. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del
Estado y del sector público, sin perjuicio de su propia jurisdicción, de acuerdo con la Constitución y la
presente Ley Orgánica. Asimismo, corresponde al Tribunal de Cuentas la fiscalización de la actividad
económico-financiera de los partidos políticos inscritos en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del
Interior, así como la de las fundaciones y demás entidades vinculadas o dependientes de ellos.

Dos. Es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional, sin perjuicio de los órganos
fiscalizadores de cuentas que para las Comunidades Autónomas puedan prever sus Estatutos. Depende
directamente de las Cortes Generales.
Se añade un párrafo al apartado 1 por el art. 3.1 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441.

Artículo segundo.
Son funciones propias del Tribunal de Cuentas:

a) La fiscalización externa, permanente y consuntiva de la actividad económico-financiera del sector público.

b) El enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo el manejo de
caudales o efectos públicos.
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Artículo tercero.
Uno. El Tribunal de Cuentas tiene competencia para todo lo concerniente al gobierno y régimen interior del
mismo y al personal a su servicio y podrá dictar reglamentos sobre su propio funcionamiento y organización,
así como sobre el estatuto de su personal y servicios dentro del ámbito de la presente ley y de la de ordenación
de su funcionamiento.

Dos. También podrá dictar reglamentos en desarrollo, aplicación y ejecución de su Ley de Funcionamiento
para establecer regulaciones de carácter secundario y auxiliar en todo lo relativo al Estatuto del personal a su
servicio.

Tres. Los Reglamentos deberán ser aprobados por el Pleno y se publicarán en el "Boletín Oficial del Estado",
autorizados por su Presidente.

Se modifica por el art. 3.2 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441.

Artículo cuarto.
Uno. Integran el sector público:

a) La Administración del Estado.

b) Las Comunidades Autónomas.

c) Las Corporaciones Locales.

d) Las entidades gestoras de la Seguridad Social.

e) Los Organismos autónomos.

f) Las Sociedades estatales y demás Empresas públicas.

Dos. Al Tribunal de Cuentas corresponde la fiscalización de las subvenciones, créditos, avales u otras ayudas
del sector público percibidas por personas físicas o jurídicas.

Tres. Corresponde al Tribunal de Cuentas la fiscalización de la actividad económico-financiera de los partidos
políticos inscritos en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del Interior, así como la de las
fundaciones y demás entidades vinculadas o dependientes de ellos. Se considera que una fundación o una
entidad está vinculada o es dependiente de un partido político cuando concurran las circunstancias previstas
en la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos.
Se añade el apartado 3 por el art. 3.3 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441.

Artículo quinto.
El Tribunal de Cuentas ejercerá sus funciones con plena independencia y sometimiento al ordenamiento
jurídico.

Artículo sexto.
El Tribunal de Cuentas elaborará su propio presupuesto, que se integrará en los Generales del Estado, en una
sección independiente y será aprobado por las Cortes Generales.

Artículo séptimo.
Uno. El Tribunal de Cuentas podrá exigir la colaboración de todas las personas físicas o jurídicas, públicas o
privadas que estarán obligadas a suministrarle cuantos datos, estados, documentos, antecedentes o informes
solicite relacionados con el ejercicio de sus funciones fiscalizadora o jurisdiccional. El Estado y demás
entidades integrantes del sector público sujetas a control del Tribunal de Cuentas deberán facilitarle la
información económico y financiera que les soliciten con ocasión de la tramitación de los procedimientos de
control y jurisdiccionales. El Tribunal de Cuentas podrá celebrar convenios de colaboración con la
Administración General del Estado y demás órganos, organismos y entidades para el acceso a la información
de que estos dispongan de conformidad con la normativa especial que regule la información a suministrar con
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la finalidad de agilizar y facilitar el ejercicio de su función fiscalizadora y jurisdiccional.

Dos. La petición se efectuará por conducto del Ministerio, Comunidad Autónoma o Corporación Local
correspondiente.

Tres. El incumplimiento de los requerimientos del Tribunal podrá suponer la aplicación de las multas
coercitivas que se establezcan en su Ley de Funcionamiento. Si los requerimientos se refieren a la
reclamación de justificantes de inversiones o gastos públicos y no son cumplidos en el plazo solicitado, se
iniciará de oficio el oportuno expediente de reintegro. El Tribunal de Cuentas pondrá en conocimiento de las
Cortes Generales la falta de colaboración de los obligados a prestársela.

Cuatro. Asimismo el Tribunal podrá comisionar a expertos que tengan titulación adecuada al objeto de
inspeccionar, revisar y comprobar la documentación, libros, metálico, valores, bienes y existencias de las
Entidades integrantes del sector público en los supuestos a los que se refiere el artículo cuarto, dos, y, en
general, para comprobar la realidad de las operaciones reflejadas en sus cuentas y emitir los informes
correspondientes.

Cinco. Las entidades de crédito estarán obligadas a colaborar con el Tribunal de cuentas facilitando la
documentación e información que les sea requerida. En particular, estarán obligadas a identificar las
diferentes cuentas que se refieran a fondos de los partidos políticos, y fundaciones y entidades vinculadas a
los mismos o dependientes de ellos, así como las personas autorizadas a efectuar operaciones de disposición
con cargo a las mismas. En el caso de cuentas en que se ingresen únicamente cuotas en concepto de afiliación,
deberán aportarse a solicitud del Tribunal de Cuentas datos sobre saldos y movimientos en las fechas o
períodos respecto de los que se solicite. En ningún caso se le facilitarán, en relación a estas cuentas, datos que
permitan identificar a personas físicas afiliadas a los partidos políticos. Para el caso de las cuentas abiertas en
entidades de crédito exclusivamente destinadas a la recepción de donaciones y de las cuentas en las que
reciban otras aportaciones, además de la información citada en el párrafo precedente, se aportará
información sobre la identidad de quienes realicen las aportaciones si, en este último supuesto, el importe
acumulado de las aportaciones en un año natural excede de 3.000 euros. Esta información también deberá ser
objeto de aportación en relación con las entidades y fundaciones vinculadas a los partidos políticos o
dependientes de ellos.

Se modifica por el art. 3.4 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441.

Artículo octavo.
Uno. Los conflictos que se susciten sobre las competencias o atribuciones del Tribunal de Cuentas serán
resueltos por el Tribunal Constitucional.

Dos. Los requerimientos de inhibición hechos al Tribunal de Cuentas no producirán la suspensión del
respectivo procedimiento.

CAPÍTULO II LA FUNCIÓN FISCALIZADORA DEL TRIBUNAL

Artículo noveno.
Uno. La función fiscalizadora del Tribunal de Cuentas se referirá al sometimiento de la actividad económico-
financiera del sector público a los principios de legalidad, eficiencia, economía, transparencia, así como a la
sostenibilidad ambiental y la igualdad de género.

Dos. El Tribunal de Cuentas ejercerá su función en relación con la ejecución de los programas de ingresos y
gastos públicos.
Se modifica el apartado 1 por el art. 3.5 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441.

Artículo diez.
El Tribunal de Cuentas, por delegación, de las Cortes Generales, procederá al examen y comprobación de la

LO-TCu · arts. 7-10Tema 2 · La Corona: atribuciones según la Constitución. Las Cortes Generales: composición y funciones. Órganos de contro…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 40



Cuenta General del Estado dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que se haya rendido. El
Pleno, oído el Fiscal, dictará la declaración definitiva que le merezca para elevarla a las Cámaras con la
oportuna propuesta, dando traslado al Gobierno.

Artículo once.
El Tribunal de Cuentas fiscalizará en particular:

a) Los contratos celebrados por la Administración del Estado y las demás Entidades del sector público en los
casos en que así esté establecido o que considere conveniente el Tribunal.

b) La situación y las variaciones del patrimonio del Estado y demás Entidades del sector público.

c) Los créditos extraordinarios y suplementarios, así como las incorporaciones, ampliaciones, transferencias
y demás modificaciones de los créditos presupuestarios iniciales.

Artículo doce.
Uno. El resultado de la fiscalización se expondrá por medio de informes o memorias ordinarias o
extraordinarias y de mociones o notas que se elevarán a las Cortes Generales y se publicarán en el «Boletín
Oficial del Estado». Cuando la actividad fiscalizadora se refiera a las Comunidades Autónomas o a Entidades
que de ellas dependan, el Informe se remitirá, asimismo, a la Asamblea Legislativa de la respectiva
Comunidad y se publicará también en su «Boletín Oficial».

Dos. El Tribunal de Cuentas hará constar cuantas infracciones, abusos o prácticas irregulares haya observado,
con indicación de la responsabilidad en que, a su juicio, se hubiere incurrido y de las medidas para exigirla.

Artículo trece.
Uno. El Informe o Memoria anual que el Tribunal debe remitir a las Cortes Generales en virtud del artículo
ciento treinta y seis, dos, de la Constitución, comprenderá el análisis de la Cuenta General del Estado y de las
demás del sector público. Se extenderá, además, a la fiscalización de la gestión económica del Estado y del
sector público y, entre otros, a los extremos siguientes:

a) La observancia de la Constitución, de las Leyes reguladoras de los Ingresos y Gastos del sector público y,
en general, de las normas que afecten a la actividad económico-financiera del mismo.

b) El cumplimiento de las previsiones y la ejecución de los Presupuestos del Estado, de las Comunidades
Autónomas, de las Corporaciones Locales y de las demás Entidades sujetas a régimen presupuestario
público.

c) La racionalidad en la ejecución del gasto público basada en criterios de eficiencia y economía.

d) La ejecución de los programas de actuación, inversiones y financiación de las Sociedades estatales y de
los demás planes o previsiones que rijan la actividad de las Empresas públicas, así como el empleo o
aplicación de las subvenciones con cargo a fondos públicos.

Dos. Idéntico informe será remitido anualmente a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas
para el control económico y presupuestario de su actividad financiera.

Tres. El informe contendrá una Memoria de las actuaciones jurisdiccionales del Tribunal durante el ejercicio
económico correspondiente.

Artículo catorce.
Uno. El Tribunal de Cuentas propondrá las medidas a adoptar, en su caso, para la mejora de la gestión
económico-financiera del sector público.

Dos. Cuando las medidas propuestas por el Tribunal de Cuentas se refieran a la gestión económico-financiera
de las Comunidades Autónomas o Entidades del sector público de ellas dependientes, la Asamblea Legislativa
correspondiente, en el ámbito de su competencia, entenderá de la propuesta y dictará, en su caso, las
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disposiciones necesarias para su aplicación.

CAPÍTULO III EL ENJUICIAMIENTO CONTABLE

Artículo quince.
Uno. El enjuiciamiento contable, como jurisdicción propia del Tribunal de Cuentas, se ejerce respecto de las
cuentas que deban rendir quienes recauden, intervengan, administren, custodien, manejen o utilicen bienes,
caudales o efectos públicos.

Dos. La jurisdicción contable se extiende a los alcances de caudales o efectos públicos, así como a las
obligaciones accesorias constituidas en garantía de su gestión.

Artículo dieciséis.
No corresponderá a la jurisdicción contable el enjuiciamiento de:

a) Los asuntos atribuidos a la competencia del Tribunal Constitucional.

b) Las cuestiones sometidas a la jurisdicción contencioso-administrativa.

c) Los hechos constitutivos de delito o falta.

d) Las cuestiones de índole civil, laboral o de otra naturaleza encomendadas al conocimiento de los órganos
del Poder Judicial.

Artículo diecisiete.
Uno. La jurisdicción contable es necesaria e improrrogable, exclusiva y plena.

Dos. Se extenderá, a los solos efectos del ejercicio de su función, al conocimiento y decisión en las cuestiones
prejudiciales e incidentales, salvo las de carácter penal, que constituyan elemento previo necesario para la
declaración de responsabilidad contable y estén con ella relacionadas directamente.

Tres. La decisión que se pronuncie no producirá efectos fuera del ámbito de la jurisdicción contable.

Artículo dieciocho.
Uno. La jurisdicción contable es compatible respecto de unos mismos hechos con el ejercicio de la potestad
disciplinaria y con la actuación de la jurisdicción penal.

Dos. Cuando los hechos fueren constitutivos de delito, la responsabilidad civil será determinada por la
jurisdicción contable en el ámbito de su competencia.

TÍTULO II COMPOSICIÓN Y ORGANIZACIÓN DEL TRIBUNAL DE CUENTAS

CAPÍTULO I ORGANOS DEL TRIBUNAL

Artículo diecinueve.
Son órganos del Tribunal de Cuentas:

a) El Presidente.

b) El Pleno.

c) La Comisión de Gobierno.

d) La Sección de Fiscalización.

e) La Sección de Enjuiciamiento.

f) Los Consejeros de Cuentas.

g) La Fiscalía.

h) La Secretaría General.
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CAPÍTULO II EL PRESIDENTE, EL PLENO Y LA COMISIÓN DE GOBIERNO

Artículo veinte.
Son atribuciones del Presidente:

a) Representar al Tribunal.

b) Convocar y presidir el Pleno y la Comisión de Gobierno, así como decidir con voto de calidad en caso de
empate.

c) Ejercer la jefatura superior del personal al servicio del mismo y las funciones relativas a su nombramiento,
contratación, gobierno y administración en general.

d) Disponer los gastos propios del Tribunal y la contratación de obras, bienes, servicios, suministros y demás
prestaciones necesarias para su funcionamiento.

e) Las demás que le reconozca la Ley.

f) Resolver las demás cuestiones de carácter gubernativo no asignadas a otros órganos del Tribunal.

Artículo veintiuno.
Uno. El Tribunal en Pleno estará integrado por doce Consejeros de Cuentas, uno de los cuales será el
Presidente, y el Fiscal.

Dos. El cuórum para la válida constitución del Pleno será el de dos tercios de sus componentes y sus acuerdos
serán adoptados por mayoría de asistentes.

Tres. Corresponde al Pleno:

a) Ejercer la función fiscalizadora.

b) Plantear los conflictos que afecten a las competencias o atribuciones del Tribunal.

c) Conocer de los recursos de alzada contra las resoluciones administrativas dictadas por órganos del
Tribunal.

d) Aprobar y modificar los Reglamentos del Tribunal de Cuentas.

e) Las demás funciones que se determinen en la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

Se modifica por el art. 3.6 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441.

Artículo veintidós.
Uno. La Comisión de Gobierno quedará constituida por el Presidente y los Consejeros de Cuentas Presidentes
de Sección.

Dos. Corresponde a la Comisión de Gobierno:

a) Establecer el régimen de trabajo del personal.

b) Ejercer la potestad disciplinaria en los casos de faltas muy graves respecto del personal al servicio del
Tribunal.

c) Distribuir los asuntos entre las Secciones.

d) Nombrar los Delegados instructores.

e) Las demás facultades que le atribuye la Ley de Funcionamiento del Tribunal.

CAPÍTULO III LA SECCIÓN DE FISCALIZACIÓN

Artículo veintitrés.
Uno. A la Sección de Fiscalización corresponde la verificación de la contabilidad de las Entidades del sector
público y el examen y comprobación de las cuentas que han de someterse a la fiscalización del Tribunal.

Dos. La Sección de Fiscalización se organizará en departamentos sectoriales y territoriales al frente de cada
uno de los cuales estará un Consejero de Cuentas.
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Tres. La Ley de Funcionamiento del Tribunal determinará la estructura interna que adopten los
departamentos.

Cuatro. El Fiscal del Tribunal designará los Abogados Fiscales adscritos al Departamento.

CAPÍTULO IV LA SECCIÓN DE ENJUICIAMIENTO

Artículo veinticuatro.
Uno. La Sección de Enjuiciamiento se organizará en Salas integradas por un Presidente y dos Consejeros de
Cuentas, y asistidas por uno o más Secretarios.

Dos. Las Salas conocerán de las apelaciones contra las resoluciones en primera instancia dictadas por los
Consejeros de Cuentas en los juicios de cuentas, los procedimientos de reintegro por alcance y los expedientes
de cancelación de fianzas; y, en instancia o por vía de recurso, de los asuntos que determine la Ley de
Funcionamiento del Tribunal.

Artículo veinticinco.
Compete a los Consejeros de Cuentas, en la forma que determine la Ley de Funcionamiento del Tribunal, la
resolución en primera o única instancia de los siguientes asuntos:

a) Los juicios de las cuentas.

b) Los procedimientos de reintegro por alcance.

c) Los expedientes de cancelación de fianzas.

Artículo veintiséis.
Uno. La instrucción de los procedimientos de reintegro por alcance se efectuará por los Delegados
Instructores.

Dos. Los Delegados Instructores serán nombrados entre funcionarios públicos que presten servicio en la
provincia en que hayan ocurrido los actos que puedan constituir alcance o entre los funcionarios del propio
Tribunal.

Tres. En las Comunidades Autónomas cuyos Estatutos hayan establecido órganos propios de fiscalización, el
Tribunal podrá delegar en éstos la instrucción de los procedimientos jurisdiccionales para el enjuiciamiento
de la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos
públicos.

Cuatro. El cargo de Delegado Instructor es de obligada aceptación por el funcionario designado.

CAPÍTULO V LA FISCALÍA

Artículo veintisiete.
La Fiscalía del Tribunal de Cuentas, dependiente funcionalmente del Fiscal general del Estado, quedará
integrada por el Fiscal y los Abogados Fiscales.

CAPÍTULO VI LA SECRETARÍA GENERAL

Artículo veintiocho.
La Secretaría General desempeñará las funciones conducentes al adecuado ejercicio de las competencias
gubernativas del Presidente, del Pleno y de la Comisión de Gobierno en todo lo relativo al régimen interior del
Tribunal de Cuentas.
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TÍTULO III LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL Y EL PERSONAL A SU SERVICIO

CAPÍTULO I LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL

Artículo veintinueve.
El Presidente del Tribunal de Cuentas será nombrado de entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en Pleno y por un período de tres años.

Artículo treinta.
Uno. Los Consejeros de Cuentas serán designados por las Cortes Generales, seis por el Congreso de los
Diputados y seis por el Senado, mediante votación por mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras,
por un período de nueve años, entre Censores del Tribunal de Cuentas, Censores Jurados de Cuentas,
Magistrados y Fiscales, Profesores de Universidad y funcionarios públicos pertenecientes a Cuerpos para cuyo
ingreso se exija titulación académica superior, Abogados, Economistas y Profesores Mercantiles, todos ellos
de reconocida competencia, con más de quince años de ejercicio profesional.

Dos. En la designación de las personas Consejeras de Cuentas, se garantizará el principio de presencia
equilibrada de mujeres y hombres de forma que cada uno de los sexos suponga como mínimo el cuarenta por
ciento de los designados por cada una de las Cámaras.

Tres. Los Consejeros de Cuentas del Tribunal son independientes e inamovibles.

Se renumera el apartado 2 como 3 y se añade un nuevo apartado 2 por el art. 5 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-
A-2024-15936 Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará a la designación de Consejeros y Consejeras de Cuentas que se produzcan 
tras la entrada en vigor de la citada Ley Orgánica según establece su disposición transitoria 2.4.

Artículo treinta y uno.
Los Presidentes de las Secciones de Fiscalización y de Enjuiciamiento serán designados por el Tribunal entre
los Consejeros de cuentas, a propuesta del Pleno.

Artículo treinta y dos.
El Fiscal del Tribunal de Cuentas, que pertenecerá a la Carrera Fiscal, se nombrará por el Gobierno en la
forma determinada en el Estatuto del Ministerio Fiscal.

Artículo treinta y tres.
Uno. Los miembros del Tribunal de Cuentas estarán sujetos a las mismas causas de incapacidad,
incompatibilidades y prohibiciones establecidas para los Jueces en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Dos. Si el nombramiento recayese en quien ostente la condición de Senador o Diputado, antes de tomar
posesión, habrá de renunciar a su escaño.

Tres. No podrán ser designados Consejeros de Cuentas quienes en los dos años anteriores hubieran estado
comprendidos en alguno de los supuestos que se indican en los apartados siguientes:

a) Las autoridades o funcionarios que tengan a su cargo la gestión, inspección o intervención de los
ingresos y gastos del sector público.

b) Los Presidentes, Directores y miembros de los Consejos de Administración de los Organismos
autónomos y Sociedades integrados en el sector público.

c) Los particulares que, excepcionalmente, administren, recauden o custodien fondos o valores públicos.

d) Los perceptores de las subvenciones con cargo a fondos públicos.

e) Cualquiera otra persona que tenga la condición de cuentadante ante el Tribunal de Cuentas.

Cuatro. Las personas comprendidas en alguno de los supuestos del párrafo anterior tampoco podrán ser
comisionadas por el Tribunal de Cuentas para el desempeño de las funciones a que se refiere el artículo
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séptimo, cuatro, de esta Ley.

Artículo treinta y cuatro.
El nombramiento de los miembros del Tribunal de Cuentas implicará, en su caso, la declaración del
interesado en la situación de excedencia especial o equivalente en la Carrera o Cuerpo de procedencia.

Artículo treinta y cinco.
Uno. La responsabilidad civil o criminal en que puedan incurrir los miembros del Tribunal de Cuentas en el
ejercicio de sus funciones será exigida ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo.

Dos. La responsabilidad disciplinaria del Presidente del Tribunal y de los Consejeros de Cuentas se deducirá
conforme establezca la Ley de funcionamiento del Tribunal, y la del Fiscal en la forma que determine el
Estatuto del Ministerio Fiscal.

Artículo treinta y seis.
El Presidente y los Consejeros de Cuentas del Tribunal no podrán ser removidos de sus cargos sino por
agotamiento de su mandato, renuncia aceptada por las Cortes Generales, incapacidad, incompatibilidad o
incumplimiento grave de los deberes de su cargo.

CAPÍTULO II EL PERSONAL AL SERVICIO DEL TRIBUNAL

Artículo treinta y siete.
Uno. El personal al servicio del Tribunal de Cuentas, integrado por funcionarios con titulación adecuada, sin
perjuicio de las normas especiales que les sean de aplicación, estará sujeto al régimen general de la Función
Pública y a sus incompatibilidades.

Dos. El desempeño de la Función Pública en el Tribunal de Cuentas será incompatible con cualquier otra
función, destino o cargo, así como con el ejercicio profesional y con la intervención en actividades
industriales, mercantiles o profesionales, incluso las consultivas y las de asesoramiento, siempre que
perjudiquen la imparcialidad o independencia profesional del funcionario, o guarden relación con Entidades
que, no integrando el sector público, utilicen fondos públicos que deban ser fiscalizados o enjuiciados por el
Tribunal de Cuentas.

TÍTULO IV LA RESPONSABILIDAD CONTABLE

CAPÍTULO I DISPOSICIONES COMUNES

Artículo treinta y ocho.
Uno. El que por acción u omisión contraria a la Ley originare el menoscabo de los caudales o efectos públicos
quedará obligado a la indemnización de los daños y perjuicios causados.

Dos. La responsabilidad podrá ser directa o subsidiaria.

Tres. La responsabilidad directa será siempre solidaria y comprenderá todos los perjuicios causados.

Cuatro. Respecto a los responsables subsidiarios, la cuantía de su responsabilidad se limitará a los perjuicios
que sean consecuencia de sus actos y podrá moderarse en forma prudencial y equitativa.

Cinco. Las responsabilidades, tanto directas como subsidiarias, se transmiten a los causahabientes de los
responsables por la aceptación expresa o tácita de la herencia, pero sólo en la cuantía a que ascienda el
importe líquido de la misma.

Artículo treinta y nueve.
Uno. Quedarán exentos de responsabilidad quienes actuaren en virtud de obediencia debida, siempre que
hubieren advertido por escrito la imprudencia o ilegalidad de la correspondiente orden, con las razones en
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que se funden.

Dos. Tampoco se exigirá responsabilidad cuando el retraso en la rendición, justificación o examen de las
cuentas y en la solvencia de los reparos sea debido al incumplimiento por otros de sus obligaciones
específicas, siempre que el responsable así lo haya hecho constar por escrito.

Tres. Quedarán exentos de responsabilidad quienes hubiesen cometido actos que hayan sido amnistiados en
los términos en los que se establezca en la ley.
Se modifica por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio. Ref. BOE-A-2024-11776

Artículo cuarenta.
Uno. No habrá lugar a la exigencia de responsabilidad subsidiaria cuando se pruebe que el presunto
responsable no pudo cumplir las obligaciones, cuya omisión es causa de aquélla, con los medios personales y
materiales que tuviere a su disposición en el momento de producirse los hechos.

Dos. Cuando no existiere imposibilidad material para el cumplimiento de tales obligaciones, pero el esfuerzo
que hubiera de exigirse al funcionario para ello resultara desproporcionado por el correspondiente a la
naturaleza de su cargo, podrá atenuarse la responsabilidad conforme a lo dispuesto en el artículo treinta y
ocho de esta Ley.

Artículo cuarenta y uno.
Uno. En los casos en que las responsabilidades a que se refiere el artículo treinta y ocho sean exigibles con
arreglo a normas específicas en vía administrativa, la autoridad que acuerde la incoación del expediente la
comunicará al Tribunal de Cuentas, que podrá en cualquier momento recabar el conocimiento del asunto.

Dos. Las resoluciones que se dicten por la Administración en que se declaren responsabilidades contables
serán recurribles ante el Tribunal de Cuentas y resueltas por la Sala correspondiente.

CAPÍTULO II LA RESPONSABILIDAD DIRECTA

Artículo cuarenta y dos.
Uno. Serán responsables directos quienes hayan ejecutado, forzado o inducido a ejecutar o cooperado en la
comisión de los hechos o participado con posterioridad para ocultarlos o impedir su persecución.

Dos. Toda persona sujeta a obligación de rendir, justificar, intervenir o aprobar cuentas que dejare de hacerlo
en el plazo marcado o lo hiciere con graves defectos o no solventara sus reparos, será compelido a ello
mediante requerimiento conminatorio del Tribunal de Cuentas.

Tres. Si el requerimiento no fuere atendido en el improrrogable plazo señalado al efecto, el Tribunal de
Cuentas podrá aplicar las medidas siguientes:

a) La formación de oficio de la cuenta retrasada a costa del moroso, siempre que existieran los elementos
suficientes para realizarlo sin su cooperación.

b) La imposición de multas coercitivas en la cuantía que legalmente se establezca.

c) La propuesta a quien corresponda para la suspensión, la destitución, el cese o la separación del servicio
de la autoridad, funcionario o persona responsable.

Cuatro. El Tribunal de Cuentas, en su caso, pasará el tanto de culpa al Fiscal general del Estado por el delito de
desobediencia.

CAPÍTULO III LA RESPONSABILIDAD SUBSIDIARIA

Artículo cuarenta y tres.
Uno. Son responsables subsidiarios quienes por negligencia o demora en el cumplimiento de obligaciones
atribuidas de modo expreso por las Leyes o Reglamentos hayan dado ocasión directa o indirecta a que los
caudales públicos resulten menoscabados o a que no pueda conseguirse el resarcimiento total o parcial del
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importe de las responsabilidades directas.

Dos. La exigencia de responsabilidades subsidiarias sólo procede cuando no hayan podido hacerse efectivas
las directas.

TÍTULO V FUNCIONAMIENTO DEL TRIBUNAL

CAPÍTULO I DISPOSICIÓN COMÚN

Artículo cuarenta y cuatro.
El Tribunal de Cuentas ajustará su actuación a los procedimientos establecidos en su Ley de Funcionamiento,
de acuerdo con lo previsto en la presente Ley Orgánica.

CAPÍTULO II LOS PROCEDIMIENTOS FISCALIZADORES

Artículo cuarenta y cinco.
Los procedimientos para el ejercicio de la función fiscalizadora se impulsarán de oficio en todos sus trámites.
La iniciativa corresponde al propio Tribunal, a las Cortes Generales y, en su ámbito, a las Asambleas
Legislativas u otros órganos representativos análogos que se constituyan en las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO III LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES

Artículo cuarenta y seis.
Uno. Los órganos del Tribunal de Cuentas que fueren competentes para conocer de un asunto lo serán
también para todas sus incidencias y para ejecutar las resoluciones que dictaren.

Dos. La competencia de los órganos de la jurisdicción contable no será prorrogable y podrá ser apreciada por
los mismos incluso de oficio, previa audiencia de las partes.

Artículo cuarenta y siete.
Uno. Estarán legitimados para actuar ante la jurisdicción contable quienes tuvieran interés directo en el
asunto o fueren titulares de derechos subjetivos relacionados con el caso.

Dos. Las Administraciones públicas podrán ejercer toda clase de pretensiones ante el Tribunal de Cuentas, sin
necesidad de declarar previamente lesivos los actos que impugnen.

Tres. Será pública la acción para la exigencia de la responsabilidad contable en cualquiera de los
procedimientos jurisdiccionales del Tribunal de Cuentas. En ningún caso se exigirá la prestación de fianza o
caución, sin perjuicio de la responsabilidad criminal y civil en que pudiera incurrir el que ejercite la acción
indebidamente.

Artículo cuarenta y ocho.
Uno. Los funcionarios y el personal al servicio de las Entidades del sector público legitimado para comparecer
ante el Tribunal de Cuentas podrán hacerlo por sí mismos y asumir su propia defensa.

Dos. La representación y defensa del Estado y de sus Organismos autónomos en las actuaciones a que se
refiere la presente Ley corresponderá a los Abogados del Estado. La de las Comunidades Autónomas,
provincias y municipios a sus propios Letrados, a los Abogados que designen o a los Abogados del Estado.

Artículo cuarenta y nueve.
Las resoluciones del Tribunal de Cuentas, en los casos y en la forma que determine su Ley de
Funcionamiento, serán susceptibles del recurso de casación y revisión ante el Tribunal Supremo.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2

1 De acuerdo con el artículo 54 de la Constitución Española, el Defensor del Pueblo se define como:

A) Alto comisionado del Ministerio con competencias en materia de interior, designado por éste.

B) Alto comisionado del Congreso de los Diputados, designado por éste.

C) Alto comisionado del Gobierno, designado por éste.

D) Alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas.
Gobierno de Aragón - Instituto Aragonés de Administración Pública (IAAP), 2025

2 Según establece el artículo 66.2 de la CE ¿Quién controla la acción del gobierno?

A) El defensor del pueblo.

B) El Congreso de los Diputados.

C) El Senado.

D) Las Cortes Generales.
Ayuntamiento de Liria

3 La Constitución Española, al regular las Cortes Generales, establece lo siguiente:

A) Los miembros de las Cortes Generales estarán ligados por mandato imperativo.

B) Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las Cámaras, 
pero sí podrán ejercer sus funciones y ostentar sus privilegios.

C) Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente ni acumular el acta de una Asamblea de 
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.

D) Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria vincularán a las Cámaras, pero 
no podrán ejercer sus funciones y ostentar sus privilegios.

Universidad Complutense de Madrid, 2020

4 Según el artículo 136 de la Constitución Española, el Tribunal de Cuentas:

A) Es el supremo órgano fiscalizador únicamente de las cuentas y de la gestión económica del Estado.

B) Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e inamovilidad y estarán sometidos 
a las mismas incompatibilidades que los Jueces.

C) Una Orden Ministerial regulará su composición, organización y funciones.

D) Los miembros del Tribunal de Cuentas son nombrados por el Ministro de Economía y Hacienda.
Ayuntamiento de Estadilla, 2021

5 ¿Qué artículo de la Constitución regula el Estado de alarma, excepción y sitio?

A) Artículo 118.3

B) Artículo 116.

C) Artículo 155.

D) Artículo 99.
Diputación Provincial de Zamora, 2021

Ponte a pruebaTema 2 · La Corona: atribuciones según la Constitución. Las Cortes Generales: composición y funciones. Órganos de control d…

2

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 49



Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 54 CE pág. 18 El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales y estas lo designan.
Su función es defender los derechos comprendidos en el título constitucional correspondiente y supervisar la
actividad de la Administración. No depende del Gobierno ni de un ministerio.

2 D Art. 66 CE pág. 20 El control de la acción del Gobierno corresponde a la representación del pueblo español,
integrada por las dos cámaras que forman el poder legislativo. Estas no solo aprueban las leyes y los
presupuestos del Estado, sino que también vigilan la actuación gubernamental mediante preguntas,
interpelaciones, comparecencias y mociones. Conviene precisar que, aunque cada cámara participa, la función
de control se atribuye conjuntamente a ambas como institución, no a una sola de ellas ni a un órgano externo.

3 C Art. 67 CE pág. 20 La Constitución impide ocupar a la vez un escaño en el Congreso y en el Senado, y
también compatibilizar el acta de parlamentario autonómico con la de diputado nacional, para garantizar
dedicación e independencia. Conviene recordar que los miembros de las Cortes no están ligados por mandato
imperativo: representan al conjunto del pueblo, no a quien les votó. Además, las reuniones sin convocatoria
reglamentaria ni vinculan a las Cámaras ni permiten ejercer funciones o privilegios.

4 B Art. 136 CE pág. 27 Quienes integran este órgano de control externo de las cuentas públicas disfrutan del
mismo estatuto que los jueces: independencia, inamovilidad y el mismo régimen de incompatibilidades. Ese
paralelismo garantiza que fiscalicen sin presiones. Conviene precisar que su ámbito no se limita al Estado, pues
alcanza a todo el sector público, que su composición y funciones se regulan por ley orgánica y que sus
miembros no los designa un ministro, sino que se eligen desde las Cortes.

5 B Art. 116 CE pág. 26 Los tres estados de emergencia constitucional —alarma, excepción y sitio— se
concentran en un único precepto que fija quién los declara, con qué mayoría y por cuánto tiempo. La alarma la
declara el Gobierno; la excepción requiere autorización previa del Congreso; el sitio lo declara la mayoría
absoluta del Congreso. Conviene distinguir este bloque de la coerción estatal frente a las comunidades
autónomas, que se regula en un artículo distinto y responde a una finalidad diferente.

Practica con más de 550 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
La Organización territorial del Estado. Los Estatutos de Autonomía. Su 
significado. Especial referencia al Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Valenciana: Principios generales y su organización.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 137 a 158 · 22 artículos

EA-CV · Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana
arts. 1 a 7 y 20 a 48 · 36 artículos

58 artículos · empieza en la pág. 51

Lo más preguntado de este tema

Art. 137 CE 83
Art. 140 CE 73
Art. 149 CE 48
Art. 141 CE 45
Art. 147 CE 33

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 413 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 137 a 158 · 22 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que
proceda el régimen del concejo abierto.
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Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de
los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO TERCERO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será
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elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de
cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.

b) La delimitación de su territorio.

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.

12.ª Ferias interiores.

13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.

14.ª La artesanía.

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.

20.ª Asistencia social.
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21.ª Sanidad e higiene.

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

3.ª Relaciones internacionales.

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.

5.ª Administración de Justicia.

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.
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20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando
su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.
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2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
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Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en
el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con
fuerza de ley.

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.

2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.
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Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.

e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.

EA-CV
Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana
En este tema: arts. 1 a 7 y 20 a 48 · 36 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-1982-17235

TÍTULO I LA COMUNITAT VALENCIANA

Artículo primero.
1. El pueblo valenciano, históricamente organizado como Reino de Valencia, se constituye en Comunidad
Autónoma, dentro de la unidad de la Nación española, como expresión de su identidad diferenciada como
nacionalidad histórica y en el ejercicio del derecho de autogobierno que la Constitución Española reconoce a
toda nacionalidad, con la denominación de Comunitat Valenciana.

2. La Comunitat Valenciana es la expresión de la voluntad democrática y del derecho de autogobierno del
pueblo valenciano y se rige por el presente Estatuto, que es su norma institucional básica.

3. La Comunitat Valenciana tiene como objetivo la consecución del autogobierno en los términos de este
Estatuto, reforzar la democracia y garantizar la participación de todos los ciudadanos en la realización de sus
fines.

4. La Comunitat Valenciana, como región de Europa, asume los valores de la Unión Europea y velará por el
cumplimiento de sus objetivos y por la defensa de los derechos de todos los ciudadanos europeos.

Se modifica por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.
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Artículo segundo.
El territorio de la Comunitat Valenciana comprende el de los municipios integrados en las provincias de
Alicante, Castellón y Valencia.
Se modifica por el art. 3 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo tercero.
1. A los efectos de este Estatuto, gozan de la condición política de valencianos todos los ciudadanos españoles
que tengan o adquieran vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de la Comunitat Valenciana.

2. Los ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido su última vecindad administrativa
en la Comunitat Valenciana y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de España gozarán de
los derechos políticos definidos en este Estatuto. Este mismo régimen se aplicará a sus descendientes,
inscritos como españoles, si así lo solicitan en los términos en los que lo determine la Ley del Estado.

3. Las comunidades de valencianos asentadas fuera de la Comunitat Valenciana tendrán derecho a solicitar,
como tales, el reconocimiento de su valencianidad entendida como el derecho a participar, colaborar y
compartir la vida social y cultural del pueblo valenciano. Sin perjuicio de las competencias del Estado, una
Ley de Les Corts regulará el alcance y contenido de este reconocimiento a estas comunidades. La Generalitat
podrá solicitar del Estado la celebración de los correspondientes tratados o convenios en los Estados donde
existan dichas Comunidades, con la finalidad de que pueda cumplirse lo establecido en el presente artículo.

4. El Derecho civil foral valenciano se aplicará, con independencia de donde se resida, a quien ostente la
vecindad civil valenciana conforme a las normas del Título Preliminar del Código Civil, que será igualmente
aplicable para resolver los conflictos de leyes.

5. Los ciudadanos de la Unión Europea residentes en la Comunitat Valenciana que no tengan la nacionalidad
española gozarán en la misma de los derechos y estarán sujetos a las obligaciones propias de los valencianos,
con las excepciones que establezcan, en su caso, la Constitución o las Leyes del Estado.
Se modifica por el art. 4 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarto.
1. La Bandera de la Comunitat Valenciana es la tradicional Senyera compuesta por cuatro barras rojas sobre
fondo amarillo, coronadas sobre franja azul junto al asta.

2. Una Ley de Les Corts determinará la simbología heráldica propia de la Comunitat Valenciana que integra
las tres provincias de Castellón, Valencia y Alicante.
Se modifica por el art. 5 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo quinto.
1. La sede de la Generalitat será el palacio de este nombre, en la ciudad de Valencia.

2. Las instituciones de la Generalitat podrán establecerse y celebrar reuniones en cualquiera de los
municipios de la Comunitat Valenciana, de acuerdo con lo que la Ley disponga.
Se modifica por el art. 6 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo sexto.
1. La lengua propia de la Comunitat Valenciana es el valenciano.

2. El idioma valenciano es el oficial en la Comunitat Valenciana, al igual que lo es el castellano, que es el
idioma oficial del Estado. Todos tienen derecho a conocerlos y a usarlos y a recibir la enseñanza del, y en,
idioma valenciano.

3. La Generalitat garantizará el uso normal y oficial de las dos lenguas, y adoptará las medidas necesarias para
asegurar su conocimiento.
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4. Nadie podrá ser discriminado por razón de su lengua.

5. Se otorgará especial protección y respeto a la recuperación del valenciano.

6. La ley establecerá los criterios de aplicación de la lengua propia en la Administración y la enseñanza.

7. Se delimitarán por ley los territorios en los que predomine el uso de una y otra lengua, así como los que
puedan ser exceptuados de la enseñanza y del uso de la lengua propia de la Comunitat Valenciana.

8. L'Acadèmia Valenciana de la Llengua es la institución normativa del idioma valenciano.
Se modifica por el art. 7 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo séptimo.
1. El desarrollo legislativo de las competencias de la Generalitat procurará la recuperación de los contenidos
correspondientes de los Fueros del histórico Reino de Valencia en plena armonía con la Constitución y con las
exigencias de la realidad social y económica valenciana. Esta reintegración se aplicará, en especial, al
entramado institucional del histórico Reino de Valencia y su propia onomástica en el marco de la Constitución
Española y de este Estatuto de Autonomía.

2. Las normas y disposiciones de la Generalitat y las que integran el Derecho Foral Valenciano tendrán eficacia
territorial excepto en los casos en los que legalmente sea aplicable el estatuto personal y otras normas de
extraterritorialidad.

Se modifica por el art. 8 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

TÍTULO III LA GENERALITAT

CAPÍTULO I

Artículo veinte.
1. El conjunto de las instituciones de autogobierno de la Comunitat Valenciana constituye la Generalitat.

2. Forman parte de la Generalitat les Corts Valencianes o les Corts, el President y el Consell.

3. Son también instituciones de la Generalitat la Sindicatura de Comptes, el Síndic de Greuges, el Consell
Valenciá de Cultura, l'Acadèmia Valenciana de la Llengua, el Consell Jurídic Consultiu y el Comité Econòmic i
Social.
Se modifica por el art. 24 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

CAPÍTULO II LES CORTS VALENCIANES O LES CORTS

Artículo veintiuno.
1. La potestad legislativa dentro la Comunitat Valenciana corresponde a Les Corts, que representan al pueblo.
Les Corts son inviolables y gozan de autonomía.

2. Les Corts tienen su sede en el Palacio de los Borja de la ciudad de Valencia, pudiendo celebrar sesiones en
otros lugares de la Comunitat Valenciana cuando sus órganos de gobierno así lo acuerden.
Se modifica por el art. 25 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo veintidós.
Son funciones de Les Corts:

a) Aprobar los presupuestos de la Generalitat y las emisiones de Deuda Pública.

b) Controlar la acción del Consell.

c) Elegir al President de la Generalitat.

d) Exigir, en su caso, la responsabilidad política del President y del Consell.

e) Ejercer el control parlamentario sobre la acción de la Administración situada bajo la autoridad de la
Generalitat. Con esta finalidad se podrán crear, en su caso, comisiones especiales de investigación, o atribuir

EA-CV · arts. 6-7, 20-22Tema 3 · La Organización territorial del Estado. Los Estatutos de Autonomía. Su significado. Especial referencia al Estat…

3

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 60



esta facultad a las comisiones permanentes.

f) Presentar ante la Mesa del Congreso proposiciones de ley y nombrar a los Diputados encargados de
defenderlas.

g) Solicitar al Gobierno del Estado la adopción de proyectos de ley.

h) Interponer recursos de inconstitucionalidad, así como personarse ante el Tribunal Constitucional.

i) Aprobar, a propuesta del Consell, los convenios y los acuerdos de cooperación con el Estado y con las demás
Comunidades Autónomas.

j) Designar los Senadores y Senadoras que deben representar a la Comunitat Valenciana, conforme a lo
previsto en la Constitución y en la forma que determine la Ley de Designación de Senadores en
representación de la Comunitat Valenciana.

k) Recibir información, a través del Consell, debatir y emitir opinión respecto de los tratados internacionales
y legislación de la Unión Europea en cuanto se refieran a materias de particular interés de la Comunitat
Valenciana, de acuerdo con la legislación del Estado.

l) Aquellas otras que les atribuyan las leyes y este Estatuto.

Se modifica por el art. 26 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo veintitrés.
1. Les Corts estarán constituidas por un número de Diputados y Diputadas no inferior a noventa y nueve,
elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, en la forma que determina la Ley Electoral
Valenciana, atendiendo a criterios de proporcionalidad y, en su caso, de comarcalización.

2. Para poder ser proclamados electos y obtener escaño, los candidatos de cualquier circunscripción habrán
de gozar de la condición política de valencianos y deberán haber sido presentados por partidos, federaciones,
coaliciones o agrupaciones de electores que obtengan el número de votos exigido por la Ley Electoral
valenciana.

3. Los miembros de Les Corts gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviolabilidad por las
opiniones manifestadas y por los votos emitidos en el ejercicio de sus funciones. Durante su mandato no
podrán ser detenidos ni retenidos por actos delictivos realizados en el territorio de la Comunitat Valenciana,
sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión,
procesamiento, en su caso, y juicio al Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana. Fuera de tal
territorio la responsabilidad penal será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo. Igualmente, gozarán de aforamiento en materia de responsabilidad civil por actos cometidos y
opiniones emitidas en el ejercicio de su cargo.

4. Les Corts son elegidas por cuatro años. El mandato de sus Diputados finaliza cuatro años después de las
elecciones, o el día de la disolución de la Cámara por el President de la Generalitat en la forma que establezca
la Ley del Consell. A determinados efectos, el mandato de los Diputados finalizará el día antes de las
elecciones. La disolución y convocatoria de nuevas elecciones a Les Corts se realizará por medio de Decreto
del President de la Generalitat. En cualquier caso, Les Corts electas se constituirán en un plazo máximo de
noventa días, a partir de la fecha de finalización del mandato anterior. El Decreto, que entrará en vigor el día
de su publicación en el «Diario Oficial de la Generalitat», especificará el número de Diputados a elegir en cada
circunscripción, la duración de la campaña electoral, el día de votación y el día, hora y lugar de constitución
de Les Corts de acuerdo con la Ley Electoral Valenciana.
Se modifica por el art. 27 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo veinticuatro.
La Ley Electoral Valenciana, prevista en el apartado 1 del artículo anterior, será aprobada en votación de
conjunto por las dos terceras partes de Les Corts y garantizará un mínimo de 20 Diputados por cada
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circunscripción provincial, distribuyendo el resto del número total de los diputados entre dichas
circunscripciones, según criterios de proporcionalidad respecto de la población, de manera que la
desproporción que establezca el sistema resultante sea inferior a la relación de uno a tres.
Se modifica por el art. 28 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo veinticinco.
1. Les Corts nombrarán a su Presidente, a la Mesa y a una Diputación Permanente. También aprobarán, por
mayoría absoluta, su Reglamento que tendrá rango de Ley. Igualmente, en la forma que determine el
Reglamento, aprobarán los Estatutos de Gobierno y Régimen Interno de la Cámara.

2. Les Corts funcionarán en Pleno o en Comisiones. Podrán delegar en las Comisiones la elaboración de leyes,
sin perjuicio de que el Pleno pueda recabar el debate y la votación. Quedan exceptuadas de dicha delegación
las leyes de bases y los Presupuestos de la Comunitat.

3. Les Corts se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los períodos ordinarios serán dos por año y
durarán como mínimo ocho meses. El primero se iniciará en septiembre y en febrero el segundo. Tendrán la
consideración de sesiones extraordinarias las que, de acuerdo con el Reglamento de la Cámara, convoque el
Presidente a propuesta del Consell, de la Diputación Permanente o a petición de una quinta parte de los
Diputados y Diputadas o del número de Grupos Parlamentarios que determine el Reglamento de Les Corts.
Las sesiones extraordinarias acabarán una vez finalizado el orden del día determinado para el cual fueron
convocadas. Todas las sesiones del Pleno serán públicas, excepto aquellas que determine el Reglamento de Les
Corts.

4. Les Corts adoptan los acuerdos por mayoría simple, excepto disposición expresa en sentido contrario. Para
adoptar acuerdos es necesaria la presencia, al menos, de la mitad más uno de los Diputados y Diputadas.

5. Las leyes de la Generalitat serán promulgadas, en nombre del Rey, por su President y publicadas, en las dos
lenguas oficiales en el "Diario Oficial de la Generalitat" en el plazo de quince días desde su aprobación, y en el
"Boletín Oficial del Estado". Para su entrada en vigor regirá la fecha de publicación en el "Diario Oficial de la
Generalitat".
Se modifica por el art. 29 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo veintiséis.
1. La iniciativa legislativa corresponde a Les Corts y al Consell, en la forma que determine el presente Estatuto
y el Reglamento de Les Corts.

2. La iniciativa legislativa de Les Corts se ejercerá por los Grupos Parlamentarios y por los Diputados y
Diputadas en la forma que determine el Reglamento de Les Corts. También podrá ser ejercida a través de la
iniciativa popular en la forma que se regule por Ley y en los términos previstos en el Reglamento de Les Corts.
Se modifica por el art. 30 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

CAPÍTULO III EL PRESIDENT DE LA GENERALITAT

Artículo veintisiete.
1. El President de la Generalitat será elegido por Les Corts de entre sus miembros y nombrado por el Rey. La
facultad de presentar candidatos corresponde a los Grupos Parlamentarios. En todo momento se atenderá a lo
que regula el presente Estatuto y el Reglamento de Les Corts.

2. Después de cada renovación de Les Corts, y en los otros casos en los que así proceda, el Presidente de Les
Corts, previa consulta con los representantes designados por los Grupos Políticos con representación
parlamentaria, propondrá un candidato a la Presidencia de la Generalitat, dando prioridad a aquel que en las
consultas realizadas haya obtenido mayor apoyo por parte de los Grupos Políticos.

3. El candidato propuesto, conforme a lo previsto en el apartado anterior, expondrá ante Les Corts el
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programa político de gobierno del Consell que pretende formar y solicitará la confianza de la Cámara. El
debate se desarrollará en la forma que determine el Reglamento de Les Corts.

4. Para la elección hace falta la mayoría absoluta de los miembros de derecho de Les Corts en primera
votación. Si no se logra esta mayoría, la votación se repetirá cuarenta y ocho horas después y será suficiente la
mayoría simple para ser elegido.

5. Si efectuadas las mencionadas votaciones no se otorgara la confianza para la investidura, se tramitarán
sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores, atendiendo al resto de los candidatos
presentados y a los criterios establecidos en el punto 2. El Presidente de Les Corts podrá, en su caso, retomar
la ronda de consultas.

6. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
obtuviera la confianza de Les Corts, el Presidente de Les Corts, por acuerdo de la Mesa, disolverá la Cámara y
el President de la Generalitat en funciones convocará nuevas elecciones.

7. Se procederá nuevamente a la elección del President de la Generalitat de acuerdo con el procedimiento
establecido por el presente artículo, en los casos de renuncia, dimisión, incapacidad, defunción o pérdida de
la cuestión de confianza.
Se modifica por el art. 31 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo veintiocho.
1. El President de la Generalitat, que también lo es del Consell, dirige la acción del Consell, coordina las
funciones de éste y ostenta la más alta representación de la Comunitat Valenciana, así como la ordinaria del
Estado en ésta.

2. El President es responsable políticamente ante Les Corts. Éstas pueden exigir la responsabilidad del Consell
por medio de la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura, propuesta como mínimo por la
quinta parte de los Diputados y Diputadas y que deberá incluir un candidato a la Presidencia. La moción de
censura no podrá ser votada hasta cinco días después de su presentación. Durante los dos primeros días de
este plazo podrán presentarse propuestas alternativas.

3. Si la moción de censura no es aprobada, los signatarios de ésta no podrán presentar otra durante el mismo
período de sesiones. Si es aprobada, el President y el Consell cesarán en sus funciones, y el candidato incluido
en aquélla será nombrado President de la Generalitat por el Rey.

4. El President de la Generalitat, con el acuerdo previo del Consell, podrá ordenar mediante Decreto la
disolución de Les Corts, excepto cuando se encuentre en tramitación una moción de censura que reúna los
requisitos exigidos en el Reglamento de Les Corts.

5. El President de la Generalitat podrá proponer, de acuerdo con lo que determine la legislación del Estado, la
celebración de consultas populares en el ámbito de la Comunitat Valenciana, sobre cuestiones de interés
general en materias autonómicas o locales.

Se modifica por el art. 32 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

CAPÍTULO IV EL CONSELL

Artículo veintinueve.
1. El Consell es el órgano colegiado de gobierno de la Generalitat, que ostenta la potestad ejecutiva y
reglamentaria. En particular, dirige la Administración, que se encuentra bajo la autoridad de la Generalitat.

2. Los miembros del Consell que reciben el nombre de Consellers son designados por el President de la
Generalitat. Sus funciones, composición, forma de nombramiento y de cese serán reguladas por Ley de Les
Corts.

3. La sede del Consell será la ciudad de Valencia, y sus organismos, servicios y dependencias se podrán
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establecer en diferentes lugares del territorio de la Comunitat Valenciana, de acuerdo con criterios de
descentralización y coordinación de funciones.

4. Todas las normas, disposiciones y actos emanados del Consell, que por su naturaleza lo exijan, serán
publicados en el "Diario Oficial de la Generalitat" en las dos lenguas oficiales. En relación con la publicación
en el "Boletín Oficial del Estado", se estará a lo que disponga la norma estatal correspondiente.
Se modifica por el art. 33 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta.
El Consell responde políticamente de forma solidaria ante Les Corts, sin perjuicio de la responsabilidad
directa de cada miembro por su gestión. Su President, previa deliberación del Consell, puede plantear ante
Les Corts la cuestión de confianza sobre su programa, una decisión política o un proyecto de ley. La cuestión
se considerará aprobada cuando obtenga la mayoría simple. Si tenía por objeto un proyecto de ley, este se
considerará aprobado según el texto enviado por el Consell, excepto en los casos en los que se requiera una
mayoría cualificada.
Se modifica por el art. 34 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta y uno.
La responsabilidad penal y civil de los miembros del Consell y, en su caso, la del President se exigirá en los
mismos términos que este Estatuto determina para los Diputados.

Se modifica por el art. 35 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta y dos.
El Consell podrá interponer el recurso de inconstitucionalidad. También podrá, por propia iniciativa o con el
acuerdo previo de Les Corts, suscitar los conflictos de competencia a los que hace referencia el apartado c) del
número 1 del artículo 161 de la Constitución Española.

Se modifica por el art. 36 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

CAPÍTULO V LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Artículo treinta y tres.
1. El Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana es el órgano jurisdiccional en el que culmina la
organización judicial en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, de acuerdo con lo establecido en la
Constitución.

2. Por medio del pertinente sistema de instancias procesales y recursos que vienen determinados por la
legislación del Estado, será competencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana el
establecimiento de la doctrina en los órdenes jurisdiccionales en los que así proceda, extendiéndose a todos
aquellos cuyo conocimiento les fuera atribuido por el Estado, en el territorio de la Comunitat Valenciana, sin
perjuicio de las competencias del Tribunal Supremo.

3. Se crea el Consell de la Justicia de la Comunitat Valenciana. Una Ley de Les Corts determinará su
estructura, composición, nombramientos y funciones dentro del ámbito de las competencias de la Generalitat
en materia de administración de justicia en los términos que establece el presente Estatuto y de acuerdo con
lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

4. La colaboración entre la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana y la
Conselleria competente en materia de Justicia será a través de la Comisión Mixta.
Se modifica por el art. 37 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta y cuatro.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana será nombrado por el Rey a
propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
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2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat
Valenciana se efectuará en la forma prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Se modifica por el art. 38 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta y cinco.
1. A instancia de la Generalitat, el órgano competente convocará los concursos y oposiciones para cubrir las
plazas vacantes de Magistrados, Jueces, Secretarios Judiciales y demás personal al servicio de la
Administración de Justicia, de acuerdo con lo que dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial. En esta
resolución se tendrá en cuenta su especialización en el Derecho civil foral valenciano y el conocimiento del
idioma valenciano.

2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las leyes generales, el derecho de gracia y la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.
Se modifica por el art. 39 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta y seis.
1. En relación a la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la Generalitat:

1.ª Ejercer, en la Comunitat Valenciana, todas las facultades que la Ley Orgánica del Poder Judicial
reconozca o atribuya al Gobierno del Estado.

2.ª Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales en su territorio y
la localización de su capitalidad. La Generalitat participará también, de acuerdo con la Ley Orgánica del
Poder Judicial en la creación o transformación del número de secciones o juzgados en el ámbito de su
territorio.

3.ª Coadyuvar en la organización de los Tribunales consuetudinarios y tradicionales, en especial en la del
Tribunal de las Aguas de la Vega de Valencia.

4.ª Proveer de medios personales, materiales y económicos a la Administración de Justicia.

5.ª La competencia para ordenar los servicios de justicia gratuita que podrán prestarse directamente o en
colaboración con los colegios de abogados y las asociaciones profesionales.

2. Los valencianos, en los casos y forma que determine la Ley, podrán participar en la Administración de
Justicia por medio de la institución del Jurado, en los procesos penales que se sustancien ante los órganos
jurisdiccionales con sede en la Comunitat Valenciana.

Se modifica por el art. 40 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta y siete.
La competencia de los órganos jurisdiccionales en la Comunitat Valenciana comprende:

1. El conocimiento y resolución de todos los litigios que se sustancien en la Comunitat Valenciana, en los
órdenes jurisdiccionales en los que así proceda, en las instancias y grados determinados por la legislación del
Estado.

2. En materia de Derecho civil foral valenciano, el conocimiento de los recursos de casación y de revisión,
como competencia exclusiva del Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana, así como los
recursos de casación para la unificación de la doctrina y el recurso en interés de ley en el ámbito Contencioso-
Administrativo cuando afecten exclusivamente a normas emanadas de la Comunitat Valenciana.

3. En materia de Derecho estatal y en los órdenes jurisdiccionales que la legislación estatal establezca, le
corresponde al Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana, por la vía procesal pertinente, la
fijación de la doctrina, sin perjuicio de la competencia del Tribunal Supremo.

4. La resolución de las cuestiones de competencia entre órganos jurisdiccionales en la Comunitat Valenciana.
Se modifica por el art. 41 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.
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CAPÍTULO VI DE LAS OTRAS INSTITUCIONES DE LA GENERALITAT

SECCIÓN PRIMERA. DE LAS INSTITUCIONES COMISIONADAS POR LES CORTS

Artículo treinta y ocho. El Síndic de Greuges.
El Síndic de Greuges es el Alto Comisionado de Les Corts, designado por éstas, que velará por la defensa de los
derechos y libertades reconocidos en los Títulos I de la Constitución Española y II del presente Estatuto, en el
ámbito competencial y territorial de la Comunitat Valenciana. Anualmente informará a Les Corts del
resultado del ejercicio de sus funciones. En cuanto al procedimiento del nombramiento, funciones,
facultades, estatuto y duración del mandato, habrá que ajustarse a lo que disponga la Ley de Les Corts que lo
regule.

Se modifica por el art. 43 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo treinta y nueve. La Sindicatura de Comptes.
La Sindicatura de Comptes es el órgano al que corresponde el control externo económico y presupuestario de
la actividad financiera de la Generalitat, de los entes locales comprendidos en su territorio y del resto del
sector público valenciano, así como de las cuentas que lo justifiquen. En cuanto al procedimiento del
nombramiento de sus miembros, funciones, facultades, estatuto y duración del mandato, habrá que ajustarse
a lo que disponga la Ley de Les Corts que lo regule.
Se modifica por el art. 44 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

SECCIÓN SEGUNDA. DE LAS INSTITUCIONES CONSULTIVAS Y NORMATIVAS DE LA GENERALITAT

Artículo cuarenta. El Consell Valenciá de Cultura.
El Consell Valenciá de Cultura es la institución consultiva y asesora de las instituciones públicas de la
Comunitat Valenciana en aquellas materias específicas que afecten a la cultura valenciana. En cuanto al
procedimiento del nombramiento de sus miembros, funciones, facultades, estatuto y duración del mandato,
habrá que ajustarse a lo que disponga la Ley de Les Corts que lo regule.
Se modifica por el art. 45 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarenta y uno. L'Acadèmia Valenciana de la Llengua.
L' Acadèmia Valenciana de la Llengua, institución de la Generalitat de carácter público, tiene por función
determinar y elaborar, en su caso, la normativa lingüística del idioma valenciano. La normativa lingüística de
L'Acadèmia Valenciana de la Llengua será de aplicación obligatoria en todas las administraciones públicas de
la Comunitat Valenciana. En cuanto al procedimiento del nombramiento de sus miembros, funciones,
facultades, estatuto y duración del mandato, habrá que ajustarse a lo que disponga la Ley de Les Corts que lo
regule.
Se modifica por el art. 46 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarenta y dos. El Comité Econòmic i Social.
El Comité Econòmic i Social es el órgano consultivo del Consell y, en general, de las instituciones públicas de
la Comunitat Valenciana, en materias económicas, sociolaborales y de empleo. En cuanto al procedimiento
del nombramiento de sus miembros, funciones, facultades, estatuto y duración del mandato, habrá que
ajustarse a lo que disponga la Ley de Les Corts que lo regule.
Se modifica por el art. 47 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarenta y tres. El Consell Jurídic Consultiu.
El Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana, institución de la Generalitat de carácter público, es el
órgano consultivo supremo del Consell, de la Administración Autonómica y, en su caso, de las
administraciones locales de la Comunitat Valenciana en materia jurídica. En cuanto al procedimiento del
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nombramiento de sus miembros, funciones, facultades, estatuto y duración del mandato, habrá que ajustarse
a lo que disponga la Ley de Les Corts que lo regule.
Se modifica por el art. 48 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

CAPÍTULO VII RÉGIMEN JURÍDICO

Artículo cuarenta y cuatro.
1. La legislación de Les Corts prevista en el presente Estatuto revestirá la forma de Ley de la Generalitat.

2. En las materias incluidas en los artículos 50 y 51 del presente Estatuto, y en defecto de la legislación estatal
correspondiente, la Generalitat podrá dictar normas de validez provisional de acuerdo con aquello establecido
en el apartado anterior. Estas normas se considerarán derogadas con la entrada en vigor de las estatales
correspondientes, si es que no hay una disposición expresa en sentido contrario. El ejercicio de esta facultad
de dictar legislación concurrente exigirá la comunicación previa al Delegado del Gobierno.

3. Les Corts podrán delegar en el Consell la potestad de dictar normas con rango de Ley, denominadas
Decretos Legislativos, en los mismos términos establecidos en los artículos 82, 83, 84 y 85 de la Constitución
Española para los supuestos de delegación del Congreso al Gobierno de España.

4. Igualmente, el Consell, en casos de extraordinaria y urgente necesidad, podrá dictar disposiciones
legislativas provisionales por medio de decretos-leyes sometidos a debate y votación en Les Corts, atendiendo
a lo que preceptúa el artículo 86 de la Constitución Española para los decretos-leyes que pueda dictar el
Gobierno de España.

5. El desarrollo legislativo de las Instituciones de la Generalitat previstas en el artículo 20.3 de este Estatuto
requerirá para su aprobación una mayoría de tres quintas partes de la Cámara.

Se modifica por el art. 50 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarenta y cinco.
En materia de competencia exclusiva, el Derecho Valenciano es el aplicable en el territorio de la Comunitat
Valenciana, con preferencia sobre cualquier otro. En defecto del Derecho propio, será de aplicación supletoria
el Derecho Estatal.
Se modifica por el art. 51 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarenta y seis.
La Generalitat asume, además de las facultades y competencias comprendidas en el presente Estatuto, las que
se hallen implícitamente comprendidas en aquéllas.

Se modifica por el art. 52 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarenta y siete.
Las Leyes de la Generalitat quedan excluidas del conocimiento de la jurisdicción contenciosa-administrativa, y
están sujetas sólo al control de constitucionalidad, ejercido por el Tribunal Constitucional. Las normas
reglamentarias, los acuerdos y otros actos administrativos de los órganos de la Generalitat serán recurribles
ante la jurisdicción contenciosa-administrativa.
Se modifica por el art. 53 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Artículo cuarenta y ocho.
En el ejercicio de sus competencias, la Generalitat gozará de las potestades y los privilegios propios de la
Administración del Estado.

Se modifica por el art. 54 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3

1 Según el artículo 141.1 de la Constitución Española, la provincia es una entidad local con personalidad 
jurídica propia, determinada por la agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de 
las actividades del Estado. Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por:

A) El Congreso de los Diputados mediante ley ordinaria.

B) El Congreso de los Diputados mediante ley orgánica.

C) Las Cortes Generales mediante ley ordinaria.

D) Las Cortes Generales mediante ley orgánica.
Ayuntamiento de Antequera, 2020

2 En referencia a la provincia, en la Constitución, en su artículo 141 recoge:

A) No se podrán crear agrupaciones de municipios de diferentes provincias.

B) Cualquier alteración de los límites provinciales será aprobada por el parlamento de la Comunidad Autónoma a 
la que pertenezca.

C) La provincia tiene personalidad jurídica propia.

D) Las Haciendas Locales tienen como objetivo garantizar la situación económica de los municipios.
Ayuntamiento de Castronuño, 2020

3 ¿Dónde se contempla el principio constitucional de Autonomía Local?

A) Art. 137 de la Constitución española.

B) Art. 142 de la Constitución española.

C) Art. 138 de la Constitución española.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.
Ayuntamiento de Gelves, 2019

4 ¿Cuál es el órgano que, según el artículo 152 de la Constitución Española, culmina la organización judicial 
en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma?:

A) El Tribunal Superior de Justicia.

B) El Tribunal Supremo.

C) La Audiencia Provincial.

D) La Asamblea Legislativa.
Ministerio de Justicia - Tribunal Calificador Único (Orden PJC/64/2024), 2024

5 ¿Cuál de las siguientes viene recogida en el artículo 148 de la Constitución Española de 1978 como una 
competencia que pueden asumir las Comunidades Autónomas?

A) Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.

B) Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.

C) Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

D) Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
Administración General del Estado (INAP), 2022
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 141 CE pág. 52 Modificar las fronteras de una provincia es una decisión reservada al máximo nivel
normativo y a la representación conjunta de las dos cámaras. No basta con la decisión de una sola cámara ni con
una norma ordinaria: se exige el rango más cualificado, que requiere mayoría absoluta para su aprobación.
Conviene distinguir entre quién aprueba (las dos cámaras juntas, no solo la cámara baja) y con qué tipo de
norma (la reforzada, no la común), pues ambos elementos deben coincidir.

2 C Art. 141 CE pág. 52 La provincia se define como entidad local con personalidad jurídica propia, formada por
la agrupación de municipios y como división territorial para cumplir los fines del Estado. Conviene precisar que
la modificación de sus límites no la decide el parlamento autonómico, sino las Cortes Generales mediante ley
orgánica, y que sí pueden crearse agrupaciones de municipios distintas de la provincia. Reconocer esa
personalidad propia es lo que la convierte en sujeto de derechos y obligaciones con autonomía para gestionar
sus intereses.

3 A Art. 137 CE pág. 51 La organización territorial del Estado se asienta en municipios, provincias y
comunidades autónomas, y a todas estas entidades se les reconoce autonomía para gestionar sus propios
intereses. Ahí reside el fundamento general de la autonomía local, que después se concreta al garantizar el
gobierno y la administración de los municipios y las provincias. Conviene distinguirlo de la suficiencia financiera
de las haciendas locales, que aparece en otro precepto distinto dedicado a los recursos económicos.

4 A Art. 152 CE pág. 56 El Tribunal Superior de Justicia culmina la organización judicial en el territorio de cada
Comunidad Autónoma. Se sitúa en la cúspide de la organización judicial autonómica, sin perjuicio de la
jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo en todo el Estado. La Asamblea Legislativa ejerce funciones
parlamentarias y la Audiencia Provincial tiene un ámbito inferior.

5 D Art. 148 CE pág. 53 La ordenación del territorio, el urbanismo y la vivienda figuran entre las materias que las
comunidades autónomas pueden asumir según el precepto constitucional citado. Las materias de nacionalidad,
inmigración, emigración, extranjería y asilo corresponden con carácter exclusivo al Estado. Igualmente son
estatales la legislación sobre pesas y medidas y la determinación de la hora oficial. También corresponde al
Estado fijar las bases y la coordinación de la planificación general de la actividad económica. Por tanto, solo la
opción sobre ordenación territorial, urbanismo y vivienda resulta correcta.

Practica con más de 400 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

4
El ordenamiento jurídico-administrativo: El Derecho Administrativo: 
concepto y contenidos. Tipos de disposiciones legales. Los Tratados 
Internacionales.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 81 a 86 y 93 a 96 · 10 artículos

CC · Código Civil
arts. 1 a 2 · 2 artículos

L-Tratados · Ley 25/2014 de Tratados y otros Acuerdos Intern…
arts. 1 a 37 · 37 artículos

49 artículos · empieza en la pág. 70

Lo más preguntado de este tema

Art. 81 CE 41
Art. 86 CE 36
Art. 82 CE 34
Art. 1 CC 26
Art. 85 CE 12

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 174 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 81 a 86 y 93 a 96 · 10 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO III DE LAS CORTES GENERALES

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ELABORACIÓN DE LAS LEYES

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.

2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.

2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.

3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con
fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.

4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios
y criterios que han de seguirse en su ejercicio.

5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.
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Artículo 83.
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:

a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.

b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.

Artículo 86.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título
I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.

3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

CAPÍTULO TERCERO DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.

b) Tratados o convenios de carácter militar.

c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.

d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.

e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.
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Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.

2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si
existe o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en
la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.

2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

CC
Código Civil
En este tema: arts. 1 a 2 · 2 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1889-4763

TÍTULO PRELIMINAR DE LAS LEYES, DE SUS EFECTOS Y DE LAS REGLAS GENERALES PARA SU APLICACIÓN

CAPÍTULO I FUENTES DEL DERECHO

Artículo 1.
1. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del
derecho.

2. Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.

3. La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden
público, y que resulte probada. Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración
de voluntad, tendrán la consideración de costumbre.

4. Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter
informador del ordenamiento jurídico.

5. Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación directa en España
en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno mediante su publicación íntegra en el
«Boletín Oficial del Estado».

6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado,
establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del
derecho.

7. Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan,
ateniéndose al sistema de fuentes establecido.

Se modifica por el Decreto 1836/1974, de 31 de mayo. Ref. BOE-A-1974-1083.

Artículo 2.
1. Las leyes entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el «Boletín Oficial del Estado», si
en ellas no se dispone otra cosa.

2. Las leyes sólo se derogan por otras posteriores. La derogación tendrá el alcance que expresamente se
disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en la ley nueva, sobre la misma materia sea incompatible
con la anterior. Por la simple derogación de una ley no recobran vigencia las que ésta hubiere derogado.
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3. Las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispusieren lo contrario.
Se modifica por el Decreto 1836/1974, de 31 de mayo. Ref. BOE-A-1974-1083.

L-Tratados
Ley 25/2014 de Tratados y otros Acuerdos Internacionales
En este tema: arts. 1 a 37 · 37 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2014-12326

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I OBJETO Y DEFINICIONES

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley tiene por objeto regular la celebración y aplicación por España de los tratados
internacionales, los acuerdos internacionales administrativos y los acuerdos internacionales no normativos
definidos en el artículo 2.

Artículo 2. Definiciones.
A los efectos de esta Ley se entiende por:

a) «tratado internacional»: acuerdo celebrado por escrito entre España y otro u otros sujetos de Derecho
Internacional, y regido por el Derecho Internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más
instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación.

b) «acuerdo internacional administrativo»: acuerdo de carácter internacional no constitutivo de tratado que se
celebra por órganos, organismos o entes de un sujeto de Derecho Internacional competentes por razón de la
materia, cuya celebración está prevista en el tratado que ejecuta o concreta, cuyo contenido habitual es de
naturaleza técnica cualquiera que sea su denominación y que se rige por el Derecho Internacional. No
constituye acuerdo internacional administrativo el celebrado por esos mismos órganos, organismos o entes
cuando se rige por un ordenamiento jurídico interno.

c) «acuerdo internacional no normativo»: acuerdo de carácter internacional no constitutivo de tratado ni de
acuerdo internacional administrativo que se celebra por el Estado, el Gobierno, los órganos, organismos y
entes de la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, las
Entidades Locales, las Universidades públicas y cualesquiera otros sujetos de derecho público con
competencia para ello, que contiene declaraciones de intenciones o establece compromisos de actuación de
contenido político, técnico o logístico, y no constituye fuente de obligaciones internacionales ni se rige por el
Derecho Internacional.

d) «sujeto de Derecho Internacional»: un Estado, una organización internacional u otro ente internacional que
goce de capacidad jurídica para celebrar tratados internacionales.

e) «plenipotencia» o «plenos poderes»: documento que acredita a una o varias personas para representar a
España en la negociación, adopción o autenticación del texto de un tratado internacional, para expresar el
consentimiento en obligarse por este o para ejecutar cualquier otro acto con respecto a un tratado.

f) «negociación»: proceso por el que se elabora el texto de un tratado internacional.

g) «negociador»: el representante del sujeto de Derecho Internacional que participa en la elaboración y
adopción del texto de un tratado internacional.

h) «adopción»: acto por el que España expresa su acuerdo sobre el texto de un tratado internacional.

i) «autenticación»: acto por el que España establece como correcto, auténtico y definitivo el texto de un
tratado internacional.

j) «rúbrica»: acto por el que España autentica un tratado internacional mediante una firma abreviada o las
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iniciales del plenipotenciario.

k) «firma»: acto por el que España autentica un tratado internacional o manifiesta el consentimiento en
obligarse por él.

l) «firma ad referendum »: acto por el que España firma, sin la previa autorización del Consejo de Ministros,
un tratado internacional, y que equivaldrá a la firma definitiva una vez aprobada la firma ad referendum por el
Consejo de Ministros.

m) «canje de instrumentos»: acto por el que España y otro sujeto de Derecho Internacional autentican o
manifiestan el consentimiento en obligarse por un tratado constituido por instrumentos, cuando se disponga
que este acto tenga ese efecto o cuando conste de otro modo que ambos sujetos de Derecho Internacional han
convenido que lo tenga.

n) «ratificación»: acto, precedido de una firma de autenticación, por el que España hace constar su
consentimiento en obligarse por el tratado internacional, mediante el instrumento regulado en el artículo 22
de esta Ley. ñ) «adhesión»: acto por el que España hace constar su consentimiento en obligarse por un tratado
multilateral, cuando no ha sido previamente firmado o ratificado por España, mediante el instrumento
regulado en el artículo 22 de esta Ley.

o) «aceptación», «aprobación» y «notificación»: denominaciones del acto, con idénticos efectos, por el que
España hace constar su consentimiento en obligarse por un tratado internacional, se haya firmado o no el
texto del tratado.

p) «contratante»: sujeto de Derecho Internacional que ha consentido en obligarse por un tratado internacional
haya o no entrado en vigor.

q) «parte»: sujeto de Derecho Internacional que ha consentido en obligarse por un tratado internacional y
para el cual dicho tratado está en vigor.

r) «reserva»: declaración unilateral realizada por España al firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado
internacional o al adherirse a él, para excluir o modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del
tratado en su aplicación a España, cualquiera que sea su enunciado o denominación.

s) «objeción a una reserva»: declaración unilateral por la que España expresa su disconformidad en relación
con la reserva formulada previamente por otro sujeto de Derecho Internacional.

t) «declaración interpretativa»: manifestación de voluntad realizada unilateralmente por España para precisar
o aclarar el sentido o alcance que atribuye al tratado internacional o a alguna de sus disposiciones, cualquiera
que sea su enunciado o denominación.

u) «denuncia»: acto por el que España hace constar su consentimiento para dar por finalizadas respecto a sí
mismo las obligaciones derivadas de un tratado.

CAPÍTULO II COMPETENCIAS EN MATERIA DE TRATADOS Y OTROS ACUERDOS INTERNACIONALES

Artículo 3. Competencias del Consejo de Ministros.
Corresponderá al Consejo de Ministros:

a) Autorizar la firma de los tratados internacionales y actos de naturaleza similar a la firma, conforme a lo
dispuesto en el artículo 14.

b) Aprobar su firma ad referendum.

c) Autorizar su aplicación provisional, en los términos previstos por la presente Ley.

d) Aprobar y acordar la remisión a las Cortes Generales de los proyectos de ley orgánica previstos en el
artículo 93 de la Constitución.

e) Acordar la solicitud de autorización previa y disponer a este efecto la remisión a las Cortes Generales de los
tratados internacionales en los supuestos del artículo 94.1 de la Constitución.
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f) Disponer la remisión al Congreso de los Diputados y al Senado del resto de los tratados internacionales a los
efectos del artículo 94.2 de la Constitución Española.

g) Acordar la manifestación del consentimiento de España para obligarse mediante un tratado internacional y,
en su caso, las reservas que pretenda formular.

h) Conocer de los acuerdos internacionales administrativos y de los no normativos cuya importancia así lo
aconseje.

Artículo 4. Competencias del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.
1. En el ámbito de la Administración General del Estado, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación:

a) Ejercerá la competencia general en materia de tratados internacionales y las atribuciones que no
correspondan a otros ministerios que, por razón de la materia, resulten competentes en la negociación y
seguimiento de los mismos.

b) Prestará asistencia técnica, como departamento especializado en materia de Derecho Internacional, a
los órganos y entes intervinientes en la celebración de tratados y otros acuerdos internacionales, y les
asesorará en dicha materia de conformidad con lo previsto en la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de
Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.

c) Hará el seguimiento de la actividad convencional, informará de ello a los órganos colegiados del
Gobierno y formulará ante estos las propuestas de decisión que procedan.

2. En relación con las restantes Administraciones Públicas, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de
Cooperación ejercerá tareas de asesoramiento, coordinación y las demás funciones que se le atribuyen en esta
Ley.

Artículo 5. Competencias de los departamentos ministeriales.
Corresponderá a los departamentos ministeriales respecto de los tratados y otros acuerdos internacionales
que les afecten en el ámbito de sus respectivas competencias:

a) La iniciativa en la negociación del tratado o acuerdo.

b) El planteamiento, desarrollo y conclusión de la negociación.

c) La presencia y participación en la celebración, aplicación y seguimiento de los tratados o acuerdos.

d) Mantener informado de la negociación, aplicación y seguimiento de los tratados o acuerdos al Ministerio
de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

e) La propuesta al Consejo de Ministros, conjuntamente con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de
Cooperación, de los acuerdos de autorización de rúbrica, firma, canje de instrumentos o firma ad
referendum , a los efectos de la autenticación, así como la propuesta de la aplicación provisional.

Artículo 6. Comisión interministerial de coordinación en materia de tratados y otros acuerdos 
internacionales.
Se crea la Comisión interministerial de coordinación en materia de tratados y otros acuerdos internacionales
como órgano colegiado de intercambio de información y coordinación de los departamentos ministeriales,
cuya composición y funcionamiento se determinarán reglamentariamente. Dicha Comisión establecerá la
forma de hacer efectiva la cooperación entre la Administración General del Estado y las Comunidades
Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla con finalidad informativa, y hacer efectiva su participación en el
cumplimiento de los compromisos internacionales formalizados por España.

Artículo 7. Competencias de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla y Entidades 
Locales.
Las Comunidades Autónomas podrán participar en la celebración de tratados internacionales. Asimismo, las
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Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla y las Entidades Locales podrán celebrar otros
acuerdos internacionales en el marco de las competencias que les otorgan los tratados internacionales, la
Constitución Española, los Estatutos de Autonomía y el resto del ordenamiento jurídico, en los términos
establecidos en el título V de esta Ley.

TÍTULO II DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

CAPÍTULO I REPRESENTACIÓN INTERNACIONAL DE ESPAÑA

Artículo 8. Denominación del Estado español.
La denominación oficial del Estado español en los tratados internacionales será «Reino de España».

Artículo 9. Nombramiento de representantes de España.
El Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a propuesta del ministerio o ministerios competentes por
razón de la materia , nombrará a los representantes de España para la ejecución de cualquier acto
internacional relativo a un tratado internacional.

Artículo 10. Plenos poderes.
1. Para ejecutar en representación de España cualquier acto internacional relativo a un tratado y, en
particular, para negociar, adoptar y autenticar su texto, así como para manifestar el consentimiento de España
en obligarse por el tratado, la persona o personas que los lleven a cabo deberán estar provistas de una
plenipotencia firmada por el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación en nombre del Rey.

2. No necesitarán plenipotencia para representar a España:

a) El Rey, el Presidente del Gobierno y el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

b) Los Jefes de Misión Diplomática y de Representación Permanente ante una organización internacional
para la negociación, adopción y autenticación del texto de un tratado internacional entre España y el
Estado u organización ante los que se encuentran acreditados.

c) Los Jefes de Misión Especial enviados a uno o varios Estados extranjeros para la negociación, adopción y
autenticación del texto de un tratado internacional entre España y cualquiera de los Estados a los que ha
sido enviada la Misión.

d) Los representantes acreditados ante una conferencia internacional o ante una organización
internacional o uno de sus órganos, para la negociación, adopción y autenticación del texto de un tratado
internacional elaborado en el seno de tal conferencia, organización u órgano.

3. La ejecución de un acto internacional relativo al proceso de celebración de un tratado internacional por
persona no provista de plenipotencia no surtirá efectos jurídicos, salvo que el Ministro de Asuntos Exteriores
y de Cooperación convalide el acto.

CAPÍTULO II CELEBRACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 11. Negociación.
1. Los departamentos ministeriales negociarán los tratados internacionales en el ámbito de sus respectivas
competencias, en coordinación con el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

2. La apertura del proceso de negociación de un tratado internacional se someterá a previo conocimiento de
los órganos colegiados del Gobierno a través de la Comisión General de Secretarios de Estado y
Subsecretarios. A tal efecto, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, a iniciativa de los
ministerios interesados, elevará un informe con la relación de los procesos de negociación cuya apertura se
propone, que incluirá una valoración sobre la oportunidad de cada uno de ellos en el marco de la política
exterior española.
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3. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla podrán participar en las negociaciones de
un tratado internacional en los términos previstos en el título V.

Artículo 12. Adopción.
Corresponderá a los negociadores adoptar el texto de un tratado internacional. En el supuesto de un texto
elaborado por una Conferencia internacional, o en el seno de una organización internacional, la adopción se
realizará de conformidad con el Reglamento de dicha conferencia, las reglas de la organización y, en su
defecto, de acuerdo con las normas generales de Derecho Internacional.

Artículo 13. Autenticación.
1. El texto de un tratado internacional se autenticará mediante el procedimiento que en él se prescriba o
convengan los negociadores. En defecto de previsión o acuerdo el texto quedará establecido como auténtico
mediante la firma, la firma ad referendum o la rúbrica puestas en el texto del tratado o en el Acta final de la
Conferencia internacional en la que figure dicho texto.

2. Los tratados internacionales de carácter bilateral suscritos por España estarán siempre redactados en
español y así se hará constar en ellos, sin perjuicio de que también puedan estarlo en otra u otras lenguas
españolas que sean cooficiales en una Comunidad Autónoma o en lenguas extranjeras.

Artículo 14. Autorización de firma y actos de naturaleza similar.
1. El Consejo de Ministros autorizará la rúbrica, firma o canje de instrumentos, según sea el caso, de un
tratado internacional, y aprobará su firma ad referendum . La propuesta al Consejo de Ministros será elevada
por el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación y, en su caso, conjuntamente con el titular del
departamento ministerial que sea competente por razón de la materia.

2. El Presidente del Gobierno y el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación podrán firmar ad
referendum cualquier tratado internacional. La firma ad referendum por cualquier otro representante de
España precisará la autorización del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación. El Ministro de Asuntos
Exteriores y de Cooperación, conjuntamente con el titular del departamento ministerial competente por
razón de la materia, elevará la firma ad referendum para su aprobación al Consejo de Ministros y comunicará
la aprobación al depositario o, en su caso, a la contraparte.

3. La aprobación por el Consejo de Ministros de la firma ad referendum de un tratado equivaldrá a la firma
definitiva con efectos de autenticación.

Artículo 15. Aplicación provisional.
1. El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, y a iniciativa
motivada del departamento competente para su negociación, autorizará la aplicación provisional, total o
parcial, de un tratado internacional antes de su entrada en vigor. El Ministerio de la Presidencia comunicará
el acuerdo de autorización a las Cortes Generales.

2. La aplicación provisional no podrá autorizarse respecto de los tratados internacionales a que se refiere el
artículo 93 de la Constitución Española.

3. En el supuesto de que se trate de un tratado internacional comprendido en alguno de los supuestos del
artículo 94.1 de la Constitución Española, si las Cortes Generales no concedieran la preceptiva autorización
para la conclusión de dicho tratado, el Ministro de Asuntos Exteriores y Cooperación notificará de inmediato a
los otros contratantes, entre los que el tratado se aplica provisionalmente, la intención de España de no llegar
a ser parte en el mismo, terminando en ese momento su aplicación provisional.

4. El Consejo de Ministros autorizará la aplicación provisional de los tratados internacionales que impliquen
obligaciones financieras para la Hacienda Pública y el desembolso de fondos con carácter previo a su
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ratificación y entrada en vigor, a iniciativa motivada del departamento competente, siempre que exista crédito
adecuado y suficiente en los Presupuestos Generales del Estado, de acuerdo con el calendario de pagos
previsto, previo informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y a propuesta del Ministro de
Asuntos Exteriores y de Cooperación.

Artículo 16. Manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado.
1. El Consejo de Ministros acordará la manifestación del consentimiento de España en obligarse por un
tratado internacional, de conformidad con la Constitución Española y las leyes, en la forma convenida por los
negociadores.

2. En los supuestos de tratados que pudieran estar incluidos en los artículos 93 y 94.1 de la Constitución
Española, los representantes de España solo podrán convenir aquellas formas de manifestación del
consentimiento que permitan la obtención de la autorización de las Cortes Generales previamente a la
conclusión del tratado.

Artículo 17. Trámites internos previos a la manifestación del consentimiento en obligarse por un 
tratado internacional.
1. La manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado internacional de los previstos en los
artículos 93 y 94.1 de la Constitución Española requerirá la previa autorización de las Cortes Generales en los
términos establecidos en dichos preceptos.

2. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, visto el informe de la Asesoría Jurídica Internacional
acerca de la tramitación del tratado y en coordinación con el ministerio competente por razón de la materia
objeto del tratado, elevará al Consejo de Estado, de acuerdo con el artículo 22.1 de la Ley Orgánica 3/1980, de
22 de abril, del Consejo de Estado, la consulta acerca de la necesidad de autorización de las Cortes Generales
con carácter previo a la prestación del consentimiento en obligarse por un tratado. Asimismo, le
corresponderá proponer al Consejo de Ministros, previo dictamen del Consejo de Estado, el envío del tratado a
las Cortes Generales con ese fin.

3. El Consejo de Ministros remitirá a las Cortes Generales el tratado, acompañado de los informes y
dictámenes existentes, así como de cualquier otro posible documento anejo o complementario del tratado, las
reservas o declaraciones que se proponga formular España o hayan realizado otros Estados, así como la
indicación, en su caso, de la existencia de aplicación provisional del tratado.

Artículo 18. Información al Congreso de los Diputados y al Senado.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 94.2 de la Constitución Española, el Gobierno informará
inmediatamente al Congreso de los Diputados y al Senado de la conclusión de todo tratado internacional y le
remitirá su texto completo, junto con las reservas formuladas y las declaraciones que España haya realizado,
con los informes y dictámenes recabados.

2. Respecto de todo tratado, las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de
aquellas, la información y colaboración que precisen del Gobierno y sus departamentos y de cualesquiera
autoridades del Estado y de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla.

Artículo 19. Control previo de constitucionalidad.
El control previo de constitucionalidad de los tratados internacionales previsto en el artículo 95 de la
Constitución Española se tramitará de conformidad con lo previsto en el artículo 78 de la Ley Orgánica 2/1979,
de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional y en los Reglamentos del Congreso de los Diputados y del Senado.
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Artículo 20. Canje o depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación y adhesión.
El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación adoptará las medidas pertinentes para proceder al
canje, depósito o notificación a los contratantes o al depositario de los instrumentos mediante los que se
manifiesta el consentimiento de España en obligarse por un tratado internacional.

Artículo 21. Reservas y declaraciones.
1. La manifestación del consentimiento de España en obligarse mediante un tratado internacional irá
acompañada, en su caso, de las reservas y declaraciones que España haya decidido formular.

2. En el caso de tratados internacionales que precisen de la autorización parlamentaria a que se refiere el
artículo 17, la manifestación del consentimiento irá acompañada, en su caso, de las reservas y declaraciones
en los términos en que hayan sido autorizadas por las Cortes Generales.

3. El Gobierno informará a las Cortes Generales respecto de las aceptaciones u objeciones que haya formulado
a las reservas emitidas por las otras partes contratantes en los tratados internacionales previamente
autorizados por las Cámaras.

Artículo 22. Firma del instrumento de manifestación del consentimiento por el Rey.
El Rey, con el refrendo del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, firmará los instrumentos de
ratificación y de adhesión que manifiesten el consentimiento de España en obligarse por un tratado
internacional.

CAPÍTULO III PUBLICACIÓN Y REGISTRO DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 23. Publicación en el Boletín Oficial del Estado y entrada en vigor.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados se publicarán íntegramente en el «Boletín Oficial del
Estado». Dicha publicación habrá de producirse al tiempo de la entrada en vigor del tratado para España o
antes, si se conociera fehacientemente la fecha de su entrada en vigor.

2. Si se hubiera convenido la aplicación provisional de un tratado o de parte del mismo, se procederá a su
inmediata publicación. En su momento se publicará la fecha de la entrada en vigor para España o, en su caso,
aquella en que termine su aplicación provisional.

3. Los tratados internacionales formarán parte del ordenamiento jurídico interno una vez publicados en el
«Boletín Oficial del Estado».

Artículo 24. Contenido de la publicación.
1. La publicación de un tratado internacional en el «Boletín Oficial del Estado» incluirá el texto íntegro del
tratado junto a cualesquiera instrumentos y documentos anejos o complementarios, así como los actos
unilaterales dependientes del tratado. Además, se publicará la fecha de entrada en vigor del tratado y, en su
caso, la de aplicación provisional y su terminación.

2. Asimismo se publicará en el Boletín Oficial del Estado cualquier acto posterior que afecte a la aplicación de
un tratado internacional.

Artículo 25. Registro.
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, el Gobierno, a
través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, registrará en la Secretaría de las Naciones
Unidas, los tratados bilaterales en los que España sea parte, así como los tratados multilaterales de los que
España sea depositaria. Medidas semejantes se adoptarán en cualquier otra organización internacional que
proceda.

2. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación comunicará a la Secretaría de las Naciones Unidas, y a
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cualquier otra organización internacional que proceda, todo acto ulterior realizado por España que modifique
o suspenda dichos tratados internacionales, o que ponga término a su aplicación.

Artículo 26. Custodia y depósito.
1. El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación custodiará los textos originales de los tratados
internacionales celebrados por España o, en su caso, los ejemplares autorizados de los mismos, así como los
de cualquier otro instrumento o comunicación relativos a un tratado.

2. En caso de que España sea designada depositaria de un tratado internacional, las funciones
correspondientes serán desempeñadas por el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

Artículo 27. Publicaciones periódicas.
Sin perjuicio de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», el Ministerio de Asuntos Exteriores y de
Cooperación publicará periódicamente colecciones de tratados en vigor en los que España sea parte.

CAPÍTULO IV APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 28. Eficacia.
1. Las disposiciones de los tratados internacionales válidamente celebrados solo podrán ser derogadas,
modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales
de Derecho Internacional.

2. Los tratados internacionales válidamente celebrados y publicados oficialmente producirán efectos en
España desde la fecha que el tratado determine o, en su defecto, a partir de la fecha de su entrada en vigor.

Artículo 29. Observancia.
Todos los poderes públicos, órganos y organismos del Estado deberán respetar las obligaciones de los tratados
internacionales en vigor en los que España sea parte y velar por el adecuado cumplimiento de dichos tratados.

Artículo 30. Ejecución.
1. Los tratados internacionales serán de aplicación directa, a menos que de su texto se desprenda que dicha
aplicación queda condicionada a la aprobación de las leyes o disposiciones reglamentarias pertinentes.

2. El Gobierno remitirá a las Cortes Generales los proyectos de ley que se requieran para la ejecución de un
tratado internacional.

3. El Gobierno, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla adoptarán las medidas
necesarias para la ejecución de los tratados internacionales en los que España sea parte en lo que afecte a
materias de sus respectivas competencias.

Artículo 31. Prevalencia de los tratados.
Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales válidamente celebrados y publicados
oficialmente prevalecerán sobre cualquier otra norma del ordenamiento interno en caso de conflicto con
ellas, salvo las normas de rango constitucional.

Artículo 32. Declaración de inconstitucionalidad.
La declaración de inconstitucionalidad de los tratados internacionales se tramitará por el procedimiento
regulado en el título II de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.

Artículo 33. Efectos jurídicos de las reservas, ámbito territorial, cláusula de la nación más favorecida y 
aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia.
1. De conformidad con las normas generales de Derecho Internacional y según lo previsto en el propio
tratado, se determinarán:
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a) Los efectos jurídicos de las reservas que afecten a las disposiciones de un tratado internacional del que
España sea parte.

b) Los efectos jurídicos de las objeciones a tales reservas.

c) El ámbito de aplicación territorial del tratado.

2. Los efectos jurídicos de la cláusula de la nación más favorecida inserta en tratados internacionales en los
que España sea parte se determinarán de conformidad con las normas de Derecho Internacional.

3. Cuando España sea parte en dos o más tratados internacionales sucesivos relativos a la misma materia, la
determinación de las disposiciones que hayan de prevalecer se efectuará en la forma prevista en dichos
tratados y, en su defecto, de acuerdo con las normas generales de Derecho Internacional.

Artículo 34. Retirada de las reservas y de las objeciones a las reservas.
1. La retirada de las reservas, así como de las declaraciones u objeciones que España haya formulado
requerirá la autorización del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de
Cooperación. Asimismo, el Consejo de Ministros tomará conocimiento y, en su caso, aceptará la retirada de
reservas y declaraciones formuladas por otras partes.

2. Cuando la retirada afecte a reservas y declaraciones aprobadas por las Cortes Generales, se requerirá su
autorización previa. En los demás casos las Cortes Generales serán informadas de ello.

Artículo 35. Reglas de interpretación.
1. Las disposiciones de los tratados internacionales se interpretarán de acuerdo con los criterios establecidos
por las normas generales de Derecho Internacional, los consagrados en los artículos 31 a 33 de la Convención
de Viena de 23 de mayo de 1969 sobre Derecho de los Tratados y los contenidos en el propio tratado.

2. En la interpretación de los tratados internacionales constitutivos de Organizaciones internacionales y de
tratados adoptados en el ámbito de una organización internacional, se tendrá en cuenta toda norma
pertinente de la organización.

3. Las disposiciones de tratados internacionales afectadas por declaraciones formuladas por España se
interpretarán conforme al sentido conferido en ellas.

4. Las disposiciones dictadas en ejecución de tratados internacionales en los que España sea parte se
interpretarán de conformidad con el tratado que desarrollan.

5. Las dudas y discrepancias sobre la interpretación y el cumplimiento de un tratado internacional del que
España sea parte se someterán al dictamen del Consejo de Estado, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley
Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, por el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación
en coordinación con el ministerio competente por razón de la materia.

CAPÍTULO V ENMIENDA, DENUNCIA Y SUSPENSIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Artículo 36. Enmienda.
1. La enmienda de un tratado internacional se llevará a cabo en la forma en él prevista o, en su defecto,
mediante la conclusión entre las partes de un nuevo tratado.

2. Cuando el tratado internacional prevea un procedimiento de enmienda que no requiera la conclusión de un
nuevo tratado internacional se seguirá en el Derecho interno español alguno de los siguientes procedimientos:

a) Toma de conocimiento por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de
Cooperación, de una enmienda que entre en vigor directamente, en virtud del procedimiento previsto en el
tratado y sin necesidad de ninguna decisión adicional por el Estado parte.

b) Aceptación o rechazo por el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de
Cooperación, de una enmienda adoptada que pueda ser aceptada o rechazada por el Estado parte en el

L-Tratados · arts. 33-36Tema 4 · El ordenamiento jurídico-administrativo: El Derecho Administrativo: concepto y contenidos. Tipos de disposi…

4

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 81



plazo establecido para ello por el tratado. Transcurrido dicho plazo sin oposición, la enmienda se
entenderá tácitamente aceptada y el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministerio de Asuntos
Exteriores y de Cooperación, tomará conocimiento de su entrada en vigor.

Artículo 37. Denuncia y suspensión.
1. El Consejo de Ministros podrá acordar la denuncia o la suspensión de la aplicación de un tratado
internacional, a propuesta del Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, en coordinación con el
ministerio competente por razón de la materia objeto del tratado, conforme a las normas del propio tratado o
a las normas generales de Derecho Internacional.

2. Por razones de urgencia, debidamente justificadas, el Ministro de Asuntos Exteriores y de Cooperación, y en
su caso, en coordinación con el ministerio competente en relación con la materia objeto del tratado, podrá
decidir la suspensión de la aplicación de un tratado, y recabará con carácter inmediato la aprobación del
Consejo de Ministros.

3. No obstante, lo dispuesto en los apartados anteriores, los tratados internacionales comprendidos en los
artículos 93 y 94.1 de la Constitución Española solo podrán ser denunciados previa autorización de las Cortes
Generales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 96.2 de la Constitución Española.

4. El Gobierno informará inmediatamente a las Cortes Generales de la denuncia o de la suspensión de la
aplicación de un tratado internacional.

5. Cuando se acuerde la suspensión de la aplicación de un tratado internacional cuya autorización haya sido
aprobada por las Cortes Generales, el Gobierno solicitará con carácter inmediato la ratificación de la
suspensión por éstas. Si las Cortes Generales no aprobaran esta ratificación, el Gobierno revocará el acuerdo
de suspensión de la aplicación del tratado.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 4

1 ¿En qué artículo de la Constitución se determinan las materias reservadas a leyes orgánicas?

A) 81

B) 83

C) 91

D) 94
Ayuntamiento de Inca, 2024

2 Según la CE, los Tratados o Convenios Internacionales que impliquen obligaciones financieras para la 
Hacienda Pública requerirán:

A) Un trámite de información previa ante el Congreso de los Diputados.

B) Informe previo y favorable del Tribunal Constitucional.

C) Previa autorización del Congreso de los Diputados.

D) Previa autorización de las Cortes Generales.
AGE, 2019

3 Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno:

A) La potestad de dictar normas con rango de ley sobre cualquier materia

B) La potestad de dictar normas con rango de ley sobre materias determinadas no incluidas en el artículo 81 de la 
Constitución

C) No puede delegarle la potestad de dictar leyes, al ser de su competencia exclusiva

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Pozuelo de Alarcón, 2026
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4 ¿Cuál de estas materias puede entrar a regular un Decreto Ley en caso de urgente necesidad?

A) El derecho electoral general

B) El régimen local

C) Autorización de tratados internacionales

D) Aprobación de los presupuesto del Estado
Ayuntamiento de Inca, 2023

5 Señale cuál de las siguientes afirmaciones es CORRECTA en relación con los Decretos-Leyes, según la 
previsión constitucional:

A) Pueden regular materia electoral general en caso de urgente necesidad.

B) Para dictarlos es necesaria la delegación previa de las Cortes Generales.

C) Después de ser dictados deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso 
de los Diputados.

D) La potestad de dictarlos la tiene el Presidente del Gobierno.
Ayuntamiento de Alcalá la Real, 2026
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Soluciones — Tema 4 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 81 CE pág. 70 Las leyes orgánicas se reservan para las materias más sensibles del ordenamiento: el
desarrollo de los derechos fundamentales y libertades públicas, la aprobación de los Estatutos de Autonomía, el
régimen electoral general y aquellas otras materias previstas expresamente por la Constitución. Su aprobación,
modificación o derogación exige mayoría absoluta del Congreso en una votación final sobre el conjunto del
proyecto. Esa especial protección y el listado de materias se concentran en el precepto inicial del título dedicado
a la elaboración de las leyes.

2 D Art. 94 CE pág. 71 Cuando un tratado genera gastos o cargas económicas para el Estado, no basta con la
firma del Gobierno: hace falta el respaldo previo de ambas Cámaras, es decir, del Congreso y del Senado
actuando conjuntamente como Cortes Generales. La Constitución reserva esta autorización a las Cortes en su
conjunto, no solo al Congreso, precisamente por afectar a la Hacienda Pública. Debe distinguirse de los tratados
que apenas requieren información posterior; aquí el compromiso financiero exige aprobación anticipada de las
Cortes.

3 B Art. 82 CE pág. 70 El Parlamento puede ceder al Gobierno la facultad de aprobar normas con fuerza de ley,
pero solo sobre asuntos concretos y nunca sobre las materias reservadas a ley orgánica, como derechos
fundamentales, estatutos de autonomía o el régimen electoral general. Esa delegación produce los llamados
decretos legislativos. Por eso queda excluida cualquier materia orgánica y también la fórmula que niega toda
posibilidad de delegar. El matiz decisivo es que la delegación es siempre limitada a materias determinadas, no
abierta a cualquier asunto.

4 B Art. 86 CE pág. 71 El decreto-ley es una norma con fuerza de ley que el Gobierno dicta ante una necesidad
urgente, pero tiene materias vedadas: no puede tocar las instituciones básicas del Estado, los derechos y
deberes del Título primero, el régimen de las comunidades autónomas ni el derecho electoral general. El
régimen local no figura entre esas exclusiones, de modo que sí admite regulación por esta vía. Conviene
distinguirlo de los presupuestos y de la autorización de tratados, reservados a otros cauces.

5 C Art. 86 CE pág. 71 El decreto-ley es una norma con rango de ley que aprueba el Gobierno en su conjunto
ante una situación de extraordinaria y urgente necesidad, sin autorización previa de las Cortes. Una vez
promulgado, debe pasar de inmediato por el Congreso, que lo somete a debate y votación de totalidad para
convalidarlo o derogarlo dentro de los treinta días siguientes. Conviene recordar que esta norma no puede tocar
materias como el régimen electoral general, las instituciones básicas del Estado ni los derechos fundamentales.

Practica con más de 150 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

5
La Unión Europea: origen y evolución. Instituciones y Organismos de la 
Unión Europea: composición, funcionamiento y competencias. La Unión 
Económica y Monetaria.

Qué entra en este tema

TUE · Versión consolidada del Tratado de la Unión Europea
arts. 13 a 19 · 7 artículos

TFUE · Versión consolidada del Tratado de Funcionamiento…
arts. 119 a 144, 223 a 287 y 300 a 309 · 101 artículos

108 artículos · empieza en la pág. 85

Lo más preguntado de este tema

Art. 15 TUE 21
Art. 14 TUE 16
Art. 17 TUE 13
Art. 13 TUE 12
Art. 16 TUE 7

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 147 sobre el tema entero.

TUE
Versión consolidada del Tratado de la Unión Europea
En este tema: arts. 13 a 19 · 7 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · CELEX-12016M-TXT

TÍTULO III DISPOSICIONES SOBRE LAS INSTITUCIONES

Artículo 13.
1. La Unión dispone de un marco institucional que tiene como finalidad promover sus valores, perseguir sus
objetivos, defender sus intereses, los de sus ciudadanos y los de los Estados miembros, así como garantizar la
coherencia, eficacia y continuidad de sus políticas y acciones. Las instituciones de la Unión son: — El
Parlamento Europeo, — El Consejo Europeo, — El Consejo, — La Comisión Europea (denominada en lo
sucesivo «Comisión»), — El Tribunal de Justicia de la Unión Europea, — El Banco Central Europeo, — El
Tribunal de Cuentas.

2. Cada institución actuará dentro de los límites de las atribuciones que le confieren los Tratados, con arreglo
a los procedimientos, condiciones y fines establecidos en los mismos. Las instituciones mantendrán entre sí
una cooperación leal.

3. Las disposiciones relativas al Banco Central Europeo y al Tribunal de Cuentas, así como las disposiciones
detalladas sobre las demás instituciones, figuran en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

4. El Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión estarán asistidos por un Comité Económico y Social y por
un Comité de las Regiones que ejercerán funciones consultivas.

Artículo 14.
1. El Parlamento Europeo ejercerá conjuntamente con el Consejo la función legislativa y la función
presupuestaria. Ejercerá funciones de control político y consultivas, en las condiciones establecidas en los
Tratados. Elegirá al Presidente de la Comisión.

2. El Parlamento Europeo estará compuesto por representantes de los ciudadanos de la Unión. Su número no
excederá de setecientos cincuenta, más el Presidente. La representación de los ciudadanos será
decrecientemente proporcional, con un mínimo de seis diputados por Estado miembro. No se asignará a
ningún Estado miembro más de noventa y seis escaños. El Consejo Europeo adoptará por unanimidad, a
iniciativa del Parlamento Europeo y con su aprobación, una decisión por la que se fije la composición del
Parlamento Europeo conforme a los principios a que se refiere el párrafo primero.
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3. Los diputados al Parlamento Europeo serán elegidos por sufragio universal directo, libre y secreto, para un
mandato de cinco años.

4. El Parlamento Europeo elegirá a su Presidente y a la Mesa de entre sus diputados.

Artículo 15.
1. El Consejo Europeo dará a la Unión los impulsos necesarios para su desarrollo y definirá sus orientaciones y
prioridades políticas generales. No ejercerá función legislativa alguna.

2. El Consejo Europeo estará compuesto por los Jefes de Estado o de Gobierno de los Estados miembros, así
como por su Presidente y por el Presidente de la Comisión. Participará en sus trabajos el Alto Representante
de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad.

3. El Consejo Europeo se reunirá dos veces por semestre por convocatoria de su Presidente. Cuando el orden
del día lo exija, los miembros del Consejo Europeo podrán decidir contar, cada uno de ellos, con la asistencia
de un ministro y, en el caso del Presidente de la Comisión, con la de un miembro de la Comisión. Cuando la
situación lo exija, el Presidente convocará una reunión extraordinaria del Consejo Europeo.

4. El Consejo Europeo se pronunciará por consenso, excepto cuando los Tratados dispongan otra cosa.

5. El Consejo Europeo elegirá a su Presidente por mayoría cualificada para un mandato de dos años y medio,
que podrá renovarse una sola vez. En caso de impedimento o falta grave, el Consejo Europeo podrá poner fin a
su mandato por el mismo procedimiento.

6. El Presidente del Consejo Europeo:

a) presidirá e impulsará los trabajos del Consejo Europeo;

b) velará por la preparación y continuidad de los trabajos del Consejo Europeo, en cooperación con el
Presidente de la Comisión y basándose en los trabajos del Consejo de Asuntos Generales;

c) se esforzará por facilitar la cohesión y el consenso en el seno del Consejo Europeo;

d) al término de cada reunión del Consejo Europeo, presentará un informe al Parlamento Europeo. El
Presidente del Consejo Europeo asumirá, en su rango y condición, la representación exterior de la Unión
en los asuntos de política exterior y de seguridad común, sin perjuicio de las atribuciones del Alto
Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. El Presidente del Consejo
Europeo no podrá ejercer mandato nacional alguno.

Artículo 16.
1. El Consejo ejercerá conjuntamente con el Parlamento Europeo la función legislativa y la función
presupuestaria. Ejercerá funciones de definición de políticas y de coordinación, en las condiciones
establecidas en los Tratados.

2. El Consejo estará compuesto por un representante de cada Estado miembro, de rango ministerial, facultado
para comprometer al Gobierno del Estado miembro al que represente y para ejercer el derecho de voto.

3. El Consejo se pronunciará por mayoría cualificada, excepto cuando los Tratados dispongan otra cosa.

4. A partir del 1 de noviembre de 2014, la mayoría cualificada se definirá como un mínimo del 55 % de los
miembros del Consejo que incluya al menos a quince de ellos y represente a Estados miembros que reúnan
como mínimo el 65 % de la población de la Unión. Una minoría de bloqueo estará compuesta por al menos
cuatro miembros del Consejo, a falta de lo cual la mayoría cualificada se considerará alcanzada. Las demás
modalidades reguladoras del voto por mayoría cualificada se establecen en el apartado 2 del artículo 238 del
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

5. Las disposiciones transitorias relativas a la definición de la mayoría cualificada que serán de aplicación
hasta el 31 de octubre de 2014, así como las aplicables entre el 1 de noviembre de 2014 y el 31 de marzo de
2017, se establecerán en el Protocolo sobre las disposiciones transitorias.
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6. El Consejo se reunirá en diferentes formaciones, cuya lista se adoptará de conformidad con el artículo 236
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. El Consejo de Asuntos Generales velará por la
coherencia de los trabajos de las diferentes formaciones del Consejo. Preparará las reuniones del Consejo
Europeo y garantizará su actuación subsiguiente, en contacto con el Presidente del Consejo Europeo y la
Comisión. El Consejo de Asuntos Exteriores elaborará la acción exterior de la Unión atendiendo a las líneas
estratégicas definidas por el Consejo Europeo y velará por la coherencia de la acción de la Unión.

7. Un Comité de Representantes Permanentes de los Gobiernos de los Estados miembros se encargará de
preparar los trabajos del Consejo.

8. El Consejo se reunirá en público cuando delibere y vote sobre un proyecto de acto legislativo. Con este fin,
cada sesión del Consejo se dividirá en dos partes, dedicadas respectivamente a las deliberaciones sobre los
actos legislativos de la Unión y a las actividades no legislativas.

9. La presidencia de las formaciones del Consejo, con excepción de la de Asuntos Exteriores, será
desempeñada por los representantes de los Estados miembros en el Consejo mediante un sistema de rotación
igual, de conformidad con las condiciones establecidas en el artículo 236 del Tratado de Funcionamiento de la
Unión Europea.

Artículo 17.
1. La Comisión promoverá el interés general de la Unión y tomará las iniciativas adecuadas con este fin. Velará
por que se apliquen los Tratados y las medidas adoptadas por las instituciones en virtud de éstos. Supervisará
la aplicación del Derecho de la Unión bajo el control del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Ejecutará el
presupuesto y gestionará los programas. Ejercerá asimismo funciones de coordinación, ejecución y gestión,
de conformidad con las condiciones establecidas en los Tratados. Con excepción de la política exterior y de
seguridad común y de los demás casos previstos por los Tratados, asumirá la representación exterior de la
Unión. Adoptará las iniciativas de la programación anual y plurianual de la Unión con el fin de alcanzar
acuerdos interinstitucionales.

2. Los actos legislativos de la Unión sólo podrán adoptarse a propuesta de la Comisión, excepto cuando los
Tratados dispongan otra cosa. Los demás actos se adoptarán a propuesta de la Comisión cuando así lo
establezcan los Tratados.

3. El mandato de la Comisión será de cinco años. Los miembros de la Comisión serán elegidos en razón de su
competencia general y de su compromiso europeo, de entre personalidades que ofrezcan plenas garantías de
independencia. La Comisión ejercerá sus responsabilidades con plena independencia. Sin perjuicio de lo
dispuesto en el apartado 2 del artículo 18, los miembros de la Comisión no solicitarán ni aceptarán
instrucciones de ningún gobierno, institución, órgano u organismo. Se abstendrán de todo acto incompatible
con sus obligaciones o con el desempeño de sus funciones.

4. La Comisión nombrada entre la fecha de entrada en vigor del Tratado de Lisboa y el 31 de octubre de 2014
estará compuesta por un nacional de cada Estado miembro, incluidos su Presidente y el Alto Representante de
la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, que será uno de sus Vicepresidentes.

5. A partir del 1 de noviembre de 2014, la Comisión estará compuesta por un número de miembros
correspondiente a los dos tercios del número de Estados miembros, que incluirá a su Presidente y al Alto
Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, a menos que el Consejo Europeo
decida por unanimidad modificar dicho número. Los miembros de la Comisión serán seleccionados de entre
los nacionales de los Estados miembros mediante un sistema de rotación estrictamente igual entre los Estados
miembros que permita tener en cuenta la diversidad demográfica y geográfica del conjunto de dichos Estados.
Este sistema será establecido por unanimidad por el Consejo Europeo de conformidad con el artículo 244 del
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
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6. El Presidente de la Comisión:

a) definirá las orientaciones con arreglo a las cuales la Comisión desempeñará sus funciones;

b) determinará la organización interna de la Comisión velando por la coherencia, eficacia y colegialidad de
su actuación;

c) nombrará Vicepresidentes, distintos del Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y
Política de Seguridad, de entre los miembros de la Comisión. Un miembro de la Comisión presentará su
dimisión si se lo pide el Presidente. El Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de
Seguridad presentará su dimisión, con arreglo al procedimiento establecido en el apartado 1 del artículo
18, si se lo pide el Presidente.

7. Teniendo en cuenta el resultado de las elecciones al Parlamento Europeo y tras mantener las consultas
apropiadas, el Consejo Europeo propondrá al Parlamento Europeo, por mayoría cualificada, un candidato al
cargo de Presidente de la Comisión. El Parlamento Europeo elegirá al candidato por mayoría de los miembros
que lo componen. Si el candidato no obtiene la mayoría necesaria, el Consejo Europeo propondrá en el plazo
de un mes, por mayoría cualificada, un nuevo candidato, que será elegido por el Parlamento Europeo por el
mismo procedimiento. El Consejo, de común acuerdo con el Presidente electo, adoptará la lista de las demás
personalidades que se proponga nombrar miembros de la Comisión. Éstas serán seleccionadas, a partir de las
propuestas presentadas por los Estados miembros, de acuerdo con los criterios enunciados en el párrafo
segundo del apartado 3 y en el párrafo segundo del apartado 5. El Presidente, el Alto Representante de la
Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y los demás miembros de la Comisión se someterán
colegiadamente al voto de aprobación del Parlamento Europeo. Sobre la base de dicha aprobación, la
Comisión será nombrada por el Consejo Europeo, por mayoría cualificada.

8. La Comisión tendrá una responsabilidad colegiada ante el Parlamento Europeo. El Parlamento Europeo
podrá votar una moción de censura contra la Comisión de conformidad con el artículo 234 del Tratado de
Funcionamiento de la Unión Europea. Si se aprueba dicha moción, los miembros de la Comisión deberán
dimitir colectivamente de sus cargos y el Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de
Seguridad deberá dimitir del cargo que ejerce en la Comisión.

Artículo 18.
1. El Consejo Europeo nombrará por mayoría cualificada, con la aprobación del Presidente de la Comisión, al
Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. El Consejo Europeo podrá
poner fin a su mandato por el mismo procedimiento.

2. El Alto Representante estará al frente de la política exterior y de seguridad común de la Unión. Contribuirá
con sus propuestas a elaborar dicha política y la ejecutará como mandatario del Consejo. Actuará del mismo
modo en relación con la política común de seguridad y defensa.

3. El Alto Representante presidirá el Consejo de Asuntos Exteriores.

4. El Alto Representante será uno de los Vicepresidentes de la Comisión. Velará por la coherencia de la acción
exterior de la Unión. Se encargará, dentro de la Comisión, de las responsabilidades que incumben a la misma
en el ámbito de las relaciones exteriores y de la coordinación de los demás aspectos de la acción exterior de la
Unión. En el ejercicio de estas responsabilidades dentro de la Comisión, y exclusivamente por lo que respecta
a las mismas, el Alto Representante estará sujeto a los procedimientos por los que se rige el funcionamiento
de la Comisión en la medida en que ello sea compatible con los apartados 2 y 3.

Artículo 19.
1. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea comprenderá el Tribunal de Justicia, el Tribunal General y los
tribunales especializados. Garantizará el respeto del Derecho en la interpretación y aplicación de los Tratados.
Los Estados miembros establecerán las vías de recurso necesarias para garantizar la tutela judicial efectiva en
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los ámbitos cubiertos por el Derecho de la Unión.

2. El Tribunal de Justicia estará compuesto por un juez por Estado miembro. Estará asistido por abogados
generales. El Tribunal General dispondrá al menos de un juez por Estado miembro. Los jueces y abogados
generales del Tribunal de Justicia y los jueces del Tribunal General serán elegidos de entre personalidades que
ofrezcan plenas garantías de independencia y que reúnan las condiciones contempladas en los artículos 253 y
254 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Serán nombrados de común acuerdo por los
Gobiernos de los Estados miembros para un período de seis años. Los jueces y abogados generales salientes
podrán ser nombrados de nuevo.

3. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea se pronunciará, de conformidad con los Tratados:

a) sobre los recursos interpuestos por un Estado miembro, por una institución o por personas físicas o
jurídicas;

b) con carácter prejudicial, a petición de los órganos jurisdiccionales nacionales, sobre la interpretación
del Derecho de la Unión o sobre la validez de los actos adoptados por las instituciones;

c) en los demás casos previstos por los Tratados.

TFUE
Versión consolidada del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea
En este tema: arts. 119 a 144, 223 a 287 y 300 a 309 · 101 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · 
CELEX-12016E-TXT

TERCERA PARTE POLÍTICAS Y ACCIONES INTERNAS DE LA UNIÓN

TÍTULO VIII POLÍTICA ECONÓMICA Y MONETARIA

Artículo 119. (antiguo artículo 4 TCE).
). (antiguo artículo 4 TCE)

1. Para alcanzar los fines enunciados en el artículo 3 del Tratado de la Unión Europea, la acción de los Estados
miembros y de la Unión incluirá, en las condiciones previstas en los Tratados, la adopción de una política
económica que se basará en la estrecha coordinación de las políticas económicas de los Estados miembros, en
el mercado interior y en la definición de objetivos comunes, y que se llevará a cabo de conformidad con el
respeto al principio de una economía de mercado abierta y de libre competencia.

2. Paralelamente, en las condiciones y según los procedimientos previstos en los Tratados, dicha acción
supondrá una moneda única, el euro, la definición y la aplicación de una política monetaria y de tipos de
cambio única cuyo objetivo primordial sea mantener la estabilidad de precios y, sin perjuicio de dicho
objetivo, el apoyo a la política económica general de la Unión, de conformidad con los principios de una
economía de mercado abierta y de libre competencia.

3. Dichas acciones de los Estados miembros y de la Unión implican el respeto de los siguientes principios
rectores: precios estables, finanzas públicas y condiciones monetarias sólidas y balanza de pagos estable.

CAPÍTULO 1 POLÍTICA ECONÓMICA

Artículo 120. (antiguo artículo 98 TCE).
). (antiguo artículo 98 TCE) Los Estados miembros llevarán a cabo sus políticas económicas con vistas a
contribuir a la realización de los objetivos de la Unión, definidos en el artículo 3 del Tratado de la Unión
Europea, y en el marco de las orientaciones generales contempladas en el apartado 2 del artículo 121. Los
Estados miembros y la Unión actuarán respetando el principio de una economía de mercado abierta y de libre
competencia, favoreciendo una eficiente asignación de recursos y de conformidad con los principios
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enunciados en el artículo 119.

Artículo 121. (antiguo artículo 99 TCE).
). (antiguo artículo 99 TCE)

1. Los Estados miembros considerarán sus políticas económicas como una cuestión de interés común y las
coordinarán en el seno del Consejo, conforme a lo dispuesto en el artículo 120.

2. El Consejo, sobre la base de una recomendación de la Comisión, elaborará un proyecto de orientaciones
generales para las políticas económicas de los Estados miembros y de la Unión y presentará un informe al
respecto al Consejo Europeo. Sobre la base del informe del Consejo, el Consejo Europeo debatirá unas
conclusiones sobre las orientaciones generales de las políticas económicas de los Estados miembros y de la
Unión. Con arreglo a estas conclusiones, el Consejo, adoptará una recomendación en la que establecerá
dichas orientaciones generales. El Consejo informará de su recomendación al Parlamento Europeo.

3. Con el fin de garantizar una coordinación más estrecha de las políticas económicas y una convergencia
sostenida de los resultados económicos de los Estados miembros, el Consejo, basándose en informes
presentados por la Comisión, supervisará la evolución económica de cada uno de los Estados miembros y de
la Unión, así como la coherencia de las políticas económicas con las orientaciones generales contempladas en
el apartado 2, y procederá regularmente a una evaluación global. A efectos de esta supervisión multilateral,
los Estados miembros informarán a la Comisión acerca de las medidas importantes que hayan adoptado en
relación con su política económica, así como de todos los demás aspectos que consideren necesarios.

4. Cuando, con arreglo al procedimiento establecido en el apartado 3, se compruebe que la política económica
de un Estado miembro contradice las orientaciones generales mencionadas en el apartado 2 o puede poner en
peligro el correcto funcionamiento de la unión económica y monetaria, la Comisión podrá dirigir una
advertencia a dicho Estado miembro. El Consejo, por recomendación de la Comisión, podrá dirigir las
recomendaciones necesarias al Estado miembro de que se trate. El Consejo, a propuesta de la Comisión,
podrá decidir hacer públicas sus recomendaciones. A efectos del presente apartado, el Consejo se
pronunciará sin tomar en consideración el voto del miembro del Consejo que represente al Estado miembro
de que se trate. La mayoría cualificada de los demás miembros del Consejo se definirá de conformidad con la
letra a) del apartado 3 del artículo 238.

5. El Presidente del Consejo y la Comisión informarán al Parlamento Europeo acerca de los resultados de la
supervisión multilateral. Si el Consejo hubiere hecho públicas sus recomendaciones, se podrá invitar a su
Presidente a que comparezca ante la comisión competente del Parlamento Europeo.

6. El Parlamento Europeo y el Consejo podrán adoptar mediante reglamentos, con arreglo al procedimiento
legislativo ordinario, normas relativas al procedimiento de supervisión multilateral contemplado en los
apartados 3 y 4.

Artículo 122. (antiguo artículo 100 TCE).
). (antiguo artículo 100 TCE)

1. Sin perjuicio de los demás procedimientos establecidos en los Tratados, el Consejo, a propuesta de la
Comisión, podrá decidir, con un espíritu de solidaridad entre Estados miembros, medidas adecuadas a la
situación económica, en particular si surgieren dificultades graves en el suministro de determinados
productos, especialmente en el ámbito de la energía.

2. En caso de dificultades o en caso de serio riesgo de dificultades graves en un Estado miembro, ocasionadas
por catástrofes naturales o acontecimientos excepcionales que dicho Estado no pudiere controlar, el Consejo,
a propuesta de la Comisión, podrá acordar, en determinadas condiciones, una ayuda financiera de la Unión al
Estado miembro en cuestión. El Presidente del Consejo informará al Parlamento Europeo acerca de la
decisión tomada.
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Artículo 123. (antiguo artículo 101 TCE).
). (antiguo artículo 101 TCE)

1. Queda prohibida la autorización de descubiertos o la concesión de cualquier otro tipo de créditos por el
Banco Central Europeo y por los bancos centrales de los Estados miembros, denominados en lo sucesivo
«bancos centrales nacionales», en favor de instituciones, órganos u organismos de la Unión, Gobiernos
centrales, autoridades regionales o locales u otras autoridades públicas, organismos de Derecho público o
empresas públicas de los Estados miembros, así como la adquisición directa a los mismos de instrumentos de
deuda por el Banco Central Europeo o los bancos centrales nacionales.

2. Las disposiciones del apartado 1 no afectarán a las entidades de crédito públicas, que, en el marco de la
provisión de reservas por los bancos centrales, deberán recibir por parte de los bancos centrales nacionales y
del Banco Central Europeo el mismo trato que las entidades de crédito privadas.

Artículo 124. (antiguo artículo 102 TCE).
). (antiguo artículo 102 TCE) Queda prohibida cualquier medida que no se base en consideraciones
prudenciales que establezca un acceso privilegiado a las entidades financieras para las instituciones, órganos
u organismos de la Unión, Gobiernos centrales, autoridades regionales, locales u otras autoridades públicas,
organismos de Derecho público o empresas públicas de los Estados miembros.

Artículo 125. (antiguo artículo 103 TCE).
). (antiguo artículo 103 TCE)

1. La Unión no asumirá ni responderá de los compromisos de los Gobiernos centrales, autoridades regionales
o locales u otras autoridades públicas, organismos de Derecho público o empresas públicas de los Estados
miembros, sin perjuicio de las garantías financieras mutuas para la realización conjunta de proyectos
específicos. Los Estados miembros no asumirán ni responderán de los compromisos de los Gobiernos
centrales, autoridades regionales o locales u otras autoridades públicas, organismos de Derecho público o
empresas públicas de otro Estado miembro, sin perjuicio de las garantías financieras mutuas para la
realización conjunta de proyectos específicos.

2. Si fuese necesario, el Consejo, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, podrá
especificar las definiciones para la aplicación de las prohibiciones a que se refieren los artículos 123 y 124 y el
presente artículo.

Artículo 126. (antiguo artículo 104 TCE).
). (antiguo artículo 104 TCE)

1. Los Estados miembros evitarán déficits públicos excesivos.

2. La Comisión supervisará la evolución de la situación presupuestaria y del nivel de endeudamiento público
de los Estados miembros con el fin de detectar errores manifiestos. En particular, examinará la observancia de
la disciplina presupuestaria atendiendo a los dos criterios siguientes:

a) si la proporción entre el déficit público previsto o real y el producto interior bruto sobrepasa un valor de
referencia, a menos: — que la proporción haya descendido sustancial y continuadamente y llegado a un
nivel que se aproxime al valor de referencia, — que el valor de referencia se sobrepase sólo excepcional y
temporalmente, y la proporción se mantenga cercana al valor de referencia;

b) si la proporción entre la deuda pública y el producto interior bruto rebasa un valor de referencia, a
menos que la proporción disminuya suficientemente y se aproxime a un ritmo satisfactorio al valor de
referencia. Los valores de referencia se especifican en el Protocolo sobre el procedimiento aplicable en
caso de déficit excesivo, anejo a los Tratados.
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3. Si un Estado miembro no cumpliere los requisitos de uno de estos criterios o de ambos, la Comisión
elaborará un informe, en el que también se tendrá en cuenta si el déficit público supera los gastos públicos de
inversión, así como todos los demás factores pertinentes, incluida la situación económica y presupuestaria a
medio plazo del Estado miembro. La Comisión también podrá elaborar un informe cuando considere que, aun
cumpliéndose los requisitos inherentes a los criterios, existe el riesgo de un déficit excesivo en un Estado
miembro.

4. El Comité Económico y Financiero emitirá un dictamen sobre el informe de la Comisión.

5. Si la Comisión considerare que un Estado miembro presenta o puede presentar un déficit excesivo, remitirá
un dictamen a dicho Estado miembro e informará de ello al Consejo.

6. El Consejo, sobre la base de una propuesta de la Comisión, considerando las posibles observaciones que
formule el Estado miembro de que se trate, y tras una valoración global, decidirá si existe un déficit excesivo.

7. Cuando el Consejo, de conformidad con el apartado 6, decida declarar la existencia de un déficit excesivo,
adoptará sin demora injustificada, sobre la base de una recomendación de la Comisión, las recomendaciones
dirigidas al Estado miembro de que se trate para que éste ponga fin a esta situación en un plazo determinado.
Salvo lo dispuesto en el apartado 8, dichas recomendaciones no se harán públicas.

8. Cuando el Consejo compruebe que no se han seguido efectivamente sus recomendaciones en el plazo fijado,
el Consejo podrá hacerlas públicas.

9. Si un Estado miembro persistiere en no llevar a efecto las recomendaciones del Consejo, éste podrá decidir
que se formule una advertencia a dicho Estado miembro para que adopte, en un plazo determinado, las
medidas dirigidas a la reducción del déficit que el Consejo considere necesaria para poner remedio a la
situación. En tal caso, el Consejo podrá exigir al Estado miembro de que se trate la presentación de informes
con arreglo a un calendario específico para examinar los esfuerzos de ajuste de dicho Estado miembro.

10. En el marco de los apartados 1 a 9 del presente artículo, no podrá ejercerse el derecho de recurso previsto
en los artículos 258 y 259.

11. Si un Estado miembro incumpliere una decisión adoptada de conformidad con el apartado 9, el Consejo
podrá decidir que se aplique o, en su caso, que se refuerce una o varias de las siguientes medidas: — exigir al
Estado miembro de que se trate que publique una información adicional, que el Consejo deberá especificar,
antes de emitir obligaciones y valores, — recomendar al BEI que reconsidere su política de préstamos respecto
al Estado miembro en cuestión, — exigir que el Estado miembro de que se trate efectúe ante la Unión un
depósito sin devengo de intereses por un importe apropiado, hasta que el Consejo considere que se ha
corregido el déficit excesivo, — imponer multas de una magnitud apropiada. El Presidente del Consejo
informará al Parlamento Europeo acerca de las decisiones tomadas.

12. El Consejo derogará algunas o la totalidad de sus decisiones o recomendaciones mencionadas en los
apartados 6 a 9 y 11 cuando considere que el déficit excesivo del Estado miembro en cuestión se ha corregido.
Si anteriormente el Consejo hubiere hecho públicas sus recomendaciones, hará, en cuanto haya sido
derogada la decisión adoptada en virtud del apartado 8, una declaración pública en la que se afirme que el
déficit excesivo ha dejado de existir en el Estado miembro en cuestión.

13. Por lo que respecta a las decisiones o recomendaciones del Consejo mencionadas en los apartados 8, 9, 11
y 12, el Consejo se pronunciará sobre la base de una recomendación de la Comisión. Cuando el Consejo
adopte las medidas contempladas en los apartados 6 a 9, 11 y 12, el Consejo se pronunciará sin tomar en
consideración el voto del miembro del Consejo que represente al Estado miembro de que se trate. La mayoría
cualificada de los demás miembros del Consejo se definirá de conformidad con la letra a) del apartado 3 del
artículo 238.

14. En el Protocolo sobre el procedimiento aplicable en caso de déficit excesivo anejo a los Tratados se
recogen disposiciones adicionales relacionadas con la aplicación del procedimiento descrito en el presente
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artículo. El Consejo, por unanimidad con arreglo a un procedimiento legislativo especial, y previa consulta al
Parlamento Europeo y al Banco Central Europeo, adoptará las disposiciones apropiadas que sustituirán al
mencionado Protocolo. Sin perjuicio de las restantes disposiciones del presente apartado, el Consejo, a
propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, fijará normas de desarrollo y definiciones
para la aplicación de las disposiciones del mencionado Protocolo.

CAPÍTULO 2 POLÍTICA MONETARIA

Artículo 127. (antiguo artículo 105 TCE).
). (antiguo artículo 105 TCE)

1. El objetivo principal del Sistema Europeo de Bancos Centrales, denominado en lo sucesivo «SEBC», será
mantener la estabilidad de precios. Sin perjuicio de este objetivo, el SEBC apoyará las políticas económicas
generales de la Unión con el fin de contribuir a la realización de los objetivos de la Unión establecidos en el
artículo 3 del Tratado de la Unión Europea. El SEBC actuará con arreglo al principio de una economía de
mercado abierta y de libre competencia, fomentando una eficiente asignación de recursos de conformidad
con los principios expuestos en el artículo 119.

2. Las funciones básicas que se llevarán a cabo a través del SEBC serán: — definir y ejecutar la política
monetaria de la Unión, — realizar operaciones de divisas coherentes con las disposiciones del artículo 219, —
poseer y gestionar las reservas oficiales de divisas de los Estados miembros, — promover el buen
funcionamiento de los sistemas de pago.

3. Lo dispuesto en el tercer guión del apartado 2 se entenderá sin perjuicio de la posesión y gestión de fondos
de maniobra en divisas por parte de los Gobiernos de los Estados miembros.

4. El Banco Central Europeo será consultado: — sobre cualquier propuesta de acto de la Unión que entre en su
ámbito de competencia, — por las autoridades nacionales acerca de cualquier proyecto de disposición legal
que entre en su ámbito de competencias, pero dentro de los límites y en las condiciones establecidas por el
Consejo con arreglo al procedimiento previsto en el apartado 4 del artículo 129. El Banco Central Europeo
podrá presentar dictámenes a las instituciones, órganos u organismos de la Unión o a las autoridades
nacionales pertinentes acerca de materias que pertenezcan al ámbito de sus competencias.

5. El SEBC contribuirá a la buena gestión de las políticas que lleven a cabo las autoridades competentes con
respecto a la supervisión prudencial de las entidades de crédito y a la estabilidad del sistema financiero.

6. El Consejo, mediante reglamentos adoptados con arreglo a un procedimiento legislativo especial, por
unanimidad y previa consulta al Parlamento Europeo y al Banco Central Europeo, podrá encomendar al Banco
Central Europeo tareas específicas respecto de políticas relacionadas con la supervisión prudencial de las
entidades de crédito y otras entidades financieras, con excepción de las empresas de seguros.

Artículo 128. (antiguo artículo 106 TCE).
). (antiguo artículo 106 TCE)

1. El Banco Central Europeo tendrá el derecho exclusivo de autorizar la emisión de billetes de banco en euros
en la Unión. El Banco Central Europeo y los bancos centrales nacionales podrán emitir billetes. Los billetes
emitidos por el Banco Central Europeo y los bancos centrales nacionales serán los únicos billetes de curso
legal en la Unión.

2. Los Estados miembros podrán realizar emisiones de moneda metálica en euros, para las cuales será
necesaria la aprobación del Banco Central Europeo en cuanto al volumen de emisión. El Consejo, a propuesta
de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo y al Banco Central Europeo, podrá adoptar medidas
para armonizar los valores nominales y las especificaciones técnicas de todas las monedas destinadas a la
circulación en la medida necesaria para su buena circulación dentro de la Unión.
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Artículo 129. (antiguo artículo 107 TCE).
). (antiguo artículo 107 TCE)

1. El SEBC será dirigido por los órganos rectores del Banco Central Europeo, que serán el Consejo de Gobierno
y el Comité Ejecutivo.

2. Los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales y del Banco Central Europeo, denominados en lo
sucesivo «Estatutos del SEBC y del BCE», figuran en un Protocolo anejo a los Tratados.

3. Los artículos 5.1, 5.2, 5.3, 17, 18, 19.1, 22, 23, 24, 26, 32.2, 32.3, 32.4, 32.6, 33.1 a) y 36 de los Estatutos del
SEBC y del BCE podrán ser modificados por el Parlamento Europeo y el Consejo con arreglo al procedimiento
legislativo ordinario. Se pronunciarán bien sobre la base de una recomendación del Banco Central Europeo y
previa consulta a la Comisión, bien a propuesta de la Comisión y previa consulta al Banco Central Europeo.

4. El Consejo, bien a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo y al Banco Central
Europeo, bien sobre la base de una recomendación del Banco Central Europeo y previa consulta al
Parlamento Europeo y a la Comisión, adoptará las disposiciones contempladas en los artículos 4, 5.4, 19.2, 20,
28.1, 29.2, 30.4 y 34.3 de los Estatutos del SEBC y del BCE.

Artículo 130. (antiguo artículo 108 TCE).
). (antiguo artículo 108 TCE) En el ejercicio de las facultades y en el desempeño de las funciones y obligaciones
que les asignan los Tratados y los Estatutos del SEBC y del BCE, ni el Banco Central Europeo, ni los bancos
centrales nacionales, ni ninguno de los miembros de sus órganos rectores podrán solicitar o aceptar
instrucciones de las instituciones, órganos u organismos de la Unión, ni de los Gobiernos de los Estados
miembros, ni de ningún otro órgano. Las instituciones, órganos u organismos de la Unión, así como los
Gobiernos de los Estados miembros, se comprometen a respetar este principio y a no tratar de influir en los
miembros de los órganos rectores del Banco Central Europeo y de los bancos centrales nacionales en el
ejercicio de sus funciones.

Artículo 131. (antiguo artículo 109 TCE).
). (antiguo artículo 109 TCE) Cada uno de los Estados miembros velará por que su legislación nacional,
incluidos los Estatutos de su banco central nacional, sea compatible con los Tratados y con los Estatutos del
SEBC y del BCE.

Artículo 132. (antiguo artículo 110 TCE).
). (antiguo artículo 110 TCE)

1. Para el ejercicio de las funciones encomendadas al SEBC, el Banco Central Europeo, con arreglo a las
disposiciones de los Tratados y en las condiciones previstas en los Estatutos del SEBC y del BCE: — elaborará
reglamentos en la medida en que ello sea necesario para el ejercicio de las funciones definidas en el primer
guión del artículo 3.1 y en los artículos 19.1, 22 o 25.2 de los Estatutos del SEBC y del BCE, y en los casos que se
establezcan en los actos del Consejo mencionados en el apartado 4 del artículo 129, — tomará las decisiones
necesarias para el ejercicio de las funciones encomendadas al SEBC por los Tratados y por los Estatutos del
SEBC y del BCE, — formulará recomendaciones y emitirá dictámenes.

2. El Banco Central Europeo podrá decidir hacer públicos sus decisiones, recomendaciones y dictámenes.

3. Dentro de los límites y en las condiciones adoptados por el Consejo con arreglo al procedimiento
establecido en el apartado 4 del artículo 129, el Banco Central Europeo estará autorizado a imponer multas y
pagos periódicos de penalización a las empresas que no cumplan con sus obligaciones respecto de los
reglamentos y decisiones del mismo.
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Artículo 133.
Sin perjuicio de las atribuciones del Banco Central Europeo, el Parlamento Europeo y el Consejo establecerán,
con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, las medidas necesarias para la utilización del euro como
moneda única. Dichas medidas se adoptarán previa consulta al Banco Central Europeo.

CAPÍTULO 3 DISPOSICIONES INSTITUCIONALES

Artículo 134. (antiguo artículo 114 TCE).
). (antiguo artículo 114 TCE)

1. A fin de promover la coordinación de las políticas de los Estados miembros en todo lo necesario para el
funcionamiento del mercado interior, se crea un Comité Económico y Financiero.

2. El Comité Económico y Financiero tendrá las siguientes funciones: — emitir dictámenes, bien a petición del
Consejo o de la Comisión, bien por iniciativa propia, destinados a dichas instituciones, — seguir la situación
económica y financiera de los Estados miembros y de la Unión e informar regularmente al Consejo y a la
Comisión, especialmente sobre las relaciones financieras con terceros países y con instituciones
internacionales, — colaborar, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 240, en la preparación de los trabajos
del Consejo a que se refieren los artículos 66 y 75, los apartados 2, 3, 4 y 6 del artículo 121, los artículos 122,
124, 125 y 126, el apartado 6 del artículo 127, el apartado 2 del artículo 128, los apartados 3 y 4 del artículo 129,
el artículo 138, los apartados 2 y 3 del artículo 140, el artículo 143, los apartados 2 y 3 del artículo 144 y el
artículo 219, y llevar a cabo otras tareas consultivas y preparatorias que le encomiende el Consejo, —
examinar, al menos una vez al año, la situación relativa a los movimientos de capitales y a la libertad de pagos,
tal y como resulten de la aplicación de los Tratados y de las medidas adoptadas por el Consejo. Este examen
comprenderá todas las medidas relativas a los movimientos de capitales y a los pagos. El Comité informará a
la Comisión y al Consejo sobre el resultado de este examen. Los Estados miembros, la Comisión y el Banco
Central Europeo designarán cada uno de ellos un máximo de dos miembros del Comité.

3. El Consejo, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Banco Central Europeo y al Comité mencionado
en el presente artículo, establecerá las normas de desarrollo relativas a la composición del Comité Económico
y Financiero. El Presidente del Consejo informará al Parlamento Europeo sobre tal decisión.

4. Además de las funciones expuestas en el apartado 2, si hubiere y mientras haya Estados miembros acogidos
a una excepción con arreglo al artículo 139, el Comité supervisará la situación monetaria y financiera y el
sistema general de pagos de dichos Estados miembros e informará regularmente al respecto al Consejo y a la
Comisión.

Artículo 135. (antiguo artículo 115 TCE).
). (antiguo artículo 115 TCE) Respecto de los asuntos comprendidos en el ámbito de aplicación del apartado 4
del artículo 121, del artículo 126, excepto su apartado 14, del artículo 138, del apartado 1 del artículo 140, del
párrafo primero del apartado 2 del artículo 140, del apartado 3 del artículo 140, y del artículo 219, el Consejo o
un Estado miembro podrán solicitar de la Comisión que presente una recomendación o una propuesta según
sea pertinente. La Comisión examinará la solicitud y presentará sin demora sus conclusiones al Consejo.

CAPÍTULO 4 DISPOSICIONES ESPECÍFICAS PARA LOS ESTADOS MIEMBROS CUYA MONEDA ES EL EURO

Artículo 136.
1. Con el fin de contribuir al correcto funcionamiento de la unión económica y monetaria y de conformidad
con las disposiciones pertinentes de los Tratados, el Consejo adoptará, con arreglo al procedimiento que
corresponda de los contemplados en los artículos 121 y 126, con excepción del procedimiento establecido en
el apartado 14 del artículo 126, medidas relativas a los Estados miembros cuya moneda es el euro para:

TFUE · arts. 133-136Tema 5 · La Unión Europea: origen y evolución. Instituciones y Organismos de la Unión Europea: composición, funciona…

5

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 95



a) reforzar la coordinación y supervisión de su disciplina presupuestaria;

b) elaborar las orientaciones de política económica referentes a dichos Estados, velando por que sean
compatibles con las adoptadas para el conjunto de la Unión, y garantizar su vigilancia.

2. Únicamente participarán en las votaciones sobre las medidas contempladas en el apartado 1 los miembros
del Consejo que representen a los Estados miembros cuya moneda es el euro. La mayoría cualificada de
dichos miembros se definirá de conformidad con la letra a) del apartado 3 del artículo 238.

3. Los Estados miembros cuya moneda es el euro podrán establecer un mecanismo de estabilidad que se
activará cuando sea indispensable para salvaguardar la estabilidad de la zona del euro en su conjunto. La
concesión de toda ayuda financiera necesaria con arreglo al mecanismo se supeditará a condiciones estrictas.

Artículo 137.
Las modalidades de las reuniones entre los ministros de los Estados miembros cuya moneda es el euro se
establecen en el Protocolo sobre el Eurogrupo.

Artículo 138. (antiguo artículo 111, apartado 4, TCE).
). (antiguo artículo 111, apartado 4, TCE)

1. Para garantizar la posición del euro en el sistema monetario internacional, el Consejo adoptará, a propuesta
de la Comisión, una decisión por la que se determinen las posiciones comunes sobre las cuestiones que
revistan especial interés para la unión económica y monetaria en las instituciones y conferencias financieras
internacionales competentes. El Consejo se pronunciará previa consulta al Banco Central Europeo.

2. El Consejo podrá adoptar, a propuesta de la Comisión, las medidas adecuadas para contar con una
representación única en las instituciones y conferencias financieras internacionales. El Consejo se
pronunciará previa consulta al Banco Central Europeo.

3. Únicamente participarán en las votaciones sobre las medidas contempladas en los apartados 1 y 2 los
miembros del Consejo que representen a los Estados miembros cuya moneda es el euro. La mayoría
cualificada de dichos miembros se definirá de conformidad con la letra a) del apartado 3 del artículo 238.

CAPÍTULO 5 DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 139.
1. Los Estados miembros sobre los que el Consejo no haya decidido que cumplen las condiciones necesarias
para la adopción del euro se denominarán en lo sucesivo «Estados miembros acogidos a una excepción».

2. Las siguientes disposiciones de los Tratados no se aplicarán a los Estados miembros acogidos a una
excepción:

a) adopción de las partes de las orientaciones generales de las políticas económicas que afecten a la zona
del euro de forma general (apartado 2 del artículo 121);

b) medios estrictos para remediar los déficit excesivos (apartados 9 y 11 del artículo 126);

c) objetivos y funciones del SEBC (apartados 1, 2, 3 y 5 del artículo 127);

d) emisión del euro (artículo 128);

e) actos del Banco Central Europeo (artículo 132);

f) medidas relativas a la utilización del euro (artículo 133);

g) acuerdos monetarios y otras medidas relativas a la política de tipos de cambio (artículo 219);

h) designación de los miembros del Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo (apartado 2 del artículo
283);

i) decisiones por las que se determinen posiciones comunes sobre cuestiones que revistan especial interés
para la unión económica y monetaria en las instituciones y conferencias financieras internacionales
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competentes (apartado 1 del artículo 138);

j) medidas para contar con una representación única en las instituciones y conferencias financieras
internacionales (apartado 2 del artículo 138). Por consiguiente, en los artículos citados en las letras a) a j)
se entenderá por «Estados miembros» los Estados miembros cuya moneda es el euro.

3. Los Estados miembros acogidos a una excepción y sus bancos centrales nacionales estarán excluidos de los
derechos y obligaciones en el marco del SEBC de conformidad con el capítulo IX de los Estatutos del SEBC y
del BCE.

4. Los derechos de voto de los miembros del Consejo que representen a los Estados miembros acogidos a una
excepción quedarán suspendidos cuando el Consejo adopte las medidas previstas en los artículos citados en el
apartado 2, así como en los casos siguientes:

a) recomendaciones dirigidas a los Estados miembros cuya moneda es el euro en el marco de la
supervisión multilateral, incluidas las recomendaciones relativas a los programas de estabilidad y las
advertencias (apartado 4 del artículo 121);

b) medidas relativas a los déficit excesivos que afecten a los Estados miembros cuya moneda es el euro
(apartados 6, 7, 8, 12 y 13 del artículo 126). La mayoría cualificada de los demás miembros del Consejo se
definirá de conformidad con la letra a) del apartado 3 del artículo 238.

Artículo 140. (antiguos artículos 121, apartado 1, 122, apartado 2, segunda frase, y 123, apartado 5, 
TCE).
). (antiguos artículos 121, apartado 1, 122, apartado 2, segunda frase, y 123, apartado 5, TCE)

1. Una vez cada dos años como mínimo, o a petición de cualquier Estado miembro acogido a una excepción, la
Comisión y el Banco Central Europeo presentarán informes al Consejo acerca de los avances que hayan
realizado los Estados miembros acogidos a una excepción en el cumplimiento de sus obligaciones en relación
con la realización de la unión económica y monetaria. Estos informes incluirán un examen de la
compatibilidad de la legislación nacional de cada uno de estos Estados miembros, incluidos los Estatutos de su
banco central nacional, con el artículo 130 y el artículo 131, así como con los Estatutos del SEBC y del BCE.
Estos informes examinarán también la consecución de un alto grado de convergencia sostenible, atendiendo
al cumplimiento de los siguientes criterios por parte de cada uno de los Estados miembros: — el logro de un
alto grado de estabilidad de precios, que deberá quedar de manifiesto a través de una tasa de inflación que esté
próxima a la de, como máximo, los tres Estados miembros más eficaces en cuanto a la estabilidad de precios,
— las finanzas públicas deberán encontrarse en una situación sostenible, lo que quedará demostrado en caso
de haberse conseguido una situación del presupuesto sin un déficit público excesivo, definido de conformidad
con lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 126, — el respeto, durante dos años como mínimo, sin que se
haya producido devaluación frente al euro, de los márgenes normales de fluctuación que establece el
mecanismo de tipos de cambio del sistema monetario europeo, — el carácter duradero de la convergencia
conseguida por el Estado miembro acogido a una excepción y de su participación en el mecanismo de tipos de
cambio deberá verse reflejado en los niveles de tipos de interés a largo plazo. Los cuatro criterios
mencionados en el presente apartado y los períodos pertinentes durante los cuales deberán respetarse dichos
criterios se explicitan más en un Protocolo anejo a los Tratados. Los informes de la Comisión y del Banco
Central Europeo deberán tomar en consideración asimismo los resultados de la integración de los mercados,
la situación y la evolución de las balanzas de pagos por cuenta corriente y un estudio de la evolución de los
costes laborales unitarios y de otros índices de precios.

2. Tras consultar al Parlamento Europeo y una vez debatida la cuestión en el Consejo Europeo, el Consejo, a
propuesta de la Comisión, decidirá qué Estados miembros acogidos a una excepción reúnen las condiciones
necesarias con arreglo a los criterios expuestos en el apartado 1, y suprimirá las excepciones de los Estados
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miembros de que se trate. El Consejo se pronunciará tras recibir una recomendación de una mayoría
cualificada de sus miembros que represente a los Estados miembros cuya moneda es el euro. Dichos
miembros se pronunciarán en un plazo de seis meses a partir de la recepción por el Consejo de la propuesta
de la Comisión. La mayoría cualificada de dichos miembros, a que se refiere el párrafo segundo, se definirá de
conformidad con la letra a) del apartado 3 del artículo 238.

3. Si, con arreglo al procedimiento establecido en el apartado 2, se decide poner fin a una excepción, el
Consejo, por unanimidad de los Estados miembros cuya moneda es el euro y del Estado miembro de que se
trate, a propuesta de la Comisión y previa consulta al Banco Central Europeo, fijará irrevocablemente el tipo al
que el euro sustituirá a la moneda del Estado miembro de que se trate, así como las restantes medidas
necesarias para la introducción del euro como moneda única en el Estado miembro de que se trate.

Artículo 141. (antiguos artículos 123, apartado 3, y 117, apartado 2, cinco primeros guiones, TCE).
). (antiguos artículos 123, apartado 3, y 117, apartado 2, cinco primeros guiones, TCE)

1. En caso de que haya Estados miembros acogidos a una excepción, y hasta tanto los haya, y sin perjuicio del
apartado 1 del artículo 129, el Consejo General del Banco Central Europeo mencionado en el artículo 44 de los
Estatutos del SEBC y del BCE se constituirá como tercer órgano decisorio del Banco Central Europeo.

2. Mientras haya Estados miembros acogidos a una excepción, el Banco Central Europeo, en lo que se refiere a
esos Estados miembros: — reforzará la cooperación entre los bancos centrales nacionales, — reforzará la
coordinación de las políticas monetarias de los Estados miembros con el fin de garantizar la estabilidad de
precios, — supervisará el funcionamiento del mecanismo de tipos de cambio, — celebrará consultas sobre
asuntos que sean competencia de los bancos centrales nacionales y que afecten a la estabilidad de las
entidades y mercados financieros, — ejercerá las antiguas funciones del Fondo Europeo de Cooperación
Monetaria, que anteriormente había asumido el Instituto Monetario Europeo.

Artículo 142. (antiguo artículo 124, apartado 1, TCE).
). (antiguo artículo 124, apartado 1, TCE) Cada Estado miembro acogido a una excepción considerará su
política de cambio como una cuestión de interés común. Los Estados miembros tendrán en cuenta al hacerlo
las experiencias adquiridas mediante la cooperación en el marco del mecanismo de tipos de cambio.

Artículo 143. (antiguo artículo 119 TCE).
). (antiguo artículo 119 TCE)

1. En caso de dificultades o de amenaza grave de dificultades en la balanza de pagos de un Estado miembro
acogido a una excepción, originadas por un desequilibrio global de dicha balanza o por el tipo de divisas de
que disponga, que puedan, en particular, comprometer el funcionamiento del mercado interior o la
realización de la política comercial común, la Comisión procederá sin demora a examinar la situación de
dicho Estado, así como la acción que éste haya emprendido o pueda emprender con arreglo a lo dispuesto en
los Tratados, recurriendo a todos los medios que estén a su alcance. La Comisión indicará las medidas cuya
adopción recomienda al Estado interesado. Si la acción emprendida por un Estado miembro acogido a una
excepción y las medidas sugeridas por la Comisión resultaren insuficientes para superar las dificultades
surgidas o la amenaza de dificultades, la Comisión recomendará al Consejo, previa consulta al Comité
Económico y Financiero, la concesión de una asistencia mutua y los métodos pertinentes. La Comisión deberá
informar regularmente al Consejo sobre la situación y su evolución.

2. El Consejo concederá dicha asistencia mutua y adoptará directivas o tomará decisiones para determinar las
condiciones y modalidades de la misma. La asistencia mutua podrá revestir, en particular, la forma de:

a) una acción concertada ante otras organizaciones internacionales a las que puedan recurrir los Estados
miembros acogidos a una excepción;
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b) medidas necesarias para evitar desviaciones del tráfico comercial, cuando el Estado miembro acogido a
una excepción que esté en dificultades mantenga o restablezca restricciones cuantitativas respecto de
terceros países;

c) concesión de créditos limitados por parte de otros Estados miembros, cuando éstos den su
consentimiento.

3. Si el Consejo no aprobare la asistencia mutua recomendada por la Comisión o si la asistencia mutua
aprobada y las medidas adoptadas fueren insuficientes, la Comisión autorizará al Estado miembro acogido a
una excepción que atraviese dificultades para que adopte medidas de salvaguardia en las condiciones y
modalidades que ella determine. El Consejo podrá revocar dicha autorización y modificar sus condiciones y
modalidades.

Artículo 144. (antiguo artículo 120 TCE).
). (antiguo artículo 120 TCE)

1. En caso de crisis súbita en la balanza de pagos y de no tomarse inmediatamente una decisión de acuerdo
con lo establecido en el apartado 2 del artículo 143, el Estado miembro acogido a una excepción podrá
adoptar, con carácter cautelar, las medidas de salvaguardia necesarias. Dichas medidas deberán producir la
menor perturbación posible en el funcionamiento del mercado interior y no podrán tener mayor alcance del
estrictamente indispensable para superar las dificultades que hayan surgido súbitamente.

2. La Comisión y los demás Estados miembros deberán ser informados de dichas medidas de salvaguardia, a
más tardar, en el momento de su entrada en vigor. La Comisión podrá recomendar al Consejo la concesión de
una asistencia mutua con arreglo a lo previsto en el artículo 143.

3. Previa recomendación de la Comisión y previa consulta al Comité Económico y Financiero, el Consejo
podrá decidir que el Estado miembro interesado modifique, suspenda o suprima las medidas de salvaguardia
antes mencionadas.

SEXTA PARTE DISPOSICIONES INSTITUCIONALES Y FINANCIERAS

TÍTULO I DISPOSICIONES INSTITUCIONALES

CAPÍTULO 1 INSTITUCIONES

SECCIÓN PRIMERA EL PARLAMENTO EUROPEO

Artículo 223. (antiguo artículo 190, apartados 4 y 5, TCE).
). (antiguo artículo 190, apartados 4 y 5, TCE)

1. El Parlamento Europeo elaborará un proyecto encaminado a establecer las disposiciones necesarias para
hacer posible la elección de sus miembros por sufragio universal directo, de acuerdo con un procedimiento
uniforme en todos los Estados miembros o de acuerdo con principios comunes a todos los Estados miembros.
El Consejo establecerá las disposiciones necesarias por unanimidad con arreglo a un procedimiento
legislativo especial, previa aprobación del Parlamento Europeo, que se pronunciará por mayoría de los
miembros que lo componen. Dichas disposiciones entrarán en vigor una vez que hayan sido aprobadas por los
Estados miembros de conformidad con sus respectivas normas constitucionales.

2. El Parlamento Europeo establecerá mediante reglamentos adoptados por propia iniciativa, con arreglo a un
procedimiento legislativo especial, el estatuto y las condiciones generales de ejercicio de las funciones de sus
miembros, previo dictamen de la Comisión y con la aprobación del Consejo. Toda norma o condición relativas
al régimen fiscal de los miembros o de los antiguos miembros se decidirán en el Consejo por unanimidad.

TFUE · arts. 143-144, 223Tema 5 · La Unión Europea: origen y evolución. Instituciones y Organismos de la Unión Europea: composición, funci…

5

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 99



Artículo 224. (antiguo artículo 191, párrafo segundo, TCE).
). (antiguo artículo 191, párrafo segundo, TCE) El Parlamento Europeo y el Consejo, con arreglo al
procedimiento legislativo ordinario, establecerán mediante reglamentos el estatuto de los partidos políticos a
escala europea, a los que se hace referencia en el apartado 4 del artículo 10 del Tratado de la Unión Europea, y
en particular las normas relativas a su financiación.

Artículo 225. (antiguo artículo 192, párrafo segundo, TCE).
). (antiguo artículo 192, párrafo segundo, TCE) Por decisión de la mayoría de los miembros que lo componen,
el Parlamento Europeo podrá solicitar a la Comisión que presente las propuestas oportunas sobre cualquier
asunto que a juicio de aquél requiera la elaboración de un acto de la Unión para la aplicación de los Tratados.
Si la Comisión no presenta propuesta alguna, comunicará las razones al Parlamento Europeo.

Artículo 226. (antiguo artículo 193 TCE).
). (antiguo artículo 193 TCE) En cumplimiento de sus cometidos y a petición de la cuarta parte de los
miembros que lo componen, el Parlamento Europeo podrá constituir una comisión temporal de investigación
para examinar, sin perjuicio de las competencias que los Tratados confieren a otras instituciones u órganos,
alegaciones de infracción o de mala administración en la aplicación del Derecho de la Unión, salvo que de los
hechos alegados esté conociendo un órgano jurisdiccional, hasta tanto concluya el procedimiento
jurisdiccional. La existencia de la comisión temporal de investigación terminará con la presentación de su
informe. El Parlamento Europeo determinará las modalidades de ejercicio del derecho de investigación
mediante reglamentos adoptados por propia iniciativa, con arreglo a un procedimiento legislativo especial,
previa aprobación del Consejo y de la Comisión.

Artículo 227. (antiguo artículo 194 TCE).
). (antiguo artículo 194 TCE) Cualquier ciudadano de la Unión, así como cualquier persona física o jurídica que
resida o tenga su domicilio social en un Estado miembro, tendrá derecho a presentar al Parlamento Europeo,
individualmente o asociado con otros ciudadanos o personas, una petición sobre un asunto propio de los
ámbitos de actuación de la Unión que le afecte directamente.

Artículo 228. (antiguo artículo 195 TCE).
). (antiguo artículo 195 TCE)

1. El Parlamento Europeo elegirá a un Defensor del Pueblo Europeo, que estará facultado para recibir las
reclamaciones de cualquier ciudadano de la Unión o de cualquier persona física o jurídica que resida o tenga
su domicilio social en un Estado miembro, relativas a casos de mala administración en la acción de las
instituciones, órganos u organismos de la Unión, con exclusión del Tribunal de Justicia de la Unión Europea
en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales. Instruirá estas reclamaciones e informará al respecto. En el
desempeño de su misión, el Defensor del Pueblo llevará a cabo las investigaciones que considere justificadas,
bien por iniciativa propia, bien sobre la base de las reclamaciones recibidas directamente o a través de un
miembro del Parlamento Europeo, salvo que los hechos alegados sean o hayan sido objeto de un
procedimiento jurisdiccional. Cuando el Defensor del Pueblo haya comprobado un caso de mala
administración, lo pondrá en conocimiento de la institución, órgano u organismo interesado, que dispondrá
de un plazo de tres meses para exponer su posición al Defensor del Pueblo. Éste remitirá a continuación un
informe al Parlamento Europeo y a la institución, órgano u organismo interesado. La persona de quien emane
la reclamación será informada del resultado de estas investigaciones. El Defensor del Pueblo presentará cada
año al Parlamento Europeo un informe sobre el resultado de sus investigaciones.

2. El Defensor del Pueblo será elegido después de cada elección del Parlamento Europeo para toda la
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legislatura. Su mandato será renovable. A petición del Parlamento Europeo, el Tribunal de Justicia podrá
destituir al Defensor del Pueblo si éste dejare de cumplir las condiciones necesarias para el ejercicio de sus
funciones o hubiere cometido una falta grave.

3. El Defensor del Pueblo ejercerá sus funciones con total independencia. En el ejercicio de tales funciones no
solicitará ni admitirá instrucciones de ningún gobierno, institución, órgano u organismo. Durante su
mandato, el Defensor del Pueblo no podrá desempeñar ninguna otra actividad profesional, sea o no retribuida.

4. El Parlamento Europeo fijará, mediante reglamentos adoptados por propia iniciativa, con arreglo a un
procedimiento legislativo especial, el Estatuto y las condiciones generales de ejercicio de las funciones del
Defensor del Pueblo, previo dictamen de la Comisión y con la aprobación del Consejo.

Artículo 229. (antiguo artículo 196 TCE).
). (antiguo artículo 196 TCE) El Parlamento Europeo celebrará cada año un período de sesiones. Se reunirá sin
necesidad de previa convocatoria el segundo martes de marzo. El Parlamento Europeo podrá reunirse en
período parcial de sesiones extraordinario a petición de la mayoría de los miembros que lo componen, del
Consejo o de la Comisión.

Artículo 230. (antiguo artículo 197, párrafos segundo, tercero y cuarto, TCE).
). (antiguo artículo 197, párrafos segundo, tercero y cuarto, TCE) La Comisión podrá asistir a todas las sesiones
del Parlamento Europeo y comparecerá ante éste si así lo solicita. La Comisión contestará oralmente o por
escrito a todas las preguntas que le sean formuladas por el Parlamento Europeo o por sus miembros. El
Consejo Europeo y el Consejo comparecerán ante el Parlamento Europeo en las condiciones fijadas por el
reglamento interno del Consejo Europeo y por el del Consejo.

Artículo 231. (antiguo artículo 198 TCE).
). (antiguo artículo 198 TCE) Salvo disposición en contrario de los Tratados, el Parlamento Europeo decidirá
por mayoría de los votos emitidos. El reglamento interno fijará el quórum.

Artículo 232. (antiguo artículo 199 TCE).
). (antiguo artículo 199 TCE) El Parlamento Europeo establecerá su propio reglamento interno por mayoría de
los miembros que lo componen. Los documentos del Parlamento Europeo se publicarán en la forma prevista
en los Tratados y en dicho reglamento.

Artículo 233. (antiguo artículo 200 TCE).
). (antiguo artículo 200 TCE) El Parlamento Europeo procederá a la discusión, en sesión pública, del informe
general anual que le presentará la Comisión.

Artículo 234. (antiguo artículo 201 TCE).
). (antiguo artículo 201 TCE) El Parlamento Europeo, en caso de que se le someta una moción de censura sobre
la gestión de la Comisión, sólo podrá pronunciarse sobre dicha moción transcurridos tres días como mínimo
desde la fecha de su presentación y en votación pública. Si la moción de censura es aprobada por mayoría de
dos tercios de los votos emitidos que representen, a su vez, la mayoría de los diputados que componen el
Parlamento Europeo, los miembros de la Comisión deberán dimitir colectivamente de sus cargos y el Alto
Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad deberá dimitir del cargo que ejerce
en la Comisión. Permanecerán en sus cargos y continuarán despachando los asuntos de administración
ordinaria hasta que sean sustituidos de conformidad con el artículo 17 del Tratado de la Unión Europea. En tal
caso, el mandato de los miembros de la Comisión designados para sustituirlos expirará en la fecha en que
habría expirado el mandato de los miembros de la Comisión obligados a dimitir colectivamente de sus cargos.
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SECCIÓN SEGUNDA EL CONSEJO EUROPEO

Artículo 235.
1. En caso de votación, cada miembro del Consejo Europeo podrá actuar en representación de uno solo de los
demás miembros. El apartado 4 del artículo 16 del Tratado de la Unión Europea y el apartado 2 del artículo 238
del presente Tratado se aplicarán al Consejo Europeo cuando se pronuncie por mayoría cualificada. El
Presidente del Consejo Europeo y el Presidente de la Comisión no participarán en las votaciones del Consejo
Europeo cuando éste se pronuncie por votación. La abstención de los miembros presentes o representados no
obstará a la adopción de los acuerdos del Consejo Europeo que requieran unanimidad.

2. El Consejo Europeo podrá invitar al Presidente del Parlamento Europeo a comparecer ante él.

3. El Consejo Europeo se pronunciará por mayoría simple en las cuestiones de procedimiento y para la
aprobación de su reglamento interno.

4. El Consejo Europeo estará asistido por la Secretaría General del Consejo.

Artículo 236.
El Consejo Europeo adoptará por mayoría cualificada:

a) una decisión por la que se establezca la lista de las formaciones del Consejo, distintas de la de Asuntos
Generales y la de Asuntos Exteriores, de conformidad con el apartado 6 del artículo 16 del Tratado de la Unión
Europea;

b) una decisión relativa a la presidencia de las formaciones del Consejo, con excepción de la de Asuntos
Exteriores, de conformidad con el apartado 9 del artículo 16 del Tratado de la Unión Europea.

SECCIÓN TERCERA EL CONSEJO

Artículo 237. (antiguo artículo 204 TCE).
). (antiguo artículo 204 TCE) El Consejo se reunirá por convocatoria de su Presidente, a iniciativa de éste, de
uno de sus miembros o de la Comisión.

Artículo 238. (antiguo artículo 205, apartados 1 y 2, TCE).
). (antiguo artículo 205, apartados 1 y 2, TCE)

1. Cuando deba adoptar un acuerdo por mayoría simple, el Consejo se pronunciará por mayoría de los
miembros que lo componen.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 16 del Tratado de la Unión Europea, a partir del 1 de
noviembre de 2014, a reserva de las disposiciones fijadas en el Protocolo sobre las disposiciones transitorias,
cuando el Consejo no actúe a propuesta de la Comisión o del Alto Representante de la Unión para Asuntos
Exteriores y Política de Seguridad, la mayoría cualificada se definirá como un mínimo del 72 % de los
miembros del Consejo que represente a Estados miembros que reúnan como mínimo el 65 % de la población
de la Unión.

3. A partir del 1 de noviembre de 2014, a reserva de las disposiciones fijadas en el Protocolo sobre las
disposiciones transitorias, en aquellos casos en que, en aplicación de los Tratados, no todos los miembros del
Consejo participen en la votación, la mayoría cualificada se definirá como sigue:

a) La mayoría cualificada se definirá como un mínimo del 55 % de los miembros del Consejo que
represente a Estados miembros participantes que reúnan como mínimo el 65 % de la población de dichos
Estados. Una minoría de bloqueo estará compuesta al menos por el número mínimo de miembros del
Consejo que represente más del 35 % de la población de los Estados miembros participantes, más un
miembro, a falta de lo cual la mayoría cualificada se considerará alcanzada.

b) No obstante lo dispuesto en la letra a), cuando el Consejo no actúe a propuesta de la Comisión o del Alto
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Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad, la mayoría cualificada se
definirá como un mínimo del 72 % de los miembros del Consejo que represente a Estados miembros
participantes que reúnan como mínimo el 65 % de la población de dichos Estados.

4. Las abstenciones de los miembros presentes o representados no impedirán la adopción de los acuerdos del
Consejo que requieran unanimidad.

Artículo 239. (antiguo artículo 206 TCE).
). (antiguo artículo 206 TCE) En caso de votación, cada miembro del Consejo podrá actuar en representación
de uno solo de los demás miembros.

Artículo 240. (antiguo artículo 207 TCE).
). (antiguo artículo 207 TCE)

1. Un Comité compuesto por Representantes Permanentes de los Gobiernos de los Estados miembros se
encargará de preparar los trabajos del Consejo y de realizar las tareas que éste le confíe. El Comité podrá
adoptar decisiones de procedimiento en los casos establecidos por el reglamento interno del Consejo.

2. El Consejo estará asistido por una Secretaría General, que estará bajo la responsabilidad de un Secretario
General nombrado por el Consejo. El Consejo decidirá por mayoría simple la organización de la Secretaría
General.

3. El Consejo se pronunciará por mayoría simple en las cuestiones de procedimiento y para la aprobación de
su reglamento interno.

Artículo 241. (antiguo artículo 208 TCE).
). (antiguo artículo 208 TCE) El Consejo, por mayoría simple, podrá pedir a la Comisión que proceda a efectuar
todos los estudios que él considere oportunos para la consecución de los objetivos comunes y que le someta
las propuestas pertinentes. Si la Comisión no presenta propuesta alguna, comunicará las razones al Consejo.

Artículo 242. (antiguo artículo 209 TCE).
). (antiguo artículo 209 TCE) El Consejo, por mayoría simple, establecerá, previa consulta a la Comisión, los
estatutos de los Comités previstos en los Tratados.

Artículo 243. (antiguo artículo 210 TCE).
). (antiguo artículo 210 TCE) El Consejo fijará los sueldos, dietas y pensiones del Presidente del Consejo
Europeo, del Presidente de la Comisión, del Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política
de Seguridad, de los miembros de la Comisión, de los Presidentes, miembros y secretarios del Tribunal de
Justicia de la Unión Europea y del Secretario General del Consejo. Fijará también cualesquiera otros
emolumentos de carácter retributivo.

SECCIÓN CUARTA LA COMISIÓN

Artículo 244.
De conformidad con el apartado 5 del artículo 17 del Tratado de la Unión Europea, los miembros de la
Comisión serán elegidos mediante un sistema de rotación establecido por unanimidad por el Consejo
Europeo, basado en los principios siguientes:

a) Se tratará a los Estados miembros en condiciones de rigurosa igualdad en lo que se refiere a la
determinación del orden de turno y del período de permanencia de sus nacionales en la Comisión; por lo
tanto, la diferencia entre el número total de los mandatos que ejerzan nacionales de dos determinados Estados
miembros nunca podrá ser superior a uno.

b) Con sujeción a lo dispuesto en la letra a), cada una de las sucesivas Comisiones se constituirá de forma que
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refleje de manera satisfactoria la diversidad demográfica y geográfica del conjunto de los Estados miembros.

Artículo 245. (antiguo artículo 213 TCE).
). (antiguo artículo 213 TCE) Los miembros de la Comisión se abstendrán de todo acto incompatible con el
carácter de sus funciones. Los Estados miembros respetarán su independencia y no intentarán influir en ellos
en el desempeño de sus funciones. Los miembros de la Comisión no podrán, mientras dure su mandato,
ejercer ninguna otra actividad profesional, retribuida o no. En el momento de asumir sus funciones, se
comprometerán solemnemente a respetar, mientras dure su mandato y aún después de finalizar éste, las
obligaciones derivadas de su cargo y, en especial, los deberes de honestidad y discreción, en cuanto a la
aceptación, una vez terminado su mandato, de determinadas funciones o beneficios. En caso de
incumplimiento de dichas obligaciones, el Tribunal de Justicia, a instancia del Consejo, por mayoría simple, o
de la Comisión, podrá, según los casos, declarar su cese en las condiciones previstas en el artículo 247 o la
privación del derecho del interesado a la pensión o de cualquier otro beneficio sustitutivo.

Artículo 246. (antiguo artículo 215 TCE).
). (antiguo artículo 215 TCE) Aparte de los casos de renovación periódica y fallecimiento, el mandato de los
miembros de la Comisión concluirá individualmente por dimisión voluntaria o cese. El miembro
dimisionario, cesado o fallecido será sustituido por el resto de su mandato por un nuevo miembro de la misma
nacionalidad, nombrado por el Consejo, de común acuerdo con el Presidente de la Comisión, previa consulta
al Parlamento Europeo y con arreglo a los criterios establecidos en el párrafo segundo del apartado 3 del
artículo 17 del Tratado de la Unión Europea. El Consejo, por unanimidad y a propuesta del Presidente de la
Comisión, podrá decidir que no ha lugar a tal sustitución, en particular cuando quede poco tiempo para que
termine el mandato de dicho miembro. En caso de dimisión, cese o fallecimiento, el Presidente será sustituido
por el tiempo que falte para terminar el mandato. Para su sustitución será aplicable el procedimiento previsto
en el párrafo primero del apartado 7 del artículo 17 del Tratado de la Unión Europea. En caso de dimisión
voluntaria, cese o fallecimiento, el Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de
Seguridad será sustituido por el resto de su mandato, de conformidad con el apartado 1 del artículo 18 del
Tratado de la Unión Europea. En caso de dimisión voluntaria de todos los miembros de la Comisión, éstos
permanecerán en sus cargos y continuarán despachando los asuntos de administración ordinaria hasta que
sean sustituidos, por el resto de su mandato, de conformidad con el artículo 17 del Tratado de la Unión
Europea.

Artículo 247. (antiguo artículo 216 TCE).
). (antiguo artículo 216 TCE) Todo miembro de la Comisión que deje de reunir las condiciones necesarias para
el ejercicio de sus funciones o haya cometido una falta grave podrá ser cesado por el Tribunal de Justicia, a
instancia del Consejo, por mayoría simple, o de la Comisión.

Artículo 248. (antiguo artículo 217, apartado 2, TCE).
). (antiguo artículo 217, apartado 2, TCE) Sin perjuicio del apartado 4 del artículo 18 del Tratado de la Unión
Europea, las responsabilidades que incumben a la Comisión serán estructuradas y repartidas entre sus
miembros por el Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 17 de dicho
Tratado. El Presidente podrá reorganizar el reparto de dichas responsabilidades a lo largo de su mandato. Los
miembros de la Comisión ejercerán las funciones que les atribuya el Presidente bajo la autoridad de éste.

Artículo 249. (antiguos artículos 218, apartado 2, y 212 TCE).
). (antiguos artículos 218, apartado 2, y 212 TCE)

1. La Comisión establecerá su reglamento interno con objeto de asegurar su funcionamiento y el de sus
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servicios. La Comisión publicará dicho reglamento.

2. La Comisión publicará todos los años, al menos un mes antes de la apertura del período de sesiones del
Parlamento Europeo, un informe general sobre las actividades de la Unión.

Artículo 250. (antiguo artículo 219 TCE).
). (antiguo artículo 219 TCE) Los acuerdos de la Comisión se adoptarán por mayoría de sus miembros. Su
reglamento interno fijará el quórum.

SECCIÓN QUINTA EL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA

Artículo 251. (antiguo artículo 221 TCE).
). (antiguo artículo 221 TCE) El Tribunal de Justicia actuará en Salas o en Gran Sala, de conformidad con las
normas establecidas al respecto en el Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Cuando el
Estatuto así lo disponga, el Tribunal de Justicia también podrá actuar en Pleno.

Artículo 252. (antiguo artículo 222 TCE).
). (antiguo artículo 222 TCE) El Tribunal de Justicia estará asistido por ocho abogados generales. Si el Tribunal
de Justicia lo solicitare, el Consejo, por unanimidad, podrá aumentar el número de abogados generales. La
función del abogado general consistirá en presentar públicamente, con toda imparcialidad e independencia,
conclusiones motivadas sobre los asuntos que, de conformidad con el Estatuto del Tribunal de Justicia de la
Unión Europea, requieran su intervención.

Artículo 253. (antiguo artículo 223 TCE).
). (antiguo artículo 223 TCE) Los jueces y los abogados generales del Tribunal de Justicia, elegidos entre
personalidades que ofrezcan absolutas garantías de independencia y que reúnan las condiciones requeridas
para el ejercicio, en sus respectivos países, de las más altas funciones jurisdiccionales o que sean
jurisconsultos de reconocida competencia, serán designados de común acuerdo por los Gobiernos de los
Estados miembros por un período de seis años, tras consultar al comité a que se refiere el artículo 255. Cada
tres años tendrá lugar una renovación parcial de los jueces y abogados generales, en las condiciones
establecidas en el Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Los jueces elegirán de entre ellos al
Presidente del Tribunal de Justicia por un período de tres años. Su mandato será renovable. Los jueces y los
abogados generales salientes podrán ser nuevamente designados. El Tribunal de Justicia nombrará a su
secretario y establecerá el estatuto de éste. El Tribunal de Justicia establecerá su Reglamento de
Procedimiento. Dicho reglamento requerirá la aprobación del Consejo.

Artículo 254. (antiguo artículo 224 TCE).
). (antiguo artículo 224 TCE) El número de jueces del Tribunal General será fijado por el Estatuto del Tribunal
de Justicia de la Unión Europea. El Estatuto podrá disponer que el Tribunal General esté asistido por abogados
generales. Los miembros del Tribunal General serán elegidos entre personas que ofrezcan absolutas garantías
de independencia y que posean la capacidad necesaria para el ejercicio de altas funciones jurisdiccionales.
Serán designados de común acuerdo por los Gobiernos de los Estados miembros por un período de seis años,
tras consultar al comité a que se refiere el artículo 255. Cada tres años tendrá lugar una renovación parcial.
Los miembros salientes podrán ser nuevamente designados. Los jueces elegirán de entre ellos al Presidente
del Tribunal General por un período de tres años. Su mandato será renovable. El Tribunal General nombrará a
su secretario y establecerá el estatuto de éste. El Tribunal General establecerá su Reglamento de
Procedimiento de acuerdo con el Tribunal de Justicia. Dicho reglamento requerirá la aprobación del Consejo.
Salvo disposición en contrario del Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, las disposiciones de
los Tratados relativas al Tribunal de Justicia serán aplicables al Tribunal General.
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Artículo 255.
Se constituirá un comité para que se pronuncie sobre la idoneidad de los candidatos para el ejercicio de las
funciones de juez y abogado general del Tribunal de Justicia y del Tribunal General, antes de que los
Gobiernos de los Estados miembros procedan a los nombramientos de conformidad con los artículos 253 y
254. El comité estará compuesto por siete personalidades elegidas de entre antiguos miembros del Tribunal de
Justicia y del Tribunal General, miembros de los órganos jurisdiccionales nacionales superiores y juristas de
reconocida competencia, uno de los cuales será propuesto por el Parlamento Europeo. El Consejo adoptará
una decisión por la que se establezcan las normas de funcionamiento del comité, así como una decisión por la
que se designe a sus miembros. El Consejo se pronunciará por iniciativa del Presidente del Tribunal de
Justicia.

Artículo 256. (antiguo artículo 225 TCE).
). (antiguo artículo 225 TCE)

1. El Tribunal General será competente para conocer en primera instancia de los recursos contemplados en
los artículos 263, 265, 268, 270 y 272, con excepción de los que se atribuyan a un tribunal especializado creado
en virtud del artículo 257 y de los que el Estatuto reserve al Tribunal de Justicia. El Estatuto podrá establecer
que el Tribunal General sea competente en otras categorías de recursos. Contra las resoluciones dictadas por
el Tribunal General en virtud del presente apartado podrá interponerse recurso de casación ante el Tribunal
de Justicia limitado a las cuestiones de Derecho, en las condiciones y dentro de los límites fijados en el
Estatuto.

2. El Tribunal General será competente para conocer de los recursos que se interpongan contra las
resoluciones de los tribunales especializados. Las resoluciones dictadas por el Tribunal General en virtud del
presente apartado podrán ser reexaminadas con carácter excepcional por el Tribunal de Justicia, en las
condiciones y dentro de los límites fijados en el Estatuto, en caso de riesgo grave de que se vulnere la unidad o
la coherencia del Derecho de la Unión.

3. El Tribunal General será competente para conocer de las cuestiones prejudiciales, planteadas en virtud del
artículo 267, en materias específicas determinadas por el Estatuto. Cuando el Tribunal General considere que
el asunto requiere una resolución de principio que pueda afectar a la unidad o a la coherencia del Derecho de
la Unión, podrá remitir el asunto ante el Tribunal de Justicia para que éste resuelva. Las resoluciones dictadas
por el Tribunal General sobre cuestiones prejudiciales podrán ser reexaminadas con carácter excepcional por
el Tribunal de Justicia, en las condiciones y dentro de los límites fijados en el Estatuto, en caso de riesgo grave
de que se vulnere la unidad o la coherencia del Derecho de la Unión.

Artículo 257. (antiguo artículo 225 A TCE).
). (antiguo artículo 225 A TCE) El Parlamento Europeo y el Consejo, con arreglo al procedimiento legislativo
ordinario, podrán crear tribunales especializados adjuntos al Tribunal General, encargados de conocer en
primera instancia de determinadas categorías de recursos interpuestos en materias específicas. El Parlamento
Europeo y el Consejo se pronunciarán mediante reglamentos, bien a propuesta de la Comisión y previa
consulta al Tribunal de Justicia, bien a instancia del Tribunal de Justicia y previa consulta a la Comisión. El
reglamento por el que se cree un tribunal especializado fijará las normas relativas a la composición de dicho
tribunal y precisará el alcance de las competencias que se le atribuyan. Contra las resoluciones dictadas por
los tribunales especializados podrá interponerse ante el Tribunal General recurso de casación limitado a las
cuestiones de Derecho o, cuando el reglamento relativo a la creación del tribunal especializado así lo
contemple, recurso de apelación referente también a las cuestiones de hecho. Los miembros de los tribunales
especializados serán elegidos entre personas que ofrezcan absolutas garantías de independencia y que posean
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la capacidad necesaria para el ejercicio de funciones jurisdiccionales. Serán designados por el Consejo por
unanimidad. Los tribunales especializados establecerán su Reglamento de Procedimiento de acuerdo con el
Tribunal de Justicia. Dicho reglamento requerirá la aprobación del Consejo. Salvo disposición en contrario del
reglamento por el que se cree el tribunal especializado, las disposiciones de los Tratados relativas al Tribunal
de Justicia de la Unión Europea y las disposiciones del Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea
serán aplicables a los tribunales especializados. El título I del Estatuto y su artículo 64 se aplicarán en todo
caso a los tribunales especializados.

Artículo 258. (antiguo artículo 226 TCE).
). (antiguo artículo 226 TCE) Si la Comisión estimare que un Estado miembro ha incumplido una de las
obligaciones que le incumben en virtud de los Tratados, emitirá un dictamen motivado al respecto, después de
haber ofrecido a dicho Estado la posibilidad de presentar sus observaciones. Si el Estado de que se trate no se
atuviere a este dictamen en el plazo determinado por la Comisión, ésta podrá recurrir al Tribunal de Justicia
de la Unión Europea.

Artículo 259. (antiguo artículo 227 TCE).
). (antiguo artículo 227 TCE) Cualquier Estado miembro podrá recurrir al Tribunal de Justicia de la Unión
Europea, si estimare que otro Estado miembro ha incumplido una de las obligaciones que le incumben en
virtud de los Tratados. Antes de que un Estado miembro interponga, contra otro Estado miembro, un recurso
fundado en un supuesto incumplimiento de las obligaciones que le incumben en virtud de los Tratados,
deberá someter el asunto a la Comisión. La Comisión emitirá un dictamen motivado, una vez que los Estados
interesados hayan tenido la posibilidad de formular sus observaciones por escrito y oralmente en
procedimiento contradictorio. Si la Comisión no hubiere emitido el dictamen en el plazo de tres meses desde
la fecha de la solicitud, la falta de dictamen no será obstáculo para poder recurrir al Tribunal.

Artículo 260. (antiguo artículo 228 TCE).
). (antiguo artículo 228 TCE)

1. Si el Tribunal de Justicia de la Unión Europea declarare que un Estado miembro ha incumplido una de las
obligaciones que le incumben en virtud de los Tratados, dicho Estado estará obligado a adoptar las medidas
necesarias para la ejecución de la sentencia del Tribunal.

2. Si la Comisión estimare que el Estado miembro afectado no ha adoptado las medidas necesarias para la
ejecución de la sentencia del Tribunal, podrá someter el asunto al Tribunal de Justicia de la Unión Europea,
después de haber ofrecido a dicho Estado la posibilidad de presentar sus observaciones. La Comisión indicará
el importe de la suma a tanto alzado o de la multa coercitiva que deba ser pagada por el Estado miembro
afectado y que considere adaptado a las circunstancias. Si el Tribunal declarare que el Estado miembro
afectado ha incumplido su sentencia, podrá imponerle el pago de una suma a tanto alzado o de una multa
coercitiva. Este procedimiento se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 259.

3. Cuando la Comisión presente un recurso ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en virtud del
artículo 258 por considerar que el Estado miembro afectado ha incumplido la obligación de informar sobre las
medidas de transposición de una directiva adoptada con arreglo a un procedimiento legislativo, podrá, si lo
considera oportuno, indicar el importe de la suma a tanto alzado o de la multa coercitiva que deba ser pagada
por dicho Estado y que considere adaptado a las circunstancias. Si el Tribunal comprueba la existencia del
incumplimiento, podrá imponer al Estado miembro afectado el pago de una suma a tanto alzado o de una
multa coercitiva dentro del límite del importe indicado por la Comisión. La obligación de pago surtirá efecto
en la fecha fijada por el Tribunal en la sentencia.
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Artículo 261. (antiguo artículo 229 TCE).
). (antiguo artículo 229 TCE) Los reglamentos adoptados conjuntamente por el Parlamento Europeo y el
Consejo, y por el Consejo, en virtud de las disposiciones de los Tratados, podrán atribuir al Tribunal de Justicia
de la Unión Europea una competencia jurisdiccional plena respecto de las sanciones previstas en dichos
reglamentos.

Artículo 262. (antiguo artículo 229 A TCE).
). (antiguo artículo 229 A TCE) Sin perjuicio de las restantes disposiciones de los Tratados, el Consejo, por
unanimidad, con arreglo a un procedimiento legislativo especial y previa consulta al Parlamento Europeo,
podrá adoptar disposiciones destinadas a atribuir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en la medida
que el Consejo determine, la competencia para resolver litigios relativos a la aplicación de los actos adoptados
sobre la base de los Tratados por los que se crean títulos europeos de propiedad intelectual o industrial.
Dichas disposiciones entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por los Estados miembros de
conformidad con sus respectivas normas constitucionales.

Artículo 263. (antiguo artículo 230 TCE).
). (antiguo artículo 230 TCE) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea controlará la legalidad de los actos
legislativos, de los actos del Consejo, de la Comisión y del Banco Central Europeo que no sean
recomendaciones o dictámenes, y de los actos del Parlamento Europeo y del Consejo Europeo destinados a
producir efectos jurídicos frente a terceros. Controlará también la legalidad de los actos de los órganos u
organismos de la Unión destinados a producir efectos jurídicos frente a terceros. A tal fin, el Tribunal de
Justicia de la Unión Europea será competente para pronunciarse sobre los recursos por incompetencia, vicios
sustanciales de forma, violación de los Tratados o de cualquier norma jurídica relativa a su ejecución, o
desviación de poder, interpuestos por un Estado miembro, el Parlamento Europeo, el Consejo o la Comisión.
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente en las mismas condiciones para pronunciarse
sobre los recursos interpuestos por el Tribunal de Cuentas, por el Banco Central Europeo y por el Comité de
las Regiones con el fin de salvaguardar prerrogativas de éstos. Toda persona física o jurídica podrá interponer
recurso, en las condiciones previstas en los párrafos primero y segundo, contra los actos de los que sea
destinataria o que la afecten directa e individualmente y contra los actos reglamentarios que la afecten
directamente y que no incluyan medidas de ejecución. Los actos por los que se crean los órganos y organismos
de la Unión podrán prever condiciones y procedimientos específicos para los recursos presentados por
personas físicas o jurídicas contra actos de dichos órganos u organismos destinados a producir efectos
jurídicos frente a ellos. Los recursos previstos en el presente artículo deberán interponerse en el plazo de dos
meses a partir, según los casos, de la publicación del acto, de su notificación al recurrente o, a falta de ello,
desde el día en que éste haya tenido conocimiento del mismo.

Artículo 264. (antiguo artículo 231 TCE).
). (antiguo artículo 231 TCE) Si el recurso fuere fundado, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea declarará
nulo y sin valor ni efecto alguno el acto impugnado. Sin embargo, el Tribunal indicará, si lo estima necesario,
aquellos efectos del acto declarado nulo que deban ser considerados como definitivos.

Artículo 265. (antiguo artículo 232 TCE).
). (antiguo artículo 232 TCE) En caso de que, en violación de los Tratados, el Parlamento Europeo, el Consejo
Europeo, el Consejo, la Comisión o el Banco Central Europeo se abstuvieren de pronunciarse, los Estados
miembros y las demás instituciones de la Unión podrán recurrir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea
con objeto de que declare dicha violación. El presente artículo se aplicará, en las mismas condiciones, a los
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órganos y organismos de la Unión que se abstengan de pronunciarse. Este recurso solamente será admisible si
la institución, órgano u organismo de que se trate hubieren sido requeridos previamente para que actúen. Si
transcurrido un plazo de dos meses, a partir de dicho requerimiento, la institución, órgano u organismo no
hubiere definido su posición, el recurso podrá ser interpuesto dentro de un nuevo plazo de dos meses. Toda
persona física o jurídica podrá recurrir en queja al Tribunal, en las condiciones señaladas en los párrafos
precedentes, por no haberle dirigido una de las instituciones, o uno de los órganos u organismos de la Unión
un acto distinto de una recomendación o de un dictamen.

Artículo 266. (antiguo artículo 233 TCE).
). (antiguo artículo 233 TCE) La institución, órgano u organismo del que emane el acto anulado, o cuya
abstención haya sido declarada contraria a los Tratados, estarán obligados a adoptar las medidas necesarias
para la ejecución de la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Esta obligación se entiende sin
perjuicio de la que pueda resultar de la aplicación del párrafo segundo del artículo 340.

Artículo 267. (antiguo artículo 234 TCE).
). (antiguo artículo 234 TCE) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente para pronunciarse,
con carácter prejudicial:

a) sobre la interpretación de los Tratados;

b) sobre la validez e interpretación de los actos adoptados por las instituciones, órganos u organismos de la
Unión. Cuando se plantee una cuestión de esta naturaleza ante un órgano jurisdiccional de uno de los Estados
miembros, dicho órgano podrá pedir al Tribunal que se pronuncie sobre la misma, si estima necesaria una
decisión al respecto para poder emitir su fallo. Cuando se plantee una cuestión de este tipo en un asunto
pendiente ante un órgano jurisdiccional nacional, cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso
judicial de Derecho interno, dicho órgano estará obligado a someter la cuestión al Tribunal. Cuando se plantee
una cuestión de este tipo en un asunto pendiente ante un órgano jurisdiccional nacional en relación con una
persona privada de libertad, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea se pronunciará con la mayor
brevedad.

Artículo 268. (antiguo artículo 235 TCE).
). (antiguo artículo 235 TCE) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente para conocer de los
litigios relativos a la indemnización por daños a que se refieren los párrafos segundo y tercero del artículo 340.

Artículo 269.
El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse sobre la legalidad de un acto adoptado por el
Consejo Europeo o por el Consejo en virtud del artículo 7 del Tratado de la Unión Europea, solamente a
petición del Estado miembro objeto de la constatación del Consejo Europeo o del Consejo y únicamente en lo
que se refiere al respeto de las disposiciones de procedimiento establecidas en el citado artículo. Esta petición
deberá presentarse en el plazo de un mes a partir de la constatación. El Tribunal se pronunciará en el plazo de
un mes a partir de la fecha de la petición.

Artículo 270. (antiguo artículo 236 TCE).
). (antiguo artículo 236 TCE) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente para pronunciarse
sobre cualquier litigio entre la Unión y sus agentes dentro de los límites y en las condiciones que establezca el
Estatuto de los funcionarios de la Unión y el régimen aplicable a los otros agentes de la Unión.

Artículo 271. (antiguo artículo 237 TCE).
). (antiguo artículo 237 TCE) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente, dentro de los límites
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que a continuación se señalan, para conocer de los litigios relativos:

a) al cumplimiento de las obligaciones de los Estados miembros que se derivan de los Estatutos del Banco
Europeo de Inversiones. El Consejo de Administración del Banco tendrá, a este respecto, las competencias que
el artículo 258 atribuye a la Comisión;

b) a los acuerdos del Consejo de Gobernadores del Banco. Cualquier Estado miembro, la Comisión y el
Consejo de Administración del Banco podrán interponer recurso en esta materia, en las condiciones previstas
en el artículo 263;

c) a los acuerdos del Consejo de Administración del Banco. Sólo podrán interponer recurso contra tales
acuerdos los Estados miembros o la Comisión, en las condiciones establecidas en el artículo 263 y únicamente
por vicio de forma en el procedimiento previsto en los apartados 2, 5, 6 y 7 del artículo 19 de los Estatutos del
Banco;

d) al cumplimiento por parte de los bancos centrales nacionales de las obligaciones que se derivan de los
Tratados y de los Estatutos del SEBC y del BCE. El Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo dispondrá a
este respecto, frente a los bancos centrales nacionales, de los poderes que el artículo 258 reconoce a la
Comisión respecto de los Estados miembros. Si el Tribunal declarare que un banco central nacional ha
incumplido una de las obligaciones que le incumben en virtud de los Tratados, dicho banco estará obligado a
adoptar las medidas necesarias para la ejecución de la sentencia del Tribunal.

Artículo 272. (antiguo artículo 238 TCE).
). (antiguo artículo 238 TCE) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente para juzgar en virtud
de una cláusula compromisoria contenida en un contrato de Derecho público o de Derecho privado celebrado
por la Unión o por su cuenta.

Artículo 273. (antiguo artículo 239 TCE).
). (antiguo artículo 239 TCE) El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse sobre cualquier
controversia entre Estados miembros relacionada con el objeto de los Tratados, si dicha controversia le es
sometida en virtud de un compromiso.

Artículo 274. (antiguo artículo 240 TCE).
). (antiguo artículo 240 TCE) Sin perjuicio de las competencias que los Tratados atribuyen al Tribunal de
Justicia de la Unión Europea, los litigios en los que la Unión sea parte no podrán ser, por tal motivo, sustraídos
a la competencia de las jurisdicciones nacionales.

Artículo 275.
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea no será competente para pronunciarse sobre las disposiciones
relativas a la política exterior y de seguridad común ni sobre los actos adoptados sobre la base de éstas. No
obstante, el Tribunal de Justicia será competente para controlar el respeto del artículo 40 del Tratado de la
Unión Europea y para pronunciarse sobre los recursos interpuestos en las condiciones contempladas en el
párrafo cuarto del artículo 263 del presente Tratado y relativos al control de la legalidad de las decisiones
adoptadas por el Consejo en virtud del capítulo 2 del título V del Tratado de la Unión Europea por las que se
establezcan medidas restrictivas frente a personas físicas o jurídicas.

Artículo 276.
En el ejercicio de sus atribuciones respecto de las disposiciones de los capítulos 4 y 5 del título V de la tercera
parte relativas al espacio de libertad, seguridad y justicia, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea no será
competente para comprobar la validez o proporcionalidad de operaciones efectuadas por la policía u otros
servicios con funciones coercitivas de un Estado miembro, ni para pronunciarse sobre el ejercicio de las
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responsabilidades que incumben a los Estados miembros respecto del mantenimiento del orden público y de
la salvaguardia de la seguridad interior.

Artículo 277. (antiguo artículo 241 TCE).
). (antiguo artículo 241 TCE) Aunque haya expirado el plazo previsto en el párrafo sexto del artículo 263,
cualquiera de las partes de un litigio en el que se cuestione un acto de alcance general adoptado por una
institución, órgano u organismo de la Unión podrá recurrir al Tribunal de Justicia de la Unión Europea
alegando la inaplicabilidad de dicho acto por los motivos previstos en el párrafo segundo del artículo 263.

Artículo 278. (antiguo artículo 242 TCE).
). (antiguo artículo 242 TCE) Los recursos interpuestos ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea no
tendrán efecto suspensivo. Sin embargo, el Tribunal podrá, si estima que las circunstancias así lo exigen,
ordenar la suspensión de la ejecución del acto impugnado.

Artículo 279. (antiguo artículo 243 TCE).
). (antiguo artículo 243 TCE) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea podrá ordenar las medidas
provisionales necesarias en los asuntos de que esté conociendo.

Artículo 280. (antiguo artículo 244 TCE).
). (antiguo artículo 244 TCE) Las sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea tendrán fuerza
ejecutiva en las condiciones que establece el artículo 299.

Artículo 281. (antiguo artículo 245 TCE).
). (antiguo artículo 245 TCE) El Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea se fijará en un protocolo
independiente. El Parlamento Europeo y el Consejo, con arreglo al procedimiento legislativo ordinario,
podrán modificar las disposiciones del Estatuto, a excepción de su título I y su artículo 64. El Parlamento
Europeo y el Consejo se pronunciarán bien a petición del Tribunal de Justicia y previa consulta a la Comisión,
bien a propuesta de la Comisión y previa consulta al Tribunal de Justicia.

SECCIÓN SEXTA EL BANCO CENTRAL EUROPEO

Artículo 282.
1. El Banco Central Europeo y los bancos centrales nacionales constituirán el Sistema Europeo de Bancos
Centrales (SEBC). El Banco Central Europeo y los bancos centrales nacionales de los Estados miembros cuya
moneda es el euro, que constituyen el Eurosistema, dirigirán la política monetaria de la Unión.

2. El SEBC estará dirigido por los órganos rectores del Banco Central Europeo. El objetivo principal del SEBC
será mantener la estabilidad de precios. Sin perjuicio de este objetivo, prestará apoyo a las políticas
económicas generales de la Unión para contribuir a la consecución de los objetivos de ésta.

3. El Banco Central Europeo tendrá personalidad jurídica. Le corresponderá en exclusiva autorizar la emisión
del euro. Será independiente en el ejercicio de sus competencias y en la gestión de sus finanzas. Las
instituciones, órganos y organismos de la Unión y los Gobiernos de los Estados miembros respetarán esta
independencia.

4. El Banco Central Europeo adoptará las medidas necesarias para desempeñar sus cometidos con arreglo a
los artículos 127 a 133 y 138 y a las condiciones establecidas en los Estatutos del SEBC y del BCE. Con arreglo a
dichos artículos, los Estados miembros cuya moneda no sea el euro y los bancos centrales de éstos
mantendrán sus competencias en el ámbito monetario.

5. En los ámbitos que entren dentro de sus atribuciones, se consultará al Banco Central Europeo sobre todo
proyecto de acto de la Unión y sobre todo proyecto de normativa a escala nacional; el Banco podrá emitir
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dictámenes.

Artículo 283. (antiguo artículo 112 TCE).
). (antiguo artículo 112 TCE)

1. El Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo estará formado por los miembros del Comité Ejecutivo
del Banco Central Europeo y los gobernadores de los bancos centrales nacionales de los Estados miembros
cuya moneda sea el euro.

2. El Comité Ejecutivo estará compuesto por el presidente, el vicepresidente y otros cuatro miembros. El
presidente, el vicepresidente y los demás miembros del Comité Ejecutivo serán nombrados por el Consejo
Europeo, por mayoría cualificada, de entre personas de reconocido prestigio y experiencia profesional en
asuntos monetarios o bancarios, sobre la base de una recomendación del Consejo y previa consulta al
Parlamento Europeo y al Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo. Su mandato tendrá una duración de
ocho años y no será renovable. Sólo podrán ser miembros del Comité Ejecutivo los nacionales de los Estados
miembros.

Artículo 284. (antiguo artículo 113 TCE).
). (antiguo artículo 113 TCE)

1. El Presidente del Consejo y un miembro de la Comisión podrán participar, sin derecho de voto, en las
reuniones del Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo. El Presidente del Consejo podrá someter una
moción a la deliberación al Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo.

2. Se invitará al Presidente del Banco Central Europeo a que participe en las reuniones del Consejo en las que
se delibere sobre cuestiones relativas a los objetivos y funciones del SEBC.

3. El Banco Central Europeo remitirá un informe anual sobre las actividades del SEBC y sobre la política
monetaria del año precedente y del año en curso al Parlamento Europeo, al Consejo y a la Comisión, así como
al Consejo Europeo. El Presidente del Banco Central Europeo presentará dicho informe al Consejo y al
Parlamento Europeo, que podrá proceder a un debate general sobre esa base. El Presidente del Banco Central
Europeo y los restantes miembros del Comité Ejecutivo, a petición del Parlamento Europeo o por iniciativa
propia, podrán ser oídos por las comisiones competentes del Parlamento Europeo.

SECCIÓN SÉPTIMA EL TRIBUNAL DE CUENTAS

Artículo 285. (antiguo artículo 246 TCE).
). (antiguo artículo 246 TCE) La fiscalización, o control de cuentas de la Unión, será efectuada por el Tribunal
de Cuentas. El Tribunal de Cuentas estará compuesto por un nacional de cada Estado miembro. Los miembros
del Tribunal ejercerán sus funciones con plena independencia, en interés general de la Unión.

Artículo 286. (antiguo artículo 247 TCE).
). (antiguo artículo 247 TCE)

1. Los miembros del Tribunal de Cuentas serán elegidos entre personalidades que pertenezcan o hayan
pertenecido en sus respectivos Estados a las instituciones de control externo o que estén especialmente
calificadas para esta función. Deberán ofrecer absolutas garantías de independencia.

2. Los miembros del Tribunal de Cuentas serán nombrados para un período de seis años. El Consejo, previa
consulta al Parlamento Europeo, adoptará la lista de miembros establecida de conformidad con las propuestas
presentadas por cada Estado miembro. El mandato de los miembros del Tribunal de Cuentas será renovable.
Los miembros elegirán de entre ellos al Presidente del Tribunal de Cuentas por un período de tres años. Su
mandato será renovable.

3. En el cumplimiento de sus funciones, los miembros del Tribunal de Cuentas no solicitarán ni aceptarán
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instrucciones de ningún Gobierno ni de ningún organismo. Se abstendrán de realizar cualquier acto
incompatible con el carácter de sus funciones.

4. Los miembros del Tribunal de Cuentas no podrán, mientras dure su mandato, ejercer ninguna otra
actividad profesional, retribuida o no. En el momento de asumir sus funciones, se comprometerán
solemnemente a respetar, mientras dure su mandato y aún después de finalizar éste, las obligaciones
derivadas de su cargo y, en especial, los deberes de honestidad y discreción en cuanto a la aceptación, una vez
terminado su mandato, de determinadas funciones o beneficios.

5. Aparte de los casos de renovación periódica y fallecimiento, el mandato de los miembros del Tribunal de
Cuentas concluirá individualmente por dimisión voluntaria o cese declarado por el Tribunal de Justicia de
conformidad con lo dispuesto en el apartado 6. El interesado será sustituido por el tiempo que falte para
terminar el mandato. Salvo en caso de cese, los miembros del Tribunal de Cuentas permanecerán en su cargo
hasta su sustitución.

6. Los miembros del Tribunal de Cuentas sólo podrán ser relevados de sus funciones o privados de su derecho
a la pensión o de cualquier otro beneficio sustitutivo si el Tribunal de Justicia, a instancia del Tribunal de
Cuentas, declarare que dejan de reunir las condiciones requeridas o de cumplir las obligaciones que dimanan
de su cargo.

7. El Consejo fijará las condiciones de empleo y, en particular, los sueldos, dietas y pensiones del Presidente y
de los miembros del Tribunal de Cuentas. Fijará también cualesquiera otros emolumentos de carácter
retributivo.

8. Las disposiciones del Protocolo sobre los privilegios y las inmunidades de la Unión Europea aplicables a los
jueces del Tribunal de Justicia de la Unión Europea serán igualmente aplicables a los miembros del Tribunal
de Cuentas.

Artículo 287. (antiguo artículo 248 TCE).
). (antiguo artículo 248 TCE)

1. El Tribunal de Cuentas examinará las cuentas de la totalidad de los ingresos y gastos de la Unión. Examinará
también las cuentas de la totalidad de los ingresos y gastos de cualquier órgano u organismo creado por la
Unión en la medida en que el acto constitutivo de dicho órgano u organismo no excluya dicho examen. El
Tribunal de Cuentas presentará al Parlamento Europeo y al Consejo una declaración sobre la fiabilidad de las
cuentas y la regularidad y legalidad de las operaciones correspondientes que será publicada en el Diario
Oficial de la Unión Europea. Dicha declaración podrá completarse con observaciones específicas sobre cada
uno de los ámbitos principales de la actividad de la Unión.

2. El Tribunal de Cuentas examinará la legalidad y regularidad de los ingresos y gastos y garantizará una buena
gestión financiera. Al hacerlo, informará, en particular, de cualquier caso de irregularidad. El control de los
ingresos se efectuará sobre la base de las liquidaciones y de las cantidades entregadas a la Unión. El control de
los gastos se efectuará sobre la base de los compromisos asumidos y los pagos realizados. Ambos controles
podrán efectuarse antes del cierre de las cuentas del ejercicio presupuestario considerado.

3. El control se llevará a cabo sobre la documentación contable y, en caso necesario, en las dependencias
correspondientes de las otras instituciones de la Unión, en las dependencias de cualquier órgano u organismo
que gestione ingresos o gastos en nombre de la Unión y en los Estados miembros, incluidas las dependencias
de cualquier persona física o jurídica que perciba fondos del presupuesto. En los Estados miembros, el control
se efectuará en colaboración con las instituciones nacionales de control o, si éstas no poseen las competencias
necesarias, con los servicios nacionales competentes. El Tribunal de Cuentas y las instituciones nacionales de
control de los Estados miembros cooperarán con espíritu de confianza y manteniendo su independencia.
Tales instituciones o servicios comunicarán al Tribunal de Cuentas si tienen la intención de participar en el
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mencionado control. Las otras instituciones de la Unión, cualquier órgano u organismo que gestione ingresos
o gastos en nombre de la Unión, cualquier persona física o jurídica que perciba fondos del presupuesto y las
instituciones nacionales de control o, si éstas no poseen las competencias necesarias, los servicios nacionales
competentes, comunicarán al Tribunal de Cuentas, a instancia de éste, cualquier documento o información
necesarios para el cumplimiento de su misión. Respecto a la actividad del Banco Europeo de Inversiones en la
gestión de los ingresos y gastos de la Unión, el derecho de acceso del Tribunal a las informaciones que posee
el Banco se regirá por un acuerdo celebrado entre el Tribunal, el Banco y la Comisión. En ausencia de dicho
acuerdo, el Tribunal tendrá, no obstante, acceso a las informaciones necesarias para el control de los ingresos
y gastos de la Unión gestionados por el Banco.

4. El Tribunal de Cuentas elaborará, después del cierre de cada ejercicio, un informe anual. Dicho informe
será transmitido a las instituciones de la Unión y publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea,
acompañado de las respuestas de estas instituciones a las observaciones del Tribunal de Cuentas. El Tribunal
de Cuentas podrá, además, presentar en cualquier momento sus observaciones, que podrán consistir en
informes especiales, sobre cuestiones particulares y emitir dictámenes, a instancia de una de las demás
instituciones de la Unión. El Tribunal de Cuentas aprobará sus informes anuales, informes especiales o
dictámenes por mayoría de los miembros que lo componen. No obstante, podrá crear en su seno salas para
aprobar determinadas categorías de informes o de dictámenes en las condiciones previstas por su reglamento
interno. El Tribunal de Cuentas asistirá al Parlamento Europeo y al Consejo en el ejercicio de su función de
control de la ejecución del presupuesto. El Tribunal de Cuentas elaborará su reglamento interno. Dicho
reglamento requerirá la aprobación del Consejo.

CAPÍTULO 3 ÓRGANOS CONSULTIVOS DE LA UNIÓN

Artículo 300.
1. El Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión estarán asistidos por un Comité Económico y Social y por
un Comité de las Regiones, que ejercerán funciones consultivas.

2. El Comité Económico y Social estará compuesto por representantes de las organizaciones de empresarios,
de trabajadores y de otros sectores representativos de la sociedad civil, en particular en los ámbitos
socioeconómico, cívico, profesional y cultural.

3. El Comité de las Regiones estará compuesto por representantes de los entes regionales y locales que sean
titulares de un mandato electoral en un ente regional o local, o que tengan responsabilidad política ante una
asamblea elegida.

4. Los miembros del Comité Económico y Social y del Comité de las Regiones no estarán vinculados por
ningún mandato imperativo. Ejercerán sus funciones con plena independencia, en interés general de la Unión.

5. Las normas contempladas en los apartados 2 y 3, relativas a la naturaleza de la composición de estos
Comités, serán revisadas periódicamente por el Consejo para tener en cuenta la evolución económica, social y
demográfica en la Unión. El Consejo, a propuesta de la Comisión, adoptará decisiones a tal efecto.

SECCIÓN PRIMERA EL COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL

Artículo 301. (antiguo artículo 258 TCE).
). (antiguo artículo 258 TCE) El número de miembros del Comité Económico y Social no excederá de
trescientos cincuenta. El Consejo adoptará por unanimidad, a propuesta de la Comisión, una decisión por la
que se establezca la composición del Comité. El Consejo establecerá las dietas de los miembros del Comité.

Artículo 302. (antiguo artículo 259 TCE).
). (antiguo artículo 259 TCE)

1. Los miembros del Comité serán nombrados para un período de cinco años. El Consejo adoptará la lista de

TFUE · arts. 287, 300-302Tema 5 · La Unión Europea: origen y evolución. Instituciones y Organismos de la Unión Europea: composición, funci…

5

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 114



miembros establecida de conformidad con las propuestas presentadas por cada Estado miembro. El mandato
de los miembros del Comité será renovable.

2. El Consejo se pronunciará previa consulta a la Comisión. Podrá recabar la opinión de las organizaciones
europeas representativas de los diferentes sectores económicos y sociales, y de la sociedad civil, a los que
conciernan las actividades de la Unión.

Artículo 303. (antiguo artículo 260 TCE).
). (antiguo artículo 260 TCE) El Comité designará de entre sus miembros al Presidente y a la Mesa, por un
período de dos años y medio. Establecerá su reglamento interno. El Comité será convocado por su Presidente,
a instancia del Parlamento Europeo, del Consejo o de la Comisión. También podrá reunirse por propia
iniciativa.

Artículo 304. (antiguo artículo 262 TCE).
). (antiguo artículo 262 TCE) El Comité será consultado por el Parlamento Europeo, el Consejo o por la
Comisión, en los casos previstos en los Tratados. Estas instituciones podrán consultarle en todos aquellos
casos en que lo consideren oportuno. Podrá tomar la iniciativa de emitir un dictamen cuando lo juzgue
oportuno. Si lo estimaren necesario, el Parlamento Europeo, el Consejo o la Comisión fijarán al Comité un
plazo para la presentación de su dictamen, que no podrá ser inferior a un mes a partir de la fecha de la
notificación que, a tal fin, se curse al Presidente. Transcurrido el plazo fijado sin haberse recibido el dictamen,
podrá prescindirse del mismo. El dictamen del Comité será remitido al Parlamento Europeo, al Consejo y a la
Comisión, junto con un acta de las deliberaciones.

SECCIÓN SEGUNDA EL COMITÉ DE LAS REGIONES

Artículo 305. (antiguo artículo 263, párrafos segundo, tercero y cuarto, TCE).
). (antiguo artículo 263, párrafos segundo, tercero y cuarto, TCE) El número de miembros del Comité de las
Regiones no excederá de trescientos cincuenta. El Consejo adoptará por unanimidad, a propuesta de la
Comisión, una decisión por la que se establezca la composición del Comité. Los miembros del Comité, así
como un número igual de suplentes, serán nombrados para un período de cinco años. Su mandato será
renovable. El Consejo adoptará la lista de miembros y suplentes establecida de conformidad con las
propuestas presentadas por cada Estado miembro. Al término del mandato mencionado en el apartado 3 del
artículo 300 en virtud del cual hayan sido propuestos, el mandato de los miembros del Comité concluirá
automáticamente y serán sustituidos para el período restante de dicho mandato según el mismo
procedimiento. Ningún miembro del Comité podrá ser simultáneamente miembro del Parlamento Europeo.

Artículo 306. (antiguo artículo 264 TCE).
). (antiguo artículo 264 TCE) El Comité de las Regiones designará de entre sus miembros al Presidente y a la
Mesa, por un período de dos años y medio. Establecerá su reglamento interno. El Comité será convocado por
su Presidente, a instancia del Parlamento Europeo, del Consejo o de la Comisión. También podrá reunirse por
propia iniciativa.

Artículo 307. (antiguo artículo 265 TCE).
). (antiguo artículo 265 TCE) El Comité de las Regiones será consultado por el Parlamento Europeo, el Consejo
o por la Comisión, en los casos previstos en los Tratados y en cualesquiera otros, en particular aquellos que
afecten a la cooperación transfronteriza, en que una de estas instituciones lo estime oportuno. Si lo estimaren
necesario, el Parlamento Europeo, el Consejo o la Comisión fijarán al Comité un plazo para la presentación de
su dictamen, que no podrá ser inferior a un mes a partir de la fecha de la notificación que, a tal fin, se curse al
Presidente. Transcurrido el plazo fijado sin haberse recibido el dictamen, podrá prescindirse del mismo.
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Cuando el Comité Económico y Social sea consultado en aplicación del artículo 304, el Parlamento Europeo, el
Consejo o la Comisión informarán al Comité de las Regiones de esta solicitud de dictamen. El Comité de las
Regiones podrá emitir un dictamen al respecto cuando estime que hay intereses regionales específicos en
juego. Podrá emitir un dictamen por propia iniciativa cuando lo considere conveniente. El dictamen del
Comité será remitido al Parlamento Europeo, al Consejo y a la Comisión, junto con el acta de las
deliberaciones.

CAPÍTULO 4 EL BANCO EUROPEO DE INVERSIONES

Artículo 308. (antiguo artículo 266 TCE).
). (antiguo artículo 266 TCE) El Banco Europeo de Inversiones tendrá personalidad jurídica. Serán miembros
del Banco Europeo de Inversiones los Estados miembros. Los Estatutos del Banco Europeo de Inversiones
figuran en un protocolo anejo a los Tratados. El Consejo, por unanimidad, con arreglo a un procedimiento
legislativo especial, a petición del Banco Europeo de Inversiones y previa consulta al Parlamento Europeo y a
la Comisión, o a propuesta de la Comisión, previa consulta al Parlamento Europeo y al Banco Europeo de
Inversiones, podrá modificar los Estatutos del Banco.

Artículo 309. (antiguo artículo 267 TCE).
). (antiguo artículo 267 TCE) El Banco Europeo de Inversiones tendrá por misión contribuir al desarrollo
equilibrado y estable del mercado interior en interés de la Unión, recurriendo a los mercados de capitales y a
sus propios recursos. A tal fin, el Banco facilitará, mediante la concesión de préstamos y garantías y sin
perseguir fines lucrativos, la financiación, en todos los sectores de la economía, de los proyectos siguientes:

a) proyectos para el desarrollo de las regiones más atrasadas;

b) proyectos que tiendan a la modernización o reconversión de empresas o a la creación de nuevas actividades
inducidas por el establecimiento o el funcionamiento del mercado interior que, por su amplitud o naturaleza,
no puedan ser enteramente financiados con los diversos medios de financiación existentes en cada uno de los
Estados miembros;

c) proyectos de interés común a varios Estados miembros que, por su amplitud o naturaleza, no puedan ser
enteramente financiados con los diversos medios de financiación existentes en cada uno de los Estados
miembros. En el cumplimiento de su misión, el Banco facilitará la financiación de programas de inversión en
combinación con acciones de los fondos estructurales y otros instrumentos financieros de la Unión.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 5

1 Según el artículo 13 del Tratado de la Unión Europea, entre las instituciones de la Unión NO se encuentra:

A) El Parlamento Europeo.

B) El Tribunal de Cuentas.

C) La Comisión Europea.

D) El Consejo Económico y Social.
Junta de Andalucia - IAAP, 2025
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2 El Parlamento Europeo estará compuesto por representantes de los ciudadanos de la Unión. Su número no 
excederá de:

A) 750, con el Presidente.

B) 750, más el Presidente.

C) 736, con el Presidente.

D) 736, más el Presidente.
Generalitat Valenciana (GVA) - Conselleria de Hacienda y Administracion Publica, 2023

3 ¿De qué Institución de la Unión Europea forman parte los Jefes de Estado o de Gobierno de los Estados 
miembros y es la encargada de definir la orientación y las prioridades políticas generales de la Unión?

A) Parlamento Europeo.

B) Consejo Europeo.

C) Comisión Europea.

D) Comité Económico y Social Europeo.
Ayuntamiento de Alcañiz

4 De acuerdo con el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el número de miembros del Comité 
Económico y Social no excederá de:

A) 250.

B) 400.

C) 350.

D) 100.
Administración General del Estado (INAP), 2024

5 ¿Cuál de las siguientes instituciones fue reconocida por primera vez en el Tratado de Lisboa como 
institución de la Unión Europea?

A) Banco Central Europeo.

B) Comisión Europea.

C) Tribunal de Cuentas.

D) Parlamento Europeo.
Administración General del Estado (INAP), 2024

Ponte a pruebaTema 5 · La Unión Europea: origen y evolución. Instituciones y Organismos de la Unión Europea: composición, funcionamient…

5

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 117



Soluciones — Tema 5 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 13 TUE pág. 85 El artículo 13 del Tratado de la Unión Europea enumera las instituciones de la Unión,
entre ellas el Parlamento Europeo, el Consejo Europeo, el Consejo, la Comisión Europea, el Tribunal de Justicia,
el Banco Central Europeo y el Tribunal de Cuentas. El Consejo Económico y Social es un órgano consultivo de la
Unión, pero no tiene la consideración de institución. Por ello, no forma parte de la relación institucional del
precepto.

2 B El Parlamento Europeo está integrado por representantes de los ciudadanos de la Unión y su composición tiene
un límite máximo de 750 miembros, al que se añade el Presidente. Por tanto, el Presidente no queda incluido
dentro de esa cifra máxima. La regla fija así el límite en 750 representantes más la Presidencia.

3 B La cúpula política de la Unión reúne a los Jefes de Estado o de Gobierno de los países miembros, junto a su
presidente y al presidente de la Comisión. Su misión es marcar el rumbo: fija la orientación y las prioridades
políticas generales, pero no ejerce funciones legislativas. Conviene distinguirlo del Consejo, formado por
ministros, y de la Comisión, que es el órgano ejecutor; aquí lo decisivo es la presencia de los máximos
representantes nacionales definiendo la estrategia común.

4 C El número de integrantes del Comité Económico y Social Europeo no puede superar los 350 miembros según el
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Este órgano tiene carácter consultivo y representa a
organizaciones de empleadores, trabajadores y otros sectores de la sociedad civil. Su composición se determina
por decisión del Consejo, a propuesta de la Comisión, dentro de ese límite máximo. La misma cifra máxima se
aplica también al Comité de las Regiones.

5 A El Tratado de Lisboa amplió la relación oficial de instituciones de la Unión Europea. Entre las opciones
planteadas, la entidad encargada de la política monetaria única pasó por primera vez a integrar formalmente
ese marco institucional. Antes solo tenía relevancia funcional, sin la condición jurídica de institución. La
Comisión, el Tribunal de Cuentas y el Parlamento ya figuraban como instituciones con anterioridad. Por ello la
respuesta válida corresponde a la autoridad monetaria europea.

Practica con más de 100 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

6
El Derecho de la Unión Europea. Tratados y Derecho derivado. Las Directivas y los 
Reglamentos comunitarios. Las decisiones, recomendaciones y dictámenes. Derecho 
europeo y derecho de los países miembros. Relaciones con Comunidades Autónomas y 
Entidades Locales.

Qué entra en este tema

TFUE · Versión consolidada del Tratado de Funcionamiento…
arts. 288 a 292 · 5 artículos

L-CARCE · Ley 2/1997 Conferencia para Asuntos Relacionado…
arts. 1 a 4 · 4 artículos

EA-CV · Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana
art. 61 · 1 artículo

10 artículos · empieza en la pág. 119

Lo más preguntado de este tema

Art. 288 TFUE 38
Art. 289 TFUE 4
Art. 290 TFUE 3
Art. 291 TFUE 1

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 66 sobre el tema entero.

TFUE
Versión consolidada del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea
En este tema: arts. 288 a 292 · 5 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · CELEX-12016E-TXT

SEXTA PARTE DISPOSICIONES INSTITUCIONALES Y FINANCIERAS

TÍTULO I DISPOSICIONES INSTITUCIONALES

CAPÍTULO 2 ACTOS JURÍDICOS DE LA UNIÓN, PROCEDIMIENTOS DE ADOPCIÓN Y OTRAS DISPOSICIONES

SECCIÓN PRIMERA ACTOS JURÍDICOS DE LA UNIÓN

Artículo 288. (antiguo artículo 249 TCE).
). (antiguo artículo 249 TCE) Para ejercer las competencias de la Unión, las instituciones adoptarán
reglamentos, directivas, decisiones, recomendaciones y dictámenes. El reglamento tendrá un alcance general.
Será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro. La directiva
obligará al Estado miembro destinatario en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando, sin embargo, a
las autoridades nacionales la elección de la forma y de los medios. La decisión será obligatoria en todos sus
elementos. Cuando designe destinatarios, sólo será obligatoria para éstos. Las recomendaciones y los
dictámenes no serán vinculantes.

Artículo 289.
1. El procedimiento legislativo ordinario consiste en la adopción conjunta por el Parlamento Europeo y el
Consejo, a propuesta de la Comisión, de un reglamento, una directiva o una decisión. Este procedimiento se
define en el artículo 294.

2. En los casos específicos previstos por los Tratados, la adopción de un reglamento, una directiva o una
decisión, bien por el Parlamento Europeo con la participación del Consejo, bien por el Consejo con la
participación del Parlamento Europeo, constituirá un procedimiento legislativo especial.

3. Los actos jurídicos que se adopten mediante procedimiento legislativo constituirán actos legislativos.

4. En los casos específicos previstos por los Tratados, los actos legislativos podrán ser adoptados por iniciativa
de un grupo de Estados miembros o del Parlamento Europeo, por recomendación del Banco Central Europeo
o a petición del Tribunal de Justicia o del Banco Europeo de Inversiones.
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Artículo 290.
1. Un acto legislativo podrá delegar en la Comisión los poderes para adoptar actos no legislativos de alcance
general que completen o modifiquen determinados elementos no esenciales del acto legislativo. Los actos
legislativos delimitarán de forma expresa los objetivos, el contenido, el alcance y la duración de la delegación
de poderes. La regulación de los elementos esenciales de un ámbito estará reservada al acto legislativo y, por
lo tanto, no podrá ser objeto de una delegación de poderes.

2. Los actos legislativos fijarán de forma expresa las condiciones a las que estará sujeta la delegación, que
podrán ser las siguientes:

a) el Parlamento Europeo o el Consejo podrán decidir revocar la delegación;

b) el acto delegado no podrá entrar en vigor si el Parlamento Europeo o el Consejo han formulado
objeciones en el plazo fijado en el acto legislativo. A efectos de las letras a) y b), el Parlamento Europeo se
pronunciará por mayoría de los miembros que lo componen y el Consejo lo hará por mayoría cualificada.

3. En el título de los actos delegados figurará el adjetivo «delegado» o «delegada».

Artículo 291.
1. Los Estados miembros adoptarán todas las medidas de Derecho interno necesarias para la ejecución de los
actos jurídicamente vinculantes de la Unión.

2. Cuando se requieran condiciones uniformes de ejecución de los actos jurídicamente vinculantes de la
Unión, éstos conferirán competencias de ejecución a la Comisión o, en casos específicos debidamente
justificados y en los previstos en los artículos 24 y 26 del Tratado de la Unión Europea, al Consejo.

3. A efectos del apartado 2, el Parlamento Europeo y el Consejo establecerán previamente, mediante
reglamentos adoptados con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, las normas y principios generales
relativos a las modalidades de control, por parte de los Estados miembros, del ejercicio de las competencias
de ejecución por la Comisión.

4. En el título de los actos de ejecución figurará la expresión «de ejecución».

Artículo 292.
El Consejo adoptará recomendaciones. Se pronunciará a propuesta de la Comisión en todos los casos en que
los Tratados dispongan que el Consejo adopte actos a propuesta de la Comisión. Se pronunciará por
unanimidad en los ámbitos en los que se requiere la unanimidad para la adopción de un acto de la Unión. La
Comisión, así como el Banco Central Europeo en los casos específicos previstos por los Tratados, adoptarán
recomendaciones.

L-CARCE
Ley 2/1997 Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas
En este tema: arts. 1 a 4 · 4 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-1997-5630

Artículo 1. Definición.
1. La Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, que se regula en la presente
Ley, es un órgano de cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas para articular
adecuadamente la concurrencia de éstas en las cuestiones propias de su participación en los asuntos
comunitarios europeos.

2. En particular, la Conferencia debe garantizar la participación efectiva de las Comunidades Autónomas en la
fase de formación de la voluntad del Estado ante las instituciones comunitarias y en la ejecución del Derecho
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comunitario.

3. La Comisión de Coordinadores de Asuntos Comunitarios Europeos será el órgano de apoyo de la
Conferencia. Su composición y reglas de funcionamiento serán establecidas por la propia Conferencia.

Artículo 2. Composición.
Estará constituida la Conferencia por el Ministro de Administraciones Públicas, que la presidirá, y por el
Consejero que, como responsable de los asuntos que integran el ámbito de materias de la misma, sea
designado por cada Comunidad Autónoma, de acuerdo con sus normas de organización interna. En la
representación de la Administración del Estado se integrarán tanto el Secretario de Estado de Política Exterior
y para la Unión Europea como el Secretario de Estado para las Administraciones Territoriales.

Artículo 3. Funciones.
La Conferencia, como órgano de cooperación, de consulta y deliberación entre el Estado y las Comunidades
Autónomas, y sin perjuicio de sus respectivas facultades de actuación en el marco de sus competencias,
entenderá de las siguientes materias:

1.ª La información a las Comunidades Autónomas y la discusión en común sobre el desarrollo del proceso
de construcción europea.

2.ª La articulación de mecanismos para hacer efectiva la participación de las Comunidades Autónomas en
la formación de la voluntad del Estado en el seno de las Comunidades Europeas.

3.ª El tratamiento y resolución con arreglo al principio de cooperación de aquellas cuestiones de alcance
general o contenido institucional relacionadas con las Comunidades Europeas como las siguientes:

a) Procedimientos técnicos para asegurar la recepción de la información comunitaria de carácter general por
parte de las Comunidades Autónomas.

b) Técnica normativa tanto para incorporar las directivas al Derecho interno como para aplicar, desarrollar o
ejecutar reglamentos y decisiones.

c) Fórmulas de participación en los procedimientos internos para el cumplimiento de obligaciones ante las
instituciones comunitarias.

d) Problemas planteados en la ejecución del Derecho comunitario por implicar a varias políticas comunitarias
o exigir medidas internas con un cierto grado de coordinación temporal o material.

e) Cuestiones relativas a la participación de las Comunidades Autónomas en los asuntos relacionados con las
Comunidades Europeas que carezcan de una Conferencia Sectorial o instrumento equivalente donde ser
tratadas. 4.ª El impulso y seguimiento del procedimiento de participación de las Comunidades Autónomas, a
través de las respectivas Conferencias Sectoriales u organismo equivalente, en las políticas o acciones
comunitarias que afectan a las competencias de aquéllas. 5.ª Garantizar el cumplimiento en las Conferencias
Sectoriales de los procedimientos y fórmulas de participación de las Comunidades Autónomas previstos en las
materias 3.ª c) y 4.ª, disponiendo la adecuada aplicación de los mismos. 6.ª El tratamiento de aquellas otras
cuestiones de la participación de las Comunidades Autónomas en los asuntos relacionados con las
Comunidades Europeas que estimen oportuno.

Artículo 4. Régimen de funcionamiento.
1. Para su adecuado funcionamiento, la Conferencia elaborará un Reglamento interno.

2. Los acuerdos de la Conferencia se adoptarán conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, y su Reglamento interno.

L-CARCE · arts. 1-4Tema 6 · El Derecho de la Unión Europea. Tratados y Derecho derivado. Las Directivas y los Reglamentos comunitarios. Las…

6

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 121



EA-CV
Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana
En este tema: art. 61 · 1 artículo · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-1982-17235

TÍTULO VI RELACIONES CON LA UNIÓN EUROPEA

Artículo sesenta y uno.
1. La Comunitat Valenciana tendrá una Delegación en Bruselas como órgano administrativo de
representación, defensa y promoción de sus intereses multisectoriales ante las instituciones y órganos de la
Unión Europea.

2. Asimismo, la Generalitat, a través del Organismo de Promoción de la Comunitat Valenciana, abrirá una red
de oficinas de promoción de negocios en todos aquellos países y lugares donde crea que debe potenciarse la
presencia de las empresas valencianas.

3. La Comunitat Valenciana, como región de la Unión Europea, sin perjuicio de la legislación del Estado:

a) Participará en los mecanismos de control del principio de subsidiariedad previsto en el Derecho de la
Unión Europea.

b) Tiene derecho a participar en todos los procesos que establezca el Estado para configurar la posición
española en el marco de las instituciones europeas, cuando estén referidas a competencias propias de la
Comunitat Valenciana. También a ser oída en aquellos otros que, incluso sin ser de su competencia, le
afecten directa o indirectamente.

c) Tendrá al President de la Generalitat como representante de la Comunitat Valenciana en el Comité de las
Regiones.

d) Ostenta la competencia exclusiva para el desarrollo y ejecución de las normas y disposiciones europeas
en el ámbito de sus competencias.

e) Podrá participar, de forma especial, en el marco de la Asociación Euromediterránea.

4. La Generalitat, igualmente, podrá formar parte y participar en organizaciones e instituciones
supranacionales de carácter regional.

5. Una Ley creará el Comité Valenciano para los Asuntos Europeos, órgano de carácter consultivo, encargado
de asesorar y realizar estudios y propuestas para mejorar la participación en las cuestiones europeas y
plantear acciones estratégicas de la Comunitat Valenciana.
Se modifica por el art. 67 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. Ref. BOE-A-2006-6472.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 6

1 Lo que diferencia, en el marco de la UE, el Reglamento de la Decisión es que:

A) El Reglamento contiene prescripciones que han de ser ratificadas por cada estado miembro y no será de 
aplicación general y la Directiva será obligatoria únicamente para los destinatarios que soliciten su aplicación.

B) La Decisión contiene prescripciones generales e impersonales, es decir legisla abstractamente y para todos los 
supuestos a que es aplicable y el Reglamento será obligatorio en todos sus elementos solo para sus 
destinatarios.

C) No hay diferencia entre ambas figuras.

D) El Reglamento contiene prescripciones generales e impersonales, es decir legisla abstractamente y para todos 
los supuestos a que es aplicable y la Decisión será obligatoria en todos sus elementos solo para sus 
destinatarios.

Ayuntamiento de Navarra, 2019
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2 Los Reglamentos Comunitarios se caracterizan por:

A) Son normas de carácter general que necesitan de trasposición por cada estado miembro para su eficacia plena.

B) Son vinculantes en cuanto al resultado de la norma.

C) Necesitan de un posterior desarrollo normativo para entrar en vigor.

D) Son normas de carácter general directamente aplicables a cada estado miembro.
Ayuntamiento de Castronuño, 2020

3 El Derecho Derivado emanado de las Instituciones con posterioridad a la adhesión se recibe, por cada 
estado miembro:

A) A partir de su publicación en el DOUE, con carácter exclusivo, sin publicación en el BOE. No es de aplicación 96 
de la Constitución.

B) A partir de su publicación en el BOE además de su publicación en el DOUE. Siendo de aplicación el 96.1 de la 
Constitución.

C) A partir de su publicación en el DOUE, con carácter exclusivo, sin publicación en el BOE. Siendo de aplicación el 
96.1 de la Constitución.

D) A partir de su publicación en el BOE, en los Boletines de las Comunidades Autónomas y en el DOUE. No es de 
aplicación el 96.1 de la Constitución.

Ayuntamiento de Navarra, 2019

4 De conformidad con el artículo 288 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, señale la 
afirmación correcta:

A) Las directivas y decisiones no serán vinculantes.

B) Cuando la decisión designe destinatarios, solo será obligatoria para estos.

C) El reglamento tiene alcance general pero no es directamente aplicable.

D) Para ejercer las competencias de la Unión Europea, las instituciones no podrán adoptar recomendaciones ni 
dictámenes.

Administración General del Estado (INAP), 2024

5 Los recursos previstos en el artículo 263 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea deberán 
interponerse en el plazo de:

A) Dos meses.

B) Un mes.

C) Tres meses.

D) 90 días.
Ministerio de Justicia - Tribunal Calificador Único (Orden PJC/64/2024), 2024
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Soluciones — Tema 6 Cada una con su explicación y su artículo

1 D La clave está en el alcance de cada norma europea. El reglamento tiene carácter general: dispone de forma
abstracta para todos los supuestos que regula, obliga en todos sus elementos y se aplica directamente en cada
Estado miembro sin necesidad de trasposición. La decisión, en cambio, vincula solo a quienes va dirigida, sean
Estados, empresas o particulares, sin esa vocación general. Conviene precisar que la opción que invierte estos
rasgos, atribuyendo al reglamento el efecto limitado y a la decisión la generalidad, falsea esa distinción esencial.

2 D El reglamento europeo es la norma de mayor fuerza integradora: tiene alcance general, es obligatorio en todos
sus elementos y se aplica de forma directa e inmediata en cada Estado miembro, sin necesidad de que las
autoridades nacionales lo incorporen mediante una norma propia. Esa aplicabilidad directa lo distingue de la
directiva, que sí fija un resultado obligatorio pero deja al Estado el modo de trasponerla a su ordenamiento
interno. Confundir ambos instrumentos es el error habitual.

3 A Las normas que dictan las instituciones europeas tras el ingreso de España surten efecto desde que aparecen en
el Diario Oficial de la Unión Europea, sin necesidad de volver a publicarse en el boletín oficial español. La regla
constitucional que exige publicación oficial interna para incorporar los tratados al ordenamiento no opera aquí,
porque el Derecho derivado se integra directamente y goza de aplicación inmediata. Debe diferenciarse el
tratado de adhesión, que sí requirió publicación nacional, de las normas posteriores, cuya eficacia depende
únicamente del diario europeo.

4 B La decisión resulta obligatoria en todos sus elementos y, cuando designa destinatarios concretos, solo obliga a
ellos. Las directivas y decisiones sí tienen carácter vinculante, por lo que negar su obligatoriedad es incorrecto.
El reglamento posee alcance general, es obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada
Estado miembro, de modo que afirmar que no lo es contradice la norma. Para ejercer las competencias de la
Unión, las instituciones pueden adoptar recomendaciones y dictámenes, aunque estos carezcan de fuerza
vinculante.

5 A Los recursos de anulación regulados en el artículo 263 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea
deben interponerse dentro de los dos meses siguientes, según corresponda, a la publicación, notificación o
conocimiento del acto impugnado. Se trata de un plazo procesal específico del Derecho de la Unión. Las
referencias a un mes, tres meses o 90 días no coinciden con el plazo establecido para este recurso.
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7
Régimen local español. Principios constitucionales. La Provincia 
en el régimen local. Organización provincial. Competencias.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 137 a 142 · 6 artículos

LBRL · Ley 7/1985 bases del régimen local
arts. 1 a 10 y 31 a 41 · 22 artículos

TRRL · RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local
arts. 25 a 34 · 10 artículos

ROF · RD 2568/1986 organización y funcionamiento entidade…
arts. 55 a 73 · 19 artículos

LRL-VAL · Ley 8/2010, de 23 de junio, de régimen local de la…
arts. 1 a 4 y 48 a 52 · 9 artículos

66 artículos · empieza en la pág. 125

Lo más preguntado de este tema

Art. 137 CE 83
Art. 140 CE 73
Art. 3 LBRL 46
Art. 141 CE 45
Art. 4 LBRL 24

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 393 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 137 a 142 · 6 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO VIII DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO

CAPÍTULO PRIMERO PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
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municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que
proceda el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de
los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.

2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

LBRL
Ley 7/1985 bases del régimen local
En este tema: arts. 1 a 10 y 31 a 41 · 22 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1985-5392

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.
1. Los Municipios son entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de
participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los
intereses propios de las correspondientes colectividades.

2. La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idéntica autonomía para la gestión de los intereses
respectivos.

Artículo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación
del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de acción pública, según
la distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su
derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las
competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la
capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización,
proximidad, eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera.

2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas
mismas atribuyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes locales en las materias que regulen.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756. Se declara que no es inconstitucional el 
apartado 2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624.
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Artículo 3.
1. Son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio.

b) La Provincia.

c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:

a) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.

b) Las Áreas Metropolitanas.

c) Las Mancomunidades de Municipios.

Se modifica el apartado 2 por el art. 1.2 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.
Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial 
inferior al Municipio y las que estén en constitución.

Artículo 4.
1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus
competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.

b) Las potestades tributaria y financiera.

c) La potestad de programación o planificación.

d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de sus bienes.

e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos.

f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.

g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.

h) Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para los
créditos de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y de las
comunidades autónomas; así como la inembargabilidad de sus bienes y derechos en los términos previstos
en las leyes.

2. Lo dispuesto en el número precedente podrá ser de aplicación a las entidades territoriales de ámbito
inferior al municipal y, asimismo, a las comarcas, áreas metropolitanas y demás entidades locales, debiendo
las leyes de las comunidades autónomas concretar cuáles de aquellas potestades serán de aplicación, excepto
en el supuesto de las mancomunidades, que se rigen por lo dispuesto en el apartado siguiente.

3. Corresponden a las mancomunidades de municipios, para la prestación de los servicios o la ejecución de las
obras de su competencia, las potestades señaladas en el apartado 1 de este artículo que determinen sus
Estatutos. En defecto de previsión estatutaria, les corresponderán todas las potestades enumeradas en dicho
apartado, siempre que sean precisas para el cumplimiento de su finalidad, y de acuerdo con la legislación
aplicable a cada una de dichas potestades, en ambos casos.

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-
T-1990-624

Artículo 5.
Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respectivas competencias, las Entidades locales, de
acuerdo con la Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para adquirir, poseer, reivindicar,
permutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras o servicios
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públicos, obligarse, interponer los recursos establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Se declara la inconstitucionalidad y nulidad si se interpreta 
en el sentido del fundamento jurídico 5 de la Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 Y por conexión todas las 
remisiones al mismo contenidas en la presente Ley.

Artículo 6.
1. Las entidades locales sirven con objetividad los intereses públicos que les están encomendados y actúan de
acuerdo con los principios de eficacia, descentralización, desconcentración y coordinación, con
sometimiento pleno a la ley y al Derecho.

2. Los Tribunales ejercen el control de legalidad de los acuerdos y actos de las entidades locales.

Artículo 7.
1. Las competencias de las Entidades Locales son propias o atribuidas por delegación.

2. Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, las Islas y demás Entidades Locales territoriales
solo podrán ser determinadas por Ley y se ejercen en régimen de autonomía y bajo la propia responsabilidad,
atendiendo siempre a la debida coordinación en su programación y ejecución con las demás
Administraciones Públicas.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, podrán delegar en
las Entidades Locales el ejercicio de sus competencias. Las competencias delegadas se ejercen en los términos
establecidos en la disposición o en el acuerdo de delegación, según corresponda, con sujeción a las reglas
establecidas en el artículo 27, y preverán técnicas de dirección y control de oportunidad y eficiencia.

4. Las Entidades Locales solo podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por
delegación cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal,
de acuerdo con los requerimientos de la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y
no se incurra en un supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio público con otra Administración
Pública. A estos efectos, serán necesarios y vinculantes los informes previos de la Administración competente
por razón de materia, en el que se señale la inexistencia de duplicidades, y de la Administración que tenga
atribuida la tutela financiera sobre la sostenibilidad financiera de las nuevas competencias. En todo caso, el
ejercicio de estas competencias deberá realizarse en los términos previstos en la legislación del Estado y de las
Comunidades Autónomas.
Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

Artículo 8.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las Provincias y las islas podrán realizar la gestión
ordinaria de servicios propios de la Administración autonómica, de conformidad con los Estatutos de
Autonomía y la legislación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 9.
Las normas de desarrollo de esta Ley que afecten a los Municipios, Provincias, islas u otras entidades locales
territoriales no podrán limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas entidades con carácter
singular, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley para los regímenes municipales o provinciales especiales.

Artículo 10.
1. La Administración Local y las demás Administraciones públicas ajustarán sus relaciones recíprocas a los
deberes de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales
respectivos.

2. Procederá la coordinación de las competencias de las Entidades Locales entre sí y, especialmente, con las
de las restantes Administraciones públicas, cuando las actividades o los servicios locales trasciendan el interés
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propio de las correspondientes Entidades, incidan o condicionen relevantemente los de dichas
Administraciones o sean concurrentes o complementarios de los de éstas.

3. En especial, la coordinación de las Entidades Locales tendrá por objeto asegurar el cumplimiento de la
legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

4. Las funciones de coordinación serán compatibles con la autonomía de las Entidades Locales.
Se modifica el apartado 3 y se añade el 4 por el art. 1.4 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.

TÍTULO III LA PROVINCIA

Artículo 31.
1. La Provincia es una entidad local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica
propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

2. Son fines propios y específicos de la Provincia garantizar los principios de solidaridad y equilibrio
intermunicipales, en el marco de la política económica y social, y, en particular:

a) Asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio provincial de los servicios de
competencia municipal.

b) Participar en la coordinación de la Administración local con la de la Comunidad Autónoma y la del
Estado.

3. El gobierno y la administración autónoma de la Provincia corresponden a la Diputación u otras
Corporaciones de carácter representativo.

CAPÍTULO I ORGANIZACIÓN

Artículo 32.
La organización provincial responde a las siguientes reglas:

1. El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno y el Pleno existen en todas las Diputaciones.

2. Asimismo, existirán en todas las Diputaciones órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta
de los asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del
Presidente, la Junta de Gobierno y los Diputados que ostenten delegaciones, siempre que la respectiva
legislación autonómica no prevea una forma organizativa distinta en este ámbito y sin perjuicio de las
competencias de control que corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación
tendrán derecho a participar en dichos órganos, mediante la presencia de Diputados pertenecientes a los
mismos, en proporción al número de Diputados que tengan en el Pleno.

3. El resto de los órganos complementarios de los anteriores se establece y regula por las propias
Diputaciones. No obstante las leyes de las comunidades autónomas sobre régimen local podrán establecer
una organización provincial complementaria de la prevista en este texto legal.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifica por el art. 1.6 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso 
primero del apartado 2, si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y la inconstitucionalidad y nulidad del inciso segundo del 
apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 32 bis. Personal Directivo de Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares.
El nombramiento del personal directivo que, en su caso, hubiera en las Diputaciones, Cabildos y Consejos
Insulares deberá efectuarse de acuerdo a criterios de competencia profesional y experiencia, entre
funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales o con
habilitación de carácter nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados en el subgrupo A1, salvo
que el correspondiente Reglamento Orgánico permita que, en atención a las características específicas de las
funciones de tales órganos directivos, su titular no reúna dicha condición de funcionario.
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Se añade por el art. 1.12 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756. Téngase en cuenta que el régimen previsto en este 
artículo será de aplicación a los nombramientos que se produzcan con posterioridad a la entrada en vigor de la citada Ley, según establece su 
disposición transitoria octava.

Artículo 33.
1. El Pleno de la Diputación está constituido por el Presidente y los Diputados.

2. Corresponde en todo caso al Pleno:

a) La organización de la Diputación.

b) La aprobación de las ordenanzas.

c) La aprobación y modificación de los Presupuestos, la disposición de gastos dentro de los límites de su
competencia y la aprobación provisional de las cuentas; todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.

d) La aprobación de los planes de carácter provincial.

e) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.

f) La aprobación de la plantilla de personal, la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de las
retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios, y el número y régimen del personal
eventual.

g) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.

h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras Entidades locales y demás Administraciones
públicas.

i) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Corporación en materias de
competencia plenaria.

j) La declaración de lesividad de los actos de la Diputación.

k) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada en el ejercicio económico exceda
del 10 por 100 de los recursos ordinarios, salvo las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe
acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15 por 100 de los ingresos corrientes
liquidados en el ejercicio anterior, todo ello de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales.

l) (Derogada)

m) La aprobación de los proyectos de obra y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y cuando aún no estén previstos en los Presupuestos.

n) (Derogada) ñ) Aquellas atribuciones que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una
mayoría especial.

o) Las demás que expresamente la atribuyan las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Presidente y sobre la cuestión
de confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en
todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.

4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Presidente y en la Comisión de Gobierno, salvo
las enunciadas en el número 2, letras a), b), c), d), e), f), h) y ñ), y número 3 de este artículo.

Se deroga el apartado 2.l) y.n) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874
Se modifica el apartado 3 por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifica el apartado 2.l) por el art. 46.2 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786
Redactado el apartado 2.l) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744
Se modifican los apartados 2 y 3 y se añade el apartado 4 por el art. 1.7, de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932
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Artículo 34.
1. Corresponde en todo caso al Presidente de la Diputación:

a) Dirigir el gobierno y la administración de la provincia.

b) Representar a la Diputación.

c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en la presente Ley y en la
legislación electoral general, de la Junta de Gobierno y cualquier otro órgano de la Diputación, y decidir los
empates con voto de calidad.

d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras cuya titularidad o ejercicio corresponde a la
Diputación Provincial.

e) Asegurar la gestión de los servicios propios de la Comunidad Autónoma cuya gestión ordinaria esté
encomendada a la Diputación.

f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro
de los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en
el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por 100 de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por 100 de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de
puestos de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.

h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida
la separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
cuenta al Pleno en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá sin perjuicio de lo previsto
en el artículo 99.1 y 3 de esta Ley.

i) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa de la Diputación en las materias de su
competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la
competencia del Pleno, en este último supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.

j) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materia de la competencia del
Presidente.

k) (Derogada)

l) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el Presupuesto.

m) (Derogada)

n) Ordenar la publicación y ejecución y hacer cumplir los acuerdos de la Diputación. ñ) Las demás que
expresamente les atribuyan las leyes.

o) El ejercicio de aquellas otras atribuciones que la legislación del Estado o de las Comunidades Autónomas
asigne a la Diputación y no estén expresamente atribuidas a otros órganos.

2. El Presidente puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo la de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno, decidir los empates con el voto de calidad, concertar operaciones de crédito,
la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de funcionarios y el despido del personal
laboral, y las enunciadas en los párrafos a), i) y j) del número anterior.
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3. Corresponde, asimismo, al Presidente el nombramiento de los Vicepresidentes.
Se deroga el apartado 1.k) y.m) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874
Se modifica el apartado 2 y las letras c), k) y m) del apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifican los apartados 1.f) y.k) por el art. 46.3 y.4 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786
Se modifica por el art. 1.8 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932
Redactado el apartado 1.f) y.h) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Artículo 35.
1. La Junta de Gobierno se integra por el Presidente y un número de Diputados no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.

2. Corresponde a la Junta de Gobierno:

a) La asistencia al Presidente en el ejercicio de sus atribuciones.

b) Las atribuciones que el Presidente le delegue o le atribuyan las leyes.

3. El Presidente puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de
Gobierno, sin perjuicio de las delegaciones especiales que para cometidos específicos pueda realizar a favor
de cualesquiera Diputados, aunque no perteneciera a la Junta de Gobierno.

4. Los Vicepresidentes sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Presidente, siendo libremente designados por éste entre los miembros de la Junta de Gobierno.

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.9 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

CAPÍTULO II COMPETENCIAS

Artículo 36.
1. Son competencias propias de la Diputación o entidad equivalente las que le atribuyan en este concepto las
leyes del Estado y de las Comunidades Autónomas en los diferentes sectores de la acción pública y, en todo
caso, las siguientes:

a) La coordinación de los servicios municipales entre sí para la garantía de la prestación integral y
adecuada a que se refiere el apartado a) del número 2 del artículo 31.

b) La asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los Municipios, especialmente los de menor
capacidad económica y de gestión. En todo caso garantizará en los municipios de menos de 1.000
habitantes la prestación de los servicios de secretaría e intervención.

c) La prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal y el
fomento o, en su caso, coordinación de la prestación unificada de servicios de los municipios de su
respectivo ámbito territorial. En particular, asumirá la prestación de los servicios de tratamiento de
residuos en los municipios de menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extinción de incendios en los
de menos de 20.000 habitantes, cuando éstos no procedan a su prestación.

d) La cooperación en el fomento del desarrollo económico y social y en la planificación en el territorio
provincial, de acuerdo con las competencias de las demás Administraciones Públicas en este ámbito.

e) El ejercicio de funciones de coordinación en los casos previstos en el artículo 116 bis.

f) Asistencia en la prestación de los servicios de gestión de la recaudación tributaria, en periodo voluntario
y ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión financiera de los municipios con población inferior a 20.000
habitantes.

g) La prestación de los servicios de administración electrónica y la contratación centralizada en los
municipios con población inferior a 20.000 habitantes.

h) El seguimiento de los costes efectivos de los servicios prestados por los municipios de su provincia.
Cuando la Diputación detecte que estos costes son superiores a los de los servicios coordinados o prestados
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por ella, ofrecerá a los municipios su colaboración para una gestión coordinada más eficiente de los
servicios que permita reducir estos costes.

i) La coordinación mediante convenio, con la Comunidad Autónoma respectiva, de la prestación del
servicio de mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos en los municipios con población
inferior a 5000 habitantes.

2. A los efectos de lo dispuesto en las letras a), b) y c) del apartado anterior, la Diputación o entidad
equivalente:

a) Aprueba anualmente un plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia
municipal, en cuya elaboración deben participar los Municipios de la Provincia. El plan, que deberá
contener una memoria justificativa de sus objetivos y de los criterios de distribución de los fondos,
criterios que en todo caso han de ser objetivos y equitativos y entre los que estará el análisis de los costes
efectivos de los servicios de los municipios, podrá financiarse con medios propios de la Diputación o
entidad equivalente, las aportaciones municipales y las subvenciones que acuerden la Comunidad
Autónoma y el Estado con cargo a sus respectivos presupuestos. Sin perjuicio de las competencias
reconocidas en los Estatutos de Autonomía y de las anteriormente asumidas y ratificadas por éstos, la
Comunidad Autónoma asegura, en su territorio, la coordinación de los diversos planes provinciales, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de esta Ley. Cuando la Diputación detecte que los costes efectivos
de los servicios prestados por los municipios son superiores a los de los servicios coordinados o prestados
por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de prestación unificada o supramunicipal para reducir sus
costes efectivos. El Estado y la Comunidad Autónoma, en su caso, pueden sujetar sus subvenciones a
determinados criterios y condiciones en su utilización o empleo y tendrán en cuenta el análisis de los
costes efectivos de los servicios de los municipios.

b) Asegura el acceso de la población de la Provincia al conjunto de los servicios mínimos de competencia
municipal y a la mayor eficacia y economía en la prestación de éstos mediante cualesquiera fórmulas de
asistencia y cooperación municipal. Con esta finalidad, las Diputaciones o entidades equivalentes podrán
otorgar subvenciones y ayudas con cargo a sus recursos propios para la realización y el mantenimiento de
obras y servicios municipales, que se instrumentarán a través de planes especiales u otros instrumentos
específicos.

c) Garantiza el desempeño de las funciones públicas necesarias en los Ayuntamientos y les presta apoyo en
la selección y formación de su personal sin perjuicio de la actividad desarrollada en estas materias por la
Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas.

d) Da soporte a los Ayuntamientos para la tramitación de procedimientos administrativos y realización de
actividades materiales y de gestión, asumiéndolas cuando aquéllos se las encomienden.

Se declara que no son inconstitucionales los apartados 1.g) y 2.a), segundo párrafo, en la redacción dada por la Ley 27/2013, interpretado en 
los términos de los fundamentos jurídicos 11 y 12.c), respectivamente, por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio. Ref. BOE-A-2016-6839. En el 
mismo sentido, respecto al apartado 2.a), se pronuncian: - la Sentencia del TC 180/2016, de 20 de octubre, Ref. BOE-A-2016-11127, interpretado 
en los términos del fundamento jurídico 3 d). - y, en los términos del fundamento jurídico 2, las Sentencias del TC 44/2017, de 27 de abril, Ref. 
BOE-A-2017-5901, 54/2017, de 11 de mayo, Ref. BOE-A-2017-6850, 101/2017, de 20 de julio, Ref. BOE-A-2017-9660 y 93/2017, de 6 de julio. Ref. 
BOE-A-2017-9652.
Se modifica por el art. 1.13 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 37.
1. Las Comunidades Autónomas podrán delegar competencias en las Diputaciones, así como encomendar a
éstas la gestión ordinaria de servicios propios en los términos previstos en los Estatutos correspondientes. En
este último supuesto las Diputaciones actuarán con sujeción plena a las instrucciones generales y particulares
de las Comunidades.
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2. El Estado podrá, asimismo, previa consulta e informe de la Comunidad Autónoma interesada, delegar en las
Diputaciones competencias de mera ejecución cuando el ámbito provincial sea el más idóneo para la
prestación de los correspondientes servicios.

3. El ejercicio por las Diputaciones de las facultades delegadas se acomodará a lo dispuesto en el artículo 27.

Artículo 38.
Las previsiones establecidas para la Diputación en este Capítulo y en los restantes de la presente Ley serán de
aplicación a aquellas otras Corporaciones de carácter representativo a las que corresponda el gobierno y la
administración autónoma de la Provincia.

CAPÍTULO III REGÍMENES ESPECIALES

Artículo 39.
Los órganos forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya conservan su régimen peculiar en el marco del Estatuto de
Autonomía de la Comunidad Autónoma del País Vasco. No obstante, las disposiciones de la presente Ley les
serán de aplicación con carácter supletorio.

Artículo 40.
Las Comunidades Autónomas uniprovinciales y la Foral de Navarra asumen las competencias, medios y
recursos que corresponden en el régimen ordinario a las Diputaciones Provinciales. Se exceptúa la
Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en los términos de su Estatuto propio.

Artículo 41.
1. Los Cabildos Insulares Canarios, como órganos de gobierno, administración y representación de cada isla,
se rigen por las normas contenidas en la disposición adicional decimocuarta de esta ley y supletoriamente por
las normas que regulan la organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumiendo las
competencias de éstas, sin perjuicio de lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía de Canarias.

2. En el Archipiélago Canario subsisten las mancomunidades provinciales interinsulares exclusivamente
como órganos de representación y expresión de los intereses provinciales. Integran dichos órganos los
Presidentes de los Cabildos insulares de las provincias correspondientes, presidiéndolos el del Cabildo de la
Isla en que se halle la capital de la provincia.

3. Los Consejos Insulares de las Islas Baleares, a los que son de aplicación las normas de esta ley que regulan
la organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumen sus competencias de acuerdo con
lo dispuesto en esta ley y las que les correspondan de conformidad con el Estatuto de Autonomía de Baleares.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

TRRL
RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local
En este tema: arts. 25 a 34 · 10 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1986-9865

TITULO III LA PROVINCIA

CAPITULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 25.
1. El Territorio de la Nación española se divide en cincuenta provincias con los límites, denominación y
capitales que tienen actualmente.

2. Sólo mediante Ley aprobada por las Cortes Generales puede modificarse la denominación y capitalidad de
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las provincias. Cualquier alteración de sus límites requerirá Ley Orgánica.

CAPITULO II ORGANIZACIÓN

Artículo 26.
Antes de comenzar el ejercicio de sus funciones, el Presidente de la Diputación deberá jurar o prometer el
cargo ante el Pleno de la misma.

Artículo 27.
Los Presidentes de las Diputaciones provinciales tendrán el tratamiento de Ilustrísima, salvo el de la de
Barcelona, que tendrá el de Excelencia. Se respetan, no obstante, los tratamientos que respondan a
tradiciones reconocidas por disposiciones legales.

Artículo 28.
1. Además de las señaladas en el artículo 33.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, corresponden al Pleno de la
Diputación, una vez constituido conforme a lo dispuesto en la legislación electoral, las siguientes funciones:

a) La creación, modificación y disolución de organismos y establecimientos provinciales.

b) Informar en los expedientes de fusión, agregación o segregación de Municipios de su territorio.

c) (Derogada)

d) (Derogada)

e) La provincialización de servicios.

f) La aprobación de planes generales de carreteras y el establecimiento de servicios de comunicaciones
provinciales y de suministro de energía eléctrica.

2. El ejercicio de las atribuciones establecidas en el número anterior será delegable, salvo las de los apartados
a), b), e) y f).

Se derogan los apartados 1.c) y d) por la disposición derogatoria única.c) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Artículo 29.
Además de las establecidas en el artículo 34 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, corresponden al Presidente de la
Diputación las siguientes atribuciones:

a) Todas las facultades en materia de personal que no tenga atribuidas el Pleno.

b) (Derogada)

c) El desarrollo de la gestión económica conforme al presupuesto aprobado.

d) Rendir cuentas de las operaciones efectuadas en cada ejercicio económico.

e) El cumplimiento de las cargas que impongan las Leyes a la Administración Provincial.
Se deroga la letra b) por la disposición derogatoria única.c) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

CAPITULO III COMPETENCIAS REORDENADO CONFORME A LA CORRECCIÓN DE ERRORES PUBLICADA EN BOE NÚM.

Artículo 30.
1. La Diputación cooperará a la efectividad de los servicios municipales, preferentemente de los obligatorios,
aplicando a tal fin:

a) Los medios económicos propios de la misma que se asignen.

b) Las subvenciones o ayudas financieras que concedan el Estado o la Comunidad Autónoma.

c) Las subvenciones o ayudas de cualquier otra procedencia.

d) El producto de operaciones de crédito.

2. La cooperación podrá ser total o parcial, según aconsejen las circunstancias económicas de los Municipios
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interesados.

3. Los servicios a que debe alcanzar la cooperación serán, en todo caso, los relacionados como mínimos en el
artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

4. La preferencia entre los distintos servicios mínimos a que alude el número anterior, se determinará sobre la
base de los objetivos a que se refiere el artículo 36.2.a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, atendiendo a las
circunstancias de cada Municipio y con respeto de las prioridades sectoriales que se determinan en la forma
establecida en el artículo 59 de dicha Ley.

5. También cooperará la Diputación en la elaboración de planes territoriales y urbanísticos, redacción de
proyectos, dirección de obras o instalaciones, informes técnicos previos al otorgamiento de licencias y gestión
tributaria, construcción y conservación de caminos y vías rurales y demás obras y servicios de la competencia
municipal.

6. Las formas de cooperación serán:

a) La asistencia administrativa en el ejercicio de las funciones públicas necesarias.

b) El asesoramiento jurídico, económico y técnico.

c) Ayudas de igual carácter en la redacción de estudios y proyectos.

d) Subvenciones a fondo perdido.

e) Ejecución de obras e instalación de servicios.

f) La concesión de créditos y la creación de Cajas de Crédito para facilitar a los Ayuntamientos operaciones
de este tipo, g) La creación de consorcios u otras formas asociativas legalmente autorizadas. h) La
suscripción de convenios administrativos. i) Cualesquiera otras que establezca la Diputación con arreglo a
la Ley.

Artículo 31.
La aportación de los Municipios para el establecimiento de servicios por el sistema de cooperación, se fijará
en cada caso con arreglo a su capacidad económica, pudiendo hacerse efectiva con cargo a sus propios
ingresos o por créditos de la Diputación provincial. En este último supuesto, y sin perjuicio de cualesquiera
otras garantías, los ingresos que produzca el servicio establecido quedarán afectos preceptivamente al
reintegro de los mismos hasta su total extinción.

Artículo 32.
1. Para el desarrollo de la cooperación, las Diputaciones, con participación de los Ayuntamientos, redactarán
los planes provinciales establecidos en el artículo 36 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

2. Su contenido podrá diferenciarse por servicios o zonas.

3. Dichos planes se insertarán en el "Boletín Oficial de la Provincia" para que puedan formularse alegaciones y
reclamaciones sobre los mismos durante un plazo de diez días.

4. Los planes de cooperación serán aprobados por las Diputaciones después de haber dado participación a las
Administraciones del Estado y de la Comunidad Autónoma, y previo informe de la Comisión Provincial de
Colaboración con las Corporaciones Locales.

5. Aprobados definitivamente los planes, cualquier modificación requerirá el cumplimiento de los mismos
trámites prevenidos en este artículo.
Redactados los apartados 3 y 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 33.
En la formación y ejecución de los planes se observarán las siguientes reglas:

1.ª La subvención estatal para su financiación se librará a las Diputaciones.
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2.ª La ejecución corresponde a la Diputación sin perjuicio de la posibilidad de que la asuman los Municipios
afectados, siempre que así lo soliciten 3.ª Las obras y adquisiciones se efectuarán por los procedimientos
señalados en la legislación sobre contratación de las Entidades locales, pudiendo agrupar los proyectos por
servicios o zonas, a fin de obtener ventajas económicas y facilitar la concurrencia de licitadores de reconocida
solvencia. 4.ª Efectuada la recepción definitiva de las obras que se ejecuten por las Diputaciones, se entregarán
las mismas a la Entidad local que corresponda, a cuyo cargo correrá su conservación y mantenimiento.

Artículo 34.
Con independencia de las cuentas generales que hayan de remitir las Diputaciones, enviarán al Ministerio de
Administración Territorial, con la periodicidad que reglamentariamente se establezca, un estado comprensivo
del desarrollo económico de los créditos destinados a cooperación, así como una Memoria detallada de las
realizaciones conseguidas en el año anterior.

ROF
RD 2568/1986 organización y funcionamiento entidades locales
En este tema: arts. 55 a 73 · 19 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1986-33252

TÍTULO II ORGANIZACIÓN NECESARIA DE LOS ENTES LOCALES TERRITORIALES

CAPÍTULO II DE LA PROVINCIA

SECCIÓN PRIMERA. CONSTITUCIÓN, VIGENCIA Y FINALIZACIÓN DEL MANDATO CORPORATIVO

Artículo 55.
1. La Diputación es el órgano de gobierno y administración de la Provincia, como entidad local, con carácter
de Corporación de Derecho Público.

2. Son órganos necesarios de la Diputación:

a) El Presidente.

b) Los Vicepresidentes.

c) El Pleno.

d) La Comisión de Gobierno.

Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

Artículo 56.
1. El tercer día anterior al señalado por la legislación electoral para la sesión constitutiva de la Diputación, los
miembros de la misma que deban cesar, tanto del Pleno como de la Comisión de Gobierno, se reunirán en
sesión convocada al solo efecto de aprobar el acta de la última sesión celebrada.

2. Los Secretarios e Interventores tomarán las medidas precisas para que el día de la constitución de la nueva
Corporación se efectúe un arqueo y estén preparados y actualizados todos los justificantes de las existencias
en metálico o valores propios de la Corporación, depositados en la Caja Provincial o en entidades bancarias,
así como la documentación relativa al inventario del patrimonio de la Corporación y de sus Organismos
Autónomos.
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

Artículo 57.
1. La sesión constitutiva de las Diputaciones Provinciales se celebrará en el quinto día posterior a la
proclamación de los Diputados electos, a las doce horas, en la sede de dichas Corporaciones, previa entrega de
las credenciales respectivas al Secretario de la Corporación.
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2. Si en la hora y fecha señaladas para celebrar la sesión constitutiva de las Diputaciones Provinciales
concurriese a la misma un número inferior a la mayoría absoluta de Diputados electos, estos se entenderán
convocados automáticamente para celebrar la sesión constitutiva, dos días después, la que habrá de
celebrarse en el mismo local y a la misma hora. En dicha sesión la Corporación se constituirá, cualquiera que
fuere el número de Diputados que concurrieren.

3. La sesión constitutiva, a la hora señalada a este objeto, se presidirá por una Mesa de Edad, integrada por los
Diputados de mayor y menor edad presentes en el acto, y actuando de Secretario el que lo sea de la
Corporación. La Mesa comprobará las credenciales presentadas o acreditaciones de personalidad de los
electos, con base a las certificaciones que hubiere remitido la Junta Electoral de Zona, y declarará constituida
la Corporación. Acto seguido se procederá a elegir al Presidente de entre sus miembros, con arreglo a lo
dispuesto en la legislación electoral.

Artículo 58.
Dentro de los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva, el Presidente convocará la sesión o sesiones
extraordinarias del Pleno de la Corporación que sean precisas, a fin de resolver sobre los siguientes puntos:

a) Régimen de las sesiones del Pleno y de la Comisión de Gobierno.

b) Creación y composición de las Comisiones Informativas permanentes.

c) Nombramientos de representantes de la Corporación en órganos colegiados, que sean de la competencia
del Pleno.

d) Conocimiento de las resoluciones de la Presidencia en materia de nombramiento de Vicepresidentes y
miembros de la Comisión de Gobierno, y Presidentes de las Comisiones informativas, así como de las
delegaciones que el Presidente estime oportuno conferir.
Redactadas las letras c) y d) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

Artículo 59.
1. El mandato de los miembros de la Diputación es de cuatro años, contados a partir de la fecha de la elección.

2. Una vez finalizado su mandato, los miembros de las Corporaciones cesantes continuarán sus funciones
solamente para la administración ordinaria hasta la toma de posesión de sus sucesores, y en ningún caso
podrán adoptar acuerdos para los que legalmente se requiera una mayoría cualificada.

SECCIÓN SEGUNDA. DEL PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN PROVINCIAL

Artículo 60.
1. La elección y destitución del Presidente de la Diputación se rige por lo dispuesto en la legislación electoral,
sin perjuicio de la aplicación de las normas relativas al régimen de sesiones plenarias de la Diputación.

2. Quien resulte proclamado Presidente tomará posesión ante el Pleno de la Corporación, de acuerdo con la
forma general establecida para la toma de posesión de los cargos públicos.

3. Si no se hallare presente en la sesión de constitución, será requerido para tomar posesión en el plazo de
cuarenta y ocho horas, igualmente ante el Pleno corporativo, con la advertencia de que, caso de no hacerlo sin
causa justificada, se estará a lo dispuesto en la legislación electoral para los casos de vacante en la Presidencia.

4. El Presidente podrá renunciar a su cargo sin perder por ello su condición de Diputado. La renuncia deberá
hacerse efectiva por escrito ante el Pleno de la Diputación, que deberá adoptar acuerdo de conocimiento
dentro de los diez días siguientes. En tal caso, la vacante se cubrirá en la forma establecida en la legislación
electoral.

5. Vacante la Presidencia por renuncia de su titular, fallecimiento o sentencia firme, la sesión extraordinaria
para la elección de nuevo Presidente se celebrará, con los requisitos establecidos en la legislación electoral,
dentro de los diez días siguientes a la aceptación de la renuncia por el Pleno, al momento del fallecimiento o a
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la notificación de la sentencia, según los casos.

6. En el supuesto de que prospere una moción de censura contra el Presidente, éste cesará en su cargo en el
momento de la adopción del acuerdo. Quien resulte proclamado como Presidente deberá tomar posesión del
cargo en la forma establecida en los apartados 2 y 3 de este artículo.
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

Artículo 61.
El Presidente de la Diputación Provincial preside la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

1. Representar a la Diputación y presidir todos los actos públicos de carácter provincial, sin perjuicio de lo
dispuesto en el Reglamento de Protocolo.

2. Dirigir el Gobierno y Administración provincial y, en el marco del Reglamento Orgánico, la organización de
los servicios administrativos de la Corporación.

3. Nombrar y cesar a los Vicepresidentes y a los miembros de la Comisión de Gobierno.

4. Convocar y presidir las sesiones del Pleno, de la Comisión de Gobierno y de cualesquiera otros órganos
provinciales, así como decidir los empates con voto de calidad.

5. Publicar en el «Boletín Oficial» de la Provincia la convocatoria para las sesiones extraordinarias, dos días
hábiles antes, por lo menos, de aquél en que deban celebrarse, sin perjuicio de la citación personal a cada
Diputado y lo especialmente previsto para las de carácter urgente.

6. Hacer cumplir las Ordenanzas y Reglamentos provinciales.

7. Dirigir, impulsar e inspeccionar las obras y servicios cuya ejecución o realización hubiere sido acordada,
recabando los asesoramientos técnicos necesarios.

8. Cuidar de que se presten los servicios y se cumplan las cargas que impongan las leyes a la Administración
Provincial.

9. Presidir subastas y concursos para ventas, arrendamientos, obras, servicios y suministros y adjudicar
definitivamente, con arreglo a las leyes los que sean de su competencia y provisionalmente aquellos en que
haya de decidir la Corporación.

10. 1. La contratación y concesión de obras, servicios y suministros cuya cuantía no exceda del 5 por 100 de los
recursos ordinarios de su presupuesto, ni del 50 por 100 del límite general aplicable a la contratación directa,
así como de todos aquellos otros que, excediendo de la citada cuantía, tengan una duración no superior a un
año o no exijan créditos superiores al consignado en el presupuesto anual. 2. La preparación y adjudicación
de tales contratos se sujetará a lo previsto en el procedimiento legalmente establecido en cada caso.

11. Suscribir escrituras, documentos y pólizas.

12. Desempeñar la Jefatura superior de todo el personal de la Corporación y como Jefe directo del mismo,
ejercer todas las atribuciones en materia de personal que no sean de la competencia del Pleno ni de la
Administración del Estado y, en particular, las siguientes:

a) Efectuar las convocatorias derivadas de la oferta anual de empleo público, de conformidad con las bases
aprobadas por el Pleno de la Corporación, y nombrar funcionarios de carrera de la Corporación, a
propuesta del Tribunal, a los que superen las correspondientes pruebas.

b) Resolver las convocatorias para la provisión de los puestos de trabajo de libre designación.

c) Contratar y despedir al personal laboral de la Corporación y asignar al mismo a los distintos puestos de
carácter laboral previstos en las correspondientes relaciones aprobadas por la Corporación, de acuerdo
con la legislación laboral.

d) Nombrar y cesar al personal interino y eventual en los términos previstos en la legislación vigente.

e) Ordenar la instrucción de expedientes disciplinarios y apercibir y suspender preventivamente a toda
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clase de personal.

f) Premiar y sancionar a todo el personal de la Corporación, salvo que la sanción consista en la separación
del servicio o el despido del personal laboral. Para los funcionarios de habilitación nacional se estará a lo
dispuesto en los artículos 99.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril y 151 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de
18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de
Régimen Local.

g) La declaración de situaciones administrativas, así como la jubilación de todo el personal.

h) La asignación individualizada del complemento de productividad y de las gratificaciones, conforme a las
normas estatales reguladoras de las retribuciones del personal al servicio de las Corporaciones Locales.

13. Formar los proyectos de Presupuestos con la antelación necesaria para que puedan ser aprobados por la
Diputación dentro del plazo señalado.

14. Disponer gastos dentro de los límites de su competencia, y los expresamente previstos en las bases de
ejecución del presupuesto; ordenar todos los pagos que se efectúen con fondos provinciales y autorizar los
documentos que impliquen formalización de ingresos en Depositaría.

15. Desarrollar la gestión económica provincial conforme al Presupuesto aprobado y rendir cuentas a la
Corporación de las operaciones efectuadas en cada ejercicio económico.

16. Organizar los Servicios de Recaudación y Tesorería, sin perjuicio de la facultad del Pleno para aprobar las
formas de gestión de estos Servicios.

17. Conservar en su poder una de las tres llaves del arca de caudales y asistir a los arqueos ordinarios y
extraordinarios.

18. Aprobar las facturas que correspondan al desarrollo normal del presupuesto y que hubieran sido recibidas
por los Servicios de Intervención.

19. Ejercitar acciones judiciales y administrativas en caso de urgencia, dando cuenta al Pleno en la primera
sesión que celebre.

20. Sancionar las faltas de obediencia a su autoridad o por infracción de las Ordenanzas Provinciales, así
como sancionar las infracciones tributarias, salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros
órganos.

21. Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de la Diputación.

22. Aprobar los expedientes de ingreso de personas en establecimientos provinciales.

23. Administrar, conservar y mejorar el patrimonio provincial y sostener y desarrollar los servicios
provinciales.

24. Asegurar la gestión de los servicios propios de la Comunidad Autónoma cuya gestión ordinaria esté
encomendada por ésta a la Diputación.

25. El ejercicio de aquellas otras atribuciones que la legislación del Estado o la de las Comunidades Autónomas
asignen a la Diputación y no estén expresamente atribuidas a otros Órganos, así como las demás que
expresamente le atribuyan las leyes.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

Artículo 62.
El Presidente dará cuenta sucinta a la Corporación en cada sesión ordinaria del Pleno de las resoluciones que
hubiere adoptado desde la última sesión plenaria ordinaria para que los Diputados conozcan el desarrollo de
la Administración Provincial a los efectos del control y fiscalización de la gestión de los órganos de gobierno a
que se refiere el artículo 33.2, e), de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772
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Artículo 63.
1. El Presidente podrá delegar sus atribuciones, salvo las mencionadas en el artículo 34.2 de la Ley 7/1985, de 2
de abril, en los términos previstos en este artículo y en los siguientes.

2. El Presidente puede efectuar delegaciones en favor de la Comisión de Gobierno, como órgano colegiado. En
tal caso, los acuerdos adoptados por ésta en relación con las materias delegadas tendrán el mismo valor que
las resoluciones que dicte el Presidente en ejercicio de las atribuciones que no haya delegado, sin perjuicio de
su adopción conforme a las reglas de funcionamiento de la Comisión.

3. El Presidente puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Comisión de
Gobierno, sin perjuicio de las delegaciones especiales que para cometidos específicos pueda realizar en favor
de cualesquiera Diputados, aunque no pertenecieran a aquella Comisión. Las delegaciones genéricas se
referirán a una o varias áreas o materias determinadas, y podrán abarcar tanto la facultad de dirigir los
servicios correspondientes como la de gestionarlos en general, incluida la facultad de resolver mediante actos
administrativos que afecten a terceros.

4. Asimismo el Presidente podrá efectuar delegaciones especiales en cualquier Diputado para la dirección y
gestión de asuntos determinados incluidos en las citadas áreas. En este caso, el Diputado que ostente una
delegación genérica, tendrá la facultad de supervisar la actuación de los Diputados con delegaciones
especiales para cometidos específicos incluidos en su área.

5. Las delegaciones especiales podrán ser de dos tipos:

a) Relativas a un proyecto o asunto determinado. En este caso la eficacia de la delegación, que podrán
contener todas las facultades delegables del Presidente, incluida la de emitir actos que afecten a terceros,
se limitará al tiempo de gestión o ejecución del proyecto.

b) Relativas a un determinado servicio. En este caso la delegación comprenderá la dirección interna y la
gestión de los servicios correspondientes pero no podrá incluir la facultad de resolver mediante actos
administrativos que afecten a terceros.

Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

Artículo 64.
1. Todas las delegaciones a que se refiere el artículo anterior serán realizadas mediante Decreto del Presidente
que contendrá el ámbito de los asuntos a que se refiere la delegación, las facultades que se deleguen, así como
las condiciones específicas del ejercicio de las mismas, en la medida en que se concreten o aparten del
régimen general previsto en este reglamento.

2. La delegación de atribuciones del Presidente surtirá efecto desde el día siguiente al de la fecha del Decreto,
salvo que en ella se disponga otra cosa, sin perjuicio de su preceptiva publicación en el «Boletín Oficial» de la
Provincia.

3. Las normas de los apartados anteriores serán aplicables a cualquier modificación posterior de las
delegaciones.

4. De todas las delegaciones y de sus modificaciones se dará cuenta al Pleno en la primera sesión que éste
celebre con posterioridad a las mismas.
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

Artículo 65.
Las delegaciones que puede otorgar el Presidente a tenor de lo dispuesto en el artículo 63.3, párrafo 2.o, de
este Reglamento, deberán adaptarse a las grandes áreas en que el Reglamento Orgánico, en el caso de que
hubiera sido aprobado por la Corporación, distribuya los servicios administrativos de la Diputación.
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SECCIÓN TERCERA. DE LOS VICEPRESIDENTES

Artículo 66.
1. Los Vicepresidentes serán libremente nombrados y cesados por el Presidente, de entre los miembros de la
Comisión de Gobierno. Los nombramientos y los ceses se harán mediante resolución del Presidente, de la que
dará cuenta al Pleno en la primera sesión que se celebre, notificándose, además, personalmente a los
designados y se publicarán en el «Boletín Oficial» de la Provincia, sin perjuicio de su efectividad desde el día
siguiente al de la firma de la resolución por el Presidente, si en ella no se dispone otra cosa.

2. La condición de Vicepresidente se pierde, además de por el cese, por renuncia expresa manifestada por
escrito y por pérdida de la condición de miembro de la Comisión de Gobierno.
Redactado el párrafo segundo del apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-
A-1987-772

Artículo 67.
1. Corresponde a los Vicepresidentes, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus funciones y por el orden
de su nombramiento, al Presidente, en los casos de ausencia, enfermedad o impedimento que imposibilite a
éste para el ejercicio de sus atribuciones, así como desempeñar las funciones del Presidente en los supuestos
de vacante en la presidencia hasta que tome posesión el nuevo Presidente.

2. Cuando durante la celebración de una sesión hubiere de abstenerse de intervenir el Presidente en relación
a algún punto concreto de la misma, conforme a lo previsto en el artículo 76 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, le
sustituirá automáticamente en la presidencia de la misma el Vicepresidente a quien corresponda.

Artículo 68.
En los supuestos de sustitución del Presidente por razones de ausencia o enfermedad, el Vicepresidente que
asuma sus funciones no podrá revocar las delegaciones que hubiera otorgado el primero en virtud de lo
dispuesto en el artículo 63 de este Reglamento.

SECCIÓN CUARTA. DEL PLENO

Artículo 69.
El Pleno de la Diputación está integrado por todos los Diputados, y es presidido por su Presidente.

Artículo 70.
Corresponden al Pleno, una vez constituido conforme a lo dispuesto en la legislación electoral, las siguientes
atribuciones:

1.º Elegir y destituir al Presidente de su cargo conforme a las reglas establecidas en la legislación electoral.

2.º Controlar y fiscalizar los Organos de Gobierno provinciales.

3.º La organización de la Diputación.

4.º La aprobación del Reglamento Orgánico y de las Ordenanzas y demás disposiciones de carácter general que
sean de la competencia provincial.

5.º Aprobar la plantilla de personal y la relación de puestos de trabajo de la Corporación, con arreglo a las
normas estatales previstas en el artículo 90.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y determinar el número y
características del personal eventual, así como aprobar la oferta anual de empleo público.

6.º La fijación de la cuantía global de las retribuciones complementarias, dentro de los límites máximos y
mínimos y demás prescripciones establecidas en las normas estatales de desarrollo del artículo 93 de la Ley
7/1985, de 2 de abril.

7.º Aprobar las bases de las pruebas para la selección de personal, con sujeción a las normas reglamentarias
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que dicte el Estado en aplicación de la autorización conferida por el artículo 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril.

8.º Aprobar las bases que hayan de regir en los concursos de provisión de puestos de trabajo, con sujeción a las
normas básicas que dicte el Estado, según lo previsto en el artículo 90.2 y en el 101 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, y resolver motivadamente los concursos a que se refiere el artículo 102.2 de la misma Ley.

9.º La autorización o denegación de compatibilidad del personal al servicio de la entidad local para un
segundo puesto o actividad en el sector público, así como la resolución motivada reconociendo la
compatibilidad o declarando la incompatibilidad del citado personal para el ejercicio de actividades
profesionales, laborales, mercantiles o industriales fuera de la entidad local, a que se refieren los artículos 9 y
14 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las
Administraciones Públicas. 10. Separar del servicio a los funcionarios de la Corporación, ratificar el despido
del personal laboral e imponer sanciones por faltas graves o muy graves a los funcionarios con habilitación de
carácter nacional que no supongan la destitución del cargo ni la separación definitiva del servicio. 11. La
determinación de los recursos propios de carácter tributario, la aprobación y modificación de los
presupuestos, la disposición de gastos en los asuntos de su competencia y la aprobación de las cuentas. 12.
Acordar las operaciones de crédito o garantía y conceder quitas y esperas, así como el reconocimiento
extrajudicial de créditos. 13. La alteración de la calificación jurídica de los bienes de la Provincia, previo
expediente en el que se acredite su oportunidad y legalidad. 14. La adquisición de bienes y la transacción
sobre los mismos, así como su enajenación o cualquier otro acto de disposición incluyendo la cesión gratuita a
otras Administraciones o Instituciones públicas y a Instituciones privadas de interés público sin ánimo de
lucro. 15. La concesión, arrendamiento o cesión de uso de bienes por mas de cinco años, siempre que su
cuantía exceda del 10 por 100 de los recursos ordinarios de su Presupuesto. 16. El ejercicio de acciones
administrativas y judiciales y la defensa en los procedimientos incoados contra la Diputación. 17. El
planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás Administraciones Públicas. 18.
La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones Públicas. 19. La
transferencia de funciones y actividades a otras Administraciones Públicas o la aceptación de las transferidas.
20. La aprobación del Plan anual provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia municipal y
de los demás planes que corresponda establecer a la Diputación Provincial de acuerdo con la legislación
vigente. 21. La aprobación de planes generales de carreteras y el establecimiento de servicios de
comunicaciones provinciales y de suministro de energía eléctrica. 22. La aprobación de la forma de gestión de
los servicios y de los expedientes de provincialización. 23. La creación, modificación y disolución de
organismos y establecimientos provinciales. 24. La contratación de obras, servicios y suministros cuya
duración exceda de 1 año o exijan créditos superiores a los consignados en el Presupuesto anual de la
Corporación y la aprobación de los pliegos de condiciones generales a que deban sujetarse los contratos de la
Corporación. 25. La aprobación de los proyectos de obras cuando la contratación de su ejecución sea de su
competencia conforme a lo dispuesto en el apartado anterior. 26. Informar los expedientes de creación o
supresión de municipios de la Provincia, cuando corresponda; los de alteración de términos municipales,
cuando afecten a la delimitación provincial, así como los de constitución de Mancomunidades en relación al
proyecto de Estatutos y los de creación de Comarcas y Areas Metropolitanas. 27. La aprobación de la adopción
y modificación de la bandera, enseña, escudo o blasón de la Provincia. 28. La concesión de medallas,
emblemas, condecoraciones u otros distintivos honoríficos y conferir títulos de hijos predilectos o adoptivos o
de miembros honorarios de la Corporación. 29. Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su
aprobación una mayoría especial, conforme a lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y las
demás que expresamente le confieran las Leyes.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772
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Artículo 71.
1. El Pleno de la Diputación Provincial puede delegar en todo, o en parte, cualesquiera de sus atribuciones en
el Presidente y en la Comisión de Gobierno, con la excepción de las enumeradas en los artículos 35 b),
segundo inciso, de la Ley 7/1985, de 2 de abril y 28.2 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril.

2. Respecto de los requisitos del acuerdo plenario por el que se produzca la delegación, será de aplicación lo
dispuesto, respecto del Ayuntamiento, en el artículo 51, números 2 y 3.

3. Las delegaciones del Pleno en materia de gestión financiera podrán, asimismo, conferirse a través de las
bases de ejecución del Presupuesto.
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 12, de 14 de enero. Ref. BOE-A-1987-772

SECCIÓN QUINTA. DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO

Artículo 72.
1. La Comisión de Gobierno se integra por el Presidente, que la preside y los Diputados nombrados libremente
por él como miembros de la misma.

2. El número de Diputados a los que el Presidente puede nombrar miembros de la Comisión de Gobierno, no
podrá ser superior al tercio del número legal de miembros de la Corporación. A los efectos del cómputo no se
tendrán en cuenta los decimales que resulten de dividir por tres el número total de Diputados.

3. El Presidente puede cesar libremente, en todo momento, a cualesquiera miembros de la Comisión de
Gobierno.

4. Los nombramientos y ceses serán adoptados con las formalidades prescritas en el número 1 del artículo 66
de este Reglamento.

5. Podrán ser objeto de una sola resolución del Presidente el nombramiento como miembro de la Comisión de
Gobierno y la delegación de atribuciones a que se refiere el artículo 63 de este Reglamento.

Artículo 73.
1. Es atribución propia e indelegable de la Comisión de Gobierno la asistencia permanente al Presidente en el
ejercicio de sus atribuciones. A tal fin, la Comisión de Gobierno será informada de todas las decisiones del
Presidente. Esta información tendrá carácter previo a la adopción de la decisión, siempre que la importancia
así lo requiera.

2. Asimismo la Comisión de Gobierno ejercerá las atribuciones que le deleguen, en virtud de lo dispuesto en
los artículos 63 y 71, el Presidente o el Pleno, y también aquellas atribuciones que expresamente le asignen las
Leyes.

3. El régimen de las delegaciones del Presidente y del Pleno en la Comisión de Gobierno, se regirá por lo
dispuesto en los artículos 63, 64 y 71 de este Reglamento.

LRL-VAL
Ley 8/2010, de 23 de junio, de régimen local de la Comunitat Valenciana
En este tema: arts. 1 a 4 y 48 a 52 · 9 artículos · texto consolidado a 22 de agosto de 2026 · BOE-A-2010-11729

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Entidades locales.
1. La Comunitat Valenciana se organiza en municipios, comarcas y provincias a las que se garantiza la
autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

2. Gozan, asimismo, de la condición de entidades locales, las entidades locales menores, áreas metropolitanas
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y mancomunidades de municipios.

Artículo 2. Legislación sobre régimen local.
1. Las entidades locales valencianas se regirán por lo dispuesto en la presente ley y en la normativa que la
desarrolle, sin perjuicio de lo establecido en la normativa básica estatal.

2. Los reglamentos orgánicos de cada entidad local serán de aplicación en todo lo no previsto por la
legislación básica, por la presente ley y, en su caso, por los reglamentos que la desarrollen.

Artículo 3. Registro de Entidades Locales.
Se crea el Registro de Entidades Locales de la Comunitat Valenciana, que estará adscrito a la Conselleria
competente en materia de régimen local. En él se inscribirán todas las entidades locales de la Comunitat
Valenciana. Los datos del Registro de las Entidades Locales de la Comunitat Valenciana serán públicos. Su
organización y funcionamiento se regulará mediante reglamento.

Artículo 4. Lengua oficial de las entidades locales.
El valenciano, como lengua propia de la Comunitat Valenciana, lo es también de la administración local y de
cuantas corporaciones e instituciones públicas dependan de aquélla. De conformidad con lo dispuesto en el
Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana, toda la ciudadanía tiene derecho a escoger la lengua oficial,
valenciano o castellano con que relacionarse con las entidades locales, y éstas tienen el deber correlativo de
atenderla en la lengua escogida, en los términos establecidos en la legislación sobre uso del valenciano.

TÍTULO II LA PROVINCIA

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 48. Concepto y fines.
1. La provincia es una entidad local determinada por la agrupación de municipios, con personalidad jurídica
propia, autonomía y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

2. Son fines propios y específicos de la provincia:

a) La cooperación al establecimiento de los servicios municipales obligatorios, para garantizar su
prestación integral y adecuada en todo el territorio de la provincia.

b) Participar en la coordinación de la administración local con la de la Generalitat y con la del Estado.

c) En general, el fomento y la administración de los intereses peculiares de la provincia.

3. El territorio de la Comunitat Valenciana comprende el de los municipios integrados en las provincias de
Alicante, Castellón y Valencia.

4. El término provincial es el ámbito territorial en que la Diputación ejerce sus competencias.

Artículo 49. Gobierno y administración.
El gobierno y administración autónoma de las provincias de la Comunitat Valenciana corresponde a las
diputaciones provinciales de Alicante, Castellón y Valencia.

Artículo 50. Competencias de la provincia.
1. Son competencias propias de las diputaciones provinciales las que le atribuya la legislación básica de
régimen local y demás leyes del Estado y de la Comunitat Valenciana en los diferentes sectores de la acción
pública y, en todo caso, las siguientes:

a) Prestar asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios y otras entidades locales,
especialmente a las de menor capacidad económica y de gestión.

b) Prestar, en su caso, los servicios públicos que afectan a varios municipios, cuando su gestión no sea
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asumida por cualquiera de las fórmulas asociativas de ámbito supramunicipal para la prestación de
servicios públicos previstas en la legislación aplicable.

c) Cooperar al fomento del desarrollo económico y social de la provincia, sin perjuicio de las competencias
de otras Administraciones Públicas.

2. La Generalitat, mediante una ley de Les Corts, podrá transferir o delegar en las diputaciones provinciales la
ejecución de aquellas competencias que no sean de interés general de la Comunitat Valenciana. Las
diputaciones provinciales actuarán como instituciones de la Generalitat y estarán sometidas a la legislación,
reglamentación o inspección de ésta en tanto que se ejecutan competencias delegadas por la misma.

Artículo 51. Cooperación a los servicios obligatorios municipales.
La asistencia y cooperación provincial se dirigirá preferentemente al establecimiento y prestación de los
servicios municipales obligatorios establecidos en esta ley, y, en especial, en los supuestos de municipios con
el régimen especial de gestión compartida.

CAPÍTULO II COORDINACIÓN DE LA GENERALITAT CON LAS DIPUTACIONES PROVINCIALES

Artículo 52. Coordinación de funciones.
1. La Generalitat coordinará las funciones propias de las diputaciones provinciales que sean de interés general
para la Comunitat Valenciana. Por ley de Les Corts, aprobada por mayoría absoluta, que establecerán las
formulas generales de coordinación y la relación de las funciones que han de ser coordinadas, fijándose, si es
el caso, las singularidades que, según la naturaleza de la función, sean indispensables para su mas adecuada
coordinación.

2. A fin de institucionalizar las relaciones entre la Generalitat y las diputaciones provinciales de Alicante,
Castellón y Valencia, analizar el estado de colaboración y coordinación de sus respectivos intereses y
promover la cohesión territorial en la Comunitat Valenciana se celebrará con periodicidad anual una cumbre
de cohesión territorial entre la Generalitat y las diputaciones provinciales.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 7

1 ¿No es Entidad Local Territorial?

A) El Municipio

B) Las Mancomunidades de municipios

C) La Provincias

D) La Isla, en archipiélagos balear y canario
Ayuntamiento de Almería, 2019

2 El Pleno de la Diputación estará constituido por:

A) El Presidente y los Diputados.

B) El Presidente, los Diputados y los Concejales.

C) El Presidente, los Diputados y los Alcaldes.

D) El Presidente, los Diputados y las Haciendas Locales.
Ayuntamiento de Guillena, 2026
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3 Definición de la Provincia según el artículo 31 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local:

A) Entidad Local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica propia y plena capacidad 
para el cumplimiento de sus fines.

B) Entidad local territorial.

C) Entidad local básica con personalidad jurídica.

D) Entidad Local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica plena y propia capacidad 
para el cumplimiento de sus objetivos.

Diputación Provincial de Málaga, 2026

4 El artículo 4.1.a) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, determina que, 
en su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus 
competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

A) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.

B) Las Ordenanzas son disposiciones administrativas de carácter general y de rango superior a la ley, elaboradas 
por los entes locales que, en la esfera de su competencia, los Ayuntamientos pueden aprobar.

C) La potestad reglamentaria es atribuida por la Ley, de suerte que aún sin la previa atribución legal la 
Administración puede actuar.

D) La potestad de gobernar y dirigir.
Ayuntamiento de Buitrago del Lozoya

5 Según el artículo 32 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, la 
organización provincial responde a las siguientes reglas:

A) El Presidente, los Vicepresidentes, la Comisión de Gobierno y el Pleno existen en todas las Diputaciones.

B) La Comisión de Gobierno no existe en todas las Diputaciones.

C) No todos los grupos políticos integrantes de la Corporación tendrán derecho a participar en los órganos 
complementarios de la Diputación Provincial.

D) Las Leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local no podrán establecer una organización 
provincial complementaria de la prevista en el artículo 32 de la Ley 7/1985 LBRL.

Ayuntamiento de Pozoblanco, 2025
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Soluciones — Tema 7 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 3 LBRL pág. 127 La condición de territorial se reserva a las entidades que constituyen la organización
básica del territorio: el municipio, la provincia y, en los archipiélagos, la isla. Las mancomunidades nacen de la
unión voluntaria de varios municipios para gestionar obras o servicios comunes, por lo que carecen de carácter
territorial y se incluyen entre las entidades locales no territoriales. El matiz decisivo es distinguir la base
territorial obligatoria de las agrupaciones asociativas creadas por acuerdo entre municipios.

2 A Art. 33 LBRL pág. 130 El máximo órgano de la diputación provincial reúne únicamente a quien la preside y a
sus miembros electos, los diputados provinciales. No forman parte de este órgano colegiado ni los concejales ni
los alcaldes de los municipios de la provincia, que pertenecen a las corporaciones locales municipales. Tampoco
cabe incluir conceptos como las haciendas locales, que no son personas ni cargos sino la organización
económica de cada entidad. Conviene precisar que la composición se limita a presidente y diputados.

3 A Art. 31 LBRL pág. 129 La provincia es una entidad local determinada por la agrupación de municipios y
cuenta con personalidad jurídica propia y plena capacidad para cumplir sus fines. Esta definición destaca tanto
su carácter supramunicipal como su autonomía jurídica y funcional. Las demás formulaciones omiten
elementos esenciales o sustituyen la expresión legal relativa al cumplimiento de sus fines por términos
imprecisos.

4 A Art. 4 LBRL pág. 127 Los entes locales de carácter territorial disponen de la capacidad de dictar normas
propias y de organizar internamente su funcionamiento; son las dos primeras potestades que la norma les
reconoce en todo caso. Conviene precisar que las ordenanzas locales nunca tienen rango superior a la ley, sino
que se subordinan a ella, y que la potestad reglamentaria siempre exige cobertura legal previa, sin que la
Administración pueda actuar al margen de la atribución competencial.

5 A Art. 32 LBRL pág. 129 La estructura básica de toda Diputación Provincial es idéntica en el conjunto del
territorio: existen siempre el Presidente, los Vicepresidentes, el órgano colegiado de gobierno y el Pleno. Son
órganos necesarios, presentes en cada Diputación. Junto a ellos pueden crearse órganos complementarios, en
los que todos los grupos políticos de la corporación tienen derecho a participar, y las comunidades autónomas
sí pueden añadir una organización complementaria propia. Conviene precisar que el órgano de gobierno
colegiado recibe hoy el nombre de Junta de Gobierno.

Practica con más de 350 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

8
Los instrumentos de organización del personal: plantillas y relaciones de 
puestos de trabajo. Los instrumentos reguladores de los recursos humanos: 
la oferta de empleo, los planes de empleo y otros sistemas de racionalización.

Qué entra en este tema

TREBEP · RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
arts. 69 a 74 · 6 artículos

LBRL · Ley 7/1985 bases del régimen local
arts. 90 a 91 · 2 artículos

TRRL · RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local
arts. 126 a 128 · 3 artículos

LFP-VAL · Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Función Pública V…
arts. 37 a 59 · 23 artículos

34 artículos · empieza en la pág. 149

Lo más preguntado de este tema

Art. 70 TREBEP 22
Art. 74 TREBEP 12
Art. 90 LBRL 11
Art. 69 TREBEP 5
Art. 73 TREBEP 3

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 45 sobre el tema entero.

TREBEP
RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
En este tema: arts. 69 a 74 · 6 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-11719

TÍTULO V ORDENACIÓN DE LA ACTIVIDAD PROFESIONAL

CAPÍTULO I PLANIFICACIÓN DE RECURSOS HUMANOS

Artículo 69. Objetivos e instrumentos de la planificación.
1. La planificación de los recursos humanos en las Administraciones Públicas tendrá como objetivo contribuir
a la consecución de la eficacia en la prestación de los servicios y de la eficiencia en la utilización de los
recursos económicos disponibles mediante la dimensión adecuada de sus efectivos, su mejor distribución,
formación, promoción profesional y movilidad.

2. Las Administraciones Públicas podrán aprobar Planes para la ordenación de sus recursos humanos, que
incluyan, entre otras, algunas de las siguientes medidas:

a) Análisis de las disponibilidades y necesidades de personal, tanto desde el punto de vista del número de
efectivos, como del de los perfiles profesionales o niveles de cualificación de los mismos.

b) Previsiones sobre los sistemas de organización del trabajo y modificaciones de estructuras de puestos de
trabajo.

c) Medidas de movilidad, entre las cuales podrá figurar la suspensión de incorporaciones de personal
externo a un determinado ámbito o la convocatoria de concursos de provisión de puestos limitados a
personal de ámbitos que se determinen.

d) Medidas de promoción interna y de formación del personal y de movilidad forzosa de conformidad con
lo dispuesto en el capítulo III del presente título de este Estatuto.

e) La previsión de la incorporación de recursos humanos a través de la Oferta de empleo público, de
acuerdo con lo establecido en el artículo siguiente.

3. Cada Administración Pública planificará sus recursos humanos de acuerdo con los sistemas que
establezcan las normas que les sean de aplicación.
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Artículo 70. Oferta de empleo público.
1. Las necesidades de recursos humanos, con asignación presupuestaria, que deban proveerse mediante la
incorporación de personal de nuevo ingreso serán objeto de la Oferta de empleo público, o a través de otro
instrumento similar de gestión de la provisión de las necesidades de personal, lo que comportará la obligación
de convocar los correspondientes procesos selectivos para las plazas comprometidas y hasta un diez por cien
adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los mismos. En todo caso, la ejecución de la oferta
de empleo público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro del plazo improrrogable de tres años.

2. La Oferta de empleo público o instrumento similar, que se aprobará anualmente por los órganos de
Gobierno de las Administraciones Públicas, deberá ser publicada en el Diario oficial correspondiente.

3. La Oferta de empleo público o instrumento similar podrá contener medidas derivadas de la planificación de
recursos humanos.

Artículo 71. Registros de personal y Gestión integrada de recursos humanos.
1. Cada Administración Pública constituirá un Registro en el que se inscribirán los datos relativos al personal
contemplado en los artículos 2 y 5 del presente Estatuto y que tendrá en cuenta las peculiaridades de
determinados colectivos.

2. Los Registros podrán disponer también de la información agregada sobre los restantes recursos humanos
de su respectivo sector público.

3. Mediante convenio de Conferencia Sectorial se establecerán los contenidos mínimos comunes de los
Registros de personal y los criterios que permitan el intercambio homogéneo de la información entre
Administraciones, con respeto a lo establecido en la legislación de protección de datos de carácter personal.

4. Las Administraciones Públicas impulsarán la gestión integrada de recursos humanos.

5. Cuando las Entidades Locales no cuenten con la suficiente capacidad financiera o técnica, la
Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas cooperarán con aquéllas a los efectos
contemplados en este artículo.

CAPÍTULO II ESTRUCTURACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO

Artículo 72. Estructuración de los recursos humanos.
En el marco de sus competencias de autoorganización, las Administraciones Públicas estructuran sus recursos
humanos de acuerdo con las normas que regulan la selección, la promoción profesional, la movilidad y la
distribución de funciones y conforme a lo previsto en este capítulo.

Artículo 73. Desempeño y agrupación de puestos de trabajo.
1. Los empleados públicos tienen derecho al desempeño de un puesto de trabajo de acuerdo con el sistema de
estructuración del empleo público que establezcan las leyes de desarrollo del presente Estatuto.

2. Las Administraciones Públicas podrán asignar a su personal funciones, tareas o responsabilidades distintas
a las correspondientes al puesto de trabajo que desempeñen siempre que resulten adecuadas a su
clasificación, grado o categoría, cuando las necesidades del servicio lo justifiquen sin merma en las
retribuciones.

3. Los puestos de trabajo podrán agruparse en función de sus características para ordenar la selección, la
formación y la movilidad.

Artículo 74. Ordenación de los puestos de trabajo.
Las Administraciones Públicas estructurarán su organización a través de relaciones de puestos de trabajo u
otros instrumentos organizativos similares que comprenderán, al menos, la denominación de los puestos, los
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grupos de clasificación profesional, los cuerpos o escalas, en su caso, a que estén adscritos, los sistemas de
provisión y las retribuciones complementarias. Dichos instrumentos serán públicos.

LBRL
Ley 7/1985 bases del régimen local
En este tema: arts. 90 a 91 · 2 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1985-5392

TÍTULO VII PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ENTIDADES LOCALES

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 90.
1. Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, a través del Presupuesto, la plantilla, que
deberá comprender todos los puestos de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y eventual. Las
plantillas deberán responder a los principios de racionalidad, economía y eficiencia y establecerse de acuerdo
con la ordenación general de la economía, sin que los gastos de personal puedan rebasar los límites que se
fijen con carácter general.

2. Las Corporaciones locales formarán la relación de todos los puestos de trabajo existentes en su
organización, en los términos previstos en la legislación básica sobre función pública. Corresponde al Estado
establecer las normas con arreglo a las cuales hayan de confeccionarse las relaciones de puestos de trabajo, la
descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones requeridas para su creación, así como las normas
básicas de la carrera administrativa, especialmente por lo que se refiere a la promoción de los funcionarios a
niveles y grupos superiores.

3. Las Corporaciones locales constituirán Registros de personal, coordinados con los de las demás
Administraciones públicas, según las normas aprobadas por el Gobierno. Los datos inscritos en tal Registro
determinarán las nóminas, a efectos de la debida justificación de todas las retribuciones.

Artículo 91.
1. Las Corporaciones locales formarán públicamente su oferta de empleo, ajustándose a los criterios fijados
en la normativa básica estatal.

2. La selección de todo el personal, sea funcionario o laboral, debe realizarse de acuerdo con la oferta de
empleo público, mediante convocatoria pública y a través del sistema de concurso, oposición o concurso-
oposición libre en los que se garanticen, en todo caso, los principios constitucionales de igualdad, mérito y
capacidad, así como el de publicidad.

TRRL
RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local
En este tema: arts. 126 a 128 · 3 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1986-9865

TITULO VII PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ENTIDADES LOCALES

CAPITULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 126.
1. Las plantillas, que deberán comprender todos los puestos de trabajo debidamente clasificados reservados a
funcionarios, personal laboral y eventual, se aprobarán anualmente con ocasión de la aprobación del
Presupuesto y habrán de responder a los principios enunciados en el artículo 90.1 de la Ley 7/1985, de 2 de
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abril. A ellas se unirán los antecedentes, estudios y documentos acreditativos de que se ajustan a los
mencionados principios.

2. Las plantillas podrán ser ampliadas en los siguientes supuestos:

a) Cuando el incremento del gasto quede compensado mediante la reducción de otras unidades o capítulos
de gastos corrientes no ampliables.

b) Siempre que el incremento de las dotaciones sea consecuencia del establecimiento o ampliación de
servicios de carácter obligatorio que resulten impuestos por disposiciones legales. Lo establecido en este
apartado será sin perjuicio de las limitaciones específicas contenidas en leyes especiales o coyunturales.

3. La modificación de las plantillas durante la vigencia del Presupuesto requerirá el cumplimiento de los
trámites establecidos para la modificación de aquél.

4. Las relaciones de los puestos de trabajo, que tendrán en todo caso el contenido previsto en la legislación
básica sobre función pública, se confeccionarán con arreglo a las normas previstas en el artículo 90.2 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril.

Artículo 127.
Una vez aprobada la plantilla y la relación de puestos de trabajo, se remitirá copia a la Administración del
Estado y, en su caso, a la de la Comunidad Autónoma respectiva, dentro del plazo de treinta días, sin perjuicio
de su publicación íntegra en el «Boletín Oficial de la Provincia», junto con el resumen del Presupuesto.

Artículo 128.
1. Las Corporaciones locales aprobarán y publicarán anualmente, dentro del plazo de un mes desde la
aprobación de su Presupuesto, la oferta de empleo público para el año correspondiente, ajustándose a la
legislación básica del Estado sobre función pública y a los criterios que reglamentariamente se establezcan en
desarrollo de la normativa básica estatal para su debida coordinación con las ofertas de empleo del resto de
las Administraciones Públicas.

2. No podrá nombrarse personal interino para plazas que no se hayan incluido en la oferta de empleo público,
salvo cuando se trate de vacantes realmente producidas con posterioridad a su aprobación. El personal que
ostentare la condición de interino cesará automáticamente al tomar posesión como funcionarios de carrera
los aspirantes aprobados en la respectiva convocatoria. Sólo podrá procederse al nombramiento del nuevo
personal interino para las plazas que continúen vacantes una vez concluidos los correspondientes procesos
selectivos.

LFP-VAL
Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Función Pública Valenciana
En este tema: arts. 37 a 59 · 23 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2021-8880

TÍTULO IV ESTRUCTURA Y ORDENACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO

CAPÍTULO II ORDENACIÓN DE LOS PUESTOS DE TRABAJO

SECCIÓN 1.ª DE LOS PUESTOS DE TRABAJO

Artículo 37. Puesto de trabajo.
1. El puesto de trabajo, unidad básica de la estructura administrativa del empleo público, es el conjunto de
funciones, tareas u otras responsabilidades encomendadas por las entidades incluidas en el artículo 3.1 la
presente ley a cada empleada o empleado y para cuyo adecuado desempeño es exigible un determinado perfil
de competencias profesionales, entendiendo por estas la expresión de los conocimientos, experiencias,
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destrezas y capacidades necesarias para ello, con el fin de contribuir a la obtención de resultados de la
organización.

2. El perfil de competencias requerido para cada puesto, será tenido en cuenta para los procesos de selección,
formación, movilidad y carrera profesional.

Artículo 38. Análisis de puestos de trabajo.
1. El análisis de puestos de trabajo se configura como una herramienta necesaria para suministrar
información tanto del trabajo, en relación con las tareas de los puestos, como del personal que lo desempeña
en relación con el perfil de competencias necesario para su correcto desempeño. El análisis de puestos de
trabajo como instrumento para la planificación en el empleo público podrá ser utilizado para el diagnóstico y
diseño del resto de las herramientas de organización y gestión de recursos humanos para la administración
pública, organismo público, consorcio o universidad pública.

2. La información contenida en los análisis de puestos de trabajo deberá cumplir con los criterios de
relevancia, fiabilidad, validez, objetividad y transparencia.

3. La información resultante de los análisis de puestos de trabajo obrará en poder del órgano competente de
empleo público de cada administración pública, organismo público, consorcio o universidad pública, y deberá
estar a disposición de las organizaciones sindicales representativas en cada ámbito y de su personal empleado
público.

4. Las entidades incluidas en el artículo 3.1 de la presente ley que apliquen dicho instrumento de gestión,
podrán colaborar en el intercambio de la información contenida en sus distintas aplicaciones, con el fin de
unificar criterios, sin menoscabo de las singularidades existentes en cada una de ellas. Dicha información
tendrá, en cualquier circunstancia, el carácter de información agregada, disociada de datos personales.

Artículo 39. Derecho al desempeño de un puesto de trabajo.
1. El personal empleado público tiene derecho al desempeño de un puesto de trabajo.

2. Excepcionalmente, las entidades incluidas en el artículo 3.1 de la presente ley podrán asignar
temporalmente a su personal, tareas o responsabilidades distintas a las correspondientes al puesto de trabajo
que desempeñe siempre que resulten adecuadas a su clasificación o categoría, cuando las necesidades del
servicio lo justifiquen, sin merma en las retribuciones. Si la asignación provisional de funciones y tareas
implica que estas son propias de un puesto con mayores retribuciones complementarias, conllevará el
consiguiente incremento retributivo por el periodo en el que se desempeñen, según se determine en el
correspondiente desarrollo normativo.

3. Reglamentariamente, se determinará el procedimiento basado en criterios objetivos y la duración máxima
de dicha asignación, que en ningún caso podrá superar el año de duración.

Artículo 40. Agrupación de puestos de trabajo (APT).
1. Los puestos de trabajo podrán agruparse en función de los conocimientos o destrezas exigidos para su
desempeño, con el objeto de racionalizar la gestión de recursos humanos. Las agrupaciones de puestos son
instrumentos para la ordenación de los procesos de selección de personal y de provisión de puestos de
trabajo, así como para la formación y, en su caso, la carrera profesional entendida como sistema de
promoción profesional.

2. En el ámbito de la Administración de la Generalitat las agrupaciones de puestos de trabajo, se elaborarán
atendiendo a los puestos de trabajo que realizan tareas similares para cuyo desempeño se requiere un perfil
de competencias profesionales determinado.

3. A los efectos de la provisión de los puestos de trabajo y sin perjuicio de lo establecido en la presente ley en
la regulación de cada forma de provisión, se entenderá cumplido el requisito para poder participar en los
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procesos de provisión de puestos adscritos a una agrupación de puestos de un cuerpo, escala o agrupación
profesional funcionarial, cuando el personal funcionario de carrera pertenezca al mismo cuerpo, escala o
agrupación profesional funcionarial en que estén clasificados los puestos convocados y acredite la superación
de los cursos específicos de formación que a tal fin sean organizados por el órgano competente en materia de
formación. Asimismo, se entenderá cumplido el requisito para poder participar en los procesos de provisión
de puestos adscritos a un cuerpo, escala o agrupación profesional funcionarial desde un puesto adscrito a una
agrupación de puestos de trabajo perteneciente al mismo cuerpo, escala o agrupación profesional
funcionarial en que estén clasificados los puestos convocados, cuando el personal funcionario de carrera
acredite la superación de los cursos específicos de formación que a tal fin sean organizados por el órgano
competente. No será necesaria la superación de los cursos específicos cuando el personal haya acreditado
estos conocimientos en las correspondientes pruebas de acceso.

4. Los organismos públicos de la Generalitat y los consorcios adscritos a ella, para los puestos de naturaleza
laboral adscritos a los mismos, las entidades locales y las Universidades Públicas de la Comunitat Valenciana,
podrán determinar sus propias agrupaciones de puestos de trabajo, de acuerdo con lo establecido en su
normativa específica.
Se modifica el apartado 3 por el art. 96.4 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-1
Se modifica el apartado 3 por el art. 91.4 del Decreto-ley 7/2024, de 9 de julio. Ref. DOGV-r-2024-90142
Se modifica el apartado 3 por el anexo.4 del Decreto-ley 12/2022, de 23 de septiembre. Ref. DOGV-r-2022-90294

Artículo 41. Creación, modificación y supresión de puestos de trabajo.
1. La creación, modificación o supresión de los puestos de trabajo se reflejará en las correspondientes
relaciones de puestos de trabajo u otros instrumentos de ordenación. En el ámbito de la Administración de la
Generalitat será efectuada por quien sea titular de la conselleria competente en materia de función pública.

2. Las modificaciones de la estructura orgánica comportarán la modificación de las correspondientes
relaciones de puestos de trabajo o instrumentos que las sustituyan.

3. Los presupuestos reflejarán los créditos correspondientes a las relaciones de puestos de trabajo. No podrá
clasificarse ningún puesto de trabajo, ni incrementarse sus retribuciones, sin que exista crédito adecuado y
suficiente para ello.

4. En la Administración de la Generalitat, la creación, modificación y supresión de puestos de trabajo, será
objeto de publicidad a efectos meramente informativos, en la página web de la Generalitat. Cuando para
atender las necesidades de prestación del servicio público sea necesaria la provisión de los puestos de trabajo,
esta publicidad permitirá que los mismos puedan proveerse a través de las formas temporales de provisión de
puestos de trabajo establecidas en esta ley, sin que puedan adjudicarse con destino definitivo hasta que se
publique, en el «Diari Oficial de la Generalitat Valenciana», su modificación o creación.

5. Si como consecuencia de la aprobación de los reglamentos orgánicos y funcionales se llevaran a cabo
modificaciones de los puestos de trabajo que solo afecten a la denominación de las consellerias o de los
órganos a los que estén adscritos y no a su contenido funcional, podrá convocarse la provisión definitiva de los
mismos de acuerdo con su nueva clasificación, sin que sea necesaria la publicación, en el «Diari Oficial de la
Generalitat Valenciana» de la nueva relación de puestos de trabajo resultante de dicha modificación. Si las
modificaciones a que se refiere el párrafo anterior tuvieran lugar durante el procedimiento de provisión
definitiva del puesto, el destino se adjudicará conforme a la nueva clasificación.

Artículo 42. La clasificación de puestos de trabajo.
1. La clasificación de puestos de trabajo es el procedimiento a través del cual y previo análisis de cada puesto,
se determina su posición organizativa, su contenido funcional y los requisitos para su desempeño, además, en
su caso, de otras características, aprobándose mediante resolución. Los criterios de clasificación, que estarán
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determinados reglamentariamente, garantizarán la ausencia de cualquier discriminación directa o indirecta
de mujeres y hombres.

2. La resolución de clasificación de los puestos de trabajo contendrá, como mínimo, los siguientes elementos:

a) Número.

b) Denominación.

c) Naturaleza jurídica.

d) Clasificación profesional en uno o varios grupos o subgrupos, o en una agrupación profesional
funcionarial para los puestos funcionariales y en el respectivo grupo profesional para los puestos laborales.

e) Retribuciones asignadas al mismo.

f) Forma de provisión.

g) Adscripción orgánica.

h) Localidad o movilidad geográfica, en su caso.

i) Requisitos para su provisión, entre los que deberá constar necesariamente el cuerpo, agrupación
profesional y, en su caso, escala correspondiente para los puestos funcionariales que tengan carácter
permanente en los términos previstos en la normativa de desarrollo de la presente ley y la categoría
profesional para los puestos laborales, así como la competencia lingüística en los conocimientos de
valenciano cuando, de forma motivada, el adecuado desempeño del puesto de trabajo así lo exija. En el
caso de que para el acceso a un cuerpo o escala funcionarial se pueda acceder desde diversas titulaciones,
con carácter excepcional se podrá exigir, además de la pertenencia al cuerpo o escala, la posesión de una
titulación o titulaciones concretas de entre las previstas como requisito de acceso al mismo, atendiendo a
las características específicas de los puestos de trabajo. Los supuestos en que esté justificada esta
excepcionalidad serán los establecidos reglamentariamente.

j) Funciones y tareas, en su caso.

k) Méritos, en su caso.

l) En su caso, pertenencia a una agrupación de puestos de trabajo.

m) Porcentaje de jornada, en su caso.

n) Cualquier otra circunstancia relevante para su provisión en los términos previstos reglamentariamente.

3. Con carácter general los puestos de trabajo de naturaleza funcionarial, en razón de sus funciones, se
adscribirán a un cuerpo o escala, agrupación profesional funcionarial y en su caso, a una agrupación de
puestos de trabajo. Se podrán adscribir indistintamente a varios cuerpos y escalas, cuando así resulte del
análisis de sus funciones.

4. La Comissió Intersectorial de l’Ocupació Pública de la Generalitat prevista en el artículo 10 de la presente
ley, podrá proponer, en el ejercicio de sus competencias, la clasificación de determinados puestos de trabajo
para su provisión indistinta por personal de la Administración de la Generalitat, del sector sanitario, docente o
de la Administración de Justicia, atendiendo a la especificidad de las funciones que deban desempeñarse,
quedando dicho personal en la situación administrativa que corresponda de acuerdo con su normativa
específica.

5. La clasificación de puestos de trabajo y las respectivas relaciones podrán prever su provisión mediante
personal funcionario de otras administraciones públicas, organismos públicos, consorcios y universidades
públicas de acuerdo con los principios y criterios establecidos en el artículo 129 de esta ley.
Se modifica la letra i) del apartado 2 por el art. 188 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 43. Clases de puesto de trabajo.
Los puestos de trabajo, según las funciones asignadas, se clasificarán exclusivamente como puestos de
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naturaleza funcionarial, laboral o eventual, sin que, en ningún caso, pueda atribuirse en la clasificación más
de una naturaleza jurídica.

Artículo 44. Puestos de trabajo de naturaleza funcionarial.
1. Con carácter general, en la Administración de la Generalitat los puestos de trabajo se clasificarán de
naturaleza funcionarial y, en todo caso, aquellos cuyo desempeño implique la participación directa o indirecta
en el ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales. Entre dichos puestos
se encuentran los que supongan o estén relacionados con:

a) La instrucción de procedimientos administrativos y, la elaboración de las correspondientes propuestas
de resolución, incluyendo el otorgamiento de licencias y autorizaciones.

b) El ejercicio de autoridad, que incluye la elaboración y, en su caso, la aprobación de actos limitativos de
derechos, así como los que conlleven actividades de inspección, vigilancia y control del cumplimiento de
normas o resoluciones administrativas.

c) El control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria.

d) La llevanza de la contabilidad.

e) La tesorería.

f) El otorgamiento de la fe pública administrativa o la emisión de certificaciones.

g) La recaudación.

h) La inscripción, anotación, cancelación y demás actos de administración de registros públicos cuya
titularidad corresponda a la Generalitat.

i) La tramitación de procedimientos de elaboración de normas jurídicas.

j) El asesoramiento legal preceptivo, así como la representación y defensa en juicio de la Administración,
salvo las excepciones legales previstas en este último supuesto.

k) El ejercicio de la potestad sancionadora, así como la colaboración en la imposición de correctivos y
sanciones.

l) La mediación y el arbitraje que asuma la Administración de la Generalitat en virtud de normas
sectoriales.

m) La gestión, protección y defensa del patrimonio de la Administración de la Generalitat y de los
organismos públicos sometidos al ámbito de aplicación de esta ley, así como cualquiera otro que esté
relacionado con las facultades que dimanen de la normativa sectorial en esta materia.

n) Aquellas expresamente establecidas como tales en otras leyes.

2. Salvo supuestos excepcionales, legalmente establecidos, se considerará que los puestos de trabajo
instrumentales o de apoyo relacionados con los cometidos de los puestos indicados en el apartado anterior
también participan en el ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales.

3. Las entidades locales y las universidades públicas de la Comunitat Valenciana, clasificarán de naturaleza
funcionarial los puestos de trabajo cuyo desempeño implique la participación directa o indirecta en el
ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales.

Artículo 45. Puestos de trabajo de naturaleza laboral.
1. Las relaciones de puestos de trabajo podrán prever que determinados puestos de trabajo sean
desempeñados por personal laboral, siempre que no supongan la participación directa o indirecta en el
ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales.

2. En la Administración de la Generalitat los puestos de trabajo de naturaleza laboral se circunscribirán a:

a) Puestos de trabajo que satisfagan necesidades de carácter periódico y discontinuo.
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b) Empleos de carácter singularizado que no requieran una formación académica determinada y/o que no
sean atribuibles a los cuerpos y escalas existentes.

c) Empleos temporales vinculados exclusivamente a la organización de eventos y congresos.

d) Puestos auxiliares en las oficinas y dependencias de la Generalitat en el extranjero. No obstante lo
anterior, la conselleria competente en materia de función pública podrá optar por clasificar de naturaleza
funcionarial los puestos de trabajo relacionados con las funciones señaladas en el apartado anterior.

3. Salvo cuando la correspondiente ley de creación disponga lo contrario, el personal al servicio del sector
público de la Generalitat no incluido en el ámbito de la Administración de la Generalitat, tendrá la condición
de personal laboral, si bien, serán en todo caso puestos de trabajo reservados a personal funcionario aquellos
que supongan ejercicio de autoridad o de potestades públicas.

4. Las entidades locales y las universidades públicas, así como su respectivo sector público, a través de sus
respectivos instrumentos de ordenación, determinarán los puestos que tengan naturaleza laboral, respetando
el marco de su respectiva legislación, tanto básica como sectorial.

Artículo 46. Puestos de trabajo de naturaleza eventual.
La clasificación de puestos de trabajo de naturaleza eventual contendrá el número de puesto, su
denominación, naturaleza y adscripción orgánica, así como las funciones y las retribuciones que le
correspondan de conformidad con lo previsto en el artículo 20.

SECCIÓN 2.ª LAS RELACIONES DE PUESTOS DE TRABAJO

Artículo 47. Concepto.
1. La relación de puestos de trabajo es el instrumento técnico a través del cual las administraciones públicas,
los organismos públicos, los consorcios y las universidades públicas, organizan, racionalizan y ordenan su
personal para una eficaz prestación del servicio público. Su contenido se elaborará en función de las
necesidades del servicio, deberán ser objetivadas y justificadas en virtud del análisis previo de los puestos de
trabajo y los perfiles de competencias profesionales, debiendo quedar explícitas las razones objetivas que la
sostienen desde el punto de vista del interés público.

2. Los presupuestos reflejarán los créditos correspondientes a las relaciones de puestos de trabajo, sin que
pueda existir ningún puesto que no esté dotado presupuestariamente.

3. La Administración de la Generalitat podrá cooperar con las entidades locales que no cuenten con recursos
suficientes para la elaboración de sus relaciones de puestos de trabajo.

Artículo 48. Contenido.
1. La relación de puestos de trabajo es pública y ha de incluir todos los puestos de trabajo de naturaleza
funcionarial, laboral y eventual existentes.

2. Las relaciones de puestos de trabajo incluirán:

a) Número.

b) Denominación.

c) Naturaleza jurídica.

d) Clasificación profesional en un grupo, subgrupo o agrupación profesional para los puestos
funcionariales y en el respectivo grupo profesional para los puestos laborales.

e) Retribuciones asignadas al mismo.

f) Forma de provisión.

g) Adscripción orgánica.

h) Localidad o movilidad geográfica, en su caso.
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i) Requisitos para su provisión, entre los que deberá constar necesariamente el cuerpo, agrupación
profesional y, en su caso, escala correspondiente para los puestos funcionariales que tengan carácter
permanente en los términos previstos en la normativa de desarrollo de la presente ley y la categoría
profesional para los puestos laborales.

j) Competencia lingüística en los conocimientos de valenciano requerida cuando el adecuado desempeño
del puesto de trabajo así lo exija.

k) Funciones.

l) Méritos, en su caso.

m) En su caso, pertenencia a una agrupación de puestos de trabajo.

n) Porcentaje de jornada, en su caso.

o) Cualquier otra circunstancia relevante para su provisión en los términos previstos reglamentariamente.
Se modifica la letra j) del apartado 2 por el art. 189 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 49. Competencia y procedimiento para su elaboración, tramitación y aprobación.
1. La elaboración, tramitación y aprobación de las relaciones de puestos de trabajo de la Administración de la
Generalitat, corresponde a la conselleria que ostente las competencias en materia de función pública, en los
términos que reglamentariamente se establezcan, y se publicarán al menos una vez al año, en el «Diari Oficial
de la Generalitat Valenciana», sin perjuicio de las funciones atribuidas al CIR en el artículo 9 de esta ley.

2. Las relaciones de puestos de trabajo u otros instrumentos de ordenación del resto de administraciones
públicas, organismos públicos de la Generalitat y consorcios adscritos a la misma, respecto de sus puestos de
naturaleza laboral, y universidades públicas, se publicarán de conformidad con lo previsto en la normativa de
carácter básico y sectorial que les sea de aplicación.

Artículo 50. Modificación de la adscripción orgánica de puestos de trabajo.
1. La Administración de la Generalitat en ejercicio de su potestad de autoorganización, podrá modificar la
adscripción orgánica de sus puestos de trabajo, por razones de servicio o por necesidades organizativas.

2. Cuando la modificación de la adscripción de los puestos se realice entre órganos previstos en distinta
norma organizativa, será preceptivo:

a) Modificación previa de las normas organizativas de la cual deriva la necesidad del cambio de adscripción
de los puestos de trabajo.

b) Acuerdo firmado entre las personas titulares de las subsecretarías u órganos equivalentes afectados.

c) Cuando los puestos de trabajo no tengan titular, no será necesaria la modificación de las normas
organizativas, pero sí el cumplimiento de lo establecido en el apartado siguiente a excepción de la letra d.

3. Cuando la modificación de la adscripción de los puestos se realice entre órganos previstos en la misma
norma organizativa, será necesario:

a) Solicitud firmada por la persona titular de la subsecretaría u órgano equivalente afectado.

b) Que no afecte a puestos de trabajo cuya denominación y dependencia orgánica venga determinada en la
correspondiente norma organizativa, salvo que la misma se modifique, en cuyo caso no será necesaria la
memoria contemplada en la siguiente letra c.

c) Memoria motivada en la que deberán acreditarse las razones organizativas para la adecuada prestación
del servicio público que justifican la conveniencia de la medida.

d) Justificación objetiva de la elección de los puestos de trabajo afectados, debiendo elegirse en primer
lugar los que no tengan ni titular ni ocupante, en segundo lugar los que tengan ocupante pero no titular, y
por último los que tengan titular, primando el criterio de la voluntariedad.

e) La modificación de la adscripción de puestos de trabajo con titular u ocupante, dentro de la misma
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localidad requerirá audiencia de la persona interesada, y fuera de la localidad su conformidad.

f) La modificación de la adscripción de puestos de trabajo sin titular ni ocupante, podrá realizarse a
cualquier otra localidad de la Comunitat Valenciana.

4. Cuando la modificación de la adscripción orgánica de los puestos de trabajo, implique una alteración de los
programas presupuestarios correspondientes y no suponga un aumento de la cuantía global de las dotaciones
de personal, se deberá notificar al centro directivo al que corresponden las competencias en materia de
elaboración y programación presupuestaria, al objeto de su regularización.

5. En todo caso, la modificación de la adscripción orgánica de los puestos de trabajo deberá respetar los
derechos de protección de las mujeres víctimas de violencia de género, las personas víctimas de terrorismo, la
inclusión de las personas con discapacidad o cambio de puesto por motivos de salud, y el derecho a que no se
modifique la adscripción, fuera del ámbito de elección, a las personas elegidas como representantes del
personal.

CAPÍTULO III INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN Y ORDENACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO

Artículo 51. Objetivos de la planificación y ordenación.
1. La planificación del empleo público y la elaboración o utilización de los distintos instrumentos para la
misma, tendrán como objetivo la consecución de la eficacia en la prestación de los servicios a la ciudadanía y
la eficiencia en la utilización de los recursos personales, económicos, materiales y tecnológicos disponibles,
bajo criterios de coherencia organizativa y equilibrio territorial mediante la determinación de los efectivos
precisos y su mejor distribución, formación, promoción profesional y movilidad.

2. Dicha planificación incluirá la perspectiva de género y se instrumentará a través de la oferta de empleo
público y de los planes de ordenación de recursos humanos, que contendrán de forma conjunta las
actuaciones a desarrollar para su óptima utilización en el ámbito al que afecten, dentro de los límites
presupuestarios y de acuerdo con las directrices de política de personal.

Artículo 52. Planes de ordenación de recursos humanos.
1. De acuerdo con lo establecido en esta ley, los planes de ordenación de los recursos humanos podrán
contener, entre otros, los siguientes aspectos:

a) Análisis de las cargas administrativas de las diferentes unidades y puestos de trabajo, así como de las
disponibilidades y necesidades de personal, tanto desde el punto de vista del número de efectivos, como
desde los de los perfiles profesionales o niveles de cualificación de los mismos.

b) Previsiones sobre los sistemas de organización del trabajo, modificaciones de estructuras de puestos de
trabajo y de reordenación del tiempo de trabajo, así como de tecnologías de la comunicación y de la
información aplicadas al trabajo.

c) Medidas de teletrabajo y de flexibilización de la localización del puesto de trabajo.

d) Medidas de movilidad, entre las cuales podrán figurar criterios vinculantes sobre movilidad forzosa,
reasignación y redistribución de efectivos de personal, la suspensión de incorporaciones de personal
externo a un determinado ámbito, la convocatoria de concursos de provisión de puestos limitados a
personal de ámbitos que se determinen, o la exceptuación del período mínimo de permanencia en el
puesto de trabajo obtenido por concurso previsto en el artículo 114 de esta ley.

e) Medidas de promoción interna, de formación del personal y de orientación profesional de conformidad
con lo dispuesto en esta ley.

f) Incentivos a la excedencia voluntaria y a la jubilación anticipada.

g) La previsión de la incorporación de recursos humanos a través de la oferta de empleo público, de
acuerdo con lo establecido en el artículo 55 de la presente ley.

LFP-VAL · arts. 50-52Tema 8 · Los instrumentos de organización del personal: plantillas y relaciones de puestos de trabajo. Los instrumentos r…

8

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 159



2. El procedimiento para la elaboración y aprobación de los planes de ordenación de los Recursos Humanos se
regulará reglamentariamente, si bien deberán acompañarse tanto de la correspondiente memoria económica
como del informe de la conselleria con competencias en materia de hacienda, así como de su respectivo
informe de impacto de género y de todos los que resulten preceptivos de conformidad con la normativa
vigente.

3. Los planes de ordenación de recursos humanos serán públicos.

4. Los planes de ordenación de los recursos humanos deberán incorporar mecanismos de participación del
personal afectado así como su previo análisis, sin perjuicio de la negociación colectiva. En todo caso, las
medidas previstas en este artículo serán objeto de un proceso específico de negociación colectiva con la
representación sindical.

Artículo 53. Plan estratégico de recursos humanos.
1. La conselleria competente en materia de función pública, respecto del ámbito cuya gestión le corresponde
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, oídas las organizaciones sindicales con representación en la
mesa de negociación correspondiente, aprobará cuatrienalmente un plan estratégico de recursos humanos en
el que se contendrán los siguientes extremos:

a) Análisis de las disponibilidades de personal existentes hasta la fecha.

b) Previsión de las necesidades de recursos humanos durante el plazo de vigencia y, en concreto, estudio y
análisis de las bajas que previsiblemente se produzcan durante este período.

c) Objetivos generales de la política de recursos humanos, líneas estratégicas y acciones que hayan de
desarrollarse para conseguirlos, incorporando un cronograma de realización de estas, definiendo las
entidades u órganos responsables de su aprobación y ejecución. En todo caso, habrá de concretarse la
planificación de medidas específicas dirigidas al cumplimiento de los principios informadores del artículo
2 de la presente ley.

d) Medidas de coordinación interdepartamental e interadministrativa.

e) Mecanismos de evaluación sistemática y continuada del plan. Para lo cual, la conselleria competente en
materia de función pública elaborará un informe anual que refiera el nivel de cumplimiento alcanzado de
los objetivos previstos en el plan estratégico de recursos humanos, habiéndose de publicar en la web de la
Conselleria.

2. Asimismo, siempre que preste servicio un número de personal empleado público igual o superior a
cincuenta, deberán elaborar cuatrienalmente el Plan estratégico de recursos humanos, el resto de organismos
públicos de la Generalitat y consorcios adscritos a la misma, respecto de su personal laboral, las universidades
públicas de la Comunitat Valenciana en relación exclusivamente con su personal de administración y
servicios y las entidades locales.

3. Las previsiones del plan tendrán carácter orientativo y en ningún caso generarán obligaciones jurídicas.

Artículo 54. Plan operativo de recursos humanos.
La conselleria competente en materia de función pública, respecto del ámbito cuya gestión le corresponde de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, el resto de administraciones públicas, organismos públicos de
la Generalitat y consorcios adscritos a la misma y las universidades públicas con relación exclusivamente con
su personal de administración y servicios, deberán aprobar planes operativos de recursos humanos en
desarrollo de las previsiones del plan estratégico, para el cumplimiento de los objetivos que se fijen, los cuales
serán publicados en la web de la conselleria.
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Artículo 55. Oferta de empleo público.
1. Anualmente el correspondiente órgano de gobierno determinará las necesidades de personal con
consignación presupuestaria que no puedan ser cubiertas con los efectivos existentes, o estén cubiertas por el
personal temporal al que se refieren los artículos 18.2.a y 19.5, mediante la aprobación, durante el primer
semestre del año natural, de la oferta de empleo público, que será publicada en el «Diari Oficial de la
Generalitat Valenciana» o en el boletín oficial correspondiente. La aprobación de la oferta de empleo público
deberá acompañarse de un informe de impacto de género.

2. Aprobada la oferta de empleo público se convocarán en el plazo máximo fijado en la misma los
correspondientes procedimientos selectivos para la cobertura de las vacantes incluidas y hasta un diez por
ciento adicional.

3. En la Administración de la Generalitat la aprobación de la oferta pública de empleo deberá efectuarse en un
plazo de tres meses desde la publicación de la correspondiente ley de presupuestos. Los procedimientos
selectivos para la cobertura de las vacantes incluidas, y hasta un diez por ciento adicional, se deberán
convocar dentro de los tres meses siguientes a la aprobación de la oferta pública de empleo. La fecha de inicio
de la primera prueba selectiva no podrá exceder de un plazo de tres meses desde la convocatoria. En todo
caso, las pruebas deberán estar finalizadas en el plazo de un año a contar desde la convocatoria.

4. En caso de que excepcionalmente, por razones justificadas, hubiera vacantes incluidas en una oferta de
empleo público que no hubieran sido convocadas de acuerdo con lo que se establece en el apartado anterior,
se acumularán a la convocatoria correspondiente a la siguiente oferta de empleo público que apruebe el
Consell.

Se modifica el apartado 3 por el art. 52.1 de la Ley 3/2026, de 29 de junio. Ref. BOE-A-2026-15683
Se modifica el apartado 3 por el art. 39.1 del Decreto-ley 14/2025, de 26 de diciembre. Ref. DOGV-r-2025-90320 Véase, en cuanto a los plazos 
aplicables en los procesos selectivos, la disposición transitoria del Decreto-ley 12/2022, de 23 de septiembre. Ref. DOGV-r-2022-90294

CAPÍTULO IV REGISTROS DE PERSONAL

Artículo 56. Registros de personal.
1. La conselleria competente en materia de función pública, respecto del ámbito cuya gestión le corresponde
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5, el resto de entidades del sector público de la Generalitat
incluidas en el artículo 3, las entidades locales y las universidades públicas de la Comunitat Valenciana en
relación exclusivamente con su personal de administración y servicios, dispondrán de un registro de personal
como registro administrativo electrónico garantizando la interoperabilidad entre todos ellos.

2. En los registros de personal de cada una de ellas figurará inscrito todo el personal a su servicio, y en los
mismos se anotarán todos los actos que afecten a su vida administrativa teniendo en cuenta los contenidos
mínimos comunes y criterios homogéneos que se establezcan de conformidad con la legislación básica estatal
y con respeto a lo dispuesto en el artículo 16.2 de la Constitución. Los registros podrán disponer también de la
información agregada sobre los restantes recursos humanos de su respectivo sector público.

3. Cuando las entidades locales de la Comunitat Valenciana no cuenten con la suficiente capacidad financiera
o técnica, la Administración de la Generalitat cooperará con aquéllas, de acuerdo con lo establecido en la
normativa básica estatal.

4. La información que se contenga en los registros permitirá un tratamiento integrado a efectos estadísticos,
respetándose en todo caso, la legislación vigente en materia de protección de datos personales. La utilización
de los datos que consten en los registros estará sometida, en todo caso, a las limitaciones previstas en el
apartado 4 del artículo 18 de la Constitución. El personal inscrito tendrá derecho a que se le expidan
certificados sobre los extremos que figuren en el mismo a través del procedimiento que reglamentariamente
se establezca.
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Artículo 57. Registro de Personal de la Administración de la Generalitat.
1. Mediante decreto del Consell se determinará la organización, funcionamiento y contenido del Registro de
Personal correspondiente al ámbito de gestión de la conselleria competente en materia de función pública,
quedando adscrito a la misma. Este decreto delimitará, asimismo, el personal que deba ser inscrito.

2. El Registro de Personal tendrá asociado un fichero informático de puestos de trabajo en el que figurarán
todos los puestos de trabajo existentes, así como las diferentes clasificaciones que hayan tenido a lo largo del
tiempo y que en cada momento han conformado las relaciones de puesto de trabajo gestionados por la
conselleria competente en materia de función pública.

3. Se establecerán las medidas técnicas necesarias que permitan su coordinación con el resto de registros
existentes en el ámbito de la Generalitat.

Artículo 58. Sistema de Información Agregada en materia de empleo público.
1. Se constituye, en el ámbito de la Comunitat Valenciana, el Sistema de Información Agregada en materia de
empleo público para el tratamiento e intercambio homogéneo de información sobre la magnitud y
características de los recursos humanos entre la Administración de la Generalitat y sus sectores educativo,
sanitario, de justicia y público instrumental que esté incluido en el artículo 3, así como con las entidades
locales y las universidades públicas valencianas. La gestión del Sistema de Información Agregada en materia
de empleo público de la Comunitat Valenciana estará adscrita a la conselleria competente en materia de
función pública.

2. Semestralmente las entidades incluidas en el artículo 3.1 sujetas al ámbito subjetivo de aplicación de la
presente ley remitirán la información agregada sobre los recursos humanos de su sector público al órgano
competente para la gestión del sistema. El Consell determinará la información a suministrar al Sistema de
Información Agregada en materia de empleo público de la Comunitat Valenciana. Asimismo, el Consell podrá
condicionar al cumplimiento de dicha obligación el abono efectivo de transferencias o subvenciones de la
Generalitat. Esta información contendrá, al menos, el número de efectivos de cada administración pública,
organismo público, consorcio o universidad pública, y la retribución de los mismos, distribuidos
territorialmente por clase de personal empleado público, sexo, edad, grupo profesional, cuerpo y escala.

3. Este sistema de información será gestionado electrónicamente por la Administración de la Generalitat en
los términos que se prevean reglamentariamente. Los datos que consten en el mismo serán publicados
semestralmente.

Artículo 59. Registro autonómico de puestos de trabajo de las entidades locales.
En el departamento de la Generalitat competente en materia de administración local se creará un registro de
puestos de trabajo en el que se incluya la totalidad de los puestos existentes en las entidades locales de la
Comunitat Valenciana. Mediante decreto del Consell se establecerá la organización, contenido y
funcionamiento del mismo, previendo las medidas que garanticen la conexión y la coordinación con los
registros de personal de las entidades locales.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 8

1 De acuerdo con el artículo 70 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, la ejecución de la oferta pública debe 
desarrollarse dentro del plazo improrrogable de:

A) Cuatro años.

B) Tres años, excepto que el pleno decida incluirla en un plazo posterior.

C) Tres años.

D) Cuatro años, excepto que el pleno decida incluirla en un plazo posterior.
Ayuntamiento de La Roca del Vallès, 2025

2 Según el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿en qué plazo deberá 
desarrollarse la ejecución de la Oferta de Empleo Público?

A) Dentro del plazo improrrogable de 1 año.

B) Dentro del plazo improrrogable de 2 años.

C) Dentro del plazo improrrogable de 3 años.

D) Dentro del plazo de 3 años, prorrogable por una sola vez un periodo de 6 meses más.
AGE, 2024

3 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 70 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, “las necesidades 
de recursos humanos, con asignación presupuestaria, que deban proveerse mediante la incorporación de 
personal de nuevo ingreso” constituye el objeto de:

A) La plantilla de personal.

B) La relación de puestos de trabajo.

C) La oferta de empleo público.

D) El capítulo 1 del presupuesto de gastos.
Ayuntamiento de Toledo, 2025

4 Un servicio de orientación tiene como finalidad:

A) Ayudar a los usuarios a mejorar su empleabilidad, promover su carrera profesional y facilitar su contratación u 
orientar hacia el autoempleo.

B) Facilitar la contratación en las PYMES.

C) Ayudar a mejorar la formación profesional en las PYMES.

D) Todas son falsas.
Ayuntamiento de Molina de Segura, 2021

5 De acuerdo con lo establecido en el artículo 70 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, en adelante TREBEP, en 
todo caso, la ejecución de la oferta de empleo público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro 
del plazo improrrogable de:

A) 1 año.

B) 2 años.

C) 3 años.

D) 6 años.
Gobierno de Aragón - Instituto Aragonés de Administración Pública (IAAP), 2026
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Soluciones — Tema 8 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 70 TREBEP pág. 150 Cuando la Administración aprueba su oferta de empleo, queda obligada a convocar
y resolver los procesos selectivos correspondientes dentro de un plazo máximo que la norma califica como
improrrogable: tres años. No cabe alargarlo por decisión del órgano de gobierno ni mediante prórroga alguna,
pues la finalidad es evitar la acumulación indefinida de plazas vacantes sin convocar. Debe distinguirse de la
respuesta que añade excepciones inexistentes o que amplía el periodo a cuatro años.

2 C Art. 70 TREBEP pág. 150 Una vez aprobada la convocatoria de plazas, la Administración no puede dilatar
indefinidamente los procesos selectivos. La norma fija un límite máximo de tres años para llevar a cabo la
selección de personal previsto, y este plazo es improrrogable: agotado el periodo, no cabe ampliarlo ni
encadenarlo con prórrogas. El matiz decisivo está en distinguir la cifra exacta y en recordar que no admite
ningún tipo de ampliación posterior.

3 C Art. 70 TREBEP pág. 150 Cuando una Administración detecta que necesita más personal y cuenta con dinero
presupuestado para ello, formaliza esa previsión incorporando plazas que se cubrirán con personal nuevo. Ese
instrumento de planificación, que reúne las vacantes a cubrir mediante procesos selectivos, es precisamente lo
que recoge la oferta de empleo público. Conviene distinguirlo de la relación de puestos de trabajo, que ordena y
describe cada puesto existente, y de la plantilla, que es la mera enumeración cuantitativa de plazas dotadas.

4 A Art. 42 LFP-VAL pág. 154 La orientación profesional persigue acompañar a la persona en su itinerario
laboral: mejorar sus posibilidades reales de encontrar trabajo, impulsar su desarrollo profesional y favorecer
tanto la contratación por cuenta ajena como la salida hacia el trabajo autónomo. Es un apoyo integral centrado
en el usuario, no un instrumento dirigido exclusivamente a las pequeñas y medianas empresas ni circunscrito a
la formación. Por eso las descripciones que limitan su finalidad a la contratación o la formación en las pymes
resultan parciales y no recogen su verdadero objeto.

5 C Art. 70 TREBEP pág. 150 La ejecución de la oferta de empleo público debe desarrollarse dentro de un plazo
improrrogable de tres años. Este plazo se aplica también al instrumento similar que, en su caso, sustituya a la
oferta. No debe confundirse con el plazo para aprobar la oferta, pues la regla se refiere a su ejecución.

Practica con más de 40 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

9
Los derechos constitucionales de los empleados públicos. Ley Orgánica 
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
Políticas de igualdad.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 14, 23, 28 y 37 · 4 artículos

TREBEP · RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
arts. 14 a 15 · 2 artículos

LFP-VAL · Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Función Pública V…
arts. 76 a 78 · 3 artículos

LO-Igualdad · LO 3/2007 igualdad efectiva
arts. 1 a 78 · 78 artículos

Igualdad-VAL · Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, p…
arts. 1 a 51 · 52 artículos

139 artículos · empieza en la pág. 165

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 LO-Igualdad 27
Art. 14 TREBEP 26
Art. 6 LO-Igualdad 25
Art. 15 TREBEP 23
Art. 2 LO-Igualdad 21

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 296 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 14, 23, 28 y 37 · 4 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
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esenciales de la comunidad.

SECCIÓN 2.ª DE LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS CIUDADANOS

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores
y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

TREBEP
RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
En este tema: arts. 14 a 15 · 2 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-11719

TÍTULO III DERECHOS Y DEBERES. CÓDIGO DE CONDUCTA DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS

CAPÍTULO I DERECHOS DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS

Artículo 14. Derechos individuales.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:

a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con la
progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser
informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.

f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.

h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, de
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y laboral.

i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación e
identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. j bis) A la
intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de
videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la
legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.

k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.

l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
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m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.

o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.

p) A la libre asociación profesional.

q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
Se modifican las letras h) e i) por la disposición final 16.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366
Se añade la letra j bis) por la disposición final 14 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva:

a) A la libertad sindical.

b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.

c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.

d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso.

e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

LFP-VAL
Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Función Pública Valenciana
En este tema: arts. 76 a 78 · 3 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2021-8880

TÍTULO VI DERECHOS, DEBERES E INCOMPATIBILIDADES DEL PERSONAL EMPLEADO PÚBLICO

CAPÍTULO I DERECHOS DEL PERSONAL EMPLEADO PÚBLICO

Artículo 76. Derechos individuales.
1. El personal empleado público tiene los siguientes derechos individuales en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:

a) A la inamovilidad en su condición de personal funcionario de carrera.

b) Al desempeño efectivo de las funciones y tareas propias de su condición profesional, del puesto y
responsabilidades que ocupa y de acuerdo con la progresión alcanzada en su carrera profesional.

c) A la promoción profesional, incluida la progresión en la carrera profesional, según los principios de
igualdad, mérito y capacidad, así como a la implantación de sistemas de evaluación del desempeño
objetivos y transparentes.

d) A la orientación y asesoramiento profesional para avanzar en el curso de su carrera, a fin de que pueda
visualizar sus opciones y los itinerarios de desempeño, promoción y formación necesarios. A tal fin, el
órgano competente en materia de formación elaborará un protocolo de actuaciones a seguir para cuando
se produzca, tanto el ingreso de un nuevo empleado público, como un cambio de destino o la provisión de
un nuevo puesto.

e) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.

f) A ser informados, por quien ostente la jefatura inmediata, de las tareas que deben desempeñar, así como
a participar en la consecución de los objetivos de su unidad.

g) A la asistencia, defensa jurídica y protección por parte de la administración en la que presten servicios
en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio
legítimo de sus funciones o cargos públicos.

h) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades
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profesionales, preferentemente en horario laboral.

i) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el trabajo. Tendrá también
derecho a la intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de
dispositivos de videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos
establecidos en la legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los
derechos digitales.

j) A la protección efectiva frente al acoso sexual, por razón de sexo, de orientación sexual e identidad de
género, moral y laboral.

k) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación
sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, diversidad funcional, edad, lengua o cualquier otra
condición o circunstancia personal o social.

l) A la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, mediante ventajas concretas destinadas a tal fin,
especialmente las dedicadas a fomentar la asunción equilibrada de las responsabilidades familiares,
aplicando las medidas previstas en la normativa y planes de igualdad de aplicación.

m) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.

n) A recibir la protección y formación adecuada y eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

o) Al disfrute de las vacaciones, descansos, permisos y licencias.

p) A la jubilación, de conformidad con la normativa aplicable.

q) A la libre asociación profesional y afiliación sindical.

r) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea aplicable.

s) Al acceso a su expediente personal, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

t) A la participación en la modernización tecnológica de la administración en el marco de la planificación
en la citada materia.

u) A formular propuestas o sugerencias para la mejora de la Administración.

v) A recibir reconocimientos, distinciones de carácter honorífico o premios, en favor de quien destaque o
contraiga méritos extraordinarios en su labor profesional. El régimen de estas distinciones será el que se
establezca reglamentariamente.

w) A la protección en los casos de denuncias de irregularidades.

x) A la adaptación o cambio de puesto de trabajo por motivos de salud en los términos normativamente
establecidos.

y) A la protección eficaz de su salud frente a los riesgos derivados de las condiciones de trabajo, en el
marco de la normativa vigente.

z) A los demás derechos reconocidos por esta ley y el resto del ordenamiento jurídico.

2. Así mismo, el personal empleado público podrá optar al teletrabajo, entendido como la modalidad de
prestación de servicios a distancia en la cual el contenido competencial del puesto de trabajo puede
desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan, fuera de las dependencias de la
administración, mediante el uso de tecnologías de la información y la comunicación. El teletrabajo tendrá
carácter voluntario y reversible, excepto en supuestos excepcionales debidamente justificados. La
administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajan en esta modalidad los medios
tecnológicos necesarios para su actividad. El personal que preste servicios en la modalidad de teletrabajo
tiene derecho a la desconexión digital y se le ha de garantizar, fuera de la franja horaria de disponibilidad
establecida, el respeto a su tiempo de descanso y a su intimidad personal, tanto en el uso de dispositivos
digitales como de cualquier otro mecanismo de control. El personal empleado público tendrá derecho al
teletrabajo en los supuestos y con los requisitos determinados reglamentariamente. Todas aquellas materias
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relativas al derecho al teletrabajo que no se encuentren reguladas en la presente ley y en su correspondiente
reglamento podrán ser objeto de mesa de negociación colectiva.
Se modifica la letra d) del apartado 1 por el art. 96.8 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-1
Se modifica la letra d) del apartado 1 por el art. 91.8 del Decreto-ley 7/2024, de 9 de julio. Ref. DOGV-r-2024-90142
Se modifica el inciso inicial del apartado 1 por el anexo.5 del Decreto-ley 12/2022, de 23 de septiembre. Ref. DOGV-r-2022-90294

Artículo 77. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
El personal empleado público tiene los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva, de
acuerdo con lo dispuesto en esta ley, en la legislación básica y el resto de normativa que resulte de aplicación
en cada caso:

a) A la libertad sindical.

b) A la participación y a la negociación colectiva para la determinación de las condiciones de trabajo.

c) Al ejercicio del derecho de huelga garantizando el mantenimiento de los servicios esenciales de la
comunidad.

d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo.

e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 del Real Decreto 5/2015, de 30 de octubre, por
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto básico del empleado público y en los pactos que lo
desarrollen.

Artículo 78. Régimen del derecho a la protección del personal empleado público que denuncie 
irregularidades.
1. El personal empleado público que formule alertas o denuncias sobre prácticas corruptas o cualquier otro
tipo de irregularidad sobre actuaciones de altos cargos o personal empleado público de la misma de que tenga
conocimiento, tendrá derecho a un régimen de protección específico.

2. Las denuncias o alertas deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan, el relato
de los hechos y la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los presuntos responsables.
Las denuncias de carácter anónimo serán archivadas sin que deban efectuarse ulteriores trámites al respecto,
sin perjuicio de que en caso de que los hechos denunciados puedan suponer un riesgo grave para el interés
general, los órganos competentes puedan comprobarlos. En todo caso, la denuncia deberá presentar signos de
veracidad y credibilidad y ser lo suficientemente fundada para evidenciar la eventual infracción.

3. El órgano competente establecerá un procedimiento para mantener en secreto la identidad de la persona
que formule la alerta o denuncia frente a todos cuantos intervengan en los procedimientos disciplinarios y en
las actuaciones previas a los mismos, garantizando el más estricto anonimato.

4. Recibida una alerta o denuncia se remitirá al órgano competente para realizar las actuaciones procedentes.
Este órgano podrá acordar el archivo de la denuncia cuando se considere infundada o cuando no se concreten
o identifiquen suficientemente los hechos o las personas denunciadas.

5. Por el solo hecho de la formulación de la denuncia no se considerará a la persona denunciante interesada
en las actuaciones administrativas que se inicien como consecuencia de la misma ni se le informará del
resultado de aquellas. Tampoco estará legitimada para la interposición de recursos o reclamaciones en
relación con los resultados de dichas actuaciones.

6. Frente al personal empleado público que haya facilitado la información no podrá adoptarse ninguna
medida que venga motivada por tal actuación y que perjudique su situación laboral. De forma particular, en la
Administración de la Generalitat no podrá ser removido de su puesto de trabajo, cualquiera que sea su forma
de provisión, salvo aquellos cambios que se deriven estrictamente de la normativa aplicable, ni sufrir
aislamiento, persecución o empeoramiento de las condiciones de su entorno laboral o cualquier forma de
perjuicio o discriminación fundada de manera directa, indirecta o encubierta en dicha actuación. Serán nulos
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los actos administrativos o las medidas que vulneren esta prohibición. A este respecto, se presumirá, en el
ámbito administrativo, salvo prueba en contrario, que las medidas desfavorables adoptadas en contra del
personal empleado público que haya formulado la alerta o denuncia son de carácter represivo. Deberá ser la
administración la que aporte los indicios y argumentos que permitan concluir, con suficiente fundamento
objetivo, que la medida desfavorable no está causalmente vinculada con el hecho de la formalización de la
alerta o denuncia, sino que se debe única y exclusivamente a auténticas necesidades del servicio, o a la
comisión de una infracción sancionable por quien en su día formuló una alerta o denuncia. No obstante, en el
caso de que tuviera lugar alguna acción de represalia que se declare posteriormente ilícita por acto
administrativo o sentencia judicial, el personal empleado público represaliado podrá ser objeto de una
indemnización por parte de la administración, sin perjuicio de la obligación de esta de exigir de sus
autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, culpa o
negligencia grave, en los términos previstos en la legislación sobre responsabilidad patrimonial de las
administraciones públicas.

7. Cuando la persona denunciante haya participado en la comisión de los hechos objeto de la alerta o
denuncia y existan otras personas intervinientes, el órgano competente para resolver el procedimiento deberá
eximir, previa solicitud expresa, al personal empleado público denunciante de la sanción que le
correspondería, siempre y cuando:

a) Sea la primera en denunciar los hechos y en aportar elementos de prueba que permitan iniciar el
procedimiento o comprobar la infracción, b) En el momento de aportarse los elementos de prueba no se
disponga de elementos suficientes para continuar con la tramitación y se repare el perjuicio causado, c) No
haya participado en la destrucción de elementos de prueba relacionados con el objeto de la alerta o
denuncia, ni para obtenerlos haya cometido una infracción ajena a los hechos denunciados merecedora de
aplicación del régimen disciplinario, d) Haya puesto fin a su participación en los hechos irregulares o
contrarios a Derecho, en el momento de formular la alerta o denuncia, e) No haya adoptado medidas para
obligar a participar en la irregularidad que se denuncia a otro personal empleado público. f) Colabore con
la administración en el esclarecimiento de los hechos de manera plena, continuada y diligente.

8. Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir la sanción que le correspondería cuando, no
cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, la persona denunciante facilite elementos de prueba que
aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga.

LO-Igualdad
LO 3/2007 igualdad efectiva
En este tema: arts. 1 a 78 · 78 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2007-6115

TÍTULO PRELIMINAR OBJETO Y ÁMBITO DE LA LEY

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral,
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una
sociedad más democrática, más justa y más solidaria.

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y
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corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición
de discriminación por razón de sexo.

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

TÍTULO I EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y LA TUTELA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas.
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas
jurídicas.

Artículo 5.
Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesionales,
y en las condiciones de trabajo. El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos
en la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación
profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de
despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier
organización cuyos miembros ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las
mismas. No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia
de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que
sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.

3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
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ofensivo.

2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el
embarazo o la maternidad.

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación,
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias.
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a
través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas
discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas.
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso.

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva.
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la
relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.

2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Artículo 13. Prueba.
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona
demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. A los
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efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.

TÍTULO II POLÍTICAS PÚBLICAS PARA LA IGUALDAD

CAPÍTULO I PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos.
A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos:

1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres.

2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas
económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las
diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos
que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico.

3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación del principio
de igualdad de trato y de oportunidades.

4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y en la toma de
decisiones.

5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar y
todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo.

6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de colectivos de especial
vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con
discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, para las
cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva.

7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad de los efectos derivados
del embarazo, parto y lactancia.

8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar de
las mujeres y los hombres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la
atención a la familia.

9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones públicas y los agentes
sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas.

10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las relaciones entre
particulares.

11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de las
relaciones sociales, culturales y artísticas.

12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual manera en la política
española de cooperación internacional para el desarrollo.

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter
transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones públicas lo integrarán, de forma
activa, en la adopción y ejecución de sus disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de
políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del conjunto de todas sus actividades.
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Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos.
Los Poderes Públicos procurarán atender al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los
nombramientos y designaciones de los cargos de responsabilidad que les correspondan.

Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades.
El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Estado, aprobará periódicamente un Plan
Estratégico de Igualdad de Oportunidades, que incluirá medidas para alcanzar el objetivo de igualdad entre
mujeres y hombres y eliminar la discriminación por razón de sexo.

Artículo 18. Informe periódico.
En los términos que reglamentariamente se determinen, el Gobierno elaborará un informe periódico sobre el
conjunto de sus actuaciones en relación con la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres.
De este informe se dará cuenta a las Cortes Generales.

Artículo 19. Informes de impacto de género.
Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social,
cultural y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar un informe
sobre su impacto por razón de género.

Artículo 20. Adecuación de las estadísticas y estudios.
Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta Ley y que se garantice la integración de modo
efectivo de la perspectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos, en la elaboración de sus
estudios y estadísticas, deberán:

a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de datos que lleven a
cabo.

b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que posibiliten un mejor
conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades de
mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a analizar.

c) Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el conocimiento de la
incidencia de otras variables cuya concurrencia resulta generadora de situaciones de discriminación múltiple
en los diferentes ámbitos de intervención.

d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables incluidas puedan ser
explotadas y analizadas en función de la variable de sexo.

e) Explotar los datos de que disponen de modo que se puedan conocer las diferentes situaciones, condiciones,
aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención.

f) Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas existentes con objeto de contribuir al
reconocimiento y valoración del trabajo de las mujeres y evitar la estereotipación negativa de determinados
colectivos de mujeres. Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el órgano
competente, podrá justificarse el incumplimiento de alguna de las obligaciones anteriormente especificadas.

Artículo 21. Colaboración entre las Administraciones públicas.
1. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas cooperarán
para integrar el derecho de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de sus respectivas competencias
y, en especial, en sus actuaciones de planificación. En el seno de la Conferencia Sectorial de la Mujer podrán
adoptarse planes y programas conjuntos de actuación con esta finalidad.

2. Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el ejercicio de sus competencias y colaborarán,
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a tal efecto, con el resto de las Administraciones públicas.

Artículo 22. Acciones de planificación equitativa de los tiempos.
Con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre mujeres y hombres, las corporaciones
locales podrán establecer Planes Municipales de organización del tiempo de la ciudad. Sin perjuicio de las
competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado podrá prestar asistencia técnica para la elaboración
de estos planes.

CAPÍTULO II ACCIÓN ADMINISTRATIVA PARA LA IGUALDAD

Artículo 23. La educación para la igualdad de mujeres y hombres.
El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el respeto de los derechos y libertades
fundamentales y en la igualdad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres. Asimismo, el sistema
educativo incluirá, dentro de sus principios de calidad, la eliminación de los obstáculos que dificultan la
igualdad efectiva entre mujeres y hombres y el fomento de la igualdad plena entre unas y otros.

Artículo 24. Integración del principio de igualdad en la política de educación.
1. Las Administraciones educativas garantizarán un igual derecho a la educación de mujeres y hombres a
través de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones educativas, del principio de igualdad de
trato, evitando que, por comportamientos sexistas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan
desigualdades entre mujeres y hombres.

2. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, desarrollarán, con tal
finalidad, las siguientes actuaciones:

a) La atención especial en los currículos y en todas las etapas educativas al principio de igualdad entre
mujeres y hombres.

b) La eliminación y el rechazo de los comportamientos y contenidos sexistas y estereotipos que supongan
discriminación entre mujeres y hombres, con especial consideración a ello en los libros de texto y
materiales educativos.

c) La integración del estudio y aplicación del principio de igualdad en los cursos y programas para la
formación inicial y permanente del profesorado.

d) La promoción de la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de control y de gobierno
de los centros docentes.

e) La cooperación con el resto de las Administraciones educativas para el desarrollo de proyectos y
programas dirigidos a fomentar el conocimiento y la difusión, entre las personas de la comunidad
educativa, de los principios de coeducación y de igualdad efectiva entre mujeres y hombres.

f) El establecimiento de medidas educativas destinadas al reconocimiento y enseñanza del papel de las
mujeres en la Historia.

Artículo 25. La igualdad en el ámbito de la educación superior.
1. En el ámbito de la educación superior, las Administraciones públicas en el ejercicio de sus respectivas
competencias fomentarán la enseñanza y la investigación sobre el significado y alcance de la igualdad entre
mujeres y hombres.

2. En particular, y con tal finalidad, las Administraciones públicas promoverán:

a) La inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de enseñanzas en materia de igualdad entre
mujeres y hombres.

b) La creación de postgrados específicos.

c) La realización de estudios e investigaciones especializadas en la materia.
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Artículo 26. La igualdad en el ámbito de la creación y producción artística e intelectual.
1. Las autoridades públicas, en el ámbito de sus competencias, velarán por hacer efectivo el principio de
igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en todo lo concerniente a la creación y
producción artística e intelectual y a la difusión de la misma.

2. Los distintos organismos, agencias, entes y demás estructuras de las administraciones públicas que de
modo directo o indirecto configuren el sistema de gestión cultural, desarrollarán las siguientes actuaciones:

a) Adoptar iniciativas destinadas a favorecer la promoción específica de las mujeres en la cultura y a
combatir su discriminación estructural y/o difusa.

b) Políticas activas de ayuda a la creación y producción artística e intelectual de autoría femenina,
traducidas en incentivos de naturaleza económica, con el objeto de crear las condiciones para que se
produzca una efectiva igualdad de oportunidades.

c) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en la oferta artística y cultural pública.

d) Que se respete y se garantice la representación equilibrada en los distintos órganos consultivos,
científicos y de decisión existentes en el organigrama artístico y cultural.

e) Adoptar medidas de acción positiva a la creación y producción artística e intelectual de las mujeres,
propiciando el intercambio cultural, intelectual y artístico, tanto nacional como internacional, y la
suscripción de convenios con los organismos competentes.

f) En general y al amparo del artículo 11 de la presente Ley, todas las acciones positivas necesarias para
corregir las situaciones de desigualdad en la producción y creación intelectual artística y cultural de las
mujeres.

Artículo 27. Integración del principio de igualdad en la política de salud.
1. Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán, en su formulación, desarrollo y evaluación, las
distintas necesidades de mujeres y hombres y las medidas necesarias para abordarlas adecuadamente.

2. Las Administraciones públicas garantizarán un igual derecho a la salud de las mujeres y hombres, a través
de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones de la política de salud, del principio de igualdad
de trato, evitando que por sus diferencias biológicas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan
discriminaciones entre unas y otros.

3. Las Administraciones públicas, a través de sus Servicios de Salud y de los órganos competentes en cada
caso, desarrollarán, de acuerdo con el principio de igualdad de oportunidades, las siguientes actuaciones:

a) La adopción sistemática, dentro de las acciones de educación sanitaria, de iniciativas destinadas a
favorecer la promoción específica de la salud de las mujeres, así como a prevenir su discriminación.

b) El fomento de la investigación científica que atienda las diferencias entre mujeres y hombres en relación
con la protección de su salud, especialmente en lo referido a la accesibilidad y el esfuerzo diagnóstico y
terapéutico, tanto en sus aspectos de ensayos clínicos como asistenciales.

c) La consideración, dentro de la protección, promoción y mejora de la salud laboral, del acoso sexual y el
acoso por razón de sexo.

d) La integración del principio de igualdad en la formación del personal al servicio de las organizaciones
sanitarias, garantizando en especial su capacidad para detectar y atender las situaciones de violencia de
género.

e) La presencia equilibrada de mujeres y hombres en los puestos directivos y de responsabilidad
profesional del conjunto del Sistema Nacional de Salud.

f) La obtención y el tratamiento desagregados por sexo, siempre que sea posible, de los datos contenidos
en registros, encuestas, estadísticas u otros sistemas de información médica y sanitaria.
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Artículo 28. Sociedad de la Información.
1. Todos los programas públicos de desarrollo de la Sociedad de la Información incorporarán la efectiva
consideración del principio de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución.

2. El Gobierno promoverá la plena incorporación de las mujeres en la Sociedad de la Información mediante el
desarrollo de programas específicos, en especial, en materia de acceso y formación en tecnologías de la
información y de las comunicaciones, contemplando las de colectivos de riesgo de exclusión y del ámbito
rural.

3. El Gobierno promoverá los contenidos creados por mujeres en el ámbito de la Sociedad de la Información.

4. En los proyectos del ámbito de las tecnologías de la información y la comunicación sufragados total o
parcialmente con dinero público, se garantizará que su lenguaje y contenidos sean no sexistas.

Artículo 29. Deportes.
1. Todos los programas públicos de desarrollo del deporte incorporarán la efectiva consideración del principio
de igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución.

2. El Gobierno promoverá el deporte femenino y favorecerá la efectiva apertura de las disciplinas deportivas a
las mujeres, mediante el desarrollo de programas específicos en todas las etapas de la vida y en todos los
niveles, incluidos los de responsabilidad y decisión.

Artículo 30. Desarrollo rural.
1. A fin de hacer efectiva la igualdad entre mujeres y hombres en el sector agrario, el Ministerio de
Agricultura, Pesca y Alimentación y el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales desarrollarán la figura jurídica
de la titularidad compartida, para que se reconozcan plenamente los derechos de las mujeres en el sector
agrario, la correspondiente protección de la Seguridad Social, así como el reconocimiento de su trabajo.

2. En las actuaciones encaminadas al desarrollo del medio rural, se incluirán acciones dirigidas a mejorar el
nivel educativo y de formación de las mujeres, y especialmente las que favorezcan su incorporación al
mercado de trabajo y a los órganos de dirección de empresas y asociaciones.

3. Las Administraciones públicas promoverán nuevas actividades laborales que favorezcan el trabajo de las
mujeres en el mundo rural.

4. Las Administraciones públicas promoverán el desarrollo de una red de servicios sociales para atender a
menores, mayores y dependientes como medida de conciliación de la vida laboral, familiar y personal de
hombres y mujeres en mundo rural.

5. Los poderes públicos fomentarán la igualdad de oportunidades en el acceso a las tecnologías de la
información y la comunicación mediante el uso de políticas y actividades dirigidas a la mujer rural, y la
aplicación de soluciones alternativas tecnológicas allá donde la extensión de estas tecnologías no sea posible.

Artículo 31. Políticas urbanas, de ordenación territorial y vivienda.
1. Las políticas y planes de las Administraciones públicas en materia de acceso a la vivienda incluirán medidas
destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad entre mujeres y hombres. Del mismo modo, las políticas
urbanas y de ordenación del territorio tomarán en consideración las necesidades de los distintos grupos
sociales y de los diversos tipos de estructuras familiares, y favorecerán el acceso en condiciones de igualdad a
los distintos servicios e infraestructuras urbanas.

2. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, fomentará el acceso a la vivienda de las mujeres en
situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las que hayan sido víctimas de la violencia de género, en
especial cuando, en ambos casos, tengan hijos menores exclusivamente a su cargo.

3. Las Administraciones públicas tendrán en cuenta en el diseño de la ciudad, en las políticas urbanas, en la

LO-Igualdad · arts. 28-31Tema 9 · Los derechos constitucionales de los empleados públicos. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igu…

9

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 177



definición y ejecución del planeamiento urbanístico, la perspectiva de género, utilizando para ello,
especialmente, mecanismos e instrumentos que fomenten y favorezcan la participación ciudadana y la
transparencia.

Artículo 32. Política española de cooperación para el desarrollo.
1. Todas las políticas, planes, documentos de planificación estratégica, tanto sectorial como geográfica, y
herramientas de programación operativa de la cooperación española para el desarrollo, incluirán el principio
de igualdad entre mujeres y hombres como un elemento sustancial en su agenda de prioridades, y recibirán
un tratamiento de prioridad transversal y específica en sus contenidos, contemplando medidas concretas para
el seguimiento y la evaluación de logros para la igualdad efectiva en la cooperación española al desarrollo.

2. Además, se elaborará una Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres para la cooperación
española, que se actualizará periódicamente a partir de los logros y lecciones aprendidas en los procesos
anteriores.

3. La Administración española planteará un proceso progresivo, a medio plazo, de integración efectiva del
principio de igualdad y del enfoque de género en desarrollo (GED), en todos los niveles de su gestión, que haga
posible y efectiva la aplicación de la Estrategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres, que contemple
actuaciones específicas para alcanzar la transversalidad en las actuaciones de la cooperación española, y la
promoción de medidas de acción positiva que favorezcan cambios significativos en la implantación del
principio de igualdad, tanto dentro de la Administración como en el mandato de desarrollo de la propia
cooperación española.

Artículo 33. Contratos de las Administraciones públicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, a través de sus órganos de
contratación y, en relación con la ejecución de los contratos que celebren, podrán establecer condiciones
especiales con el fin de promover la igualdad entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, de acuerdo
con lo establecido en la legislación de contratos del sector público.

Artículo 34. Contratos de la Administración General del Estado.
1. Anualmente, el Consejo de Ministros, a la vista de la evolución e impacto de las políticas de igualdad en el
mercado laboral, determinará los contratos de la Administración General del Estado y de sus organismos
públicos que obligatoriamente deberán incluir entre sus condiciones de ejecución medidas tendentes a
promover la igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, conforme a lo previsto en la
legislación de contratos del sector público. En el Acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrán
establecerse, en su caso, las características de las condiciones que deban incluirse en los pliegos atendiendo a
la naturaleza de los contratos y al sector de actividad donde se generen las prestaciones.

2. Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos de cláusulas administrativas particulares la
preferencia en la adjudicación de los contratos de las proposiciones presentadas por aquellas empresas que,
en el momento de acreditar su solvencia técnica o profesional, cumplan con las directrices del apartado
anterior, siempre que estas proposiciones igualen en sus términos a las más ventajosas desde el punto de vista
de los criterios objetivos que sirvan de base a la adjudicación y respetando, en todo caso, la prelación
establecida en el apartado primero de la disposición adicional octava del Texto Refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.

Artículo 35. Subvenciones públicas.
Las Administraciones públicas, en los planes estratégicos de subvenciones que adopten en el ejercicio de sus
competencias, determinarán los ámbitos en que, por razón de la existencia de una situación de desigualdad
de oportunidades entre mujeres y hombres, las bases reguladoras de las correspondientes subvenciones
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puedan incluir la valoración de actuaciones de efectiva consecución de la igualdad por parte de las entidades
solicitantes. A estos efectos podrán valorarse, entre otras, las medidas de conciliación de la vida personal,
laboral y familiar, de responsabilidad social de la empresa, o la obtención del distintivo empresarial en
materia de igualdad regulado en el Capítulo IV del Título IV de la presente Ley.

TÍTULO III IGUALDAD Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN

Artículo 36. La igualdad en los medios de comunicación social de titularidad pública.
Los medios de comunicación social de titularidad pública velarán por la transmisión de una imagen
igualitaria, plural y no estereotipada de mujeres y hombres en la sociedad, y promoverán el conocimiento y la
difusión del principio de igualdad entre mujeres y hombres.

Artículo 37. Corporación RTVE.
1. La Corporación RTVE, en el ejercicio de su función de servicio público, perseguirá en su programación los
siguientes objetivos:

a) Reflejar adecuadamente la presencia de las mujeres en los diversos ámbitos de la vida social.

b) Utilizar el lenguaje en forma no sexista.

c) Adoptar, mediante la autorregulación, códigos de conducta tendentes a transmitir el contenido del
principio de igualdad.

d) Colaborar con las campañas institucionales dirigidas a fomentar la igualdad entre mujeres y hombres y
a erradicar la violencia contra las mujeres.

2. La Corporación RTVE promoverá la incorporación de las mujeres a puestos de responsabilidad directiva y
profesional. Asimismo, fomentará la relación con asociaciones y grupos de mujeres para identificar sus
necesidades e intereses en el ámbito de la comunicación.
Se modifica la letra d) del apartado 1, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 10.1 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 
de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14630

Artículo 38. Agencia EFE.
1. En el ejercicio de sus actividades, la Agencia EFE velará por el respeto del principio de igualdad entre
mujeres y hombres y, en especial, por la utilización no sexista del lenguaje, y perseguirá en su actuación los
siguientes objetivos:

a) Reflejar adecuadamente la presencia de la mujer en los diversos ámbitos de la vida social.

b) Utilizar el lenguaje en forma no sexista.

c) Adoptar, mediante la autorregulación, códigos de conducta tendentes a transmitir el contenido del
principio de igualdad.

d) Colaborar con las campañas institucionales dirigidas a fomentar la igualdad entre mujeres y hombres y
a erradicar la violencia contra las mujeres.

2. La Agencia EFE promoverá la incorporación de las mujeres a puestos de responsabilidad directiva y
profesional. Asimismo, fomentará la relación con asociaciones y grupos de mujeres para identificar sus
necesidades e intereses en el ámbito de la comunicación.
Se modifica la letra d) del apartado 1, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 10.2 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 
de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14630

Artículo 39. La igualdad en los medios de comunicación social de titularidad privada.
1. Todos los medios de comunicación respetarán la igualdad entre mujeres y hombres, evitando cualquier
forma de discriminación.

2. Las Administraciones públicas promoverán la adopción por parte de los medios de comunicación de
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acuerdos de autorregulación que contribuyan al cumplimiento de la legislación en materia de igualdad entre
mujeres y hombres, incluyendo las actividades de venta y publicidad que en aquellos se desarrollen.

Artículo 40. Autoridad audiovisual.
Las Autoridades a las que corresponda velar por que los medios audiovisuales cumplan sus obligaciones
adoptarán las medidas que procedan, de acuerdo con su regulación, para asegurar un tratamiento de las
mujeres conforme con los principios y valores constitucionales.

Artículo 41. Igualdad y publicidad.
La publicidad que comporte una conducta discriminatoria de acuerdo con esta Ley se considerará publicidad
ilícita, de conformidad con lo previsto en la legislación general de publicidad y de publicidad y comunicación
institucional.

TÍTULO IV EL DERECHO AL TRABAJO EN IGUALDAD DE OPORTUNIDADES

CAPÍTULO I IGUALDAD DE TRATO Y DE OPORTUNIDADES EN EL ÁMBITO LABORAL

Artículo 42. Programas de mejora de la empleabilidad de las mujeres.
1. Las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos prioritarios aumentar la participación de las
mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. Para ello, se
mejorará la empleabilidad y la permanencia en el empleo de las mujeres, potenciando su nivel formativo y su
adaptabilidad a los requerimientos del mercado de trabajo.

2. Los Programas de inserción laboral activa comprenderán todos los niveles educativos y edad de las mujeres,
incluyendo los de Formación Profesional, Escuelas Taller y Casas de Oficios, dirigidos a personas en
desempleo, se podrán destinar prioritariamente a colectivos específicos de mujeres o contemplar una
determinada proporción de mujeres.

Artículo 43. Promoción de la igualdad en la negociación colectiva.
De acuerdo con lo establecido legalmente, mediante la negociación colectiva se podrán establecer medidas de
acción positiva para favorecer el acceso de las mujeres al empleo y la aplicación efectiva del principio de
igualdad de trato y no discriminación en las condiciones de trabajo entre mujeres y hombres.

CAPÍTULO II IGUALDAD Y CONCILIACIÓN

Artículo 44. Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
1. Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral se reconocerán a los trabajadores y las
trabajadoras en forma que fomenten la asunción equilibrada de las responsabilidades familiares, evitando
toda discriminación basada en su ejercicio.

2. El permiso y la prestación por maternidad se concederán en los términos previstos en la normativa laboral
y de Seguridad Social.

3. Para contribuir a un reparto más equilibrado de las responsabilidades familiares, se reconoce a los padres
el derecho a un permiso y una prestación por paternidad, en los términos previstos en la normativa laboral y
de Seguridad Social.

CAPÍTULO III LOS PLANES DE IGUALDAD DE LAS EMPRESAS Y OTRAS MEDIDAS DE PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD

Artículo 45. Elaboración y aplicación de los planes de igualdad.
1. Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral y, con
esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discriminación laboral entre
mujeres y hombres, medidas que deberán negociar, y en su caso acordar, con los representantes legales de los
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trabajadores en la forma que se determine en la legislación laboral.

2. En el caso de las empresas de cincuenta o más trabajadores, las medidas de igualdad a que se refiere el
apartado anterior deberán dirigirse a la elaboración y aplicación de un plan de igualdad, con el alcance y
contenido establecidos en este capítulo, que deberá ser asimismo objeto de negociación en la forma que se
determine en la legislación laboral.
Téngase en cuenta que esta modificación del apartado 2, incorporada por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-
A-2019-3244 se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la disposición transitoria décima segunda de la presente norma, añadida 
a su vez, por el art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las empresas deberán elaborar y aplicar un plan de
igualdad cuando así se establezca en el convenio colectivo que sea aplicable, en los términos previstos en el
mismo.

4. Las empresas también elaborarán y aplicarán un plan de igualdad, previa negociación o consulta, en su
caso, con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras, cuando la autoridad laboral hubiera
acordado en un procedimiento sancionador la sustitución de las sanciones accesorias por la elaboración y
aplicación de dicho plan, en los términos que se fijen en el indicado acuerdo.

5. La elaboración e implantación de planes de igualdad será voluntaria para las demás empresas, previa
consulta a la representación legal de los trabajadores y trabajadoras.
Se modifica el apartado 2 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244
Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la disposición transitoria décima segunda 
de la presente norma, añadida por el art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.

Artículo 46. Concepto y contenido de los planes de igualdad de las empresas.
1. Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto ordenado de medidas, adoptadas después de
realizar un diagnóstico de situación, tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo. Los planes de
igualdad fijarán los concretos objetivos de igualdad a alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su
consecución, así como el establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos
fijados.

2. Los planes de igualdad contendrán un conjunto ordenado de medidas evaluables dirigidas a remover los
obstáculos que impiden o dificultan la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Con carácter previo se
elaborará un diagnóstico negociado, en su caso, con la representación legal de las personas trabajadoras, que
contendrá al menos las siguientes materias:

a) Proceso de selección y contratación.

b) Clasificación profesional.

c) Formación.

d) Promoción profesional.

e) Condiciones de trabajo, incluida la auditoría salarial entre mujeres y hombres.

f) Ejercicio corresponsable de los derechos de la vida personal, familiar y laboral.

g) Infrarrepresentación femenina.

h) Retribuciones.

i) Prevención del acoso sexual y por razón de sexo. La elaboración del diagnóstico se realizará en el seno de
la Comisión Negociadora del Plan de Igualdad, para lo cual, la dirección de la empresa facilitará todos los
datos e información necesaria para elaborar el mismo en relación con las materias enumeradas en este
apartado, así como los datos del Registro regulados en el artículo 28, apartado 2 del Estatuto de los
Trabajadores.

3. Los planes de igualdad incluirán la totalidad de una empresa, sin perjuicio del establecimiento de acciones
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especiales adecuadas respecto a determinados centros de trabajo.

4. Se crea un Registro de Planes de Igualdad de las Empresas, como parte de los Registros de convenios y
acuerdos colectivos de trabajo dependientes de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo,
Migraciones y Seguridad Social y de las Autoridades Laborales de las Comunidades Autónomas.

5. Las empresas están obligadas a inscribir sus planes de igualdad en el citado registro.

6. Reglamentariamente se desarrollará el diagnóstico, los contenidos, las materias, las auditorías salariales,
los sistemas de seguimiento y evaluación de los planes de igualdad; así como el Registro de Planes de
Igualdad, en lo relativo a su constitución, características y condiciones para la inscripción y acceso.

Téngase en cuenta que esta modificación del apartado 2, y los apartados añadidos 4 a 6, incorporados por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 
6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244 se aplicarán paulatinamente en la forma establecida por la disposición transitoria décima 
segunda de la presente norma, añadida a su vez, por el art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.
Se modifica el apartado 2 y se añaden del 4 al 6 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244
Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la disposición transitoria décima segunda 
de la presente norma, añadida por el art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.

Artículo 47. Transparencia en la implantación del plan de igualdad.
Se garantiza el acceso de la representación legal de los trabajadores y trabajadoras o, en su defecto, de los
propios trabajadores y trabajadoras, a la información sobre el contenido de los Planes de igualdad y la
consecución de sus objetivos. Lo previsto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del seguimiento de
la evolución de los acuerdos sobre planes de igualdad por parte de las comisiones paritarias de los convenios
colectivos a las que éstos atribuyan estas competencias.

Artículo 48. Medidas específicas para prevenir la comisión de delitos y otras conductas contra la libertad 
sexual y la integridad moral en el trabajo.
1. Las empresas deberán promover condiciones de trabajo que eviten la comisión de delitos y otras conductas
contra la libertad sexual y la integridad moral en el trabajo, incidiendo especialmente en el acoso sexual y el
acoso por razón de sexo, incluidos los cometidos en el ámbito digital. Con esta finalidad se podrán establecer
medidas que deberán negociarse con los representantes de los trabajadores, tales como la elaboración y
difusión de códigos de buenas prácticas, la realización de campañas informativas o acciones de formación.

2. Los representantes de los trabajadores deberán contribuir a prevenir la comisión de delitos y otras
conductas contra la libertad sexual y la integridad moral en el trabajo, con especial atención al acoso sexual y
el acoso por razón de sexo, incluidos los cometidos en el ámbito digital, mediante la sensibilización de los
trabajadores y trabajadoras frente al mismo y la información a la dirección de la empresa de las conductas o
comportamientos de que tuvieran conocimiento y que pudieran propiciarlo.

Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 10.3 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 49. Apoyo para la implantación voluntaria de planes de igualdad.
Para impulsar la adopción voluntaria de planes de igualdad, el Gobierno establecerá medidas de fomento,
especialmente dirigidas a las pequeñas y las medianas empresas, que incluirán el apoyo técnico necesario.

CAPÍTULO IV DISTINTIVO EMPRESARIAL EN MATERIA DE IGUALDAD

Artículo 50. Distintivo para las empresas en materia de igualdad.
1. El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales creará un distintivo para reconocer a aquellas empresas que
destaquen por la aplicación de políticas de igualdad de trato y de oportunidades con sus trabajadores y
trabajadoras, que podrá ser utilizado en el tráfico comercial de la empresa y con fines publicitarios.

2. Con el fin de obtener este distintivo, cualquier empresa, sea de capital público o privado, podrá presentar al
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales un balance sobre los parámetros de igualdad implantados respecto
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de las relaciones de trabajo y la publicidad de los productos y servicios prestados.

3. Reglamentariamente, se determinarán la denominación de este distintivo, el procedimiento y las
condiciones para su concesión, las facultades derivadas de su obtención y las condiciones de difusión
institucional de las empresas que lo obtengan y de las políticas de igualdad aplicadas por ellas.

4. Para la concesión de este distintivo se tendrán en cuenta, entre otros criterios, la presencia equilibrada de
mujeres y hombres en los órganos de dirección y en los distintos grupos y categorías profesionales de la
empresa, la adopción de planes de igualdad u otras medidas innovadoras de fomento de la igualdad, así como
la publicidad no sexista de los productos o servicios de la empresa.

5. El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales controlará que las empresas que obtengan el distintivo
mantengan permanentemente la aplicación de políticas de igualdad de trato y de oportunidades con sus
trabajadores y trabajadoras y, en caso de incumplirlas, les retirará el distintivo.

TÍTULO V EL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN EL EMPLEO PÚBLICO

CAPÍTULO I CRITERIOS DE ACTUACIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

Artículo 51. Criterios de actuación de las Administraciones públicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en aplicación del principio de
igualdad entre mujeres y hombres, deberán:

a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de discriminación con el fin de
ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el acceso al empleo público y en el
desarrollo de la carrera profesional.

b) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.

c) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera
profesional.

d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección y valoración.

e) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.

f) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retributiva, directa o indirecta, por
razón de sexo.

g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus respectivos ámbitos de actuación.

CAPÍTULO II EL PRINCIPIO DE PRESENCIA EQUILIBRADA EN LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO Y EN

Artículo 52. Titulares de órganos directivos.
El Gobierno atenderá al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en el nombramiento de las
personas titulares de los órganos directivos de la Administración General del Estado y de los organismos
públicos vinculados o dependientes de ella, considerados en su conjunto, cuya designación le corresponda.

Artículo 53. Órganos de selección y Comisiones de valoración.
Todos los tribunales y órganos de selección del personal de la Administración General del Estado y de los
organismos públicos vinculados o dependientes de ella responderán al principio de presencia equilibrada de
mujeres y hombres, salvo por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas. Asimismo, la
representación de la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o
dependientes de ella en las comisiones de valoración de méritos para la provisión de puestos de trabajo se
ajustará al principio de composición equilibrada de ambos sexos.

Artículo 54. Designación de representantes de la Administración General del Estado.
La Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de ella designarán
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a sus representantes en órganos colegiados, comités de personas expertas o comités consultivos, nacionales o
internacionales, de acuerdo con el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo por
razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas. Asimismo, la Administración General del Estado y los
organismos públicos vinculados o dependientes de ella observarán el principio de presencia equilibrada en
los nombramientos que le corresponda efectuar en los consejos de administración de las empresas en cuyo
capital participe.

CAPÍTULO III MEDIDAS DE IGUALDAD EN EL EMPLEO PARA LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO Y PARA

Artículo 55. Informe de impacto de género en las pruebas de acceso al empleo público.
La aprobación de convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al empleo público deberá acompañarse
de un informe de impacto de género, salvo en casos de urgencia y siempre sin perjuicio de la prohibición de
discriminación por razón de sexo.

Artículo 56. Permisos y beneficios de protección a la maternidad y la conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral.
Sin perjuicio de las mejoras que pudieran derivarse de acuerdos suscritos entre la Administración General del
Estado o los organismos públicos vinculados o dependientes de ella con los representantes del personal al
servicio de la Administración Pública, la normativa aplicable a los mismos establecerá un régimen de
excedencias, reducciones de jornada, permisos u otros beneficios con el fin de proteger la maternidad y
facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. Con la misma finalidad se reconocerá un
permiso de paternidad, en los términos que disponga dicha normativa.

Artículo 57. Conciliación y provisión de puestos de trabajo.
En las bases de los concursos para la provisión de puestos de trabajo se computará, a los efectos de valoración
del trabajo desarrollado y de los correspondientes méritos, el tiempo que las personas candidatas hayan
permanecido en las situaciones a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 58. Licencia por riesgo durante el embarazo y lactancia.
Cuando las condiciones del puesto de trabajo de una funcionaria incluida en el ámbito de aplicación del
mutualismo administrativo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer, del hijo e hija, podrá
concederse licencia por riesgo durante el embarazo, en los mismos términos y condiciones previstas en la
normativa aplicable. En estos casos, se garantizará la plenitud de los derechos económicos de la funcionaria
durante toda la duración de la licencia, de acuerdo con lo establecido en la legislación específica. Lo dispuesto
en el párrafo anterior será también de aplicación durante el período de lactancia natural.

Artículo 59. Vacaciones.
Sin perjuicio de las mejoras que pudieran derivarse de acuerdos suscritos entre la Administración General del
Estado o los organismos públicos vinculados o dependientes de ella con la representación de los empleados y
empleadas al servicio de la Administración Pública, cuando el periodo de vacaciones coincida con una
incapacidad temporal derivada del embarazo, parto o lactancia natural, o con el permiso de maternidad, o con
su ampliación por lactancia, la empleada pública tendrá derecho a disfrutar las vacaciones en fecha distinta,
aunque haya terminado el año natural al que correspondan. Gozarán de este mismo derecho quienes estén
disfrutando de permiso de paternidad.

Artículo 60. Acciones positivas en las actividades de formación.
1. Con el objeto de actualizar los conocimientos de los empleados y empleadas públicas, se otorgará
preferencia, durante un año, en la adjudicación de plazas para participar en los cursos de formación a quienes
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se hayan incorporado al servicio activo procedentes del permiso de maternidad o paternidad, o hayan
reingresado desde la situación de excedencia por razones de guarda legal y atención a personas mayores
dependientes o personas con discapacidad.

2. Con el fin de facilitar la promoción profesional de las empleadas públicas y su acceso a puestos directivos
en la Administración General del Estado y en los organismos públicos vinculados o dependientes de ella, en
las convocatorias de los correspondientes cursos de formación se reservará al menos un 40% de las plazas
para su adjudicación a aquéllas que reúnan los requisitos establecidos.

Artículo 61. Formación para la igualdad.
1. Todas las pruebas de acceso al empleo público de la Administración General del Estado y de los organismos
públicos vinculados o dependientes de ella contemplarán el estudio y la aplicación del principio de igualdad
entre mujeres y hombres en los diversos ámbitos de la función pública.

2. La Administración General del Estado y los organismos públicos vinculados o dependientes de ella
impartirán cursos de formación sobre la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres y sobre
prevención de la violencia de género, que se dirigirán a todo su personal.

Artículo 62. Protocolo de actuación frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.
Para la prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo, las Administraciones públicas negociarán
con la representación legal de las trabajadoras y trabajadores, un protocolo de actuación que comprenderá, al
menos, los siguientes principios:

a) El compromiso de la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o
dependientes de ella de prevenir y no tolerar el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

b) La instrucción a todo el personal de su deber de respetar la dignidad de las personas y su derecho a la
intimidad, así como la igualdad de trato entre mujeres y hombres.

c) El tratamiento reservado de las denuncias de hechos que pudieran ser constitutivos de acoso sexual o de
acoso por razón de sexo, sin perjuicio de lo establecido en la normativa de régimen disciplinario.

d) La identificación de las personas responsables de atender a quienes formulen una queja o denuncia.

Artículo 63. Evaluación sobre la igualdad en el empleo público.
Todos los Departamentos Ministeriales y Organismos Públicos remitirán, al menos anualmente, a los
Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y de Administraciones Públicas, información relativa a la aplicación
efectiva en cada uno de ellos del principio de igualdad entre mujeres y hombres, con especificación, mediante
la desagregación por sexo de los datos, de la distribución de su plantilla, grupo de titulación, nivel de
complemento de destino y retribuciones promediadas de su personal.

Artículo 64. Plan de Igualdad en la Administración General del Estado y en los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella.
El Gobierno aprobará, al inicio de cada legislatura, un Plan para la Igualdad entre mujeres y hombres en la
Administración General del Estado y en los organismos públicos vinculados o dependientes de ella. El Plan
establecerá los objetivos a alcanzar en materia de promoción de la igualdad de trato y oportunidades en el
empleo público, así como las estrategias o medidas a adoptar para su consecución. El Plan será objeto de
negociación, y en su caso acuerdo, con la representación legal de los empleados públicos en la forma que se
determine en la legislación sobre negociación colectiva en la Administración Pública y su cumplimiento será
evaluado anualmente por el Consejo de Ministros.
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CAPÍTULO IV FUERZAS ARMADAS

Artículo 65. Respeto del principio de igualdad.
Las normas sobre personal de las Fuerzas Armadas procurarán la efectividad del principio de igualdad entre
mujeres y hombres, en especial en lo que se refiere al régimen de acceso, formación, ascensos, destinos y
situaciones administrativas.

Artículo 66. Aplicación en las Fuerzas Armadas de las normas referidas al personal de las 
administraciones públicas.
Las normas referidas al personal al servicio de las administraciones públicas en materia de igualdad,
protección integral contra la violencia de género y la violencia sexual, y la conciliación de la vida personal,
familiar y profesional serán de aplicación en las Fuerzas Armadas, con las adaptaciones que resulten
necesarias y en los términos establecidos en su normativa específica.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 10.4 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

CAPÍTULO V FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO

Artículo 67. Respeto del principio de igualdad.
Las normas reguladoras de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado promoverán la igualdad efectiva
entre mujeres y hombres, impidiendo cualquier situación de discriminación profesional, especialmente, en el
sistema de acceso, formación, ascensos, destinos y situaciones administrativas.

Artículo 68. Aplicación de las normas referidas al personal de las administraciones públicas en las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
Las normas referidas al personal al servicio de las administraciones públicas en materia de igualdad,
prevención de la violencia de género y la violencia sexual, y la conciliación de la vida personal, familiar y
profesional serán de aplicación en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, adaptándose, en su caso, a las
peculiaridades de las funciones que tienen encomendadas, en los términos establecidos por su normativa
específica.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 10.5 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

TÍTULO VI IGUALDAD DE TRATO EN EL ACCESO A BIENES Y SERVICIOS Y SU SUMINISTRO

Artículo 69. Igualdad de trato en el acceso a bienes y servicios.
1. Todas las personas físicas o jurídicas que, en el sector público o en el privado, suministren bienes o
servicios disponibles para el público, ofrecidos fuera del ámbito de la vida privada y familiar, estarán
obligadas, en sus actividades y en las transacciones consiguientes, al cumplimiento del principio de igualdad
de trato entre mujeres y hombres, evitando discriminaciones, directas o indirectas, por razón de sexo.

2. Lo previsto en el apartado anterior no afecta a la libertad de contratación, incluida la libertad de la persona
de elegir a la otra parte contratante, siempre y cuando dicha elección no venga determinada por su sexo.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, serán admisibles las diferencias de trato en el acceso a
bienes y servicios cuando estén justificadas por un propósito legítimo y los medios para lograrlo sean
adecuados y necesarios.

Artículo 70. Protección en situación de embarazo.
En el acceso a bienes y servicios, ningún contratante podrá indagar sobre la situación de embarazo de una
mujer demandante de los mismos, salvo por razones de protección de su salud.

LO-Igualdad · arts. 65-70Tema 9 · Los derechos constitucionales de los empleados públicos. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igu…

9

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 186



Artículo 71. Factores actuariales.
1. Se prohíbe la celebración de contratos de seguros o de servicios financieros afines en los que, al considerar
el sexo como factor de cálculo de primas y prestaciones, se generen diferencias en las primas y prestaciones
de las personas aseguradas.

2. Los costes relacionados con el embarazo y el parto no justificarán diferencias en las primas y prestaciones
de las personas consideradas individualmente, sin que puedan autorizarse diferencias al respecto.
Se suprime el párrafo segundo del apartado 1 por la disposición final 13.1 de la Ley 11/2013, de 26 de julio. Ref. BOE-A-2013-8187.

Artículo 72. Consecuencias del incumplimiento de las prohibiciones.
1. Sin perjuicio de otras acciones y derechos contemplados en la legislación civil y mercantil, la persona que,
en el ámbito de aplicación del artículo 69, sufra una conducta discriminatoria, tendrá derecho a
indemnización por los daños y perjuicios sufridos.

2. En el ámbito de los contratos de seguros o de servicios financieros afines, y sin perjuicio de lo previsto en el
artículo 10 de esta Ley, el incumplimiento de la prohibición contenida en el artículo 71 otorgará al contratante
perjudicado el derecho a reclamar la asimilación de sus primas y prestaciones a las del sexo más beneficiado,
manteniéndose en los restantes extremos la validez y eficacia del contrato.

TÍTULO VII LA IGUALDAD EN LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS EMPRESAS

Artículo 73. Acciones de responsabilidad social de las empresas en materia de igualdad.
Las empresas podrán asumir la realización voluntaria de acciones de responsabilidad social, consistentes en
medidas económicas, comerciales, laborales, asistenciales o de otra naturaleza, destinadas a promover
condiciones de igualdad entre las mujeres y los hombres en el seno de la empresa o en su entorno social. La
realización de estas acciones podrá ser concertada con la representación de los trabajadores y las
trabajadoras, las organizaciones de consumidores y consumidoras y usuarios y usuarias, las asociaciones cuyo
fin primordial sea la defensa de la igualdad de trato entre mujeres y hombres y los Organismos de Igualdad. Se
informará a los representantes de los trabajadores de las acciones que no se concierten con los mismos. A las
decisiones empresariales y acuerdos colectivos relativos a medidas laborales les será de aplicación la
normativa laboral.

Artículo 74. Publicidad de las acciones de responsabilidad social en materia de igualdad.
Las empresas podrán hacer uso publicitario de sus acciones de responsabilidad en materia de igualdad, de
acuerdo con las condiciones establecidas en la legislación general de publicidad. El Instituto de la Mujer, u
órganos equivalentes de las Comunidades Autónomas, estarán legitimados para ejercer la acción de cesación
cuando consideren que pudiera haberse incurrido en supuestos de publicidad engañosa.

Artículo 75. Participación de las mujeres en los Consejos de administración de las sociedades 
mercantiles.
Las sociedades obligadas a presentar cuenta de pérdidas y ganancias no abreviada procurarán incluir en su
Consejo de administración un número de mujeres que permita alcanzar una presencia equilibrada de mujeres
y hombres en un plazo de ocho años a partir de la entrada en vigor de esta Ley. Lo previsto en el párrafo
anterior se tendrá en cuenta para los nombramientos que se realicen a medida que venza el mandato de los
consejeros designados antes de la entrada en vigor de esta Ley.
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TÍTULO VIII DISPOSICIONES ORGANIZATIVAS

Artículo 76. Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hombres.
La Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hombres es el órgano colegiado responsable de la
coordinación de las políticas y medidas adoptadas por los departamentos ministeriales con la finalidad de
garantizar el derecho a la igualdad entre mujeres y hombres y promover su efectividad. Su composición y
funcionamiento se determinarán reglamentariamente.

Artículo 77. Las Unidades de Igualdad.
En todos los Ministerios se encomendará a uno de sus órganos directivos el desarrollo de las funciones
relacionadas con el principio de igualdad entre mujeres y hombres en el ámbito de las materias de su
competencia y, en particular, las siguientes:

a) Recabar la información estadística elaborada por los órganos del Ministerio y asesorar a los mismos en
relación con su elaboración.

b) Elaborar estudios con la finalidad de promover la igualdad entre mujeres y hombres en las áreas de
actividad del Departamento.

c) Asesorar a los órganos competentes del Departamento en la elaboración del informe sobre impacto por
razón de género.

d) Fomentar el conocimiento por el personal del Departamento del alcance y significado del principio de
igualdad mediante la formulación de propuestas de acciones formativas.

e) Velar por el cumplimiento de esta Ley y por la aplicación efectiva del principio de igualdad.

Artículo 78. Consejo de Participación de la Mujer.
1. Se crea el Consejo de Participación de la Mujer, como órgano colegiado de consulta y asesoramiento, con el
fin esencial de servir de cauce para la participación de las mujeres en la consecución efectiva del principio de
igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, y la lucha contra la discriminación por razón
de sexo.

2. Reglamentariamente, se establecerán su régimen de funcionamiento, competencias y composición,
garantizándose, en todo caso, la participación del conjunto de las Administraciones públicas y de las
asociaciones y organizaciones de mujeres de ámbito estatal.

Igualdad-VAL
Ley 9/2003, de 2 de abril, de la Generalitat, para la igualdad entre mujeres y 
hombres (Comunitat Valenciana)
En este tema: arts. 1 a 51 · 52 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-2003-9334

TÍTULO I OBJETO, PRINCIPIOS GENERALES Y ÁMBITO DE LA LEY

Artículo 1. Objeto.
La presente ley tiene por objeto regular y hacer efectivo el principio de igualdad de mujeres y hombres en la
Comunidad Valenciana, establecer los principios generales que deben orientar dicha igualdad, determinar las
acciones básicas que deben ser implementadas, así como establecer la organización administrativa de la
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en la Comunidad Valenciana.
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Artículo 2. Principios generales.
a) Son contrarias al ordenamiento jurídico las actuaciones públicas o los comportamientos privados que sean
discriminatorios.

b) No toda desigualdad es constitutiva de discriminación. No hay una prohibición general que impida
establecer cualquier diferencia, lo que se prohíbe es la desigualdad que carece de justificación objetiva,
racional y razonable.

c) Cuando se disponga una diferencia de trato deben emplearse los medios que resulten proporcionados y
adecuados o congruentes con los fines que se persiguen.

Artículo 3. Ámbito de la ley.
La presente ley será de aplicación en todo el ámbito territorial de la Comunidad Valenciana, en todas las
actuaciones referidas a la planificación, acciones, gestión y ejecución de actuaciones en materia de igualdad
de oportunidades entre mujeres y hombres. Las actuaciones reguladas están referidas tanto a las nuevas
medidas que se implementen como a las que actualmente se están realizando, así como las que ya existen en
materia de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, ya sean promovidas o realizadas por
personas físicas o jurídicas, de naturaleza pública o privada.

Artículo 4. Principios rectores de la acción administrativa.
1. Los poderes públicos valencianos adoptarán las medidas apropiadas para modificar los patrones socio-
culturales de conducta asignados en función del género, con la finalidad de eliminar los prejuicios, los usos y
las costumbres de cualquier índole basados en la idea de inferioridad o en funciones estereotipadas de
mujeres y hombres contrarias al principio de igualdad.

2. Las distintas administraciones públicas adoptarán una estrategia dual basada en el principio de
complementariedad de medidas de acción positiva y las que respondan a la transversalidad de género. La
adopción por el Gobierno Valenciano de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la
igualdad de facto entre la mujer y el hombre no se considerará discriminatoria en la forma definida en las
convenciones internacionales. Estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad,
oportunidad y trato.

3. El Consell de la Generalitat informará a las Corts Valencianes de las actuaciones llevadas a cabo para el
cumplimiento de la presente ley.

Artículo 4 bis. Informes de impacto de género.
Los proyectos normativos incorporarán un informe de impacto por razón de género que se elaborará por el
departamento o centro directivo que propone el anteproyecto de ley o proyecto de norma, plan o programa de
acuerdo con las instrucciones y directrices que dicte el órgano competente en la materia, y deberá acompañar
la propuesta desde el inicio del proceso de tramitación.
Se añade por el art. 45 de la Ley 13/2016, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2017-1291

TÍTULO II DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA

CAPÍTULO I EDUCACIÓN PARA LA IGUALDAD

Artículo 5. Ideario educativo y valores constitucionales.
1. La Ley de Ordenación General del Sistema Educativo sienta los principios para avanzar hacia un sistema
coeducativo, entendido como modelo de enseñanza basado en la formación en igualdad entre sexos, el
rechazo de toda forma de discriminación y la garantía de una orientación académica y profesional no sesgada
por el género.
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2. Por ello, desde el sistema coeducativo de enseñanza se potenciará la igualdad real de mujeres y hombres, en
todas sus dimensiones: curricular, escolar y otras.

Artículo 6. Derecho a la educación e igualdad de oportunidades.
El Consell de la Generalitat adoptará las medidas necesarias para garantizar la oferta de enseñanza no reglada,
especialmente para las mujeres de las zonas rurales, con el objetivo de que desarrollen sus capacidades en
relación a su salud, a las microempresas, a la agricultura y a sus derechos legales.

Artículo 7. La educación y la conciliación familiar y laboral.
El Consell de la Generalitat adoptará las medidas necesarias para garantizar la ampliación del horario de
apertura de todos los centros públicos que impartan educación infantil y educación primaria, con el fin de
atender las necesidades de las familias que lo precisen por el horario laboral de la madre y el padre.

Artículo 8. Formación para la igualdad.
1. La administración autonómica competente en materia educativa establecerá y fomentará los mecanismos
de formación, control y seguimiento, adaptados a los diferentes niveles de enseñanza (infantil, primaria,
secundaria y universitaria) para implantar y garantizar la igualdad de género en el sistema educativo
valenciano, mediante el seguimiento de la ejecución de los planes de igualdad y convivencia de cada centro
educativo.

2. Se reconoce la figura de la persona coordinadora de igualdad y convivencia en los centros educativos no
universitarios, que integre las medidas necesarias para la igualdad real y efectiva de género y para la
prevención de la violencia machista. En todo caso, sus funciones, asignación horaria para llevarlas a cabo y la
formación específica que recibirán, estarán determinadas por la Administración educativa mediante la
normativa correspondiente.
Se modifica por el art. 48 de la Ley 27/2018, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-1987

Artículo 9. Promoción en la universidad de la igualdad de oportunidades.
A tal efecto, el Gobierno Valenciano financiará en colaboración con las universidades valencianas, actividades
anuales para la promoción de asignaturas y proyectos docentes con un enfoque de género. Promoción en la
Universidad de la igualdad de oportunidades. Las universidades deben promover la implantación de
asignaturas y realización de proyectos docentes que incorporen la perspectiva de género.

CAPÍTULO II IGUALDAD Y PARTICIPACIÓN POLÍTICA

Artículo 10. Representación paritaria de mujeres y hombres.
Las Corts Valencianes y el Consell de la Generalitat procurarán en el nombramiento o designación de
personas, para constituir o formar parte de órganos o instituciones, que exista una presencia paritaria de
mujeres y hombres.

Artículo 11. Espacios electorales.
El Consell de la Generalitat favorecerá la presencia de mujeres en las candidaturas presentadas a las Corts
Valencianes por los partidos políticos y agrupaciones electorales. Los medios de comunicación de titularidad
pública tendrán en cuenta en la disposición del tiempo gratuito aquellas candidaturas con presencia
equilibrada de mujeres y hombres, respetando, en todo caso, las previsiones de la Ley Electoral Valenciana.

Artículo 12. Subvenciones electorales.
Las subvenciones electorales de la Generalitat reconocidas por ley se incrementarán en un 10 por ciento para
los escaños obtenidos por mujeres, siempre que dicho incremento resulte compatible con las previsiones de la
Ley Electoral Valenciana. Este mismo porcentaje se aplicará en la subvención para cada uno de los votos
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conseguidos por las candidaturas que se adecuen a lo dispuesto en el artículo anterior de esta ley, cuando tal
porcentaje resulte compatible con las previsiones de la Ley Electoral Valenciana.

CAPÍTULO III IGUALDAD EN EL ÁMBITO LABORAL

Artículo 13. Acceso al empleo en condiciones de igualdad.
En relación con el trabajo, la presente ley amparará todas las medidas adecuadas para el cumplimiento de la
igualdad en el acceso al empleo.

Artículo 14. Igualdad y mujeres con discapacidad.
La Generalitat garantizará que las medidas de apoyo a la inserción laboral contemplen especialmente a las
mujeres discapacitadas, sobre todo en aquellos aspectos que puedan redundar en el mejor mantenimiento de
su estado de salud o evitación de empeoramiento del mismo, así como en la conciliación familiar y crianza de
las hijas y los hijos.

Artículo 15. Medidas de fomento del empleo.
1. El Consell de la Generalitat, incorporará a los Planes de Empleo Valenciano medidas específicas de igualdad
para favorecer el acceso de las mujeres a su primer trabajo, facilitará el acceso a un empleo a mujeres
mayores de 45 años que no hayan desarrollado nunca un trabajo fuera del hogar, y facilitará el retorno al
mercado de trabajo a aquellas mujeres que lo abandonaron para cuidar a su descendencia, personas mayores
y otras personas dependientes a su cargo.

2. Se establecerán y activarán programas integrales de formación profesional, de fomento de empleo y
conciliación de vida familiar y laboral, para la incorporación de las mujeres a puestos de trabajo,
profesionales y sectores de la economía valenciana en los que estén infrarrepresentadas. Estos programas
serán específicos y prioritarios para aquellas mujeres con riesgo de exclusión social.

Artículo 16. Red Valenciana de Igualdad.
La Generalitat implementa un servicio específico de promoción de la igualdad a través de la Red Valenciana
de Igualdad que, además de la incorporación de la perspectiva de género en las políticas públicas municipales,
el asesoramiento y la sensibilización de las mujeres, y la prevención de la violencia de género, se encarga de
informar a empresas y entidades en la elaboración e implementación de planes de igualdad dentro de sus
organizaciones laborales, así como de elaborar los correspondientes informes técnicos para la obtención del
visado.

Se modifica por el art. 48 de la Ley 27/2018, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-1987

Artículo 17. Conciliación de vida familiar y laboral.
La administración autonómica ampliará la red pública de escuelas infantiles y guarderías laborales en las
empresas, o prestaciones económicas equivalentes, en los períodos extraescolares, con el fin de hacer
compatible el trabajo con la maternidad y la paternidad a aquellas trabajadoras y trabajadores con
descendencia de menos de tres años de edad y en período de vacaciones a los mayores de tres años.

Artículo 18. Flexibilidad de horarios.
Las administraciones públicas incentivarán a las empresas que faciliten la inclusión, en los convenios
colectivos de empresa y de ámbito superior, de acuerdos sobre la flexibilidad de horarios en función de las
necesidades familiares del personal a su servicio.

Artículo 19. Permisos parentales.
Con el fin de fomentar el permiso parental compartido, la administración autonómica pondrá en marcha
campañas de sensibilización y tomará medidas que incentiven a las empresas y al personal a su servicio.
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Artículo 20. Los planes de igualdad en las empresas.
1. Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto ordenado de medidas, adoptadas después de
realizar un diagnóstico de situación, tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo. Los planes de
igualdad fijarán los concretos objetivos de igualdad a alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su
consecución, así como el establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos
fijados.

2. Como medida de acción positiva, la administración autonómica incentivará a las empresas o entidades que,
sin estar obligadas a ello, elaboren y registren un plan de igualdad, o en su caso, medidas de igualdad, de
acuerdo con lo establecido en el artículo 45 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo.

3. Se tendrá en cuenta, cuando así se disponga en las bases, como criterio de valoración y desempate en la
obtención de ayudas, aquellas empresas y entidades que dispongan del correspondiente visado otorgado por
el centro directivo de la administración de la Generalitat con competencias en materia de mujeres e igualdad.
El visado podrá obtenerse previa solicitud por parte de las empresas, teniendo que presentar, en caso de su
obtención, un informe de evaluación intermedio, y otro a su finalización si solicitan la renovación del visado.
Transcurrido el plazo tres meses sin que se haya dictado resolución expresa, se entenderá estimada la
solicitud.

Se modifica por el art. 115 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959
Se modifica por el art. 83 del Decreto-ley 7/2024, de 9 de julio. Ref. DOGV-r-2024-90142
Se modifica el apartado 3 por el art. 48 de la Ley 27/2018, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2019-1987

Artículo 21. La discriminación salarial.
Los departamentos de la administración autonómica competente en materia de empleo, establecerán
instrumentos adecuados al servicio de la Inspección de Trabajo para controlar y hacer cumplir a las personas
empleadoras el principio de igualdad de remuneración de mujeres y hombres por un mismo trabajo o por
trabajos de igual valor, así como cualesquiera otra medida que considere necesaria para asegurar el principio
de igualdad de remuneración.

Artículo 22. Programas de inserción socio-laboral para las víctimas de malos tratos.
La administración autonómica implantará programas de inserción socio-laboral individualizados para las
víctimas de malos tratos que posibiliten su incorporación efectiva al mercado laboral.

Artículo 23. El acoso sexual.
En el ámbito de sus competencias, la Administración autonómica incorporará y aplicará en las relaciones
laborales el código de conducta contra el acoso sexual recogido en la Recomendación de la Comisión de las
Comunidades Europeas de 27 de noviembre de 1991, relativa a la protección de la dignidad de la mujer y del
hombre en el trabajo, y en los planes de igualdad elaborados por las empresas.

Artículo 24. La igualdad en la negociación colectiva.
La administración autonómica, a través del Registro de Convenios Colectivos, informará la aplicación del
principio de igualdad de géneros. Cuando a través del registro de convenios se observase la existencia de un
convenio que contenga cláusulas que pudieran ser contrarias al principio de igualdad reconocido en la
Constitución Española y desarrollado por la presente ley, la autoridad competente adoptará las medidas
oportunas previstas en la legislación laboral.
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CAPÍTULO IV BIENESTAR Y FAMILIA

Artículo 25. El cuidado de las personas dependientes.
La administración autonómica establecerá los medios necesarios para atender la demanda de cuidados de la
población infantil, personas mayores y personas con discapacidad, facilitando el acceso de los servicios al
lugar de residencia de las personas beneficiarias, con el objeto de favorecer la incorporación de las mujeres al
mercado de trabajo.

Artículo 26. La feminización de la pobreza.
En el ámbito de aplicación de la presente ley, y para evitar las bolsas de marginalidad o pobreza que está
suponiendo el impago reiterado de las pensiones por alimentos a las mujeres, la Generalitat Valenciana
garantizará, mediante un sistema de anticipos, el pago de alimentos reconocidos, a favor de las hijas e hijos
menores de edad, en convenio judicialmente aprobado o resolución judicial, en los supuestos de separación
legal, divorcio, declaración de nulidad del matrimonio y proceso de filiación o de alimentos. El pago de los
anticipos previstos se atenderá con cargo a un Fondo dotado en los Presupuestos de la Generalitat Valenciana.
La gestión de dicho Fondo corresponderá a la Conselleria de Economía, Hacienda y Empleo.

Artículo 27. Plan Integral de la Familia e Infancia.
El Gobierno Valenciano incluirá en la planificación de sus actuaciones en materia de familia e infancia,
medidas dirigidas a facilitar la corresponsabilidad y ejercicio conjunto de las cargas familiares y procurar la
igualdad real de mujeres y hombres en la esfera de las tareas domésticas.

CAPÍTULO V IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN EL MARCO DE LA SOCIEDAD DE LA INFORMACIÓN

Artículo 28. Acceso a las nuevas tecnologías.
1. La Generalitat facilitará el acceso de las mujeres al manejo de las nuevas tecnologías de la comunicación e
información, con especial incidencia en la población femenina.

2. Para ello, promoverá programas específicos que involucren a las mujeres en la sociedad de la información a
través de programas formativos que permitan la adquisición de conocimientos en el manejo de las nuevas
tecnologías.

Artículo 29. Campañas de información e igualdad de mujeres con discapacidad.
La Generalitat Valenciana, en todas las campañas de información sobre las medidas y normas contempladas
en la ley, en especial las de sensibilización contra la violencia de género, vigilará para la utilización de los
medios adecuados para hacer llegar sus mensajes a las mujeres con discapacidad.

Artículo 30. Servicios de traducción.
La Generalitat Valenciana garantizará servicios de traducción o interpretación al lenguaje de signos para
atender a mujeres carentes de visión u oído, de tal manera que se facilitarán los textos con los derechos,
servicios y recursos existentes en braille para mujeres ciegas y transcripciones de los mismos para personas
sordas.

Artículo 31. Acceso a la información y comunicación.
La administración autonómica adoptará, con el fin de evitar cualquier tipo de discriminación, las medidas
necesarias para erradicar las barreras que dificulten el acceso de las mujeres a la utilización de los diversos
recursos de comunicación e información.
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Artículo 32. Fomento de la participación femenina.
La Administración autonómica promoverá una mayor representación de las mujeres en puestos técnicos y de
diseño de tecnologías de la información, promoviendo programas que estimulen y eliminen obstáculos a su
participación en este ámbito.

CAPÍTULO VI DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

Artículo 33. Investigación sobre la violencia de género.
1. La administración autonómica promoverá la investigación sobre las causas de la violencia contra las
mujeres e implantará medidas para impedirla y reparar sus efectos.

2. El Consell de la Generalitat promoverá, en el marco de las ayudas a la investigación, el estudio en la
Comunidad Valenciana de un seguimiento de los procesos iniciados por malos tratos, agresiones sexuales y
acoso sexual y de las resoluciones dictadas por Juzgados y Tribunales, prestando especial atención a las
medidas cautelares adoptadas, y al razonamiento de las sentencias o autos.

Artículo 34. Asistencia a las víctimas de violencia de género.
Las administraciones públicas valencianas ofrecerán, en el ámbito de sus competencias, asistencia jurídica y
psicológica especializada y gratuita a las víctimas de la violencia de género.

Artículo 35. Seguimiento e información sobre las actuaciones en materia de violencia contra las 
mujeres.
El Gobierno remitirá a las Cortes Valencianas, al menos con carácter anual, un informe en que
preceptivamente se contengan:

a) Los recursos humanos asistenciales y económicos destinados por la Administración autonómica a la
prevención de los malos tratos y a la protección de la mujeres víctimas de ellos.

b) Información sobre el número de denuncias presentadas por malos tratos a mujeres.

c) Las actuaciones desarrolladas por la Administración autonómica para dar asistencia a las mujeres
maltratadas.

d) Los procedimientos penales iniciados sobre violencia doméstica, con indicación de su número, la clase de
procedimiento penal, el delito o falta imputado y la intervención de la Administración autonómica en dichos
procedimientos. La reproducción de las sentencias firmes condenatorias sobre violencia doméstica, cuando
se cuente con el consentimiento de la víctima o, cuando ésta no pudiere prestarlo, con el consentimiento de
las personas perjudicadas. En todo caso, se respetará la intimidad de la víctima, su entorno familiar y,
fundamentalmente, la intimidad de las/los menores afectadas/os.

e) Las actuaciones llevadas a cabo para la readaptación de los agresores.

f) Las actividades llevadas a cabo por el Consell de la Generalitat en materia de prevención y sensibilización
contra la violencia hacia las mujeres.

Artículo 36. Personación de la Administración autonómica en los procedimientos por malos tratos.
La Conselleria con competencias en materia de mujer podrá proponer al Consell de la Generalitat el ejercicio
de la acción popular, a través del Gabinete Jurídico de la Generalitat o de abogadas/os colegiadas/os, en los
supuestos de agresiones físicas domésticas en los que se cause la muerte o lesiones graves a mujeres
residentes en la Comunidad Valenciana.

Artículo 37. Protocolos de coordinación en los casos de malos tratos.
La Generalitat adoptará protocolos de actuación cuya finalidad sea garantizar una actuación coordinada y
eficaz de los diversos órganos y entidades que intervengan o presten asistencia en los supuestos de malos
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tratos. Del mismo modo, se promoverán fórmulas de colaboración con las restantes administraciones públicas
valencianas con competencias en la materia. Se tendrán en cuenta los aspectos ya recogidos en el Plan de
Igualdad de Oportunidades.

Artículo 38. Prestaciones para vivienda.
Las mujeres víctimas de malos tratos que hayan tenido que abandonar su domicilio, tendrán acceso
preferente a las viviendas sociales o, en su caso, tendrán preferencia en la percepción de una prestación
económica específica para el alquiler de una vivienda, cuando no dispongan de recursos propios suficientes.

Artículo 39. Protección a las víctimas de malos tratos.
La Generalitat adoptará sistemas especiales de protección a las víctimas de malos tratos, en aquellas
situaciones en las que se presuma que puedan ser objeto de un grave riesgo físico.

CAPÍTULO VII IGUALDAD Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN

Artículo 40. Imagen de la mujer y pluralidad de roles.
Los medios de comunicación de titularidad pública, y aquellos en los que participen o subvencionen las
administraciones públicas valencianas, transmitirán en su programación una imagen de las mujeres que se
corresponda con la pluralidad de roles y funciones ejercidos por ellas en la sociedad.

Artículo 41. Programación y valores constitucionales.
En la programación de los medios de comunicación señalados en el artículo anterior se promoverán la
igualdad, la tolerancia, el rechazo a la violencia, la dignidad de las personas y los valores constitucionales.

TÍTULO III IGUALDAD Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Artículo 42.
Publicidad no sexista en la Comunitat Valenciana. La Generalitat velará, de manera específica, por el
cumplimiento del principio de igualdad y no discriminación en la publicidad en los medios de comunicación
social o cualquier otro medio de difusión.

Se modifica por el art. 31 de la Ley 9/2019, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-1010

Artículo 43. Sobre la erradicación de la violencia.
El Consell de la Generalitat garantizará en los medios de comunicación audiovisual de titularidad pública, la
emisión de programas cuyo objetivo sea erradicar la violencia contra las mujeres, el acoso sexual y la
explotación sexual de la mujer. Así mismo, se programará la emisión de campañas institucionales sostenidas
en el tiempo de sensibilización contra la violencia de género.

TÍTULO III IGUALDAD Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Artículo 44. Igualdad en los procesos de formación y promoción de puestos de trabajo.
Las administraciones públicas valencianas establecerán planes plurianuales de formación con el fin de
promover, dentro del respeto a los principios de mérito y capacidad, el acceso de las mujeres a la promoción
interna de la función pública.

Artículo 45. Igualdad en la promoción interna.
Las administraciones públicas establecerán planes plurianuales de los distintos departamentos con el fin de
promover el acceso de las mujeres a la promoción interna de la función pública. Cada departamento deberá
fijar en los respectivos planes los indicadores y objetivos.
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Artículo 46. Fomento de la igualdad en el ámbito de la contratación.
1. En caso de empate en la puntuación obtenida por dos o más empresas a las que les hubiera correspondido
la máxima puntuación, tendrán preferencia en la adjudicación de los contratos administrativos de la
Generalitat, las proposiciones de los licitadores que con la solvencia técnica de la empresa presenten un plan
de igualdad previamente aprobado por cualquier administración pública u órgano competente, siempre que
las mismas igualen en sus términos a las más ventajosas desde el punto de vista de los criterios objetivos que
sirven de base para la adjudicación.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, el órgano de contratación podrá acordar el
establecimiento de otros criterios adicionales de desempate de las empresas, incluida su prelación. La
adopción de cualquier criterio adicional deberá constar, en todo caso, en el anuncio de licitación.

Artículo 47. Acoso sexual.
La administración autonómica incorporará en el Régimen de la Función Pública Valenciana el código de
conducta contra el acoso sexual recogido en la Recomendación de la Comisión de las Comunidades Europeas
de 27 de noviembre de 1991, relativa a la protección de la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo.

Artículo 48.
El lenguaje no-sexista en los escritos administrativos. Las administraciones públicas valencianas pondrán en
marcha los medios necesarios para que toda norma o escrito administrativo respeten en su redacción las
normas relativas a la utilización de un lenguaje no-sexista.

TÍTULO IV INSTITUCIONES DE PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD DE MUJERES Y HOMBRES

CAPÍTULO I EL OBSERVATORIO DE GÉNERO

Artículo 49. Datos estadísticos e investigaciones.
El Consell de la Generalitat, impulsará la desagregación de datos por sexos en todas las estadísticas e
investigaciones que se lleven a cabo en la Comunitat Valenciana, profundizará en el estudio e investigación
sobre la realidad social desde una perspectiva de género, y dará cuenta de la evolución de los índices de
igualdad de mujeres y hombres en el ámbito de la Comunitat Valenciana.
Se modifica por el art. 31 de la Ley 9/2019, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-1010

TÍTULO IV INSTITUCIONES DE PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD DE MUJERES Y HOMBRES

CAPÍTULO I EL CONSEJO VALENCIANO DE LAS MUJERES

Artículo 50. El Consejo Valenciano de las Mujeres.
Siendo que la Generalitat tiene la obligación de impulsar políticas tendentes a eliminar las discriminaciones
respecto a las mujeres en nuestra Comunitat y promover la plena participación de las mujeres en la vida
política, económica y social, resulta imprescindible contar con el asesoramiento de un órgano de
participación como es el Consejo Valenciano de las Mujeres.

Se modifica por el art. 31 de la Ley 9/2019, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-1010

CAPÍTULO III LA DEFENSORÍA DE LA IGUALDAD DE GÉNEROS

Artículo 51. La igualdad y el Síndic de Greuges.
Con la entrada en vigor de la presente ley se creará la Defensoría de la Igualdad, con objeto de vigilar el
cumplimiento de lo previsto en la misma. Dicha Defensoría será desempeñada por el Síndic de Greuges, en la
forma y condiciones que prevé su ley de creación.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 9

1 Según el artículo 51 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, las Administraciones públicas deberán fomentar la formación en igualdad:

A) Solo en el acceso al empleo público.

B) Solo en la promoción interna.

C) Solo en puestos directivos.

D) Tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera profesional.
Ayuntamiento de Albacete, 2023

2 Según la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en su 
redacción vigente, ¿a partir de qué número de personas trabajadoras es obligatoria la elaboración y 
aplicación de un Plan de Igualdad en las empresas?

A) 25 personas trabajadoras.

B) 50 personas trabajadoras.

C) 100 personas trabajadoras.

D) 200 personas trabajadoras.
Administración General del Estado (INAP), 2025

3 ¿Qué artículo de la Constitución española establece la igualdad de los españoles ante la ley?

A) 12

B) 14

C) 23

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Tarifa

4 De acuerdo con el artículo 15 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿cuál de los siguientes derechos tiene 
la consideración de derecho individual ejercido colectivamente?

A) La libre asociación profesional.

B) La libertad sindical.

C) La libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.

D) La adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
INAP - Comisión Permanente de Selección (Administración General del Estado), 2022

5 Según la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, el principio 
de igualdad de trato implica:

A) La prohibición de cualquier diferencia normativa entre hombres y mujeres, sin excepciones

B) La ausencia de discriminación directa o indirecta por razón de sexo

C) La prioridad automática de las mujeres en el acceso al empleo público

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Liria
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Soluciones — Tema 9 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 51 LO-Igualdad pág. 183 La obligación de las Administraciones públicas en materia de igualdad no se
limita a un momento concreto, sino que abarca toda la vida laboral del empleado. Se impulsa la formación tanto
cuando se accede al empleo público como durante el desarrollo posterior de la carrera profesional. Restringirla
únicamente al ingreso, a la promoción interna o a los puestos directivos desvirtúa el alcance pleno del principio
de igualdad efectiva que persigue la norma.

2 B Art. 45 LO-Igualdad pág. 180 La obligación de elaborar y aplicar un plan de igualdad recae en las empresas
con 50 o más personas trabajadoras. Una reforma laboral rebajó de forma progresiva ese umbral hasta situarlo
en dicha cifra. Las empresas de menor tamaño pueden implantar planes de manera voluntaria o cuando lo
imponga el convenio colectivo aplicable. El plan debe negociarse con la representación legal de la plantilla.
Además, exige un diagnóstico previo de la situación de igualdad entre mujeres y hombres.

3 B Art. 14 CE pág. 165 Todos los ciudadanos reciben el mismo trato jurídico, sin que pueda haber
discriminación por nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición personal o social. Este
principio encabeza los derechos fundamentales y obliga tanto al legislador como a quien aplica las normas.
Conviene distinguirlo del precepto que fija la mayoría de edad en dieciocho años y del que reconoce el derecho
a participar en asuntos públicos y acceder a cargos en condiciones de igualdad.

4 B Art. 15 TREBEP pág. 167 El Estatuto Básico del Empleado Público distingue los derechos individuales de los
derechos individuales que se ejercen colectivamente. La libertad sindical pertenece a este segundo grupo, junto
con otros derechos colectivos como la negociación colectiva y el ejercicio de huelga. La libertad de expresión y
la conciliación, en cambio, son derechos individuales de ejercicio personal.

5 B Art. 3 LO-Igualdad pág. 171 La igualdad de trato consiste en que ninguna persona reciba un peor trato por su
sexo, ni de forma abierta ni encubierta mediante normas o prácticas aparentemente neutras que perjudiquen
sobre todo a uno de los sexos. No supone prohibir toda distinción, pues caben medidas de acción positiva
justificadas y proporcionadas, ni otorga preferencia automática a las mujeres en el empleo público. El núcleo es
la eliminación de la discriminación directa e indirecta por razón de sexo.

Practica con más de 250 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

10
Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales: objeto y ámbito de aplicación. 
Nociones básicas de seguridad e higiene en el trabajo. Derechos y obligaciones de las 
Administraciones Públicas y sus empleados. Prevención de riesgos laborales. Medidas 
preventivas, evacuación de edificios y pautas de actuación ante incendios y 
emergencias.

Qué entra en este tema

LPRL · Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales
arts. 1 a 4 y 14 a 40 · 32 artículos

RD-39-1997 · RD 39/1997 Reglamento de los Servicios de Pre…
arts. 1 a 9 · 9 artículos

RD-486-1997 · RD 486/1997 disposiciones mínimas de seguri…
arts. 1 a 12 · 12 artículos

RD-393-2007 · RD 393/2007 Norma Básica de Autoprotección
arts. 1 a 9 · 9 artículos

62 artículos · empieza en la pág. 199

Lo más preguntado de este tema

Art. 4 LPRL 46
Art. 29 LPRL 27
Art. 15 LPRL 24
Art. 35 LPRL 20
Art. 14 LPRL 18

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 281 sobre el tema entero.

LPRL
Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales
En este tema: arts. 1 a 4 y 14 a 40 · 32 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1995-24292

CAPÍTULO I OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales.
La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones
relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho
ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma.
1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación
de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. A
tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales
para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del
trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia
preventiva, en los términos señalados en la presente disposición. Para el cumplimiento de dichos fines, la
presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones públicas, así como por los
empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.

2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en
todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en
los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales
reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de
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carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones específicas que se establecen para fabricantes, importadores y
suministradores, y de los derechos y obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos.
Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les
sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de un trabajo personal,
con las peculiaridades derivadas de su normativa específica. Cuando en la presente Ley se haga referencia a
trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en estos términos, respectivamente, de
una parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la Administración pública para la
que presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los
socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que
prestan sus servicios.

2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el
ámbito de las funciones públicas de: –Policía, seguridad y resguardo aduanero. –Servicios operativos de
protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública. –Fuerzas
Armadas y actividades militares de la Guardia Civil. No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica
que se dicte para regular la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios
en las indicadas actividades.

3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica. En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a
la presente Ley aquellas actividades cuyas características justifiquen una regulación especial, lo que se llevará
a efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación
en la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.

4. (Suprimido).

Se suprime el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680
Se modifican los apartados 1 y 2 por la disposición final 2.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.

2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.

3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.

4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.

5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.
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6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.

7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.

b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.

c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
de los riesgos mencionados.

d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le
proteja de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.

CAPÍTULO III DERECHOS Y OBLIGACIONES

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.

3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.

4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
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sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.

5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 15. Principios de la acción preventiva.
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.

b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.

c) Combatir los riesgos en su origen.

d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.

e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.

f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.

g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.

h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.

i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.

3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.

4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más
seguras.

5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva 1.
La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en
el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y
aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente. Este plan de
prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones,
las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención
de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 2. Los instrumentos
esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados a cabo por
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fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva
a que se refieren los párrafos siguientes:

a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse
con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del
acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones
que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos
específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las
condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido. Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera
necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los
trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.

b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales
riesgos. Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad
preventiva el plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales
necesarios para su ejecución. El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. Las
actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como consecuencia
de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de protección
requeridos. 2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la
planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del
nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se
determinen. 3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de
la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención
resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas
de estos hechos.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 8.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725
Se modifica el título y los apartados 1 y 2 por el art. 2.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la
seguridad y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda
presentar un riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las
medidas necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.

b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los
trabajos realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los
riesgos no se puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección
colectiva o mediante medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.
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Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores.
1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.

b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.

c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley. En las
empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante,
deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de
trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las
cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo
V de la presente Ley. Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.
1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.

2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia.
El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de
personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas
necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores,
designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación
necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes
señaladas. Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que
sean necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia
médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y
eficacia de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente.
1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su
trabajo, el empresario estará obligado a:
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a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de
las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.

b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato
el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad
mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y
determinada reglamentariamente.

c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la
de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios
técnicos puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho
peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.

3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los
representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad
de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la
autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. El
acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del
personal.

4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las
medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido
negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud.
1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en
función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador
preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los
representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para
verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás
trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. En
todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.

2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la
información relacionada con su estado de salud.

3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores
afectados.

4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. El acceso a la información médica de carácter personal se
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limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los
trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del
trabajador. No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia
de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en
relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir
o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus
funciones en materia preventiva.

5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de
los trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la
finalización de la relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.

6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario
con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación.
1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta
ley.

b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto
en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.

c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y,
en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 16 de esta ley.

d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del
citado artículo.

e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la
notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.

3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.

4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.
Se modifican las letras a), b) y c) del apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin,
establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de
riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos
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en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.

2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones
adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y
prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus
respectivos trabajadores.

3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.

4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa
contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre
que tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles
proporcionados por la empresa principal.

5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.

6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.

Se añade el apartado 6 por el art. 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A
tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas,
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en
aquellos puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su
discapacidad física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u
otras personas relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se
encuentren manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias
psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo.

2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan
incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a
agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la
procreación, tanto en los aspectos de la fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de
adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.
1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la
determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir
negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una
posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.
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2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la
cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y
compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos. El cambio de puesto o
función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de
movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su
reincorporación al anterior puesto. En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo
anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto
no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de
retribuciones de su puesto de origen.

3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente
exigirse por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de
suspensión del contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los
Trabajadores, durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras
persista la imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.

4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de
lactancia natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del
hijo y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en
función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el
informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo.
Podrá, asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por
riesgo durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del
Estatuto de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.

5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para
la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y
justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el apartado 4 por la disposición adicional 12.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. 
BOE-A-2007-6115
Se modifca por el art. 10 de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-1999-21568

Artículo 27. Protección de los menores.
1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los
puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de
su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes,
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores. A
tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos
existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará a dichos
jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra
b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
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de su seguridad y salud.

2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la
contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo 
temporal.
1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados
por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y
salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de una
relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una diferencia de trato
por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de
la seguridad y la salud de los trabajadores. La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán
plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los párrafos anteriores.

2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su
actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los
que vayan a estar expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes
profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos
del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del
puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que
vayan a estar expuestos.

3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su
estado de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.

4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección
y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación
de los trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar
de forma adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.

5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable
de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en
materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo. La empresa de trabajo temporal
será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia de la salud que se
establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo
anterior, la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores
afectados, antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de
trabajo a desempeñar y de las cualificaciones requeridas. La empresa usuaria deberá informar a los
representantes de los trabajadores en la misma de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por
la empresa de trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de
los derechos reconocidos en la presente Ley.

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.

2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
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particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.

2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.

3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.

4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.

5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.

6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

CAPÍTULO IV SERVICIOS DE PREVENCIÓN

Artículo 30. Protección y prevención de riesgos profesionales.
1. En cumplimiento del deber de prevención de riesgos profesionales, el empresario designará uno o varios
trabajadores para ocuparse de dicha actividad, constituirá un servicio de prevención o concertará dicho
servicio con una entidad especializada ajena a la empresa.

2. Los trabajadores designados deberán tener la capacidad necesaria, disponer del tiempo y de los medios
precisos y ser suficientes en número, teniendo en cuenta el tamaño de la empresa, así como los riesgos a que
están expuestos los trabajadores y su distribución en la misma, con el alcance que se determine en las
disposiciones a que se refiere la letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la presente Ley. Los trabajadores a que
se refiere el párrafo anterior colaborarán entre sí y, en su caso, con los servicios de prevención.

3. Para la realización de la actividad de prevención, el empresario deberá facilitar a los trabajadores
designados el acceso a la información y documentación a que se refieren los artículos 18 y 23 de la presente
Ley.

4. Los trabajadores designados no podrán sufrir ningún perjuicio derivado de sus actividades de protección y
prevención de los riesgos profesionales en la empresa. En ejercicio de esta función, dichos trabajadores
gozarán, en particular, de las garantías que para los representantes de los trabajadores establecen las letras a),
b) y c) del artículo 68 y el apartado 4 del artículo 56 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores. Esta garantía alcanzará también a los trabajadores integrantes del servicio de prevención,
cuando la empresa decida constituirlo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo siguiente. Los trabajadores a
que se refieren los párrafos anteriores deberán guardar sigilo profesional sobre la información relativa a la
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empresa a la que tuvieran acceso como consecuencia del desempeño de sus funciones.

5. En las empresas de hasta diez trabajadores, el empresario podrá asumir personalmente las funciones
señaladas en el apartado 1, siempre que desarrolle de forma habitual su actividad en el centro de trabajo y
tenga la capacidad necesaria, en función de los riesgos a que estén expuestos los trabajadores y la peligrosidad
de las actividades, con el alcance que se determine en las disposiciones a que se refiere el artículo 6.1.e) de
esta Ley. La misma posibilidad se reconoce al empresario que, cumpliendo tales requisitos, ocupe hasta 25
trabajadores, siempre y cuando la empresa disponga de un único centro de trabajo.

6. El empresario que no hubiere concertado el Servicio de prevención con una entidad especializada ajena a la
empresa deberá someter su sistema de prevención al control de una auditoría o evaluación externa, en los
términos que reglamentariamente se determinen.

7. Las personas o entidades especializadas que pretendan desarrollar la actividad de auditoría del sistema de
prevención habrán de contar con una única autorización de la autoridad laboral, que tendrá validez en todo el
territorio español. El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de autorización sin haberse notificado
resolución expresa al interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio administrativo, con
el objeto de garantizar una adecuada protección de los trabajadores.
Se modifica el apartado 5 por el art. 39.1 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre. Ref. BOE-A-2013-10074.
Se modifica el apartado 5 y se añade el apartado 7 por el art. 8.3 y 4 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Artículo 31. Servicios de prevención.
1. Si la designación de uno o varios trabajadores fuera insuficiente para la realización de las actividades de
prevención, en función del tamaño de la empresa, de los riesgos a que están expuestos los trabajadores o de la
peligrosidad de las actividades desarrolladas, con el alcance que se establezca en las disposiciones a que se
refiere la letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la presente Ley, el empresario deberá recurrir a uno o varios
servicios de prevención propios o ajenos a la empresa, que colaborarán cuando sea necesario. Para el
establecimiento de estos servicios en las Administraciones públicas se tendrá en cuenta su estructura
organizativa y la existencia, en su caso, de ámbitos sectoriales y descentralizados.

2. Se entenderá como servicio de prevención el conjunto de medios humanos y materiales necesarios para
realizar las actividades preventivas a fin de garantizar la adecuada protección de la seguridad y la salud de los
trabajadores, asesorando y asistiendo para ello al empresario, a los trabajadores y a sus representantes y a los
órganos de representación especializados. Para el ejercicio de sus funciones, el empresario deberá facilitar a
dicho servicio el acceso a la información y documentación a que se refiere el apartado 3 del artículo anterior.

3. Los servicios de prevención deberán estar en condiciones de proporcionar a la empresa el asesoramiento y
apoyo que precise en función de los tipos de riesgo en ella existentes y en lo referente a:

a) El diseño, implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales que permita la
integración de la prevención en la empresa.

b) La evaluación de los factores de riesgo que puedan afectar a la seguridad y la salud de los trabajadores
en los términos previstos en el artículo 16 de esta Ley.

c) La planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en la adopción de las
medidas preventivas y la vigilancia de su eficacia.

d) La información y formación de los trabajadores, en los términos previstos en los artículos 18 y 19 de esta
Ley.

e) La prestación de los primeros auxilios y planes de emergencia.

f) La vigilancia de la salud de los trabajadores en relación con los riesgos derivados del trabajo. Si la
empresa no llevara a cabo las actividades preventivas con recursos propios, la asunción de las funciones
respecto de las materias descritas en este apartado sólo podrá hacerse por un servicio de prevención ajeno.
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Lo anterior se entenderá sin perjuicio de cualquiera otra atribución legal o reglamentaria de competencia a
otras entidades u organismos respecto de las materias indicadas.

4. El servicio de prevención tendrá carácter interdisciplinario, debiendo sus medios ser apropiados para
cumplir sus funciones. Para ello, la formación, especialidad, capacitación, dedicación y número de
componentes de estos servicios, así como sus recursos técnicos, deberán ser suficientes y adecuados a las
actividades preventivas a desarrollar, en función de las siguientes circunstancias:

a) Tamaño de la empresa.

b) Tipos de riesgo a los que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.

c) Distribución de riesgos en la empresa.

5. Para poder actuar como servicios de prevención, las entidades especializadas deberán ser objeto de una
acreditación por la autoridad laboral, que será única y con validez en todo el territorio español, mediante la
comprobación de que reúnen los requisitos que se establezcan reglamentariamente y previa aprobación de la
autoridad sanitaria en cuanto a los aspectos de carácter sanitario. Entre estos requisitos, las entidades
especializadas deberán suscribir una póliza de seguro que cubra su responsabilidad en la cuantía que se
determine reglamentariamente y sin que aquella constituya el límite de la responsabilidad del servicio.

6. El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de acreditación sin haberse notificado resolución
expresa al interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio administrativo, con el objeto de
garantizar una adecuada protección de los trabajadores.

Se modifican los apartados 3 y 5 y se añade el apartado 6 por el art. 8.5 a 7 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725
Se modifican las letras a) y c) del apartado 3 por el art. 4.1 y 2 de la ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 32. Prohibición de participación en actividades mercantiles de prevención.
Las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social no podrán desarrollar las funciones correspondientes a los
servicios de prevención ajenos, ni participar con cargo a su patrimonio histórico en el capital social de una
sociedad mercantil en cuyo objeto figure la actividad de prevención.
Se modifica por la disposición final 1 de la Ley 35/2014, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2014-13568.
Se modifica por la disposición final 6 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto. Ref. BOE-A-2010-12616.

Artículo 32 bis. Presencia de los recursos preventivos.
1. La presencia en el centro de trabajo de los recursos preventivos, cualquiera que sea la modalidad de
organización de dichos recursos, será necesaria en los siguientes casos:

a) Cuando los riesgos puedan verse agravados o modificados en el desarrollo del proceso o la actividad, por
la concurrencia de operaciones diversas que se desarrollan sucesiva o simultáneamente y que hagan
preciso el control de la correcta aplicación de los métodos de trabajo.

b) Cuando se realicen actividades o procesos que reglamentariamente sean considerados como peligrosos
o con riesgos especiales.

c) Cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, si
las circunstancias del caso así lo exigieran debido a las condiciones de trabajo detectadas.

2. Se consideran recursos preventivos, a los que el empresario podrá asignar la presencia, los siguientes:

a) Uno o varios trabajadores designados de la empresa.

b) Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa.

c) Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la empresa. Cuando la
presencia sea realizada por diferentes recursos preventivos éstos deberán colaborar entre sí.

3. Los recursos preventivos a que se refiere el apartado anterior deberán tener la capacidad suficiente,
disponer de los medios necesarios y ser suficientes en número para vigilar el cumplimiento de las actividades
preventivas, debiendo permanecer en el centro de trabajo durante el tiempo en que se mantenga la situación
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que determine su presencia.

4. No obstante lo señalado en los apartados anteriores, el empresario podrá asignar la presencia de forma
expresa a uno o varios trabajadores de la empresa que, sin formar parte del servicio de prevención propio ni
ser trabajadores designados, reúnan los conocimientos, la cualificación y la experiencia necesarios en las
actividades o procesos a que se refiere el apartado 1 y cuenten con la formación preventiva correspondiente,
como mínimo, a las funciones del nivel básico. En este supuesto, tales trabajadores deberán mantener la
necesaria colaboración con los recursos preventivos del empresario.
Se añade por el art. 4.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

CAPÍTULO V CONSULTA Y PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES

Artículo 33. Consulta de los trabajadores.
1. El empresario deberá consultar a los trabajadores, con la debida antelación, la adopción de las decisiones
relativas a:

a) La planificación y la organización del trabajo en la empresa y la introducción de nuevas tecnologías, en
todo lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la seguridad y la salud de los
trabajadores, derivadas de la elección de los equipos, la determinación y la adecuación de las condiciones
de trabajo y el impacto de los factores ambientales en el trabajo.

b) La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención de los riesgos
profesionales en la empresa, incluida la designación de los trabajadores encargados de dichas actividades o
el recurso a un servicio de prevención externo.

c) La designación de los trabajadores encargados de las medidas de emergencia.

d) Los procedimientos de información y documentación a que se refieren los artículos 18, apartado 1, y 23,
apartado 1, de la presente Ley.

e) El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.

f) Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los
trabajadores.

2. En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, las consultas a que se refiere el
apartado anterior se llevarán a cabo con dichos representantes.

Artículo 34. Derechos de participación y representación.
1. Los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en las cuestiones relacionadas con la
prevención de riesgos en el trabajo. En las empresas o centros de trabajo que cuenten con seis o más
trabajadores, la participación de éstos se canalizará a través de sus representantes y de la representación
especializada que se regula en este capítulo.

2. A los Comités de Empresa, a los Delegados de Personal y a los representantes sindicales les corresponde, en
los términos que, respectivamente, les reconocen el Estatuto de los Trabajadores, la Ley de Organos de
Representación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas y la Ley Orgánica de Libertad
Sindical, la defensa de los intereses de los trabajadores en materia de prevención de riesgos en el trabajo. Para
ello, los representantes del personal ejercerán las competencias que dichas normas establecen en materia de
información, consulta y negociación, vigilancia y control y ejercicio de acciones ante las empresas y los
órganos y tribunales competentes.

3. El derecho de participación que se regula en este capítulo se ejercerá en el ámbito de las Administraciones
públicas con las adaptaciones que procedan en atención a la diversidad de las actividades que desarrollan y las
diferentes condiciones en que éstas se realizan, la complejidad y dispersión de su estructura organizativa y sus
peculiaridades en materia de representación colectiva, en los términos previstos en la Ley 7/1990, de 19 de
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julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los
empleados públicos, pudiéndose establecer ámbitos sectoriales y descentralizados en función del número de
efectivos y centros. Para llevar a cabo la indicada adaptación en el ámbito de la Administración General del
Estado, el Gobierno tendrá en cuenta los siguientes criterios:

a) En ningún caso dicha adaptación podrá afectar a las competencias, facultades y garantías que se
reconocen en esta Ley a los Delegados de Prevención y a los Comités de Seguridad y Salud.

b) Se deberá establecer el ámbito específico que resulte adecuado en cada caso para el ejercicio de la
función de participación en materia preventiva dentro de la estructura organizativa de la Administración.
Con carácter general, dicho ámbito será el de los órganos de representación del personal al servicio de las
Administraciones públicas, si bien podrán establecerse otros distintos en función de las características de
la actividad y frecuencia de los riesgos a que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.

c) Cuando en el indicado ámbito existan diferentes órganos de representación del personal, se deberá
garantizar una actuación coordinada de todos ellos en materia de prevención y protección de la seguridad
y la salud en el trabajo, posibilitando que la participación se realice de forma conjunta entre unos y otros,
en el ámbito específico establecido al efecto.

d) Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los órganos
de representación previstos en la Ley de Organos de Representación del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados de Prevención designados en dicho
ámbito, tanto para el personal con relación de carácter administrativo o estatutario como para el personal
laboral, y por representantes de la Administración en número no superior al de Delegados. Ello no
obstante, podrán constituirse Comités de Seguridad y Salud en otros ámbitos cuando las razones de la
actividad y el tipo y frecuencia de los riesgos así lo aconsejen.

Artículo 35. Delegados de Prevención.
1. Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones específicas en
materia de prevención de riesgos en el trabajo.

2. Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el ámbito de
los órganos de representación previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la
siguiente escala: De 50 a 100 trabajadores: 2 Delegados de Prevención. De 101 a 500 trabajadores: 3 Delegados
de Prevención. De 501 a 1.000 trabajadores: 4 Delegados de Prevención. De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5
Delegados de Prevención. De 2.001 a 3.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención. De 3.001 a 4.000
trabajadores: 7 Delegados de Prevención. De 4.001 en adelante: 8 Delegados de Prevención. En las empresas
de hasta treinta trabajadores el Delegado de Prevención será el Delegado de Personal. En las empresas de
treinta y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y entre
los Delegados de Personal.

3. A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a un año se computarán
como trabajadores fijos de plantilla.

b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados en el
período de un año anterior a la designación. Cada doscientos días trabajados o fracción se computarán
como un trabajador más.

4. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos podrán establecerse otros
sistemas de designación de los Delegados de Prevención, siempre que se garantice que la facultad de
designación corresponde a los representantes del personal o a los propios trabajadores. Asimismo, en la
negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere el artículo 83, apartado 3, del Estatuto de los
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Trabajadores podrá acordarse que las competencias reconocidas en esta Ley a los Delegados de Prevención
sean ejercidas por órganos específicos creados en el propio convenio o en los acuerdos citados. Dichos
órganos podrán asumir, en los términos y conforme a las modalidades que se acuerden, competencias
generales respecto del conjunto de los centros de trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o
del acuerdo, en orden a fomentar el mejor cumplimiento en los mismos de la normativa sobre prevención de
riesgos laborales. Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los
términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos, otros sistemas de designación de los
Delegados de Prevención y acordarse que las competencias que esta Ley atribuye a éstos puedan ser ejercidas
por órganos específicos.

Artículo 36. Competencias y facultades de los Delegados de Prevención.
1. Son competencias de los Delegados de Prevención:

a) Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.

b) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales.

c) Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a que se
refiere el artículo 33 de la presente Ley.

d) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales. En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley, no
cuenten con Comité de Seguridad y Salud por no alcanzar el número mínimo de trabajadores establecido al
efecto, las competencias atribuidas a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los Delegados de
Prevención.

2. En el ejercicio de las competencias atribuidas a los Delegados de Prevención, éstos estarán facultados para:

a) Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio ambiente de trabajo, así
como, en los términos previstos en el artículo 40 de esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad
Social en las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el cumplimiento
de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones que
estimen oportunas.

b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de esta Ley, a la información
y documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de sus
funciones y, en particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando la información esté
sujeta a las limitaciones reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que se garantice el respeto de la
confidencialidad.

c) Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los trabajadores una vez que
aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, aún fuera de su jornada laboral, en el
lugar de los hechos para conocer las circunstancias de los mismos.

d) Recibir del empresario las informaciones obtenidas por éste procedentes de las personas u órganos
encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como de los organismos
competentes para la seguridad y la salud de los trabajadores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40
de esta Ley en materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control del estado de las
condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a cualquier zona de los mismos y comunicarse durante
la jornada con los trabajadores, de manera que no se altere el normal desarrollo del proceso productivo.

f) Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la mejora de los niveles de
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protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar propuestas al
empresario, así como al Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo.

g) Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de paralización de
actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 21.

3. Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra c) del
apartado 1 de este artículo deberán elaborarse en un plazo de quince días, o en el tiempo imprescindible
cuando se trate de adoptar medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin haberse
emitido el informe, el empresario podrá poner en práctica su decisión.

4. La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el Delegado de Prevención
a tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 de este artículo deberá ser motivada.

Artículo 37. Garantías y sigilo profesional de los Delegados de Prevención.
1. Lo previsto en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de garantías será de aplicación a los
Delegados de Prevención en su condición de representantes de los trabajadores. El tiempo utilizado por los
Delegados de Prevención para el desempeño de las funciones previstas en esta Ley será considerado como de
ejercicio de funciones de representación a efectos de la utilización del crédito de horas mensuales retribuidas
previsto en la letra e) del citado artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores. No obstante lo anterior, será
considerado en todo caso como tiempo de trabajo efectivo, sin imputación al citado crédito horario, el
correspondiente a las reuniones del Comité de Seguridad y Salud y a cualesquiera otras convocadas por el
empresario en materia de prevención de riesgos, así como el destinado a las visitas previstas en las letras a) y
c) del número 2 del artículo anterior.

2. El empresario deberá proporcionar a los Delegados de Prevención los medios y la formación en materia
preventiva que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones. La formación se deberá facilitar por el
empresario por sus propios medios o mediante concierto con organismos o entidades especializadas en la
materia y deberá adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos, repitiéndose
periódicamente si fuera necesario. El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de
trabajo a todos los efectos y su coste no podrá recaer en ningún caso sobre los Delegados de Prevención.

3. A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 65 del
Estatuto de los Trabajadores en cuanto al sigilo profesional debido respecto de las informaciones a que
tuviesen acceso como consecuencia de su actuación en la empresa.

4. Lo dispuesto en el presente artículo en materia de garantías y sigilo profesional de los Delegados de
Prevención se entenderá referido, en el caso de las relaciones de carácter administrativo o estatutario del
personal al servicio de las Administraciones públicas, a la regulación contenida en los artículos 10, párrafo
segundo, y 11 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Representación, Determinación de las
Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 38. Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de participación destinado a la consulta
regular y periódica de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos.

2. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros de trabajo que cuenten con
50 o más trabajadores. El Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por el
empresario y/o sus representantes en número igual al de los Delegados de Prevención, de la otra. En las
reuniones del Comité de Seguridad y Salud participarán, con voz pero sin voto, los Delegados Sindicales y los
responsables técnicos de la prevención en la empresa que no estén incluidos en la composición a la que se
refiere el párrafo anterior. En las mismas condiciones podrán participar trabajadores de la empresa que
cuenten con una especial cualificación o información respecto de concretas cuestiones que se debatan en este
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órgano y técnicos en prevención ajenos a la empresa, siempre que así lo solicite alguna de las
representaciones en el Comité.

3. El Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente y siempre que lo solicite alguna de las
representaciones en el mismo. El Comité adoptará sus propias normas de funcionamiento. Las empresas que
cuenten con varios centros de trabajo dotados de Comité de Seguridad y Salud podrán acordar con sus
trabajadores la creación de un Comité Intercentros, con las funciones que el acuerdo le atribuya.

Artículo 39. Competencias y facultades del Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud tendrá las siguientes competencias:

a) Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y programas de prevención de
riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se debatirán, antes de su puesta en práctica y en lo referente
a su incidencia en la prevención de riesgos, la elección de la modalidad organizativa de la empresa y, en su
caso, la gestión realizada por las entidades especializadas con las que la empresa hubiera concertado la
realización de actividades preventivas; los proyectos en materia de planificación, organización del trabajo e
introducción de nuevas tecnologías, organización y desarrollo de las actividades de protección y
prevención a que se refiere el artículo 16 de esta Ley y proyecto y organización de la formación en materia
preventiva.

b) Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los riesgos,
proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias existentes.

2. En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará facultado para:

a) Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo, realizando
a tal efecto las visitas que estime oportunas.

b) Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean necesarios para el
cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del servicio de prevención, en su
caso.

c) Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores, al objeto
de valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.

d) Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.

3. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley respecto de la colaboración entre empresas en los
supuestos de desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo, se podrá acordar la
realización de reuniones conjuntas de los Comités de Seguridad y Salud o, en su defecto, de los Delegados de
Prevención y empresarios de las empresas que carezcan de dichos Comités, u otras medidas de actuación
coordinada.

Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 8.8 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725
Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 5 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 40. Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. Los trabajadores y sus representantes podrán recurrir a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social si
consideran que las medidas adoptadas y los medios utilizados por el empresario no son suficientes para
garantizar la seguridad y la salud en el trabajo.

2. En las visitas a los centros de trabajo para la comprobación del cumplimiento de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comunicará su presencia al
empresario o a su representante o a la persona inspeccionada, al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de
Prevención o, en su ausencia, a los representantes legales de los trabajadores, a fin de que puedan
acompañarle durante el desarrollo de su visita y formularle las observaciones que estimen oportunas, a
menos que considere que dichas comunicaciones puedan perjudicar el éxito de sus funciones.
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3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social informará a los Delegados de Prevención sobre los resultados
de las visitas a que hace referencia el apartado anterior y sobre las medidas adoptadas como consecuencia de
las mismas, así como al empresario mediante diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social que debe existir en cada centro de trabajo.

4. Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas serán consultadas con carácter previo a
la elaboración de los planes de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en materia de
prevención de riesgos en el trabajo, en especial de los programas específicos para empresas de menos de seis
trabajadores, e informadas del resultado de dichos planes.

RD-39-1997
RD 39/1997 Reglamento de los Servicios de Prevención
En este tema: arts. 1 a 9 · 9 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-1997-1853

CAPITULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Integración de la actividad preventiva en la empresa.
1. La prevención de riesgos laborales, como actuación a desarrollar en el seno de la empresa, deberá
integrarse en su sistema general de gestión, comprendiendo tanto al conjunto de las actividades como a todos
sus niveles jerárquicos, a través de la implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales
cuya estructura y contenido se determinan en el artículo siguiente. La integración de la prevención en el
conjunto de las actividades de la empresa implica que debe proyectarse en los procesos técnicos, en la
organización del trabajo y en las condiciones en que éste se preste. Su integración en todos los niveles
jerárquicos de la empresa implica la atribución a todos ellos, y la asunción por éstos, de la obligación de
incluir la prevención de riesgos en cualquier actividad que realicen u ordenen y en todas las decisiones que
adopten.

2. Los trabajadores y sus representantes deberán contribuir a la integración de la prevención de riesgos
laborales en la empresa y colaborar en la adopción y el cumplimiento de las medidas preventivas a través de la
participación que se reconoce a los mismos en el capítulo V de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de
Prevención de Riesgos Laborales. La participación a que se refiere el párrafo anterior incluye la consulta
acerca de la implantación y aplicación del Plan de prevención de riesgos laborales de la empresa, la
evaluación de los riesgos y la consiguiente planificación y organización preventiva en su caso, así como el
acceso a la documentación correspondiente, en los términos señalados en los artículos 33 y 36 de la Ley
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

3. La actividad preventiva de la empresa se desarrollará a través de alguna de las modalidades previstas en el
capítulo III de este real decreto.

Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto 604/2006, de 19 de mayo. Ref. BOE-A-2006-9379

Artículo 2. Plan de prevención de riesgos laborales.
1. El Plan de prevención de riesgos laborales es la herramienta a través de la cual se integra la actividad
preventiva de la empresa en su sistema general de gestión y se establece su política de prevención de riesgos
laborales. El Plan de prevención de riesgos laborales debe ser aprobado por la dirección de la empresa,
asumido por toda su estructura organizativa, en particular por todos sus niveles jerárquicos, y conocido por
todos sus trabajadores.

2. El Plan de prevención de riesgos laborales habrá de reflejarse en un documento que se conservará a
disposición de la autoridad laboral, de las autoridades sanitarias y de los representantes de los trabajadores, e
incluirá, con la amplitud adecuada a la dimensión y características de la empresa, los siguientes elementos:
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a) La identificación de la empresa, de su actividad productiva, el número y características de los centros de
trabajo y el número de trabajadores y sus características con relevancia en la prevención de riesgos
laborales.

b) La estructura organizativa de la empresa, identificando las funciones y responsabilidades que asume
cada uno de sus niveles jerárquicos y los respectivos cauces de comunicación entre ellos, en relación con la
prevención de riesgos laborales.

c) La organización de la producción en cuanto a la identificación de los distintos procesos técnicos y las
prácticas y los procedimientos organizativos existentes en la empresa, en relación con la prevención de
riesgos laborales.

d) La organización de la prevención en la empresa, indicando la modalidad preventiva elegida y los
órganos de representación existentes.

e) La política, los objetivos y metas que en materia preventiva pretende alcanzar la empresa, así como los
recursos humanos, técnicos, materiales y económicos de los que va a disponer al efecto.

3. Los instrumentos esenciales para la gestión y aplicación del Plan de prevención de riesgos laborales son la
evaluación de riesgos y la planificación de la actividad preventiva, que el empresario deberá realizar en la
forma que se determina en el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos
Laborales, y en los artículos siguientes de la presente disposición.

4. Las empresas de hasta 50 trabajadores que no desarrollen actividades del anexo I podrán reflejar en un
único documento el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la planificación de la
actividad preventiva. Este documento será de extensión reducida y fácil comprensión, deberá estar
plenamente adaptado a la actividad y tamaño de la empresa y establecerá las medidas operativas pertinentes
para realizar la integración de la prevención en la actividad de la empresa, los puestos de trabajo con riesgo y
las medidas concretas para evitarlos o reducirlos, jerarquizadas en función del nivel de riesgos, así como el
plazo para su ejecución.
Se añade el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto 337/2010, de 19 de marzo. Ref. BOE-A-2010-4765
Se modifica por el art. 1.2 del Real Decreto 604/2006, de 19 de mayo. Ref. BOE-A-2006-9379

CAPITULO II EVALUACIÓN DE LOS RIESGOS Y PLANIFICACIÓN DE LA ACTIVIDAD PREVENTIVA

SECCIÓN 1.ª EVALUACIÓN DE LOS RIESGOS

Artículo 3. Definición.
1. La evaluación de los riesgos laborales es el proceso dirigido a estimar la magnitud de aquellos riesgos que
no hayan podido evitarse, obteniendo la información necesaria para que el empresario esté en condiciones de
tomar una decisión apropiada sobre la necesidad de adoptar medidas preventivas y, en tal caso, sobre el tipo
de medidas que deben adoptarse. Cuando de la evaluación realizada resulte necesaria la adopción de medidas
preventivas, deberán ponerse claramente de manifiesto las situaciones en que sea necesario:

a) Eliminar o reducir el riesgo, mediante medidas de prevención en el origen, organizativas, de protección
colectiva, de protección individual, o de formación e información a los trabajadores.

b) Controlar periódicamente las condiciones, la organización y los métodos de trabajo y el estado de salud
de los trabajadores.

2. De acuerdo con lo previsto en el artículo 33 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, el empresario
deberá consultar a los representantes de los trabajadores, o a los propios trabajadores en ausencia de
representantes, acerca del procedimiento de evaluación a utilizar en la empresa o centro de trabajo.

Artículo 4. Contenido general de la evaluación.
1. La evaluación inicial de los riesgos que no hayan podido evitarse deberá extenderse a cada uno de los
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puestos de trabajo de la empresa en que concurran dichos riesgos. Para ello, se tendrán en cuenta:

a) Las condiciones de trabajo existentes o previstas, tal como quedan definidas en el apartado 7 del artículo
4 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

b) La posibilidad de que el trabajador que lo ocupe o vaya a ocuparlo sea especialmente sensible, por sus
características personales o estado biológico conocido, a alguna de dichas condiciones. En particular, a
efectos de lo dispuesto sobre la evaluación de riesgos en el artículo 26.1 de la Ley 31/1995, de 8 de
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, el anexo VII de este real decreto incluye una lista no
exhaustiva de agentes, procedimientos y condiciones de trabajo que pueden influir negativamente en la
salud de las trabajadoras embarazadas o en período de lactancia natural, del feto o del niño durante el
período de lactancia natural, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico de
exposición. En todo caso la trabajadora embarazada no podrá realizar actividades que supongan riesgo de
exposición a los agentes o condiciones de trabajo incluidos en la lista no exhaustiva de la parte A del anexo
VIII, cuando, de acuerdo con las conclusiones obtenidas de la evaluación de riesgos, ello pueda poner en
peligro su seguridad o su salud o la del feto. Igualmente la trabajadora en período de lactancia no podrá
realizar actividades que supongan el riesgo de una exposición a los agentes o condiciones de trabajo
enumerados en la lista no exhaustiva del anexo VIII, parte B, cuando de la evaluación se desprenda que
ello pueda poner en peligro su seguridad o su salud o la del niño durante el período de lactancia natural.
En los casos previstos en este párrafo, se adoptarán las medidas previstas en el artículo 26 de la Ley
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, con el fin de evitar la exposición a los
riesgos indicados.

2. A partir de dicha evaluación inicial, deberán volver a evaluarse los puestos de trabajo que puedan verse
afectados por:

a) La elección de equipos de trabajo, sustancias o preparados químicos, la introducción de nuevas
tecnologías o la modificación en el acondicionamiento de los lugares de trabajo.

b) El cambio en las condiciones de trabajo.

c) La incorporación de un trabajador cuyas características personales o estado biológico conocido lo hagan
especialmente sensible a las condiciones del puesto.

3. La evaluación de los riesgos se realizará mediante la intervención de personal competente, de acuerdo con
lo dispuesto en el capítulo VI de esta norma.
Se modifica el apartado 1.b) por el art. único.1 del Real Decreto 298/2009, de 6 de marzo. Ref. BOE-A-2009-3905

Artículo 5. Procedimiento.
1. A partir de la información obtenida sobre la organización, características y complejidad del trabajo, sobre
las materias primas y los equipos de trabajo existentes en la empresa y sobre el estado de salud de los
trabajadores, se procederá a la determinación de los elementos peligrosos y a la identificación de los
trabajadores expuestos a los mismos, valorando a continuación el riesgo existente en función de criterios
objetivos de valoración, según los conocimientos técnicos existentes, o consensuados con los trabajadores, de
manera que se pueda llegar a una conclusión sobre la necesidad de evitar o de controlar y reducir el riesgo. A
los efectos previstos en el párrafo anterior se tendrá en cuenta la información recibida de los trabajadores
sobre los aspectos señalados.

2. El procedimiento de evaluación utilizado deberá proporcionar confianza sobre su resultado. En caso de
duda deberán adoptarse las medidas preventivas más favorables, desde el punto de vista de la prevención. La
evaluación incluirá la realización de las mediciones, análisis o ensayos que se consideren necesarios, salvo
que se trate de operaciones, actividades o procesos en los que la directa apreciación profesional acreditada
permita llegar a una conclusión sin necesidad de recurrir a aquéllos, siempre que se cumpla lo dispuesto en el
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párrafo anterior. En cualquier caso, si existiera normativa específica de aplicación, el procedimiento de
evaluación deberá ajustarse a las condiciones concretas establecidas en la misma.

3. Cuando la evaluación exija la realización de mediciones, análisis o ensayos y la normativa no indique o
concrete los métodos que deben emplearse, o cuando los criterios de evaluación contemplados en dicha
normativa deban ser interpretados o precisados a la luz de otros criterios de carácter técnico, se podrán
utilizar, si existen, los métodos o criterios recogidos en:

a) Normas UNE.

b) Guías del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, del Instituto Nacional de Silicosis y
protocolos y guías del Ministerio de Sanidad y Consumo, así como de Instituciones competentes de las
Comunidades Autónomas.

c) Normas internacionales.

d) En ausencia de los anteriores, guías de otras entidades de reconocido prestigio en la materia u otros
métodos o criterios profesionales descritos documentalmente que cumplan lo establecido en el primer
párrafo del apartado 2 de este artículo y proporcionen un nivel de confianza equivalente.

Artículo 6. Revisión.
1. La evaluación inicial a que se refiere el artículo 4 deberá revisarse cuando así lo establezca una disposición
específica. En todo caso, se deberá revisar la evaluación correspondiente a aquellos puestos de trabajo
afectados cuando se hayan detectado daños a la salud de los trabajadores o se haya apreciado a través de los
controles periódicos, incluidos los relativos a la vigilancia de la salud, que las actividades de prevención
pueden ser inadecuadas o insuficientes. Para ello se tendrán en cuenta los resultados de:

a) La investigación sobre las causas de los daños para la salud que se hayan producido.

b) Las actividades para la reducción de los riesgos a que se hace referencia en el apartado 1.a) del artículo 3.

c) Las actividades para el control de los riesgos a que se hace referencia en el apartado 1.b) del artículo 3.

d) El análisis de la situación epidemiológica según los datos aportados por el sistema de información
sanitaria u otras fuentes disponibles.

2. Sin perjuicio de lo señalado en el apartado anterior, deberá revisarse igualmente la evaluación inicial con la
periodicidad que se acuerde entre la empresa y los representantes de los trabajadores, teniendo en cuenta, en
particular, el deterioro por el transcurso del tiempo de los elementos que integran el proceso productivo.

Artículo 7. Documentación.
En la documentación a que hacen referencia los párrafos b) y c) del artículo 23.1 de la Ley 31/1995, de 8 de
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, deberán reflejarse, para cada puesto de trabajo cuya
evaluación ponga de manifiesto la necesidad de tomar alguna medida preventiva, los siguientes datos:

a) La identificación del puesto de trabajo.

b) El riesgo o riesgos existentes y la relación de trabajadores afectados.

c) El resultado de la evaluación y las medidas preventivas procedentes, teniendo en cuenta lo establecido en el
artículo 3.

d) La referencia de los criterios y procedimientos de evaluación y de los métodos de medición, análisis o
ensayo utilizados, en los casos en que sea de aplicación lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 5.
Se modifica el párrafo primero por el art. 1.3 del Real Decreto 604/2006, de 19 de mayo. Ref. BOE-A-2006-9379
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SECCIÓN 2.ª PLANIFICACIÓN DE LA ACTIVIDAD PREVENTIVA

Artículo 8. Necesidad de la planificación.
Cuando el resultado de la evaluación pusiera de manifiesto situaciones de riesgo, el empresario planificará la
actividad preventiva que proceda con objeto de eliminar o controlar y reducir dichos riesgos, conforme a un
orden de prioridades en función de su magnitud y número de trabajadores expuestos a los mismos. En la
planificación de esta actividad preventiva se tendrá en cuenta la existencia, en su caso, de disposiciones
legales relativas a riesgos específicos, así como los principios de acción preventiva señalados en el artículo 15
de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

Artículo 9. Contenido.
1. La planificación de la actividad preventiva incluirá, en todo caso, los medios humanos y materiales
necesarios, así como la asignación de los recursos económicos precisos para la consecución de los objetivos
propuestos.

2. Igualmente habrán de ser objeto de integración en la planificación de la actividad preventiva las medidas de
emergencia y la vigilancia de la salud previstas en los artículos 20 y 22 de la Ley de Prevención de Riesgos
Laborales, así como la información y la formación de los trabajadores en materia preventiva y la coordinación
de todos estos aspectos.

3. La actividad preventiva deberá planificarse para un período determinado, estableciendo las fases y
prioridades de su desarrollo en función de la magnitud de los riesgos y del número de trabajadores expuestos
a los mismos, así como su seguimiento y control periódico. En el caso de que el período en que se desarrolle la
actividad preventiva sea superior a un año, deberá establecerse un programa anual de actividades.

RD-486-1997
RD 486/1997 disposiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares de 
trabajo
En este tema: arts. 1 a 12 · 12 artículos · texto consolidado a 22 de agosto de 2026 · BOE-A-1997-8669

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Real Decreto establece las disposiciones mínimas de seguridad y de salud aplicables a los
lugares de trabajo.

2. Este Real Decreto no será de aplicación a:

a) Los medios de transporte utilizados fuera de la empresa o centro de trabajo, así como a los lugares de
trabajo situados dentro de los medios de transporte.

b) Las obras de construcción temporales o móviles.

c) Las industrias de extracción.

d) Los buques de pesca.

e) Los campos de cultivo, bosques y otros terrenos que formen parte de una empresa o centro de trabajo
agrícola o forestal pero que estén situados fuera de la zona edificada de los mismos.

3. Las disposiciones de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se aplicarán
plenamente al conjunto del ámbito contemplado en el apartado 1.
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Artículo 2. Definiciones.
1. A efectos del presente Real Decreto se entenderá por lugares de trabajo las áreas del centro de trabajo,
edificadas o no, en las que los trabajadores deban permanecer o a las que puedan acceder en razón de su
trabajo. Se consideran incluidos en esta definición los servicios higiénicos y locales de descanso, los locales de
primeros auxilios y los comedores.

2. Las instalaciones de servicio o protección anejas a los lugares de trabajo se considerarán como parte
integrante de los mismos.

CAPÍTULO II OBLIGACIONES DEL EMPRESARIO

Artículo 3. Obligación general del empresario.
El empresario deberá adoptar las medidas necesarias para que la utilización de los lugares de trabajo no
origine riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores o, si ello no fuera posible, para que tales riesgos
se reduzcan al mínimo. En cualquier caso, los lugares de trabajo deberán cumplir las disposiciones mínimas
establecidas en el presente Real Decreto en cuanto a sus condiciones constructivas, orden, limpieza y
mantenimiento, señalización, instalaciones de servicio o protección, condiciones ambientales, iluminación,
servicios higiénicos y locales de descanso, y material y locales de primeros auxilios.

Artículo 4. Condiciones constructivas.
1. El diseño y las características constructivas de los lugares de trabajo deberán ofrecer seguridad frente a los
riesgos de resbalones o caídas, choques o golpes contra objetos y derrumbamientos o caídas de materiales
sobre los trabajadores.

2. El diseño y las características constructivas de los lugares de trabajo deberán también facilitar el control de
las situaciones de emergencia, en especial en caso de incendio, y posibilitar, cuando sea necesario, la rápida y
segura evacuación de los trabajadores.

3. Los lugares de trabajo deberán cumplir, en particular, los requisitos mínimos de seguridad indicados en el
anexo I.

Artículo 5. Orden, limpieza y mantenimiento.
Señalización. El orden, la limpieza y el mantenimiento de los lugares de trabajo deberá ajustarse a lo
dispuesto en el anexo II. Igualmente, la señalización de los lugares de trabajo deberá cumplir lo dispuesto en
el Real Decreto 485/1997, de 14 de abril.

Artículo 6. Instalaciones de servicio y protección.
Las instalaciones de servicio y protección de los lugares de trabajo a las que se refiere el apartado 2 del
artículo 2 deberán cumplir las disposiciones mínimas establecidas en el presente Real Decreto, así como las
que se deriven de las reglamentaciones específicas de seguridad que resulten de aplicación.

Artículo 7. Condiciones ambientales.
1. La exposición a las condiciones ambientales de los lugares de trabajo no deberá suponer un riesgo para la
seguridad y salud de los trabajadores. A tal fin, dichas condiciones ambientales y, en particular, las
condiciones termohigrométricas de los lugares de trabajo deberán ajustarse a lo establecido en el anexo III.

2. La exposición a los agentes físicos, químicos y biológicos del ambiente de trabajo se regirá por lo dispuesto
en su normativa específica.

Artículo 8. Iluminación.
La iluminación de los lugares de trabajo deberá permitir que los trabajadores dispongan de condiciones de
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visibilidad adecuadas para poder circular por los mismos y desarrollar en ellos sus actividades sin riesgo para
su seguridad y salud. La iluminación de los lugares de trabajo deberá cumplir, en particular, las disposiciones
del anexo IV.

Artículo 9. Servicios higiénicos y locales de descanso.
Los lugares de trabajo deberán cumplir las disposiciones del anexo V en cuanto a servicios higiénicos y locales
de descanso.

Artículo 10. Material y locales de primeros auxilios.
Los lugares de trabajo dispondrán del material y, en su caso, de los locales necesarios para la prestación de
primeros auxilios a los trabajadores accidentados, ajustándose a lo establecido en el anexo VI.

Artículo 11. Información a los trabajadores.
De conformidad con el artículo 18 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, el empresario deberá
garantizar que los trabajadores y los representantes de los trabajadores reciban una información adecuada
sobre las medidas de prevención y protección que hayan de adoptarse en aplicación del presente Real Decreto.

Artículo 12. Consulta y participación de los trabajadores.
La consulta y participación de los trabajadores o sus representantes sobre las cuestiones a las que se refiere
este Real Decreto se realizarán de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 18 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales.

RD-393-2007
RD 393/2007 Norma Básica de Autoprotección
En este tema: arts. 1 a 9 · 9 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2007-6237

Artículo 1.
Aprobación de la Norma Básica de Autoprotección de los centros, establecimientos y dependencias, dedicados
a actividades que puedan dar origen a situaciones de emergencia. Se aprueba la Norma Básica de
Autoprotección de los centros, establecimientos y dependencias, dedicados a actividades que puedan dar
origen a situaciones de emergencia (en adelante Norma Básica de Autoprotección), cuyo texto se inserta a
continuación de este real decreto.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones de este real decreto se aplicarán a todas las actividades comprendidas en el anexo I de la
Norma Básica de Autoprotección aplicándose con carácter supletorio en el caso de las Actividades con
Reglamentación Sectorial Específica, contempladas en el punto 1 de dicho anexo.

2. No obstante, las Administraciones Públicas competentes podrán exigir la elaboración e implantación de
planes de autoprotección a los titulares de actividades no incluidas en el anexo I, cuando presenten un
especial riesgo o vulnerabilidad.

3. Quedarán exentas del control administrativo y del registro, aquellos centros, establecimientos o
instalaciones dependientes del Ministerio de Defensa, de Instituciones Penitenciarias, de las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad, y Resguardo Aduanero, así como los de los órganos judiciales.

4. Cuando las instalaciones o actividades a las que se refiere esta Norma Básica dispongan de Reglamentación
específica propia que regule su régimen de autorizaciones, los procesos de control administrativo y técnico de
sus Planes de Emergencia Interior responderán a lo dispuesto en la citada Reglamentación específica.
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Artículo 3. Carácter de norma mínima.
1. Las obligaciones de autoprotección establecidas en el presente real decreto serán exigidas como norma
mínima o supletoria, de conformidad con lo establecido en el artículo 2.1.

2. Los planes de autoprotección previstos en esta norma y aquellos otros instrumentos de prevención y
autoprotección impuestos por otra normativa aplicable, podrán fusionarse en un documento único cuando
dicha unión permita evitar duplicaciones innecesarias de la información y la repetición de los trabajos
realizados por el titular o la autoridad competente, siempre que se cumplan todos los requisitos esenciales de
la presente norma y de las demás aplicables de acuerdo con el artículo 2.1.

Artículo 4. Elaboración de los Planes de Autoprotección.
1. La elaboración de los planes de autoprotección previstos en la Norma Básica de Autoprotección se sujetarán
a las siguientes condiciones:

a) Su elaboración, implantación, mantenimiento y revisión es responsabilidad del titular de la actividad.

b) El Plan de Autoprotección deberá ser elaborado por un técnico competente capacitado para dictaminar
sobre aquellos aspectos relacionados con la autoprotección frente a los riesgos a los que esté sujeta la
actividad.

c) En el caso de actividades temporales realizadas en centros, establecimientos, instalaciones y/o
dependencias, que dispongan de autorización para una actividad distinta de la que se pretende realizar e
incluida en el anexo I, el organizador de la actividad temporal estará obligado a elaborar e implantar, con
carácter previo al inicio de la nueva actividad, un Plan de Autoprotección complementario.

d) Los centros, establecimientos, espacios, instalaciones y dependencias que deban disponer de plan de
autoprotección deberán integrar en su plan los planes de las distintas actividades que se encuentren
físicamente en el mismo, así como contemplar el resto de actividades no incluidas en la Norma Básica de
Autoprotección.

e) En los centros, establecimientos, espacios, instalaciones y dependencias del apartado anterior se podrá
admitir un plan de autoprotección integral único, siempre que se contemple todos los riesgos particulares
de cada una de las actividades que contengan.

f) Los titulares de las distintas actividades, en régimen de arrendamiento, concesión o contrata, que se
encuentren físicamente en los centros, establecimientos, espacios, instalaciones y dependencias que
deban disponer de plan de autoprotección, de acuerdo con lo establecido en el anexo I, deberán elaborar,
implantar e integrar sus planes, con sus propios medios y recursos.

2. El Plan de Autoprotección deberá acompañar a los restantes documentos necesarios para el otorgamiento
de la licencia, permiso o autorización necesaria para el comienzo de la actividad.

3. Las administraciones públicas competentes podrán, en todo momento, requerir del titular de la actividad
correcciones, modificaciones o actualizaciones de los planes de autoprotección elaborados en caso de
variación de las circunstancias que determinaron su adopción o para adecuarlos a la normativa vigente sobre
autoprotección y a lo dispuesto en los planes de protección civil.

Artículo 5. Registro de los Planes de Autoprotección.
1. Los datos, de los planes de autoprotección, relevantes para la protección civil deberán ser inscritos en un
registro administrativo, que incluirá como mínimo los datos referidos en el anexo IV de la Norma Básica de
Autoprotección. A tal fin, los titulares de las actividades remitirán al órgano encargado de dicho registro los
referidos datos y sus modificaciones.

2. El órgano encargado del registro, así como los procedimientos de control administrativo y registro de los
Planes de Autoprotección de los centros, establecimientos, espacios, instalaciones y dependencias donde se
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desarrollan las actividades relacionadas en el anexo I de la Norma Básica de Autoprotección, será establecido
por las comunidades autónomas competentes o el órgano competente establecido en el caso de actividades
con reglamentación sectorial específica.

Artículo 6. Funciones de la Comisión Nacional de Protección Civil en materia de autoprotección.
La Comisión Nacional de Protección Civil de acuerdo con las funciones que le atribuye la Ley 2/1985, de 21 de
enero, sobre Protección Civil, tendrá las siguientes funciones relacionadas con la autoprotección.

a) Proponer las revisiones y actualizaciones necesarias de la Norma Básica de Autoprotección.

b) Proponer las modificaciones que procedan en las disposiciones normativas relacionadas con la
autoprotección.

c) Proponer criterios técnicos para la correcta interpretación y aplicación de la Norma Básica de
Autoprotección.

d) Informar preceptivamente los proyectos de normas de autoprotección de ámbito estatal que afecten a la
seguridad de personas y bienes.

e) Elaborar criterios, estudios y propuestas en el ámbito de la autoprotección.
Se modifica el párrafo d) por el art. 1.1 del Real Decreto 1468/2008, de 5 de septiembre. Ref. BOE-A-2008-15919.

Artículo 7. Promoción y fomento de la Autoprotección.
1. Las distintas Administraciones Públicas, en el marco de sus competencias, promoverán de forma
coordinada la Autoprotección, estableciendo los medios y recursos necesarios mediante el desarrollo de
actuaciones orientadas a la información y sensibilización de los ciudadanos, empresas e instituciones en
materia de prevención y control de riesgos, así como en materia de preparación y respuesta en situaciones de
emergencia.

2. La Dirección General de Protección Civil y Emergencias establecerá un Fondo de Documentación
especializado en materia de autoprotección para contribuir al desarrollo y promoción de la misma.

Artículo 8. Vigilancia e inspección por las Administraciones Públicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de la autoprotección, ejercerán funciones de vigilancia,
inspección y control, y velarán por el cumplimiento de las exigencias contenidas en la Norma Básica de
Autoprotección.
Se modifica por el art. 1.2 del Real Decreto 1468/2008, de 5 de septiembre. Ref. BOE-A-2008-15919.

Artículo 9. Régimen sancionador.
El incumplimiento de las obligaciones de autoprotección será sancionable por las administraciones públicas
competentes, conforme a la Ley 2/1985, de 21 de enero, las correspondientes Leyes de Protección Civil y
Emergencias de las Comunidades Autónomas y el resto del ordenamiento jurídico aplicable en materia de
autoprotección.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 10

1 Según la Ley 31/1995 ¿Qué debe hacer un trabajador si detecta una situación que entraña un riesgo grave e 
inminente para la seguridad?

A) Informar al comité de empresa únicamente

B) Actuar por iniciativa propia sin comunicarlo

C) Informar de inmediato a su superior jerárquico directo

D) Solicitar la baja médica preventiva
Ayuntamiento de Cercedilla, 2023

2 Una de las competencias de los Delegados de Prevención es:

A) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre prevención de 
riesgos laborales

B) Controlar a la Dirección de la empresa para que vigile el incumplimiento de la normativa

C) Facultar a los trabajadores en el acompañamiento de los técnicos de prevención

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Jerez de la Frontera, 2023

3 Cuando por la naturaleza del trabajo y funciones realizadas sea necesario la utilización de equipos de 
protección individual, ¿quién será el obligado a proporcionarlo?

A) El propio trabajador/a

B) El empresario

C) Los representantes de los trabajadores

D) Cualquiera de los anteriores
Ayuntamiento de Villena, 2025

4 El objeto de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales es:

A) Promover la Prevención de Riesgos Laborales de los trabajadores mediante la aplicación de medidas y el 
desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo.

B) Promover la eliminación o disminución de los riesgos derivados del trabajo mediante la aplicación de medidas 
y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo.

C) Promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación de medidas y el desarrollo de las 
actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo.

D) Promover la formación de los trabajadores en materia preventiva mediante la impartición de cursos y el 
desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo.

Ayuntamiento de Mutxamel, 2026

5 Según el artículo 21.1.a) de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales, cuando 
los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su trabajo, el 
empresario estará obligado

A) Informar lo antes posible al Presidente del Gobierno.

B) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de las 
medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.

C) El empresario no tendrá ningún tipo de obligación al respecto.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.
Ayuntamiento de La Carlota, 2024
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Soluciones — Tema 10 Cada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 21 LPRL pág. 204 Ante un peligro grave e inminente, el trabajador tiene el deber de avisar de forma
inmediata a quien le manda directamente y a los encargados de la prevención. La comunicación rápida permite
adoptar medidas para proteger al conjunto del personal. Solo cuando no sea posible contactar con el superior,
el trabajador podrá interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo. Actuar en solitario sin avisar o
limitarse a informar a un único órgano no cumple esta obligación legal de cooperación en seguridad.

2 A Art. 36 LPRL pág. 215 Entre las competencias de estos representantes está impulsar que los trabajadores
cooperen en el cumplimiento de las normas de prevención de riesgos laborales, animándoles a aplicarlas en su
actividad diaria. Su papel es colaborar con la dirección y ejercer vigilancia sobre el cumplimiento, no controlar el
incumplimiento ni otorgar facultades a otros. La fórmula correcta reproduce el deber de promover y fomentar
esa cooperación, que es exactamente la atribución reconocida por la ley.

3 B Art. 17 LPRL pág. 203 Los equipos de protección individual son una medida de seguridad que la persona
empleadora debe facilitar gratuitamente cuando los riesgos del puesto no pueden evitarse por otros medios. La
obligación recae sobre quien organiza y dirige el trabajo, que asume el deber general de proteger la salud de su
plantilla. El personal solo está obligado a usarlos correctamente y cuidarlos, nunca a costearlos. Tampoco
corresponde a los representantes del personal, cuya función es de vigilancia y participación, no de suministro.

4 C Art. 2 LPRL pág. 199 La finalidad de esta norma es proteger la seguridad y la salud de quienes trabajan, y
para lograrlo establece la adopción de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias que eviten los
riesgos del trabajo. No se limita a la formación ni habla solo de eliminar o reducir riesgos: el bien jurídico
protegido es la integridad física y la salud del personal. Conviene retener la fórmula exacta, pues otras versiones
cambian el objeto por uno parcial.

5 B Art. 21 LPRL pág. 204 Ante un peligro grave e inminente durante el trabajo, la prioridad es que quienes lo
sufren conozcan cuanto antes la situación. Por ello, el empresario debe avisar lo antes posible a todos los
trabajadores afectados sobre la existencia del riesgo y sobre las medidas de protección ya adoptadas o que
convenga adoptar. No se trata de comunicarlo a autoridades ajenas, sino de proteger de inmediato a las
personas expuestas, garantizando información veraz para que puedan actuar con seguridad.

Practica con más de 250 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/aux-c2-ayto-chilches
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PARTE GENERAL (A) 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

11
La transparencia de la actividad pública. El derecho de acceso a la 
información pública. La protección de los datos de carácter personal: 
regulación, definiciones, principios.

Qué entra en este tema

LTBG · Ley 19/2013 transparencia y buen gobierno
arts. 1 a 24 · 25 artículos

LTBG-VAL · Ley 1/2022, de 13 de abril, de la Generalitat, de Tr…
arts. 1 a 39 · 39 artículos

RGPD · Reglamento (UE) 2016/679 (RGPD)
arts. 1 a 11 · 11 artículos

LOPDGDD · LO 3/2018 protección de datos
arts. 1 a 10 · 10 artículos

85 artículos · empieza en la pág. 229

Lo más preguntado de este tema

Art. 7 LOPDGDD 33
Art. 5 LOPDGDD 26
Art. 1 LOPDGDD 20
Art. 14 LTBG 18
Art. 20 LTBG 18

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 232 sobre el tema entero.

LTBG
Ley 19/2013 transparencia y buen gobierno
En este tema: arts. 1 a 24 · 25 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2013-12887

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto.
Esta Ley tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el
derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno
que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento.

TÍTULO I TRANSPARENCIA DE LA ACTIVIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la Administración Local.

b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social así como las mutuas de accidentes
de trabajo y enfermedades profesionales colaboradoras de la Seguridad Social.

c) Los organismos autónomos, las Agencias Estatales, las entidades públicas empresariales y las entidades
de Derecho Público que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley,
tengan atribuidas funciones de regulación o supervisión de carácter externo sobre un determinado sector
o actividad.

d) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas a cualquiera de las
Administraciones Públicas o dependientes de ellas, incluidas las Universidades públicas.

e) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.

f) La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucional y el
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Consejo General del Poder Judicial, así como el Banco de España, el Consejo de Estado, el Defensor del
Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas, en
relación con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.

g) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de las entidades
previstas en este artículo sea superior al 50 por 100.

h) Las fundaciones del sector público previstas en la legislación en materia de fundaciones.

i) Las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y entidades previstos en este
artículo. Se incluyen los órganos de cooperación previstos en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en la medida en que, por su peculiar naturaleza y por carecer de una estructura administrativa
propia, le resulten aplicables las disposiciones de este título. En estos casos, el cumplimiento de las
obligaciones derivadas de la presente Ley serán llevadas a cabo por la Administración que ostente la
Secretaría del órgano de cooperación.

2. A los efectos de lo previsto en este título, se entiende por Administraciones Públicas los organismos y
entidades incluidos en las letras a) a d) del apartado anterior.

Artículo 3. Otros sujetos obligados.
Las disposiciones del capítulo II de este título serán también aplicables a:

a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales.

b) Las entidades privadas que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en una
cuantía superior a 100.000 euros o cuando al menos el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan carácter
de ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros.

Artículo 4. Obligación de suministrar información.
Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en los artículos anteriores que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas estarán obligadas a suministrar a la Administración, organismo
o entidad de las previstas en el artículo 2.1 a la que se encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la
información necesaria para el cumplimiento por aquéllos de las obligaciones previstas en este título. Esta
obligación se extenderá a los adjudicatarios de contratos del sector público en los términos previstos en el
respectivo contrato.

CAPÍTULO II PUBLICIDAD ACTIVA

Artículo 5. Principios generales.
1. Los sujetos enumerados en el artículo 2.1 publicarán de forma periódica y actualizada la información cuyo
conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el
funcionamiento y control de la actuación pública.

2. Las obligaciones de transparencia contenidas en este capítulo se entienden sin perjuicio de la aplicación de
la normativa autonómica correspondiente o de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más
amplio en materia de publicidad.

3. Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la información pública previstos en el
artículo 14 y, especialmente, el derivado de la protección de datos de carácter personal, regulado en el artículo
15. A este respecto, cuando la información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se
llevará a cabo previa disociación de los mismos.

4. La información sujeta a las obligaciones de transparencia será publicada en las correspondientes sedes
electrónicas o páginas web y de una manera clara, estructurada y entendible para los interesados y,
preferiblemente, en formatos reutilizables. Se establecerán los mecanismos adecuados para facilitar la
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accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información publicada así como su
identificación y localización. Cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente
fines de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumplimiento de las
obligaciones derivadas de esta Ley podrá realizarse utilizando los medios electrónicos puestos a su disposición
por la Administración Pública de la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas
percibidas.

5. Toda la información será comprensible, de acceso fácil y gratuito y estará a disposición de las personas con
discapacidad en una modalidad suministrada por medios o en formatos adecuados de manera que resulten
accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

Artículo 6. Información institucional, organizativa y de planificación.
1. Los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de este título publicarán información relativa a las
funciones que desarrollan, la normativa que les sea de aplicación así como a su estructura organizativa. A
estos efectos, incluirán un organigrama actualizado que identifique a los responsables de los diferentes
órganos y su perfil y trayectoria profesional.

2. Las Administraciones Públicas publicarán los planes y programas anuales y plurianuales en los que se fijen
objetivos concretos, así como las actividades, medios y tiempo previsto para su consecución. Su grado de
cumplimiento y resultados deberán ser objeto de evaluación y publicación periódica junto con los indicadores
de medida y valoración, en la forma en que se determine por cada Administración competente. En el ámbito
de la Administración General del Estado corresponde a las inspecciones generales de servicios la evaluación
del cumplimiento de estos planes y programas.

Artículo 6 bis. Registro de actividades de tratamiento.
Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de
los Derechos Digitales, publicarán su inventario de actividades de tratamiento en aplicación del artículo 31 de
la citada Ley Orgánica.
Se añade por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673

Artículo 7. Información de relevancia jurídica.
Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán:

a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas planteadas por los particulares
u otros órganos en la medida en que supongan una interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.

b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya iniciativa les corresponda, cuando
se soliciten los dictámenes a los órganos consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo
ningún dictamen la publicación se realizará en el momento de su aprobación.

c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea preceptiva la solicitud de
dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos hayan sido solicitados a los órganos consultivos
correspondientes sin que ello suponga, necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública.

d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los textos normativos, en
particular, la memoria del análisis de impacto normativo regulada por el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio.

e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser sometidos a un período de
información pública durante su tramitación.

Artículo 8. Información económica, presupuestaria y estadística.
1. Teniendo en cuenta las competencias legislativas de las Comunidades Autónomas, los sujetos incluidos en
el ámbito de aplicación de este título deberán hacer pública, como mínimo, la información relativa a los actos
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de gestión administrativa con repercusión económica o presupuestaria que se indican a continuación:

a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de la licitación y de adjudicación, el
procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha
publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así
como las modificaciones del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de
desistimiento y renuncia de los contratos. La publicación de la información relativa a los contratos
menores podrá realizarse trimestralmente. Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje
en volumen presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos previstos
en la legislación de contratos del sector público. Además, se publicará información estadística sobre el
porcentaje de participación en contratos adjudicados, tanto en relación con su número como en relación
con su valor, de la categoría de microempresas, pequeñas y medianas empresas (pymes), entendidas como
tal según el anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, para cada uno
de los procedimientos y tipologías previstas en la legislación de contratos del sector público. La
publicación de esta información se realizará semestralmente, a partir de un año de la publicación de la
norma.

b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de
duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso, las
obligaciones económicas convenidas. Igualmente, se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen,
con indicación de su objeto, presupuesto, duración, obligaciones económicas y las subcontrataciones que
se realicen con mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la
misma.

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo o finalidad y
beneficiarios.

d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e información actualizada
y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera de las Administraciones Públicas.

e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización por
parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.

f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables de las entidades
incluidas en el ámbito de la aplicación de este título. Igualmente, se harán públicas las indemnizaciones
percibidas, en su caso, con ocasión del abandono del cargo.

g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a los empleados
públicos así como las que autoricen el ejercicio de actividad privada al cese de los altos cargos de la
Administración General del Estado o asimilados según la normativa autonómica o local.

h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes locales, en los términos
previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. Cuando el reglamento
no fije los términos en que han de hacerse públicas estas declaraciones se aplicará lo dispuesto en la
normativa de conflictos de intereses en el ámbito de la Administración General del Estado. En todo caso, se
omitirán los datos relativos a la localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad
y seguridad de sus titulares.

i) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad de los servicios
públicos que sean de su competencia, en los términos que defina cada administración competente.

2. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la que se refieren las letras a) y
b) del apartado primero de este artículo cuando se trate de contratos o convenios celebrados con una
Administración Pública. Asimismo, habrán de publicar la información prevista en la letra c) en relación a las
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subvenciones que reciban cuando el órgano concedente sea una Administración Pública.

3. Las Administraciones Públicas publicarán la relación de los bienes inmuebles que sean de su propiedad o
sobre los que ostenten algún derecho real.

Se modifica el apartado 1.a) por el art. único de la Ley 14/2022, de 8 de julio. Ref. BOE-A-2022-11392

Artículo 9. Control.
1. El cumplimiento por la Administración General del Estado de las obligaciones contenidas en este capítulo
será objeto de control por parte del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

2. En ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, el Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, de acuerdo con el procedimiento que se prevea reglamentariamente, podrá dictar resoluciones en
las que se establezcan las medidas que sea necesario adoptar para el cese del incumplimiento y el inicio de las
actuaciones disciplinarias que procedan.

3. El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa reguladas en este capítulo tendrá la
consideración de infracción grave a los efectos de aplicación a sus responsables del régimen disciplinario
previsto en la correspondiente normativa reguladora.

Artículo 10. Portal de la Transparencia.
1. La Administración General del Estado desarrollará un Portal de la Transparencia, dependiente del
Ministerio de la Presidencia, que facilitará el acceso de los ciudadanos a toda la información a la que se
refieren los artículos anteriores relativa a su ámbito de actuación.

2. El Portal de la Transparencia incluirá, en los términos que se establezcan reglamentariamente, la
información de la Administración General del Estado, cuyo acceso se solicite con mayor frecuencia.

3. La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la Administración Local podrán adoptar otras
medidas complementarias y de colaboración para el cumplimiento de las obligaciones de transparencia
recogidas en este capítulo.

Artículo 11. Principios técnicos.
El Portal de la Transparencia contendrá información publicada de acuerdo con las prescripciones técnicas
que se establezcan reglamentariamente que deberán adecuarse a los siguientes principios:

a) Accesibilidad: se proporcionará información estructurada sobre los documentos y recursos de información
con vistas a facilitar la identificación y búsqueda de la información.

b) Interoperabilidad: la información publicada será conforme al Esquema Nacional de Interoperabilidad,
aprobado por el Real Decreto 4/2010, de 8 enero, así como a las normas técnicas de interoperabilidad.

c) Reutilización: se fomentará que la información sea publicada en formatos que permita su reutilización, de
acuerdo con lo previsto en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector
público y en su normativa de desarrollo.

CAPÍTULO III DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

SECCIÓN 1.ª RÉGIMEN GENERAL

Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública.
Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo
105.b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley. Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas
competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica.
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Artículo 13. Información pública.
Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte,
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan
sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 14. Límites al derecho de acceso.
1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para:

a) La seguridad nacional.

b) La defensa.

c) Las relaciones exteriores.

d) La seguridad pública.

e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios.

f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.

g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.

h) Los intereses económicos y comerciales.

i) La política económica y monetaria.

j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.

k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.

l) La protección del medio ambiente.

2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección y atenderá
a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado
superior que justifique el acceso.

3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª se dicten en aplicación de este
artículo serán objeto de publicidad previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran y sin
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 20, una vez hayan sido notificadas a los interesados.

Artículo 15. Protección de datos personales.
1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación sindical, religión
o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso
y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con
anterioridad a que se solicitase el acceso. Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al
origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos
a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al
infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del
afectado o si aquel estuviera amparado por una norma con rango de ley.

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros
derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se
concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano.

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la
solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. Para la
realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración los siguientes
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criterios:

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de
la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan
la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos.

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente
contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos.

d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento
puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad.

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los
datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos
a través del ejercicio del derecho de acceso.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673

Artículo 16. Acceso parcial.
En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el artículo 14 no afecte a la totalidad de
la información, se concederá el acceso parcial previa omisión de la información afectada por el límite salvo
que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de sentido. En este caso, deberá indicarse al
solicitante que parte de la información ha sido omitida.

SECCIÓN 2.ª EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la presentación de la
correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del órgano administrativo o entidad que posea la
información. Cuando se trate de información en posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a la Administración, organismo o entidad
de las previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas.

2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de:

a) La identidad del solicitante.

b) La información que se solicita.

c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones.

d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada.

3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información. Sin embargo, podrá
exponer los motivos por los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la
resolución. No obstante, la ausencia de motivación no será por si sola causa de rechazo de la solicitud.

4. Los solicitantes de información podrán dirigirse a las Administraciones Públicas en cualquiera de las
lenguas cooficiales del Estado en el territorio en el que radique la Administración en cuestión.

Artículo 18. Causas de inadmisión.
1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.

b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, borradores,
opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas.

c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.
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d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente.

e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de
transparencia de esta Ley.

2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la letra d) del apartado anterior,
el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente
para conocer de la solicitud.

Artículo 19. Tramitación.
1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que se dirige, éste la remitirá al
competente, si lo conociera, e informará de esta circunstancia al solicitante.

2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, se pedirá al solicitante que la
concrete en un plazo de diez días, con indicación de que, en caso de no hacerlo, se le tendrá por desistido, así
como de la suspensión del plazo para dictar resolución.

3. Si la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, debidamente identificados,
se les concederá un plazo de quince días para que puedan realizar las alegaciones que estimen oportunas. El
solicitante deberá ser informado de esta circunstancia, así como de la suspensión del plazo para dictar
resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación.

4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que se dirige, haya sido
elaborada o generada en su integridad o parte principal por otro, se le remitirá la solicitud a éste para que
decida sobre el acceso.

Artículo 20. Resolución.
1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros
afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el
órgano competente para resolver. Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la
complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante.

2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso parcial o a través de
una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un
tercero. En este último supuesto, se indicará expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar
cuando haya transcurrido el plazo del artículo 22.2.

3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la vulneración de alguno de los
límites al acceso se indicará esta circunstancia al desestimarse la solicitud.

4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se
entenderá que la solicitud ha sido desestimada.

5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública son recurribles directamente ante
la Jurisdicción Contencioso-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de interposición de la reclamación
potestativa prevista en el artículo 24.

6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de infracción
grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente
normativa reguladora.

Artículo 21. Unidades de información.
1. Las Administraciones Públicas incluidas en el ámbito de aplicación de este título establecerán sistemas para
integrar la gestión de solicitudes de información de los ciudadanos en el funcionamiento de su organización
interna.

2. En el ámbito de la Administración General del Estado, existirán unidades especializadas que tendrán las
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siguientes funciones:

a) Recabar y difundir la información a la que se refiere el capítulo II del título I de esta Ley.

b) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.

c) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información solicitada.

d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información.

e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.

f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la información cuyo acceso
se solicita con más frecuencia.

g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identificados los distintos tipos de
información que obre en poder del órgano.

h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de las disposiciones de esta
Ley.

3. El resto de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este título identificarán claramente el
órgano competente para conocer de las solicitudes de acceso.

Artículo 22. Formalización del acceso.
1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el
solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la
notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.

2. Si ha existido oposición de tercero, el acceso sólo tendrá lugar cuando, habiéndose concedido dicho acceso,
haya transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso administrativo sin que se haya formalizado o
haya sido resuelto confirmando el derecho a recibir la información.

3. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo puede
acceder a ella.

4. El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias o la trasposición de la
información a un formato diferente al original podrá dar lugar a la exigencia de exacciones en los términos
previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa
autonómica o local que resulte aplicable.

SECCIÓN 3.ª RÉGIMEN DE IMPUGNACIONES

Artículo 23. Recursos.
1. La reclamación prevista en el artículo siguiente tendrá la consideración de sustitutiva de los recursos
administrativos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dictadas por los órganos previstos
en el artículo 2.1.f) sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo.

Artículo 24. Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá interponerse una reclamación ante
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía
contencioso-administrativa.

2. La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del
acto impugnado o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.

3. La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
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Común. Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de derechos o
intereses de terceros se otorgará, previamente a la resolución de la reclamación, trámite de audiencia a las
personas que pudieran resultar afectadas para que aleguen lo que a su derecho convenga.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses, transcurrido el cual, la
reclamación se entenderá desestimada.

5. Las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se publicarán, previa disociación de los
datos de carácter personal que contuvieran, por medios electrónicos y en los términos en que se establezca
reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los interesados. El Presidente del Consejo de
Transparencia y Buen Gobierno comunicará al Defensor del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicación de
este artículo.

6. La competencia para conocer de dichas reclamaciones corresponderá al Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas atribuyan dicha competencia a un
órgano específico, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley.

LTBG-VAL
Ley 1/2022, de 13 de abril, de la Generalitat, de Transparencia y Buen Gobierno 
de la Comunitat Valenciana
En este tema: arts. 1 a 39 · 39 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-2022-8187

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
Esta ley tiene por objeto:

1. Regular y garantizar la transparencia de la actividad pública en su doble vertiente de publicidad activa y de
derecho de acceso a la información pública, promover la reutilización de la información y regular el Consejo
Valenciano de Transparencia.

2. Establecer los principios básicos de integridad y buen gobierno que deben cumplir las administraciones
públicas valencianas mediante la adopción de códigos éticos y de conducta y el desarrollo de marcos de
integridad pública.

3. Impulsar y garantizar la rendición de cuentas en la acción de gobierno y la actividad administrativa a través
de la planificación y la evaluación de la normativa y de las políticas públicas en el ámbito de la administración
autonómica.

4. Regular el régimen de garantías y de responsabilidades por el incumplimiento de los deberes y obligaciones
que establece esta ley.

Artículo 2. Principios generales.
Sin perjuicio del resto de obligaciones legales, la interpretación y la aplicación de esta ley se articulan en torno
a los siguientes principios generales:

1. Transparencia máxima: que garantiza una actividad pública que facilite el acceso a los contenidos
informativos que genera o custodia la administración pública y la excepcionalidad de las restricciones, que
deben estar motivadas en las razones estrictamente tasadas en la ley, tras considerar los diferentes intereses
que puedan concurrir.

2. Transparencia desde el diseño: garantiza que los requisitos de transparencia, apertura, reutilización y
protección de datos se tienen en cuenta desde el momento en que se planifican, diseñan o rediseñan sistemas,
procesos o procedimientos administrativos, con el objetivo de alinear el ciclo de vida de los documentos y
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otros recursos informativos con la transparencia.

3. Publicidad: principio en virtud del cual la administración debe proporcionar y difundir de forma constante,
veraz y objetiva la información relativa a su actuación y funcionamiento.

4. Comprensibilidad y claridad: se facilitará el acceso de la ciudadanía a la información pública de la manera
más sencilla que sea posible, dada la naturaleza de la información, procurando que sea fácilmente
comprensible. Se utilizará un lenguaje claro y se incluirá la descripción y el contexto que sean necesarios para
facilitar la comprensión e interpretación de la información.

5. Veracidad: la información difundida debe ser cierta, exacta y objetiva, y debe mantenerse actualizada.
Además, se garantizará que se debe verificar su autenticidad, fiabilidad, integridad y disponibilidad.

6. Reutilización de la información: la información se debe publicar y difundir en formatos abiertos que
posibiliten y favorezcan su reutilización, para facilitar que la ciudadanía pueda aprovechar para sus
actividades los datos y los documentos publicados y crear valor añadido.

7. Accesibilidad tecnológica universal: la información, los instrumentos y las herramientas que se usen en su
difusión deben ser comprensibles, utilizables y localizables por todas las personas en condiciones de
seguridad.

8. No discriminación: la administración pública debe establecer los medios necesarios para poner a
disposición de la ciudadanía la información pública a través del medio de acceso que esta elija.

9. Orientación a la ciudadanía y continuidad en el tiempo: la actividad pública se articula en torno a la
ciudadanía, como eje y referencia de su estrategia, y debe enmarcarse en una perspectiva de continuidad y
sostenimiento en el tiempo.

10. Gobierno abierto: las administraciones públicas deben promover un marco de relación y diálogo
permanentes y bidireccionales con la ciudadanía que garantice la transparencia y la rendición de cuentas de
la actividad pública y facilite la participación y colaboración de la ciudadanía en las políticas públicas y la
gestión.

11. Modernización y neutralidad tecnológica: se debe promover el uso de las tecnologías para diseñar
procesos más eficientes y próximos a la ciudadanía, y este se debe articular mediante la adopción de
estándares tecnológicos abiertos y neutrales.

12. Responsabilidad y rendición de cuentas: los gobiernos, las administraciones públicas y sus servidores
deben asumir la responsabilidad de sus actuaciones y decisiones, y deben promover la cultura de la
evaluación y el ejercicio de la rendición de cuentas en la actividad pública.

13. Integridad: las personas al servicio de la administración, ocupen o no un cargo público, deben generar
confianza y velar por la calidad democrática de las instituciones públicas y su reputación ante la ciudadanía.
El ejercicio de sus funciones se debe caracterizar por la imparcialidad, la objetividad, la honestidad, el respeto
al marco jurídico y la observancia de un comportamiento ético ausente de arbitrariedad, orientado al
cumplimiento y la satisfacción de los intereses generales.

14. Buen gobierno: los principios, obligaciones y reglas para la mejora de la calidad en los servicios y el
funcionamiento de la administración y los principios éticos y de actuación de acuerdo con los cuales deben
actuar las autoridades y el personal al servicio de la administración para que esta funcione con transparencia,
eficacia, eficiencia, calidad y equidad, garantizando la rendición de cuentas y la buena administración.

15. Planificación y evaluación de políticas y servicios: la administración pública debe instaurar procesos e
instrumentos que permitan la planificación y la evaluación ordenada y constante de las políticas y los
servicios que garanticen la mejora continua.

16. Buena regulación: en el ejercicio de su función normativa, la administración pública debe actuar de
acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y
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eficiencia.

17. Protección de datos: se debe garantizar el derecho a la protección de datos de carácter personal en el
ámbito que regula esta ley, prestando especial atención a aquellos tratamientos que puedan afectar a
categorías especiales de datos, menores de edad, víctimas de violencia de género, personas en situación de
exclusión social o de vulnerabilidad y supuestos equiparables, y también a aquellos que impliquen riesgos
para la seguridad personal.

Artículo 3. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. Las disposiciones de esta ley se aplican a:

a) La administración de la Generalitat.

b) El sector público instrumental de la Generalitat, en los términos definidos en el artículo 2.3 de la Ley
1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del sector público instrumental y de
subvenciones.

c) Las Corts Valencianes, el Síndic de Greuges, la Sindicatura de Comptes, el Consell Valencià de Cultura, la
Acadèmia Valenciana de la Llengua, el Comitè Econòmic i Social, el Consell Jurídic Consultiu y cualquier
otra institución estatutaria análoga que se pueda crear en el futuro, en relación con su actividad
administrativa y presupuestaria, y también la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la
Corrupción y cualesquiera otras entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas
o adscritas a estas.

d) Las entidades integrantes de la administración local de la Comunitat Valenciana y las entidades de su
sector público vinculadas o dependientes.

e) Las universidades públicas valencianas y las entidades de su sector público vinculadas o dependientes.

f) Las corporaciones de derecho público y federaciones deportivas, en cuanto a sus actividades sujetas a
derecho administrativo.

g) Las asociaciones constituidas por las administraciones públicas, organismos y entidades mencionados
en este artículo.

h) Cualquier otra entidad de derecho público con personalidad jurídica vinculada a las administraciones
públicas o dependiente de estas.

2. A efectos de lo establecido en esta ley, se consideran administraciones públicas: la administración de la
Generalitat y sus organismos públicos vinculados o dependientes, las entidades integrantes de la
administración local de la Comunitat Valenciana, las universidades públicas valencianas, y los consorcios
constituidos íntegramente por administraciones públicas territoriales.

Artículo 4. Otros sujetos obligados.
1. Tendrán que cumplir las obligaciones de publicidad activa que establece el capítulo II del título I de la Ley
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (de ahora en
adelante, Ley 19/2013, de 9 de diciembre), en los mismos términos que los sujetos recogidos en el artículo 3 de
la mencionada ley y respetando su naturaleza privada y las finalidades que tienen reconocidas, los siguientes
sujetos:

a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y asociaciones empresariales que desarrollen su
actividad en la Comunitat Valenciana.

b) Las entidades privadas que perciben durante el periodo de un año natural ayudas o subvenciones de las
entidades recogidas en el artículo 3 de la presente ley en una cuantía superior a 50.000 euros, o cuando las
ayudas o subvenciones percibidas representen al menos el 40 % del total de sus ingresos anuales, siempre
que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros.
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2. El cumplimiento de estas obligaciones se realizará a través del portal web de la entidad, o bien utilizando los
medios electrónicos de la organización, asociación o agrupación a la que pueda pertenecer. En el caso de las
entidades recogidas en el apartado 1.b, también podrán cumplir sus obligaciones a través del portal web que
ponga a su disposición la Generalitat.

3. Las entidades recogidas en el apartado 1.b tendrán que publicar la información a partir del año siguiente a
aquel en el que se hayan superado los umbrales establecidos, y tendrá que mantenerse publicada durante
cuatro años naturales.

4. La obligación que establece este artículo se incluirá en las bases reguladoras de concesión de subvenciones,
en las resoluciones de concesión o en los convenios que instrumenten la concesión de subvenciones.

Artículo 5. Obligación de suministrar información.
1. Las personas físicas o jurídicas que presten servicios públicos, que ejerzan funciones delegadas de control u
otro tipo de funciones administrativas o lleven a cabo actividades cualificadas como servicios de interés
económico general están obligadas a suministrar a los sujetos del artículo 3 a los que se encuentren
vinculadas, previo requerimiento, toda la información necesaria para el cumplimiento por aquellos de las
obligaciones previstas en esta ley. Esta obligación se extiende a todas las partes adjudicatarias de contratos del
sector público y a las personas beneficiarias de las subvenciones, en los términos que se prevé en el respectivo
contrato y las bases reguladoras de las subvenciones y la resolución de concesión de estas, sin perjuicio de las
obligaciones de publicidad activa previstas en el artículo 4 de esta ley.

2. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares, o documento contractual equivalente, y las bases
reguladoras de las convocatorias, los convenios y las resoluciones de concesión de ayudas y subvenciones
deben recoger de forma expresa esta obligación, así como los medios para su cumplimiento y los mecanismos
de control y seguimiento. Sin perjuicio de ello, la no inclusión de esta obligación en estos instrumentos no
exime de su cumplimiento.

3. Las administraciones públicas pueden acordar, previa advertencia y audiencia al interesado, la imposición
de multas coercitivas una vez transcurrido el plazo conferido en el requerimiento sin que el mismo hubiera
sido atendido. La multa, de 100 a 1.000 euros, será reiterada por periodos de quince días hasta su
cumplimiento. El total de la multa no puede exceder del 5 % del importe del contrato, subvención o
instrumento administrativo que habilite para el ejercicio de las funciones públicas o la prestación de los
servicios y, si en este instrumento no figurara una cuantía concreta, la multa no excederá de 3.000 euros. Para
la determinación del importe se debe atender a la gravedad del incumplimiento y al principio de
proporcionalidad, entre otros. La competencia para imponer la multa coercitiva corresponde al órgano que ha
realizado el requerimiento de suministro de información.

Artículo 6. Consideración de alto cargo.
A efectos de lo establecido en esta ley, se consideran altos cargos:

1. En el ámbito de la administración de la Generalitat y su sector público instrumental:

a) Las personas integrantes del Consell.

b) Las personas titulares de las secretarías autonómicas, las subsecretarías, las direcciones generales y los
órganos o centros directivos cuyo nombramiento sea competencia del Consell.

c) Las personas que ocupen cargos directivos como la presidencia, la dirección general, la gerencia, el
cargo de consejero delegado o consejera delegada y otros cargos directivos asimilables que ejerzan
funciones ejecutivas de máximo nivel con sujeción directa al órgano de gobierno en las entidades del
sector público instrumental de la Generalitat a que se refiere el artículo 3.1.b de esta ley.

d) Cualquier persona que haya suscrito un contrato laboral especial de alta dirección.
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e) Las personas que tengan la consideración de alto cargo de acuerdo con las leyes.

2. En el ámbito de la administración local, las personas integrantes de las corporaciones locales, las titulares
de los órganos superiores y directivos y el personal directivo de su sector público vinculado o dependiente, de
acuerdo con lo dispuesto en la normativa reguladora de las entidades de régimen local.

3. En el resto de entidades y de organismos incluidos en el artículo 3, las personas que tienen la titularidad o
forman parte de órganos de gobierno y quienes ejerzan cargos directivos, como por ejemplo la presidencia,
las direcciones generales, las gerencias, los consejeros delegados y las consejeras delegadas, y funciones
ejecutivas asimilables en las entidades de su sector público vinculadas o dependientes.

TÍTULO I TRANSPARENCIA DE LA ACTIVIDAD PÚBLICA

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 7. Transparencia de la actividad pública.
1. Las organizaciones comprendidas en el artículo 3 deben actuar con transparencia, y la deben promover
mediante la publicidad y difusión de la información sobre su actividad pública, especialmente a través de
internet, en los términos que establecen esta ley y la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso
a la información pública y buen gobierno.

2. El principio de transparencia debe aplicarse de forma preferente. Cualquier excepción o limitación se debe
derivar de una norma con rango de ley.

3. Los sujetos incluidos en el artículo 3 promoverán la cultura de la transparencia entre la ciudadanía y entre
los diferentes sectores sociales, a fin de favorecer el ejercicio del derecho de acceso a la información, impulsar
la rendición de cuentas y la creación de valor añadido por medio de la reutilización de la información y
promover la asunción del principio de transparencia por parte de las entidades privadas, tanto en la sociedad
civil como en las estrategias de responsabilidad social corporativa de las empresas. Para fomentar la cultura
de la transparencia, se llevarán a cabo campañas informativas, cursos y acciones de formación y medidas para
la sensibilización y divulgación entre la ciudadanía, y se fomentará entre la población infantil y juvenil
mediante proyectos de educación en gobierno abierto, formación a profesorado, recursos didácticos o
educación no formal.

4. Se entiende por información pública el conjunto de documentos o contenidos, cualquier que sea su formato
o apoyo, que estén en poder de cualquiera de los sujetos incluidos en el artículo 3 y que hayan sido elaborados
o adquiridos en el ejercicio de sus funciones, independientemente del momento en que hayan sido elaborados
o adquiridos.

5. La publicidad y la puesta a disposición de la información pública se debe ajustar a los límites establecidos
en la legislación estatal básica y en la propia de la Generalitat en materia de transparencia, sin perjuicio de lo
que se pueda derivar de la normativa de protección de datos de carácter personal, y de la normativa específica
que le sea aplicable.

Artículo 8. Gestión documental y archivos.
1. A fin de garantizar la difusión y la transparencia de una información pública objetiva, veraz, comprensible y
actualizada, las administraciones públicas comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley deben adoptar
políticas de gestión integral de los documentos, tanto en apoyo analógico como electrónico, y deben diseñar e
implementar los sistemas y las medidas técnicas y organizativas necesarias para garantizar la autenticidad, la
perdurabilidad, la interoperabilidad, la seguridad, la integridad, la conservación, la accesibilidad y la
recuperación de la información, así como la integración de conjuntos de datos públicos para su reutilización.
Así mismo, deben adaptar sus sistemas de gestión de la información para que la información y
documentación que generen o reciban en el ejercicio de sus competencias se conserve y difunda de acuerdo
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con las premisas de transparencia y reutilización. Estas entidades deben publicar las características y criterios
de su política de gestión documental.

2. Los archivos públicos que forman parte del Sistema Archivístico Valenciano están sujetos a los principios
establecidos en esta ley para asegurar el acceso a sus fondos y la transparencia en su funcionamiento, en las
condiciones establecidas en esta y en la normativa reguladora de los archivos de la Comunitat Valenciana,
todo ello sin perjuicio de lo que establezca la legislación sobre secretos oficiales y la normativa que regula el
acceso a archivos o bienes de valor histórico o cultural.

3. Las tablas de valoración documental que apruebe la Junta Calificadora de Documentos Administrativos,
deben establecer el régimen de conservación y acceso en las series documentales sujetas a publicidad activa y
solicitadas a través del derecho de acceso.
Se modifica el apartado 1 por el art. 74 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 9. Protección de datos personales.
1. Atendiendo a su naturaleza y finalidad, en la elaboración de información pública y antes de facilitarla o
publicarla se deben tener en cuenta los aspectos siguientes:

a) Se deben cumplir los principios de protección de datos, especialmente los referidos a proporcionalidad
del tratamiento de datos personales y la limitación del plazo de conservación.

b) Se deben adoptar medidas técnicas y organizativas apropiadas a fin de garantizar y poder demostrar que
el tratamiento es conforme con la normativa de protección de datos en relación al cumplimiento de esta
ley.

c) Se debe cumplir con los principios de protección de datos desde el diseño y por defecto.

d) Cuando se publiquen datos o información en que se hayan disociado los datos que identifiquen
personas, se deben realizar análisis para comprobar que no es posible revertir el proceso de disociación o
que requeriría esfuerzos desproporcionados teniendo en cuenta el estado de la técnica.

e) En cumplimiento del régimen jurídico en materia de protección de datos, y sin perjuicio de la
realización de análisis de riesgos, se tendrá que realizar una evaluación de impacto en relación a la
protección de datos personales en los supuestos en los que el tratamiento comporte un alto riesgo para los
derechos y libertades de las personas físicas, especialmente cuando la información esté referida a
categorías especiales de datos, menores de edad, víctimas de violencia de género, personas en situación de
exclusión social o de vulnerabilidad y supuestos equiparables, y también a aquellos que impliquen riesgos
para la seguridad personal.

f) Se deben aplicar los criterios contenidos en la normativa de protección de datos personales sobre la
forma en que se deben identificar las personas interesadas en las notificaciones de anuncios y
publicaciones de actos administrativos.

2. En el portal de transparencia se debe proporcionar información sobre protección de datos en un apartado
visible, que debe contener, al menos, la política de protección de datos del portal, los datos de contacto del
delegado o delegada de protección de datos de la Generalitat y los procedimientos para el ejercicio de los
derechos regulados por la normativa sobre protección de datos, especialmente, el derecho a la supresión de
datos o derecho al olvido.

3. Aquellas personas o entidades que recopilen datos e información publicada en el portal de transparencia, o
facilitada en virtud de solicitudes del derecho de acceso a la información pública, son responsables del uso o
tratamiento que realicen y responderán de las infracciones de la normativa sobre protección de datos que
puedan cometer.

4. Cuando se publique información en la cual se identifique a personas en virtud de lo establecido en esta ley,
no se debe incluir en ningún caso el nombre y apellidos de manera conjunta con el número completo del
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documento nacional de identidad, número de identidad de extranjero, pasaporte o documento equivalente.

5. Cuando se solicite información pública que contenga datos de carácter personal, el régimen aplicable es el
previsto en la normativa en materia de transparencia y acceso a la información pública, sin perjuicio del
régimen previsto en la normativa general de protección de datos. En el supuesto de que el órgano o entidad al
cual se haya solicitado la información lo estime conveniente por tener dudas razonables sobre la procedencia
de facilitar la información por la posible afectación del derecho de protección de datos, puede solicitar un
informe al respecto al delegado o delegada de protección de datos, siempre que la entidad disponga de esta
figura en virtud de la normativa aplicable.

6. Lo dispuesto en este artículo es aplicable a los tratamientos y las publicaciones que se realicen en
cumplimiento de esta ley.
Se modifican los apartados 1.e) y 5 por el art. 232 de la Ley 8/2022, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-5482

CAPÍTULO II PUBLICIDAD ACTIVA

SECCIÓN PRIMERA. NORMAS GENERALES

Artículo 10. Obligaciones de publicidad activa de los sujetos obligados.
1. Los sujetos incluidos en el artículo 3 de esta ley deben publicar, de manera proactiva y en las condiciones
que prevé esta ley, los datos e información que sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad,
con el fin de permitir a la ciudadanía la participación y el control de los asuntos públicos. En todo caso, deben
publicar, como mínimo, la información recogida en la sección segunda de este capítulo, a excepción de las
entidades que se incluyen en el ámbito de la administración local, que se regirán por lo que establece el
apartado 2 de este artículo.

2. Las obligaciones de publicidad activa aplicables a las entidades que forman la administración local de la
Comunitat Valenciana son las previstas en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en la
normativa reguladora de los gobiernos locales y en las normas y ordenanzas que ellas mismas aprueben
haciendo uso de su autonomía. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado primero de la disposición
adicional segunda, los municipios pueden cumplir estas obligaciones de manera asociada o por medio de
fórmulas de cooperación con otras administraciones, si por razones de capacidad o eficacia no las pueden
cumplir directamente.

3. Las obligaciones de publicidad activa aplicables a los sujetos obligados de naturaleza privada recogidos en
el artículo 4 se tienen que limitar a lo previsto en dicho artículo.

4. Son aplicables a la publicidad activa los límites al derecho de acceso a la información pública referidos en el
artículo 27 y, especialmente, lo que se deriva de la protección de datos de carácter personal. En este sentido,
junto con los criterios y obligaciones de protección de datos que prevé el artículo 9 se tiene que atender lo
establecido en el apartado 7 del artículo 11.

5. Las obligaciones de transparencia contenidas en este capítulo tienen carácter de mínimas y generales y se
entienden sin perjuicio de la aplicación de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más
amplio en materia de publicidad. Los sujetos obligados deben fomentar la publicidad de cualquier otra
información pública que se considere de interés para la ciudadanía.

6. Los sujetos incluidos en el artículo 3 deben adaptar las obligaciones de publicidad activa contenidas en este
capítulo a sus particularidades organizativas.

Artículo 11. Criterios generales de publicación.
1. La información objeto de publicidad activa será veraz, objetiva y actualizada, y además, se publicará de
forma clara, estructurada, comprensible, con formatos reutilizables y fácilmente localizable. A tal efecto, se
hará uso de buscadores que faciliten la localización de la información. Esta se acompañará de las
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descripciones adicionales necesarias para su interpretación (texto, mesas, gráficos o diagramas interactivos) y
se elaborarán representaciones gráficas o versiones específicas más sencillas de la información que, por su
naturaleza o contenido, resulte más compleja. Además, se prestará especial atención en cuanto a la utilización
de lenguaje no sexista ni discriminatorio.

2. Toda la información se difundirá por medios o en formatos adecuados para que resulten accesibles y
comprensibles para garantizar el acceso en condiciones de igualdad y la no discriminación tecnológica, de
acuerdo con el principio de accesibilidad y diseño universal. En este sentido, se tendrá en cuenta de manera
especial los colectivos de personas con diversidad funcional, en situación de mayor desigualdad o alejados
tradicionalmente de las instituciones públicas, y se elaborarán versiones en lectura fácil que faciliten el
acceso a la infancia y a la adolescencia. Respecto a la accesibilidad de los sitios web y aplicaciones para
dispositivos móviles se atenderá a la normativa básica en la materia.

3. Se tiene que indicar el órgano que ha generado la información publicada y la fecha de su última
actualización. Así mismo, hay que habilitar la posibilidad de acceder a series históricas de información que,
habiendo sido objeto de publicidad activa, haya sido sustituida por cambios o actualizaciones.
Reglamentariamente hay que establecer la periodicidad de actualización y el tiempo mínimo que hay que
mantener publicada la información objeto de publicidad activa.

4. La información sometida a las obligaciones de publicidad activa se tiene que obtener, cuando sea posible,
de los sistemas de información existentes en cada materia, a fin de evitar duplicidades innecesarias en la
obtención de la información y favorecer su actualización constante e inmediata. A tal efecto, los centros
directivos responsables deben planificar la creación o la adaptación de los sistemas de información para
cumplir con las obligaciones de esta ley, y es necesario que apliquen, desde el diseño y por defecto, los
principios contenidos en el Reglamento general de protección de datos.

5. De acuerdo con los principios de transparencia y protección de datos desde el diseño, los sistemas de
gestión documental deben disponer de los medios técnicos necesarios que permitan la identificación y el
etiquetado de aquellos contenidos informativos sujetos a la aplicación de determinadas limitaciones desde su
creación, para que de manera predeterminada queden ocultos o se anonimicen convenientemente y se
impida la divulgación involuntaria de estos datos, sin obstaculizar la apertura y la reutilización social del resto
de contenidos.

6. Se tiene que facilitar la indexación de los contenidos informativos objeto de publicidad activa por parte de
los buscadores de internet para facilitar su recuperación y localización por la ciudadanía, así como su
preservación digital. Así mismo, se tienen que facilitar, en un lugar fácilmente accesible del Portal de
Transparencia, procedimientos para que las personas afectadas puedan ejercer sus derechos en materia de
protección de datos, especialmente el derecho a la supresión o el derecho al olvido.

7. Cuando la información objeto de publicidad activa contenga datos personales de categorías especiales o
datos relativos a personas menores de edad o en situaciones de especial vulnerabilidad, la publicidad solo se
llevará a cabo una vez se hayan anonimizado estos datos de forma que no se pueda identificar a las personas
afectadas, sin perjuicio de todo lo previsto en el artículo 9.

8. En aquellos casos en los cuales esta ley indique la necesidad de identificación de las personas afectadas por
la publicidad activa, esta identificación se tiene que realizar de la forma siguiente:

a) Si se trata de personas físicas, se las debe identificar mediante nombre y apellidos.

b) Si se trata de personas jurídicas, se las debe identificar con la denominación social.

9. Los datos que se publican se presentarán, siempre que sea posible, desagregados por sexo cuando se trate
de datos estadísticos, encuestas o aquellos que sean relevantes para la visualización del impacto diferenciado
de las políticas públicas y los servicios en hombres y en mujeres.
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Artículo 12. Portal de Transparencia.
1. En el ámbito de la administración de la Generalitat y de sus organismos autónomos, la publicación de la
información detallada en este capítulo se realizará a través del portal de transparencia de la Generalitat. Este
portal estará adscrito orgánica y funcionalmente al centro directivo competente en materia de transparencia,
y sus requerimientos técnicos y organizativos se desarrollarán reglamentariamente.

2. Los entes del sector público instrumental de la Generalitat no incluidos en el apartado 1 deben articular
mecanismos de colaboración o sindicación de contenidos para cumplir con las previsiones de esta ley.

3. El resto de entidades comprendidas en el artículo 3 deben garantizar la publicación de la información
detallada en este capítulo por medio de sus sedes electrónicas, portales o páginas web, sin perjuicio de las
medidas de colaboración interadministrativa que puedan acordar. La administración de la Generalitat tiene
que promover la interoperabilidad y el acceso desde el Portal de Transparencia de la Generalitat.

Artículo 13. Control.
1. El cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa que regula esta ley por parte de los sujetos
recogidos en los artículos 3 y 4 tiene que ser objeto de control por el Consejo Valenciano de Transparencia.

2. En el ejercicio de esta facultad de control, el Consejo Valenciano de Transparencia puede efectuar, por
iniciativa propia o como consecuencia de denuncia, requerimientos para la enmienda de los incumplimientos
que puedan producirse de las obligaciones de publicidad activa que establece esta ley. En el supuesto de que se
constate un incumplimiento, la resolución tiene que incluir una advertencia y tiene que determinar las
medidas que se tengan que adoptar para enmendar el incumplimiento y el plazo para llevarlas a cabo, que
tiene que ser adecuado a la naturaleza de las medidas y que en ningún caso puede ser inferior a veinte días. La
entidad afectada tiene que comunicar las actuaciones realizadas para cumplir el requerimiento.

3. La desatención de los requerimientos del Consejo Valenciano de Transparencia para el cumplimiento de las
obligaciones de publicidad activa puede dar lugar a la exigencia de responsabilidad, de acuerdo con el que
prevé el título V de esta ley. El Consejo Valenciano de Transparencia puede instar la incoación del
procedimiento sancionador de acuerdo con lo que prevé el apartado 3 del artículo 74 de esta ley.

SECCIÓN SEGUNDA. INFORMACIÓN SUJETA A PUBLICIDAD

Artículo 14. Información institucional, organizativa y de planificación.
1. Información institucional y organizativa:

a) Los sujetos obligados incluidos en el artículo 3 deben publicar:

1.º La estructura organizativa. A estos efectos, hay que incluir un organigrama actualizado que
identifique las personas responsables de los diferentes órganos, las funciones que desarrolla, la sede, la
dirección institucional, los distintos medios de contacto y el horario de atención al público.

2.º Los códigos éticos, de conducta o de buen gobierno aprobados, así como los estándares de buenas
prácticas y responsabilidad social que se aplican.

b) Además, las administraciones públicas del artículo 3.2 deben publicar:

1.º La relación actualizada de sus entidades del sector público vinculadas o dependientes, con
indicación de su organigrama y del régimen jurídico, económico, patrimonial, de recursos humanos y
de contratación.

2.º La relación de los órganos colegiados, con su composición, las normas por las que se regulan, su
régimen de organización y funcionamiento y las actas de sus acuerdos.

c) Además, en el ámbito de la administración de la Generalitat y de su sector público instrumental, hay que
publicar:
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1.º Una relación de las competencias y traspasos de funciones y servicios asumidos por la Generalitat.

2.º Los acuerdos adoptados por el Consell sin perjuicio del carácter secreto de las deliberaciones y votos
y, con carácter previo, el orden del día previsto de las sesiones. Los acuerdos tienen que poder
consultarse como mínimo por título, tipo de acuerdo, área o temática, departamento proponente,
legislatura y fecha de aprobación; en las condiciones y con los límites que se establezcan
reglamentariamente y de acuerdo con los criterios de coordinación que establezca la Comisión de
Secretarías Autonómicas y Subsecretarías para preservar el respecto a los límites aplicables a la
publicidad activa.

3.º Los acuerdos adoptados por los órganos colegiados superiores de gobierno y administración de las
entidades del sector público instrumental, a excepción de los órganos de las entidades cuya actividad
sea la prestación de servicios financieros en régimen de mercado. Esta información tiene que
publicarse previa disociación de los datos de carácter personal y respetando los límites aplicables a la
publicidad activa.

2. Información referente al personal.

a) Los sujetos obligados incluidos en el artículo 3 deben publicar:

1.º La plantilla orgánica de plazas, la relación de puestos de trabajo o instrumento análogo de
planificación de los recursos humanos y la retribución económica anual, así como información
estadística sobre las variaciones ocurridas anualmente en la plantilla.

2.º Información estadística del personal, que incluirá al menos la edad, el género, así como el
porcentaje de las personas con diversidad funcional.

3.º Los acuerdos o los pactos reguladores de las condiciones de trabajo y convenios colectivos vigentes.

4.º La relación del personal eventual existente, con indicación exprés de su identificación, las labores de
confianza o asesoramiento especial que tiene encomendadas y el órgano para el cual las realiza y su
perfil y trayectoria profesional, así como sus retribuciones íntegras anuales e indemnizaciones por
razón del servicio.

5.º Las ofertas de empleo público y la información relativa a todos los procesos de selección y provisión
de lugares mediante concurso de méritos, que tiene que incluir las listas que se generen en los procesos
mencionados, a fin de permitir a cada aspirante conocer el lugar que ocupa en cada momento.

6.º Las convocatorias de selección temporal, las bolsas de trabajo temporal y las listas de personas que
las integran, a fin de que permitan a cada aspirante conocer el lugar que ocupa en cada momento.

7.º Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a su personal.
Necesariamente, hay que publicar la identificación de la persona, el lugar que ocupa y la actividad
autorizada.

8.º Información estadística desagregada sobre el número –y la distribución por organizaciones y
órganos o entidades– de representantes sindicales y unitarios del personal empleado público,
detallando el crédito horario anual del que disponen, así como el número de personas que disfrutan de
la dispensa total de asistencia al trabajo y la causa, clasificado por cada organización sindical.

b) (Suprimido)

3. Información sobre servicios públicos, procedimientos y planificación.

a) Los sujetos obligados incluidos en el artículo 3 deben publicar:

1.º La cartera de servicios.

2.º Las cartas de servicios y el grado de cumplimiento de sus compromisos.

3.º El procedimiento para la presentación de quejas, sugerencias y, si procede, agradecimientos o
felicitaciones, y los informes de evaluación que se realicen.
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4.º Los informes sobre la calidad de los servicios públicos, así como la información disponible que
permita su valoración.

5.º La relación actualizada de los procedimientos administrativos, con indicación de su objeto, los
trámites, los plazos, el sentido del silencio administrativo, los recursos que puedan interponerse con
relación a las resoluciones que finalizan y los formularios asociados, así como los que están disponibles
en formato electrónico y las vías y sedes de los registros en los que puedan presentarse escritos y
comunicaciones.

6.º Los planes y programas anuales y plurianuales en los cuales se fijan los objetivos concretos, las
actividades, los medios necesarios para ejecutarlos, el tiempo previsto para su consecución, los órganos
responsables de su ejecución y los indicadores que permitan su seguimiento y evaluación. También hay
que publicar su grado de cumplimiento y los resultados, que tienen que ser objeto de evaluación y
publicación periódica.

b) Además, en el ámbito de la administración de la Generalitat y de su sector público instrumental, se
publicará:

1.º Información sobre las listas de espera de acceso a los servicios públicos esenciales. En el ámbito de
los servicios sociales, especialmente las relativas al tiempo medio de espera para acceder a un servicio
de atención residencial.

2.º Las convocatorias y la adjudicación de plazas en centros educativos públicos y concertados, sin que
en ningún caso se puedan identificar a personas menores de edad.

3.º Las convocatorias y la adjudicación de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública y el
resultado de estas, sin que en ningún caso se puedan identificar a personas que se encuentren en
situaciones de especial vulnerabilidad.

4.º Información sobre las prestaciones, el impacto, la planificación y la evaluación del Sistema Público
Valenciano de Servicios Sociales.

5.º Los estudios e informes de evaluación de las políticas públicas y de calidad de los servicios públicos,
con especial atención a aquellos que tengan más impacto en la ciudadanía.

6.º Los planes e informes anuales de la Inspección General de Servicios de la Generalitat.

7.º El plan estratégico o de gobierno que determine su programa de actuación durante la
correspondiente legislatura, y el grado de cumplimiento de compromisos.

8.º El seguimiento del grado de cumplimiento de las resoluciones aprobadas por las Corts Valencianes
que afecten al Consell.

4. En situaciones de emergencia o grave riesgo colectivo, en el ámbito de la administración de la Generalitat y
su sector público instrumental hay que publicar el protocolo de actuación y hay que difundir sin demora la
información de la que disponga en caso de amenazas inminentes para la salud humana o el medio ambiente,
teniendo en cuenta lo que prevé la normativa que regula la gestión de la información en estas situaciones.
Se modifican los apartados 1, 2 y 3 por el art. 75 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 15. Información sobre altos cargos y asimilados.
Los sujetos recogidos en el artículo 3 tienen que publicar, respecto a sus altos cargos, la información que se
detalla a continuación:

1. La información relativa a las funciones atribuidas por razón de su cargo o función, así como su perfil y
trayectoria profesional, incluida la reproducción gráfica acreditativa de los principales méritos de su
currículo, sin perjuicio de la posibilidad de acreditación por cualquier otro medio que permita tener
constancia de su veracidad.

2. Los obsequios recibidos por razón del cargo, con indicación de su descripción, la persona o la entidad que
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los realizó, la fecha y el destino que se les ha dado. Así mismo, es necesario que se publiquen los obsequios
realizados por razón del cargo, que deben incluir al menos su descripción, la persona que los realizó y la que
los recibió, así como la fecha.

3. Las declaraciones de actividades, bienes, derechos y obligaciones patrimoniales presentadas al
nombramiento y al cese, así como sus modificaciones, según lo dispuesto en la normativa reguladora del
régimen de incompatibilidades y conflictos de intereses de los altos cargos.

4. Las resoluciones que determinen la compatibilidad o incompatibilidad se aplicarán, según lo dispuesto en
la normativa reguladora del régimen de incompatibilidades y conflictos de intereses de los altos cargos,
siempre que hubiera transcurrido el plazo de subsanación de dos meses previsto en los artículos 14.2 y 3 de la
Ley 8/2016, de 28 de octubre, de incompatibilidades y conflictos de intereses de personas con cargos públicos
no electos.

5. Los viajes y desplazamientos fuera de la Comunitat Valenciana realizados en el ejercicio de su función,
indicando el objeto, el destino, el medio de transporte, la fecha, el número de acompañantes y el coste total
detallado, incluyendo dietas y el resto de gastos asociados al viaje del alto cargo.

6. Las agendas institucionales y de trabajo, que deben contener, al menos, la fecha, la descripción y la
ubicación del acto o reunión, teniendo que publicarse con la suficiente antelación. En el supuesto de que no
pueda hacerse pública la agenda con carácter previo, la publicidad se tiene que hacer a posteriori , salvo que
existan causas justificadas que lo impidan. Se excluyen las reuniones de mera coordinación y organización, las
de despacho ordinario de los asuntos, las reuniones necesarias para la mera ejecución de contratos o
convenios cuando sean con el adjudicatario del contrato o las otras partes del convenio y los actos debidos de
carácter administrativo.

7. Las retribuciones brutas percibidas anualmente, identificando desglosados los conceptos retributivos que
perciba, como por ejemplo trienios o indemnización por residencia. Esta información tiene que ir referida al
ejercicio corriente y tiene que ser actualizada ante cualquier modificación.

8. Las indemnizaciones percibidas, si procede, al dejar de ejercer su cargo o por resolución del contrato.
Se modifica el apartado 1 por el art. 76 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959
Se modifican los apartados 4 y 6, con efectos desde el 27 de agosto de 2024, por los arts. 8 y 9 de la Ley 4/2024, de 26 de julio. Ref. BOE-
A-2024-20162

Artículo 16. Información de relevancia jurídica.
1. Las administraciones públicas del artículo 3.2 deben publicar:

a) La normativa vigente en su ámbito de aplicación, incluyendo la versión consolidada de la norma.

b) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares y respuestas a consultas planteadas que tengan
incidencia sobre la interpretación y la aplicación de las normas.

c) Los informes de evaluación de la normativa vigente.

d) El plan anual normativo.

e) La relación actualizada de los proyectos normativos que estén en proceso de elaboración, con indicación
del objeto, los trámites exigibles y el estado de estos, así como los procedimientos de participación
ciudadana previstos.

f) El resultado de las consultas y audiencias públicas planteadas durante la elaboración de normas,
incluyendo la valoración de las alegaciones formuladas.

g) Los textos de los anteproyectos de ley, proyectos de decretos legislativos y proyectos de reglamento que
se encuentren en fase de tramitación, cuando se soliciten los informes y dictámenes preceptivos a los
órganos consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo informe o dictamen la
publicación se realizará en el momento de su aprobación.
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h) Las memorias, informes y dictámenes que conforman el expediente de elaboración de las normas que
han sido aprobadas, una vez finalizada la tramitación del proyecto normativo.

i) Los documentos que se sometan a consulta pública o en un periodo de información pública durante su
tramitación, así como las alegaciones que se realicen durante este trámite y el informe de valoración de las
alegaciones formuladas.

j) Las resoluciones administrativas y judiciales que puedan tener relevancia pública y las resoluciones
judiciales definitivas que afecten a los sujetos del artículo 3, por razón del ejercicio de las funciones y las
responsabilidades que tengan atribuidas.

k) El inventario de actividades de tratamiento en aplicación del artículo 31 de la Ley orgánica 3/2018, de 5
de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.

l) La relación de sistemas de inteligencia artificial de alto riesgo de acuerdo con el reglamento de
inteligencia artificial que desarrollen o implanten. Asimismo, se incluirá la relación de sistemas
automatizados y sistemas de inteligencia artificial de uso general cuyo empleo impacte de manera
significativa en los procedimientos administrativos o la prestación de los servicios públicos. Sin perjuicio
de su desarrollo reglamentario, y de acuerdo con los principios de transparencia y explicabilidad, la
información a facilitar incluirá la descripción, en un lenguaje claro y sencillo, del diseño, funcionamiento
y lógica del sistema, su finalidad, su incidencia en las decisiones públicas, el nivel de riesgo que implica, la
importancia y consecuencias previstas para la ciudadanía, el punto de contacto al que poder dirigirse, y en
su caso, el órgano u órganos competentes a efectos de impugnación. Asimismo, se informará de los
criterios generales de impacto y riesgo adoptados para delimitar los sistemas a los que se debe dar
publicidad. En los supuestos de las letras g) y h), el momento de publicación debe entenderse determinado
sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones establecidas por los artículos 14 a 16 de la Ley 4/2023, de
13 de abril, de Participación Ciudadana y Fomento del Asociacionismo de la Comunitat Valenciana.

2. Además, la Administración de la Generalitat y su sector público instrumental tienen que publicar la
información siguiente, adaptada a sus particularidades organizativas:

a) Aquellos informes jurídicos facultativos de la Abogacía General de la Generalitat que den respuesta a
consultas planteadas, en la medida que suponen una interpretación del derecho, es decir, que tengan
incidencia sobre la interpretación y la aplicación de las normas. Cada informe jurídico formulado por la
Abogacía deberá indicar si tiene o no incidencia sobre la interpretación y aplicación de las normas y por
tanto si debe o no ser objeto de publicidad activa.

b) El informe de participación de los grupos de interés en los procesos de elaboración de normas, cuando
exista, a fin de determinar su huella normativa, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa que regula la
actividad de los grupos de interés.

Se modifican las letras g) y h) y se añade un párrafo al final del apartado 1 por el art. 77 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-
A-2025-11959
Se modifican la letra l) del apartado 1 y la letra a) del apartado 2 por el art. 63.1 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-1
Se modifica el apartado 1.h), con efectos desde el 27 de agosto de 2024, por el art. 15 de la Ley 4/2024, de 26 de julio. Ref. BOE-A-2024-20162
Se modifican la letra l) del apartado 1 y la letra a) del apartado 2 por el art. 63.1 del Decreto-ley 7/2024, de 9 de julio. Ref. DOGV-r-2024-90142

Artículo 17. Información de carácter presupuestario, financiero y contable.
1. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deben publicar la información siguiente adaptada a sus
particularidades organizativas:

a) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias.

b) Las cuentas anuales que deben rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización que
emiten sobre ellos los órganos de control.

c) Información sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
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financiera.

d) Los créditos extraordinarios, suplementos de crédito y otras modificaciones presupuestarias.

e) Información sobre el estado y el grado de ejecución de los presupuestos al mismo nivel de detalle que
estos, a efectos de posibilitar la evaluación de su adecuación.

f) Los gastos de personal y su porcentaje sobre el gasto total. Dentro de estos hay que especificar las
relativas a altos cargos y asimilados, al personal directivo, al personal eventual, y las correspondientes a
liberados sindicales, expresando en todos los casos su porcentaje sobre el gasto de personal y sobre el
gasto total.

g) El plazo medio de pago a personas o entidades beneficiarias de ayudas y subvenciones y a proveedores.

h) Información sobre los fondos de caja fija. Hay que publicar los gastos de caja fija desagregados por
centros directivos, con indicación en cada registro del concepto económico: descripción del tipo del gasto,
el tercero perceptor, y la fecha y el importe de la factura o dieta, sin perjuicio del cumplimiento de la
normativa aplicable en materia de protección de datos de carácter personal en cuanto a los datos de
personas físicas. Esta información se tiene que actualizar, como mínimo, mensualmente.

2. Además, la administración de la Generalitat tiene que publicar la información siguiente:

a) Los programas anuales de actuación, inversiones y financiación de las empresas que formen parte del
sector público instrumental.

b) El Proyecto de ley de presupuestos de la Generalitat y la documentación complementaria que el Consell
tiene que remitir a las Corts Valencianes junto con el proyecto, de acuerdo con la normativa que regule la
elaboración de los presupuestos de la Generalitat.

c) La Ley de presupuestos de la Generalitat.

d) El límite de gasto no financiero aprobado para el ejercicio.

e) La información básica sobre la financiación de la Comunitat Valenciana, con indicación de los
diferentes instrumentos de financiación, incluyendo, si procede, los mecanismos de apoyo en la liquidez.

f) Un resumen anual de los ingresos de la Generalitat efectivamente liquidados por clasificación
económica, junto con una serie histórica que permita estudiar su evolución.

g) La proporción que representa el déficit/superávit público sobre el producto interior bruto (PIB) de la
Comunitat Valenciana.

h) Información tributaria en función de cada tributo.

i) Los ingresos fiscales por habitante.

j) Información sobre los beneficios fiscales otorgados o reconocidos por la Generalitat.

k) Los gastos en las distintas políticas públicas y su porcentaje sobre el gasto total.

l) El gasto por habitante en la Comunitat Valenciana.

m) La inversión realizada por habitante en la Comunitat Valenciana.

n) El plan anual de disposición de fondos.

o) Las cantidades asignadas anualmente a las entidades locales.

3. En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 5/2016, de 6 de mayo, de cuentas abiertas para la
Generalitat Valenciana, hay que publicar la información sobre las cuentas bancarias de las entidades
obligadas por dicha ley, en los términos que esta establece.

Se modifica la letra h) del apartado 1 por el art. 78 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 18. Información sobre endeudamiento.
Las administraciones públicas y su sector público instrumental deben publicar la información siguiente:

1. La deuda pública de la administración, con indicación de su evolución y el endeudamiento relativo por
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habitante, respecto al PIB y respecto al presupuesto de ingresos.

2. El grado de cumplimiento de los objetivos de déficit y los planes para su cumplimiento.

3. El índice de solvencia a corto y largo plazo.

4. Las operaciones de préstamo, crédito y emisiones de deuda pública en todas sus modalidades realizadas.

5. Los avales y garantías prestadas en cualquier clase de crédito.

6. Las operaciones de arrendamiento financiero.

Artículo 19. Información patrimonial.
1. Los sujetos obligados del artículo 3 deben publicar la siguiente información:

a) El inventario de bienes y derechos, que al menos tiene que incluir información relativa a bienes
inmuebles y a bienes muebles de valor histórico artístico o de alto valor económico, a los derechos reales
sobre estos, y a los derechos de arrendamiento y cualesquiera otros de carácter personal en virtud de los
cuales se atribuya el uso o el disfrute de inmuebles ajenos, así como las subastas que convoquen. Se deben
exceptuar los bienes sobre los cuales las entidades tengan algún derecho real constituido en favor suyo en
garantía de la financiación concedida en el ejercicio de actividad crediticia. Esta información es necesario
que comprenda, respecto a los bienes inmuebles, como mínimo, la identificación de titular de los
derechos, la localización del bien y su superficie y referencia catastral, y la afectación en el caso de los
bienes de dominio público.

b) El gasto efectuado en concepto de arrendamiento de bienes inmuebles.

2. Además, la administración de la Generalitat tiene que publicar la información siguiente:

a) La relación de los bienes inmuebles que estén ocupados por las dependencias de sus órganos o servicios;
la relación de los inmuebles cuyo uso o explotación esté cedido, adjudicado, arrendado, autorizado o
concedido a terceros, con indicación de la finalidad o destino de este, y la relación de bienes inmuebles en
los cuales tenga la condición de parte arrendataria, con indicación del destino o uso al que están siendo
dedicados.

b) El número de vehículos oficiales de los cuales se tenga la titularidad y de los arrendados, con indicación
de la clasificación, la adscripción, el destino y el año de compra o arrendamiento.

Artículo 20. Información sobre contratación pública.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la normativa reguladora de los contratos del sector público, los sujetos
comprendidos en el artículo 3 publicarán la información relativa a los contratos que se cita a continuación:

a) Objeto, tipo de contrato y órgano de contratación.

b) Fecha de formalización, si procede.

c) Fecha de inicio de ejecución.

d) Duración del contrato.

e) Procedimiento de adjudicación utilizado para su formalización.

f) Presupuesto base de licitación e importe de adjudicación.

g) Instrumentos a través de los cuales se ha publicitado, si procede.

h) Número de licitadores participantes en el procedimiento y denominación de las empresas licitadoras.

i) Identidad del adjudicatario y su solvencia económica y financiera, y técnica o profesional, o, en su caso,
clasificación, respetando en todo caso el deber de confidencialidad previsto en la legislación de contratos
del sector público y los principios de protección de datos. Así mismo, se publicará información sobre su
titularidad real, entendida según la definición que establece la normativa en materia de prevención del
blanqueo de capitales, en las condiciones que permita la normativa que regula el registro de titularidades
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reales.

j) Las prórrogas de los contratos, los supuestos de resolución del contrato o declaración de nulidad, los
casos de posibles revisiones de precios y cesión de contratos y las modificaciones, dejaciones y renuncias
por parte del adjudicatario. En los casos de revisión de precios hay que indicar la desviación del coste final
de la prestación contratada en relación con el importe adjudicado.

k) En su caso, información relativa a la subcontratación, indicando como mínimo las obligaciones que se
recogen en la normativa estatal básica en materia de transparencia y contratación pública.

l) Las penalidades impuestas por incumplimiento de los contratistas.

m) Si procede, los acuerdos y criterios interpretativos de los órganos consultivos en materia de
contratación, con relación en el contrato objeto de publicidad.

n) La información sobre preguntas frecuentes y aclaraciones relativas al contenido de los contratos.

o) Criterios de adjudicación previstos en los pliegos de cláusulas administrativas particulares o documento
descriptivo, tanto los criterios cuantificables por medio de la mera aplicación de fórmulas como los
criterios la cuantificación de los cuales dependa de un juicio de valor.

p) Informe de valoración de las ofertas, así como las actas de la mesa de contratación relativas al
procedimiento de adjudicación.

q) Si procede, las decisiones de dejación y las decisiones de no adjudicación o celebración de los contratos,
por parte del órgano de contratación.

r) Información relativa a los contratos menores. La publicación de esta información se realizará, al menos,
trimestralmente, e incluirá como mínimo el objeto, la duración, el presupuesto base de licitación y el
importe de adjudicación, el número e identidad de los licitadores participantes, la identidad del
adjudicatario y el porcentaje que representan respecto de la totalidad de los contratos adjudicados,
incluidas las diferentes ofertas que se realizaron.

s) Información estadística sobre el número y el porcentaje, en volumen presupuestario, de contratos
adjudicados por cada uno de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector público,
de forma que puedan conocerse los porcentajes que se contraten en cada modalidad contractual y los
recibos por cada una de las empresas que contrata con el sector público anualmente.

t) Información relativa a la inclusión de cláusulas de responsabilidad social.

2. Con la información contenida en el apartado 1 hay que crear una base de datos de consulta pública y la
información obtenida en la investigación se debe poder descargar en formato reutilizable.

3. La exigencia de transparencia contenida en este artículo quedará expresamente incluida en los pliegos de
cláusulas administrativas particulares.

4. La exigencia de transparencia contenida en este artículo tiene que quedar expresamente incluida en los
pliegos de cláusulas administrativas particulares.
Se modifican los apartados 1 y 3 por el art. 79 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 21. Información relativa a convenios de colaboración, encomiendas de gestión, encargos de 
ejecución a medios propios y acción concertada.
1. Los sujetos comprendidos en el artículo 3 tienen que publicar información sobre todos los convenios de
colaboración y los contratos-programa subscritos, contengan o no obligaciones económicas para las partes,
concretamente:

a) Los convenios subscritos y su texto íntegro, así como el informe de necesidad correspondiente en el que
se justifique la utilización de esta figura. Cuando no sea posible publicarlos íntegramente por razones de
confidencialidad, hay que indicar como mínimo su objeto, las partes firmantes, la duración, las
obligaciones –económicas o de cualquier índole–, y sus modificaciones y adendas si hubiera. Además, se

LTBG-VAL · arts. 20-21Tema 11 · La transparencia de la actividad pública. El derecho de acceso a la información pública. La protección de los…

11

TEMARIO Auxiliar Administrativo (Parte general (a)) · Ayuntamiento de Chilches/Xilxes · oposicionesexpress.com pág. 253



debe publicar una memoria sucinta sobre las actividades realizadas en el marco del convenio, así como su
ejecución presupuestaria.

b) El texto íntegro de los contratos-programa subscritos entre los entes y los departamentos de la
administración a los cuales estén adscritos, así como los informes periódicos de evaluación de
cumplimiento de objetivos.

2. Las administraciones públicas y su sector público instrumental deben publicar el texto íntegro de las
encomiendas de gestión y encargos a medios propios. En los encargos a medios propios anualmente se
indicará el porcentaje de la actividad realizada por el medio propio a favor de los entes de control. Así mismo,
se tienen que indicar los motivos que justifiquen que no se prestan los servicios con los medios personales con
los que cuenta el órgano o entidad que encarga y, si procede, las razones que acrediten que no se haya licitado
la contratación del servicio de conformidad con lo previsto en la legislación de contratos del sector público.

3. En los convenios, encomiendas de gestión y encargos a medios propios se indicará aquellas cláusulas que
contengan información de carácter confidencial y las razones que lo justifiquen, de acuerdo con lo dispuesto
en la normativa sectorial que les sea aplicable, estando sometidas a publicidad activa aquellas partes no
confidenciales, así como sus modificaciones y adendas, si las hubiera.

4. La Administración de la Generalitat tiene que publicar información sobre la acción concertada con
entidades de iniciativa social para la prestación de servicios sociales. En concreto, deberán publicarse la
convocatoria de los acuerdos de acción concertada y resolución de concesión, los conciertos sociales con cada
entidad, así como las prórrogas, ampliaciones y minoraciones, revisiones y modificaciones.
Se modifican el título, los apartados 2, 3 y 4 por el art. 63.2 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-1
Se modifican el título, los apartados 2 y 3 y se añade el 4 por el art. 63.2 del Decreto-ley 7/2024, de 9 de julio. Ref. DOGV-r-2024-90142

Artículo 22. Información sobre publicidad y promoción institucional.
Los sujetos comprendidos en el artículo 3 deben publicar información relativa a todas las campañas de
publicidad y de promoción institucional y su coste, especificando el órgano que inicie el expediente, los
medios de comunicación empleados, el importe destinado a cada medio, los criterios utilizados para realizar
su distribución entre estos, el coste de los diferentes conceptos y la modalidad y el periodo de ejecución. Esta
información se tiene que actualizar al menos una vez en el año.

Artículo 23. Información sobre subvenciones.
1. Las entidades incluidas en el artículo 3 tienen que publicar información relativa a las subvenciones y
ayudas públicas. En ella se deben respetar los límites establecidos por la normativa reguladora de protección
de datos de carácter personal y por el resto de normativa vigente. La información que hay que publicar sobre
las subvenciones y ayudas públicas debe incluir, como mínimo:

a) El plan estratégico de subvenciones, que tiene que concretar los objetivos y los efectos de utilidad
pública o social que se pretenden conseguir con la aplicación de cada subvención, el plazo necesario para
su consecución, los costes totales previsibles y las fuentes de financiación.

b) El texto íntegro de las convocatorias de ayudas y subvenciones.

c) Su importe y su objeto o finalidad.

d) Las personas o las entidades beneficiarias.

e) Información por concedente, siguiendo la distribución orgánica por secciones y entes del sector público
instrumental a ellos adscritos. Cuando sea posible hay que descender a escala de programa presupuestario.

f) El procedimiento de gestión y justificación de la subvención, en cuanto al plazo de ejecución, pagos
anticipados o por anticipado, importe justificado, cuantías pagadas, resoluciones de reintegro y sanciones
impuestas.

g) Las subvenciones concedidas sin promover la concurrencia.
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h) Información estadística sobre el importe global y el porcentaje en volumen presupuestario de las
subvenciones concedidas de forma directa y de las concedidas previa convocatoria pública.

i) El gasto total efectuado en concepto de ayudas o subvenciones para familias y personas especialmente
vulnerables, como por ejemplo las relativas a la atención a la dependencia, acción social y cooperación,
personas mayores, menores y personas con diversidad funcional.

2. Las ayudas concedidas con cargo a fondo de la Unión Europea se tienen que regular por la normativa de
publicidad específica de cada fondo. Sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa
que establecen la normativa estatal básica y esta ley.
Se modifica el apartado 2 por el art. 80 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 24. Información relativa a ordenación del territorio, urbanismo y medio ambiente.
La administración de la Generalitat tiene que difundir, garantizando a la ciudadanía su consulta, la
información siguiente:

a) Información relativa a los instrumentos de ordenación del territorio y los planes urbanísticos. Sin perjuicio
de lo dispuesto en la normativa sectorial, esta información tiene que incluir, como mínimo, lo siguiente:

1.º La estructura general de cada municipio.

2.º La clasificación y calificación del suelo.

3.º El texto completo y la planimetría de los instrumentos de ordenación del territorio.

4.º Las modificaciones y revisiones aprobadas.

5.º Las infraestructuras planeadas para cada localidad.

6.º Los convenios urbanísticos que se subscriban, con indicación de los terrenos afectados, las personas
titulares, el objeto del convenio y las contraprestaciones que se establezcan.

b) La información medioambiental que tiene que hacerse pública de acuerdo con la normativa vigente. Se
tiene que incluir información sobre calidad de las aguas y del aire, sobre emisiones de gases invernadero y el
grado de cumplimiento de los compromisos públicos adquiridos sobre su reducción y sobre la recuperación
de las zonas que hayan sufrido incendios forestales o cualquier otro tipo de catástrofe medioambiental, así
como las resoluciones de derecho de acceso a la información medioambiental, para lo cual hay que poder
usar adicionalmente el Portal de Transparencia de la Generalitat.

Artículo 25. Información sobre estudios, estadísticas y cartografía.
1. Los sujetos obligados del artículo 3 publicarán la siguiente información:

a) La información actualizada sobre encuestas y estudios sociológicos y de opinión, tanto los barómetros
de opinión como los estudios y encuestas de carácter sectorial que se realicen. La información se publicará
en el plazo máximo de dos meses desde la recepción de los resultados definitivos. Incluirá los modelos
utilizados, las fichas técnicas y metodológicas, los resultados completos y los microdatos. Además se
indicará la empresa o entidad adjudicataria, la modalidad de adjudicación del contrato y el coste de
elaboración.

b) Los informes, estudios o dictámenes que se hayan contratado o encargado a terceros, sin perjuicio de la
aplicación de los límites al derecho de acceso a la información pública, en su caso.

2. Además, las administraciones públicas del artículo 3.2 deben publicar la siguiente información:

a) La información económica y estadística que esté en su poder y cuya difusión sea relevante. Esta
información se tiene que publicar de manera periódica, en formato reutilizable y facilitando las fuentes,
las notas metodológicas y los modelos utilizados.

b) La información geográfica y cartográfica (datos geolocalizados, bases cartográficas, imágenes de
satélite, vuelos fotogramétricos, macrodatos geográficos, etc.) que esté en su poder y cuya difusión sea
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relevante, facilitando las fuentes, las notas metodológicas, los metadatos y los modelos empleados a través
de la Infraestructura Valenciana de Datos Espaciales y el resto de servicios cartográficos del Institut
Cartogràfic Valencià.

Artículo 26. Información solicitada por la ciudadanía.
En el ámbito de la administración de la Generalitat y su sector público instrumental, se tiene que publicar:

1. Las resoluciones de derecho de acceso a la información pública.

2. Información estadística sobre el derecho de acceso a la información pública, con indicación del número de
solicitudes recibidas y el sentido de la resolución.

3. La información solicitada con mayor frecuencia al amparo de derecho de acceso a la información pública.

4. Los datos estadísticos sobre la información más solicitada en los canales de atención a la ciudadanía e
información estadística sobre estos.

5. Los datos estadísticos sobre la información más consultada en el Portal de Transparencia de la Generalitat.

6. Cualquier otra información pública que se considere de interés para la ciudadanía.

CAPÍTULO III DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

SECCIÓN PRIMERA. NORMAS GENERALES

Artículo 27. Derecho de acceso a la información pública.
1. Cualquier ciudadano o ciudadana, a título individual o en representación de cualquier organización
constituida legalmente, tiene derecho de acceso a la información pública, mediante solicitud previa y sin más
limitaciones que las establecidas en la ley. Para el ejercicio de este derecho no será necesario motivar la
solicitud ni invocar la ley.

2. El derecho de acceso a la información pública se entenderá sin perjuicio de otros derechos o
procedimientos. Así, no tendrán esta consideración otro tipo de comunicaciones con la administración como
el derecho de petición, las consultas de información general por los canales de atención a la ciudadanía, las
quejas y sugerencias, los derechos regulados en la normativa sobre protección de datos. En estos casos, se
derivará la solicitud al procedimiento o canal específico correspondiente, lo que se comunicará a la persona
solicitante.

3. Para las materias en que haya un régimen específico de acceso a la información, se aplicará lo previsto en
disposición adicional primera de esta ley.

Artículo 28. Límites al derecho de acceso a la información pública.
1. El régimen sobre los límites de acceso a la información pública es el establecido en el artículo 14 de la Ley
19/2013, de 9 de diciembre.

2. La aplicación de los límites al derecho de acceso a la información pública será proporcional a su objeto y
finalidad según las circunstancias de cada caso concreto y se interpretará siempre de manera restrictiva en
beneficio del derecho de acceso. Cuando la información solicitada contenga datos de carácter personal, se
atenderá a lo establecido en el artículo 9.

3. Los límites del derecho de acceso son temporales si así lo establece la ley que los regula y se mantienen
únicamente mientras perduren los motivos que justifiquen su aplicación. La persona solicitante podrá iniciar
un nuevo procedimiento de acceso a la información pública siempre que desaparezca la causa que justificó la
aplicación de la excepción del derecho de acceso y la denegación de información consiguiente.

4. En todo caso, tendrán que motivarse, con indicación explícita del límite que se aplica, las resoluciones que
deniegan o limitan el derecho de acceso.
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Artículo 29. Acceso parcial.
Si la información solicitada está afectada parcialmente por alguna de las limitaciones a las que se refiere el
artículo anterior, se facilitará, siempre que sea posible, el acceso parcial, omitiendo la parte afectada por la
limitación, salvo que de ello resulte una información distorsionada, equívoca o sin sentido. En este caso, se
indicará al solicitante qué parte de la información ha sido omitida.

SECCIÓN SEGUNDA. PROCEDIMIENTO PARA EL EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo 30. Procedimiento para el acceso a la información pública.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública tiene carácter de especial.
Se rige por lo dispuesto en esta ley y, supletoriamente, por la normativa que regula el procedimiento
administrativo común de las administraciones públicas.

2. Con el fin de garantizar y facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, deberán
omitirse todas aquellas exigencias y requisitos que puedan obstruirlo o impedirlo, sobre todo en cuanto a la
identificación y firma de las personas interesadas en el procedimiento.

Artículo 31. Solicitud de acceso a la información pública.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se inicia con la presentación de la solicitud
correspondiente, que se debe formular preferentemente por vía electrónica a través del portal de
transparencia o la sede electrónica correspondiente, sin perjuicio de que pueda presentarse por cualquier
medio que permita tener constancia del contenido que incluye el apartado 3 de este artículo.

2. La solicitud se dirigirá al departamento del Consell o entidad correspondiente que posea la información
solicitada. Cuando se trate de información que se encuentre en poder de personas físicas o jurídicas que
prestan servicios públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a la administración,
organismo o entidad que prevé el artículo 3.1 a las cuales se encuentran vinculadas.

3. La solicitud debe incluir el siguiente contenido:

a) La identidad de la persona solicitante. En el supuesto de que la tramitación sea por vía telemática, la
identificación se realizará sin que sea necesaria la acreditación mediante certificación electrónica, siempre
que se garantice suficientemente la identidad de la persona solicitante y sin que ello excluya los sistemas
de firma electrónica admitidos en la sede de la Generalitat.

b) La información a la cual se solicita el acceso. En todo caso, se debe incluir una descripción adecuada de
la información solicitada, sin que sea obligatorio exponer los motivos por los que se solicita la información.
Sin embargo, en caso de hacerlo, la motivación será tenida en cuenta para ponderar el acceso y dictar la
resolución correspondiente.

c) La dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones.

d) La modalidad o vía elegida por la persona solicitante para la puesta a disposición de la información y
también su formato.

e) El órgano administrativo o entidad al que se dirige.

4. Sin perjuicio de los datos contenidos en la solicitud, se podrá pedir a quien la presente determinada
información adicional para fines exclusivamente estadísticos.
Se modifica el apartado 1 por el art. 232 de la Ley 8/2022, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-5482

Artículo 32. Causas de inadmisión.
El régimen sobre las causas de inadmisión de las solicitudes de acceso a la información pública se define en el
artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. Reglamentariamente se establecerán los criterios para
delimitar cada uno de los supuestos de inadmisión.
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Artículo 33. Tramitación.
1. Si la solicitud se refiere a información que no está en poder de la administración o entidad a la cual se
dirige, esta lo enviará en el plazo de diez días hábiles a la competente, si sabe quién es, e informará de esta
circunstancia a la persona solicitante.

2. Cuando la información estuviera en poder del órgano al cual se ha dirigido la solicitud, pero no haya sido
elaborada íntegramente por este, o cuando además de estar en su poder estuviera también en poder de otro u
otros órganos administrativos, el órgano que ha recibido la solicitud informará de esta circunstancia a la
persona solicitante y dará traslado a aquellos órganos para que decidan sobre el acceso en la parte que los
corresponda. En todo caso, habrá una única resolución que decidirá conjuntamente sobre el derecho de
acceso.

3. Si la solicitud se refiere a información que no estuviera en poder de la administración pero que sí debería
estarlo, se informará a la persona solicitante de la causa de su inexistencia o, en su caso, de las acciones
realizadas para localizarla, sin perjuicio de las responsabilidades que se deriven.

4. Si la solicitud se refiere a información que no está en poder de la administración por no ser información
pública, se acordará el archivo de las actuaciones mediante una resolución motivada, que será notificada a la
persona interesada.

5. Si la solicitud estuviera formulada de manera imprecisa o confusa, de forma genérica o si no cumpliera los
requisitos establecidos en el apartado 3 del artículo 31, se requerirá a la persona solicitante para que, en el
plazo de diez días hábiles, concrete la solicitud o enmiende las deficiencias, con indicación de que se
suspende el plazo para resolver. Transcurrido este plazo sin atender el requerimiento, se considerará que
desiste de la solicitud.

6. Si las solicitudes se refieren a información que afectara los derechos o intereses de terceras personas,
debidamente identificadas, el órgano competente lo pondrá en conocimiento de las personas afectadas para
que, en su caso, en el plazo de quince días hábiles presenten las alegaciones que estimen pertinentes. La
persona solicitante será informada de esta circunstancia y también de la suspensión del plazo para resolver.
No se deberá conceder la audiencia cuando, después de la disociación de los datos de carácter personal, sea
posible poner a disposición la información sin vulnerar los derechos fundamentales de terceras personas.

7. De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, las notificaciones dirigidas a la persona
solicitante de la información podrán acumularse en un solo acto cuando lo permita el cumplimiento de los
plazos.

Se modifica el apartado 7 por el art. 63.3 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-1
Se añade el apartado 7 por el art. 63.3 del Decreto-ley 7/2024, de 9 de julio. Ref. DOGV-r-2024-90142

Artículo 34. Resolución.
1. Las solicitudes de acceso a la información pública se resolverán y notificarán a la persona solicitante, y a las
terceras personas afectadas, con la mayor brevedad posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes a
contar desde que la solicitud haya tenido entrada en el registro de la administración u organismo competente.

2. En el supuesto de que el volumen o la complejidad de la información solicitada lo requiera, el plazo para
resolver se podrá prorrogar por un mes más, mediante una resolución motivada que será notificada a la
persona solicitante y a las terceras personas afectadas, si hubiera.

3. Después de transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado ninguna
resolución, la solicitud se considerará desestimada a los efectos de recurso o reclamación.

4. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso parcial o a través de
una modalidad diferente a la solicitada y las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un
tercero. En la ponderación se tendrá que tener en cuenta de manera especial si la persona solicitante tiene
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importancia singular en el control social de la acción pública, si la información que solicita puede tener
relevancia e interés público o cuál será el tratamiento de la información que tenga previsto y su conexión con
intereses que no sean únicamente particulares. En el supuesto de que la negativa a facilitar la información
esté fundada en la existencia de derechos de propiedad intelectual o industrial de terceras personas, se habrá
de incluir en la resolución que se dicte la referencia a la persona física o jurídica titular de los derechos
cuando esta sea conocida o, alternativamente, la referencia a la persona cedente de la cual se haya obtenido la
información solicitada.

5. Reglamentariamente se podrá regular un procedimiento simplificado para facilitar el acceso a la
información cuando la solicitud sea estimatoria, no afecte terceras personas ni sea de aplicación ningún
límite al acceso.

6. Las resoluciones dictadas ponen fin a la vía administrativa y contra ellas se puede recurrir directamente
ante la jurisdicción contencioso-administrativa. Sin embargo, con carácter potestativo y previo a su
impugnación en la vía contenciosa administrativa, podrá presentarse una reclamación ante el Consejo
Valenciano de Transparencia en los términos establecidos en el artículo 38.

Se modifica el apartado 1 por el art. 81 de la Ley 5/2025, de 30 de mayo. Ref. BOE-A-2025-11959

Artículo 35. Órganos competentes para la resolución del procedimiento de solicitud de acceso a la 
información pública.
1. En el ámbito de la Administración de la Generalitat son competentes para la resolución del procedimiento
las personas titulares de los órganos superiores y directivos responsables funcionales de la información
solicitada o aquellos en los que deleguen.

2. En las organizaciones comprendidas en el artículo 3.1.b son competentes los órganos que determinen los
estatutos o normas de funcionamiento; en su defecto, sería competente el órgano máximo con funciones
ejecutivas.

3. El resto de instituciones y organizaciones establecidas en el artículo 3.1 establecerán esta competencia en
sus normas de funcionamiento; en su defecto, recaerá sobre sus máximos órganos de gobierno.
Se modifica el apartado 1 por el art. 63.4 de la Ley 6/2024, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2025-1
Se modifica el apartado 1 por el art. 63.4 del Decreto-ley 7/2024, de 9 de julio. Ref. DOGV-r-2024-90142

Artículo 36. Formalización del acceso a la información.
El régimen sobre la formalización del acceso a la información es el previsto en el artículo 22 de la Ley 19/2013,
de 9 de diciembre, sin perjuicio de lo establecido en la normativa de desarrollo de esta ley. Será gratuita la
puesta a disposición de la información por medios electrónicos o por comparecencia en la sede del órgano
administrativo que la custodie. Sin embargo, la expedición de copias o la transformación de la información a
un formato diferente del original podrá dar lugar a la exigencia de exacciones, de acuerdo con la normativa
vigente en materia de tasas de la Generalitat.

Artículo 37. Asistencia y colaboración.
1. Los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley deberán incluir entre sus procedimientos
telemáticos los relativos a las solicitudes de información pública. Así mismo, para facilitar que ejerzan el
derecho de acceso las personas que lo deseen, pondrán a disposición de la ciudadanía, mediante las guías de
procedimientos y servicios o instrumentos análogos, la orientación necesaria para localizar la información
que soliciten y los mecanismos, trámites, plazos u órganos competentes, y también las tasas o precios públicos
aplicables, en su caso.

2. El personal al servicio de estas entidades estará obligado a ayudar e informar a las personas que lo
requieran sobre la forma y el lugar en el que pueden presentar las solicitudes de acceso a la información,
independientemente del medio utilizado para ello.
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3. En el cumplimiento de los deberes establecidos en este artículo habrá que ajustarse especialmente a las
necesidades singulares de colectivos como la infancia y adolescencia, las personas con diversidad funcional o
personas con circunstancias personales que les dificulten el acceso a la información disponible en las
administraciones públicas o a los medios electrónicos.

CAPÍTULO IV RÉGIMEN DE IMPUGNACIONES

Artículo 38. Procedimiento ordinario de reclamaciones.
1. Ante las resoluciones, expresas o presuntas, de las solicitudes de acceso a la información, las personas
interesadas podrán presentar ante el Consejo Valenciano de Transparencia, con carácter potestativo y antes de
su impugnación ante la jurisdicción contencioso-administrativa, una reclamación en un procedimiento
ordinario con resolución o, en su caso, solicitar el inicio de un procedimiento de mediación en las
reclamaciones de derecho de acceso a la información pública.

2. Esta reclamación se regirá por lo establecido en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y esta misma ley. La
reclamación se presentará en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente de la notificación del acto
objeto de la reclamación o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio
administrativo. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses desde la recepción
de la reclamación. Transcurrido dicho plazo, la persona solicitante podrá considerar desestimada su
reclamación a efectos de recurso.

3. Esta reclamación tendrá carácter sustitutivo de los recursos administrativos, de acuerdo con lo establecido
en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las
administraciones públicas.

4. Contra las resoluciones dictadas por las instituciones y órganos que describe el artículo 3.1.c de esta ley, de
acuerdo con el apartado primero de la disposición adicional cuarta de la Ley 19/2013, de 9 diciembre, solo
procederá la interposición del recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio del sistema de garantías
propio que se establezca en el seno de cada institución de acuerdo con lo previsto en el apartado quinto de la
disposición adicional cuarta de esta ley.

5. Las resoluciones de las reclamaciones adoptadas por el Consejo Valenciano de Transparencia se publicarán
en el portal del Consejo Valenciano de Transparencia, una vez notificadas a las personas interesadas y
disociados los datos de carácter personal. En todo caso, se indicará el sentido de las resoluciones, así como las
cumplidas por la administración, las incumplidas y las impugnadas ante la jurisdicción contencioso-
administrativa. Las resoluciones se ordenarán temática y cronológicamente a fin de que sean fáciles de
localizar y se indicarán de forma particular aquellas que establezcan criterios generales para la interpretación
de la ley o para la resolución de futuras reclamaciones.

6. La resolución será ejecutiva. En el supuesto de que sea estimatoria, se comunicará a la entidad encargada
de su cumplimiento efectivo y se indicará, como mínimo, el alcance del acceso a la información, el plazo para
cumplirla y las condiciones en que se haya de hacer efectiva. La entidad afectada habrá de comunicar las
actuaciones llevadas a cabo para el cumplimiento de la resolución y, si no cumpliera la resolución en el plazo
establecido, la persona interesada podrá comunicarlo al Consejo Valenciano de Transparencia para que este
requiera su cumplimiento. En el supuesto de que el Consejo Valenciano de Transparencia apreciara el
incumplimiento de la resolución, podrá imponer multas coercitivas en los plazos y cuantías establecidos en el
artículo 5.3 al personal o las autoridades responsables de cumplir la resolución en la entidad correspondiente.
En todo caso, se tendrán en cuenta la gravedad del incumplimiento, el principio de proporcionalidad, la
intencionalidad y los medios materiales y personales disponibles, sin perjuicio de otros criterios de
graduación que puedan determinarse en el reglamento de organización y funcionamiento del Consejo
Valenciano de Transparencia.
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7. Contra las resoluciones del Consejo Valenciano de Transparencia solo se podrá interponer recurso
contencioso-administrativo. En caso de que la resolución afecte a la administración de la Generalitat o a su
sector público instrumental, estos pueden interponer recurso contencioso-administrativo en virtud de esta ley
y de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

8. La desatención de los requerimientos que efectúe el Consejo Valenciano de Transparencia para el
cumplimiento de las resoluciones en materia de acceso a la información podrá dar lugar a la exigencia de
responsabilidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 68 de esta ley. El Consejo Valenciano de
Transparencia podrá instar la incoación del procedimiento sancionador de acuerdo con lo previsto en el
apartado 3 del artículo 74 de esta ley.

Artículo 39. Procedimiento de mediación.
1. Cualquiera de las partes podrá solicitar al Consejo Valenciano de Transparencia el inicio del procedimiento
de mediación cuando se presente una reclamación de derecho de acceso a la información pública o en el
plazo de cinco días desde el momento en el que se haya tenido conocimiento de la interposición de la
reclamación. El Consejo Valenciano de Transparencia, una vez recibida la solicitud de procedimiento de
mediación, deberá comunicarlo a todas las partes intervinientes para que se pronuncien sobre la solicitud. La
administración no podrá oponerse a aplicar el procedimiento de mediación si alguna de las partes interesadas
la acepta.

2. Mientras dure el procedimiento de mediación quedará suspendida la tramitación de la reclamación en el
procedimiento ordinario. El procedimiento de mediación deberá sustanciarse en el plazo máximo de un mes a
contar desde su aceptación. Si no se alcanzara un acuerdo de mediación, continuaría la tramitación de la
reclamación por el procedimiento ordinario a partir del punto en que se hubiera suspendido.

3. La persona mediadora será designada por el Consejo Valenciano de Transparencia de entre el personal de
su oficina técnica de apoyo y deberá contar con formación y conocimientos específicos en materia de
mediación administrativa. La mediación se podrá desarrollar presencialmente o a través de medios
telemáticos.

4. El acuerdo fruto de la mediación deberá ser aprobado por la persona reclamante, la administración
afectada y, en su caso, las terceras personas que hayan comparecido en el procedimiento. El acuerdo
adoptado, que deberá ratificar el Consejo Valenciano de Transparencia, pondrá fin al procedimiento y en
ningún caso no podrá ser contrario al ordenamiento jurídico. En los casos en que las partes intervinientes lo
decidan, podrán adoptarse acuerdos de mediación parciales y limitar expresamente su alcance a una parte del
objeto de la reclamación. En este caso, el resto de la reclamación continuará la tramitación por el
procedimiento ordinario de resolución por parte del Consejo Valenciano de Transparencia.

5. El acuerdo de mediación deberá ejecutarse en los términos y con los plazos establecidos. Para su contenido
y ejecución será de aplicación lo establecido para las resoluciones del Consejo Valenciano de Transparencia
en los apartados 6 y 8 del artículo 38.

6. El procedimiento específico de mediación por el derecho de acceso a la información pública ante el Consejo
Valenciano de Transparencia se regirá por lo dispuesto en esta ley, su normativa de desarrollo y las directrices
y acuerdos que establezca el Consejo Valenciano de Transparencia. En lo que no se oponga tendrá carácter
supletorio la Ley 24/2018, de 5 de diciembre, de la Generalitat, de mediación de la Comunitat Valenciana,
siempre que sea compatible con la naturaleza de la materia.
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RGPD
Reglamento (UE) 2016/679 (RGPD)
En este tema: arts. 1 a 11 · 11 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · CELEX-32016R0679

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Reglamento establece las normas relativas a la protección de las personas físicas en lo que
respecta al tratamiento de los datos personales y las normas relativas a la libre circulación de tales datos.

2. El presente Reglamento protege los derechos y libertades fundamentales de las personas físicas y, en
particular, su derecho a la protección de los datos personales.

3. La libre circulación de los datos personales en la Unión no podrá ser restringida ni prohibida por motivos
relacionados con la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales.

Artículo 2. Ámbito de aplicación material.
1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así
como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un
fichero.

2. El presente Reglamento no se aplica al tratamiento de datos personales:

a) en el ejercicio de una actividad no comprendida en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión;

b) por parte de los Estados miembros cuando lleven a cabo actividades comprendidas en el ámbito de
aplicación del capítulo 2 del título V del TUE;

c) efectuado por una persona física en el ejercicio de actividades exclusivamente personales o domésticas;

d) por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, investigación, detección o
enjuiciamiento de infracciones penales, o de ejecución de sanciones penales, incluida la de protección
frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención.

3. El Reglamento (CE) n.o 45/2001 es de aplicación al tratamiento de datos de carácter personal por parte de
las instituciones, órganos y organismos de la Unión. El Reglamento (CE) n.o 45/2001 y otros actos jurídicos de
la Unión aplicables a dicho tratamiento de datos de carácter personal se adaptarán a los principios y normas
del presente Reglamento de conformidad con su artículo 98.

4. El presente Reglamento se entenderá sin perjuicio de la aplicación de la Directiva 2000/31/CE, en particular
sus normas relativas a la responsabilidad de los prestadores de servicios intermediarios establecidas en sus
artículos 12 a 15.

Artículo 3. Ámbito territorial.
1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales en el contexto de las actividades de un
establecimiento del responsable o del encargado en la Unión, independientemente de que el tratamiento
tenga lugar en la Unión o no.

2. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales de interesados que residan en la Unión
por parte de un responsable o encargado no establecido en la Unión, cuando las actividades de tratamiento
estén relacionadas con:

a) la oferta de bienes o servicios a dichos interesados en la Unión, independientemente de si a estos se les
requiere su pago, o b) el control de su comportamiento, en la medida en que este tenga lugar en la Unión.

3. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales por parte de un responsable que no
esté establecido en la Unión sino en un lugar en que el Derecho de los Estados miembros sea de aplicación en
virtud del Derecho internacional público.
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Artículo 4. Definiciones.
A efectos del presente Reglamento se entenderá por:

1) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»);
se considerará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o
indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de
identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la
identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona;

2) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o
conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados o no, como la recogida, registro,
organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, extracción, consulta, utilización,
comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o
interconexión, limitación, supresión o destrucción;

3) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos de carácter personal conservados con el fin de limitar
su tratamiento en el futuro;

4) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos personales consistente en
utilizar datos personales para evaluar determinados aspectos personales de una persona física, en particular
para analizar o predecir aspectos relativos al rendimiento profesional, situación económica, salud,
preferencias personales, intereses, fiabilidad, comportamiento, ubicación o movimientos de dicha persona
física;

5) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no puedan atribuirse a un
interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha información adicional figure por separado y
esté sujeta a medidas técnicas y organizativas destinadas a garantizar que los datos personales no se atribuyan
a una persona física identificada o identificable;

6) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a criterios determinados,
ya sea centralizado, descentralizado o repartido de forma funcional o geográfica;

7) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u
otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios del tratamiento; si el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros determina los fines y medios del tratamiento, el responsable del tratamiento
o los criterios específicos para su nombramiento podrá establecerlos el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros;

8) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro
organismo que trate datos personales por cuenta del responsable del tratamiento;

9) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo al que se
comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, no se considerarán destinatarios las
autoridades públicas que puedan recibir datos personales en el marco de una investigación concreta de
conformidad con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros; el tratamiento de tales datos por dichas
autoridades públicas será conforme con las normas en materia de protección de datos aplicables a los fines
del tratamiento;

10) «tercero»: persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u organismo distinto del interesado, del
responsable del tratamiento, del encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los datos
personales bajo la autoridad directa del responsable o del encargado;

11) «consentimiento del interesado»: toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca
por la que el interesado acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento
de datos personales que le conciernen;
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12) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que ocasione la
destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita de datos personales transmitidos, conservados o tratados
de otra forma, o la comunicación o acceso no autorizados a dichos datos;

13) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas heredadas o adquiridas de una
persona física que proporcionen una información única sobre la fisiología o la salud de esa persona,
obtenidos en particular del análisis de una muestra biológica de tal persona;

14) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico específico, relativos a
las características físicas, fisiológicas o conductuales de una persona física que permitan o confirmen la
identificación única de dicha persona, como imágenes faciales o datos dactiloscópicos;

15) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de una persona física,
incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen información sobre su estado de salud;

16) «establecimiento principal»:

a) en lo que se refiere a un responsable del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro,
el lugar de su administración central en la Unión, salvo que las decisiones sobre los fines y los medios del
tratamiento se tomen en otro establecimiento del responsable en la Unión y este último establecimiento tenga
el poder de hacer aplicar tales decisiones, en cuyo caso el establecimiento que haya adoptado tales decisiones
se considerará establecimiento principal;

b) en lo que se refiere a un encargado del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro, el
lugar de su administración central en la Unión o, si careciera de esta, el establecimiento del encargado en la
Unión en el que se realicen las principales actividades de tratamiento en el contexto de las actividades de un
establecimiento del encargado en la medida en que el encargado esté sujeto a obligaciones específicas con
arreglo al presente Reglamento;

17) «representante»: persona física o jurídica establecida en la Unión que, habiendo sido designada por
escrito por el responsable o el encargado del tratamiento con arreglo al artículo 27, represente al responsable
o al encargado en lo que respecta a sus respectivas obligaciones en virtud del presente Reglamento;

18) «empresa»: persona física o jurídica dedicada a una actividad económica, independientemente de su
forma jurídica, incluidas las sociedades o asociaciones que desempeñen regularmente una actividad
económica;

19) «grupo empresarial»: grupo constituido por una empresa que ejerce el control y sus empresas controladas;

20) «normas corporativas vinculantes»: las políticas de protección de datos personales asumidas por un
responsable o encargado del tratamiento establecido en el territorio de un Estado miembro para
transferencias o un conjunto de transferencias de datos personales a un responsable o encargado en uno o
más países terceros, dentro de un grupo empresarial o una unión de empresas dedicadas a una actividad
económica conjunta;

21) «autoridad de control»: la autoridad pública independiente establecida por un Estado miembro con
arreglo a lo dispuesto en el artículo 51;

22) «autoridad de control interesada»: la autoridad de control a la que afecta el tratamiento de datos
personales debido a que: a) el responsable o el encargado del tratamiento está establecido en el territorio del
Estado miembro de esa autoridad de control; b) los interesados que residen en el Estado miembro de esa
autoridad de control se ven sustancialmente afectados o es probable que se vean sustancialmente afectados
por el tratamiento, o c) se ha presentado una reclamación ante esa autoridad de control;

23) «tratamiento transfronterizo»: a) el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las
actividades de establecimientos en más de un Estado miembro de un responsable o un encargado del
tratamiento en la Unión, si el responsable o el encargado está establecido en más de un Estado miembro, o b)
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el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las actividades de un único establecimiento de
un responsable o un encargado del tratamiento en la Unión, pero que afecta sustancialmente o es probable
que afecte sustancialmente a interesados en más de un Estado miembro;

24) «objeción pertinente y motivada»: la objeción a una propuesta de decisión sobre la existencia o no de
infracción del presente Reglamento, o sobre la conformidad con el presente Reglamento de acciones previstas
en relación con el responsable o el encargado del tratamiento, que demuestre claramente la importancia de
los riesgos que entraña el proyecto de decisión para los derechos y libertades fundamentales de los
interesados y, en su caso, para la libre circulación de datos personales dentro de la Unión;

25) «servicio de la sociedad de la información»: todo servicio conforme a la definición del artículo 1, apartado
1, letra b), de la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo (19);

26) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados de Derecho
internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un acuerdo entre dos o más países o en
virtud de tal acuerdo.

CAPÍTULO II PRINCIPIOS

Artículo 5. Principios relativos al tratamiento.
1. Los datos personales serán:

a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud, lealtad y
transparencia»);

b) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados ulteriormente de manera
incompatible con dichos fines; de acuerdo con el artículo 89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los
datos personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines
estadísticos no se considerará incompatible con los fines iniciales («limitación de la finalidad»);

c) adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados
(«minimización de datos»);

d) exactos y, si fuera necesario, actualizados; se adoptarán todas las medidas razonables para que se
supriman o rectifiquen sin dilación los datos personales que sean inexactos con respecto a los fines para
los que se tratan («exactitud»);

e) mantenidos de forma que se permita la identificación de los interesados durante no más tiempo del
necesario para los fines del tratamiento de los datos personales; los datos personales podrán conservarse
durante períodos más largos siempre que se traten exclusivamente con fines de archivo en interés público,
fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado
1, sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas que impone el presente
Reglamento a fin de proteger los derechos y libertades del interesado («limitación del plazo de
conservación»);

f) tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de los datos personales, incluida la
protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental,
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»).

2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 y capaz
de demostrarlo («responsabilidad proactiva»).

Artículo 6. Licitud del tratamiento.
1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:

a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios fines
específicos;
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b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para la
aplicación a petición de este de medidas precontractuales;

c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del
tratamiento;

d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física;

e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;

f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del
tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales, en
particular cuando el interesado sea un niño. Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de
aplicación al tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones.

2. Los Estados miembros podrán mantener o introducir disposiciones más específicas a fin de adaptar la
aplicación de las normas del presente Reglamento con respecto al tratamiento en cumplimiento del apartado
1, letras c) y e), fijando de manera más precisa requisitos específicos de tratamiento y otras medidas que
garanticen un tratamiento lícito y equitativo, con inclusión de otras situaciones específicas de tratamiento a
tenor del capítulo IX.

3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida por:

a) el Derecho de la Unión, o b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento. La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica o, en lo
relativo al tratamiento a que se refiere el apartado 1, letra e), será necesaria para el cumplimiento de una
misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del
tratamiento. Dicha base jurídica podrá contener disposiciones específicas para adaptar la aplicación de
normas del presente Reglamento, entre otras: las condiciones generales que rigen la licitud del tratamiento
por parte del responsable; los tipos de datos objeto de tratamiento; los interesados afectados; las entidades
a las que se pueden comunicar datos personales y los fines de tal comunicación; la limitación de la
finalidad; los plazos de conservación de los datos, así como las operaciones y los procedimientos del
tratamiento, incluidas las medidas para garantizar un tratamiento lícito y equitativo, como las relativas a
otras situaciones específicas de tratamiento a tenor del capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados
miembros cumplirá un objetivo de interés público y será proporcional al fin legítimo perseguido.

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales no esté
basado en el consentimiento del interesado o en el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que
constituya una medida necesaria y proporcional en una sociedad democrática para salvaguardar los objetivos
indicados en el artículo 23, apartado 1, el responsable del tratamiento, con objeto de determinar si el
tratamiento con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron inicialmente los datos personales,
tendrá en cuenta, entre otras cosas:

a) cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido los datos personales y los fines del
tratamiento ulterior previsto;

b) el contexto en que se hayan recogido los datos personales, en particular por lo que respecta a la relación
entre los interesados y el responsable del tratamiento;

c) la naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten categorías especiales de datos
personales, de conformidad con el artículo 9, o datos personales relativos a condenas e infracciones
penales, de conformidad con el artículo 10;

d) las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento ulterior previsto;
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e) la existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado o la seudonimización.

Artículo 7. Condiciones para el consentimiento.
1. Cuando el tratamiento se base en el consentimiento del interesado, el responsable deberá ser capaz de
demostrar que aquel consintió el tratamiento de sus datos personales.

2. Si el consentimiento del interesado se da en el contexto de una declaración escrita que también se refiera a
otros asuntos, la solicitud de consentimiento se presentará de tal forma que se distinga claramente de los
demás asuntos, de forma inteligible y de fácil acceso y utilizando un lenguaje claro y sencillo. No será
vinculante ninguna parte de la declaración que constituya infracción del presente Reglamento.

3. El interesado tendrá derecho a retirar su consentimiento en cualquier momento. La retirada del
consentimiento no afectará a la licitud del tratamiento basada en el consentimiento previo a su retirada. Antes
de dar su consentimiento, el interesado será informado de ello. Será tan fácil retirar el consentimiento como
darlo.

4. Al evaluar si el consentimiento se ha dado libremente, se tendrá en cuenta en la mayor medida posible el
hecho de si, entre otras cosas, la ejecución de un contrato, incluida la prestación de un servicio, se supedita al
consentimiento al tratamiento de datos personales que no son necesarios para la ejecución de dicho contrato.

Artículo 8. Condiciones aplicables al consentimiento del niño en relación con los servicios de la 
sociedad de la información.
1. Cuando se aplique el artículo 6, apartado 1, letra a), en relación con la oferta directa a niños de servicios de
la sociedad de la información, el tratamiento de los datos personales de un niño se considerará lícito cuando
tenga como mínimo 16 años. Si el niño es menor de 16 años, tal tratamiento únicamente se considerará lícito
si el consentimiento lo dio o autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y solo en la medida
en que se dio o autorizó. Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a tales fines,
siempre que esta no sea inferior a 13 años.

2. El responsable del tratamiento hará esfuerzos razonables para verificar en tales casos que el
consentimiento fue dado o autorizado por el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, teniendo en
cuenta la tecnología disponible.

3. El apartado 1 no afectará a las disposiciones generales del Derecho contractual de los Estados miembros,
como las normas relativas a la validez, formación o efectos de los contratos en relación con un niño.

Artículo 9. Tratamiento de categorías especiales de datos personales.
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones
políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos,
datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o
datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física.

2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:

a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con uno o
más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados miembros
establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el interesado;

b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos
del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y
protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un
convenio colectivo con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del
respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado;

c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física, en el
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supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su consentimiento;

d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías, por
una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política,
filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros
actuales o antiguos de tales organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en
relación con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el
consentimiento de los interesados;

e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente públicos;

f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o cuando los
tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;

g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base del Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial
el derecho a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los
intereses y derechos fundamentales del interesado;

h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación de la capacidad
laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o tratamiento de tipo sanitario o social,
o gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, sobre la base del Derecho de la Unión o
de los Estados miembros o en virtud de un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de las
condiciones y garantías contempladas en el apartado 3;

i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, como la
protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o para garantizar elevados niveles de
calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y de los medicamentos o productos sanitarios, sobre la
base del Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca medidas adecuadas y específicas
para proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto profesional, j) el tratamiento
es necesario con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines
estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, sobre la base del Derecho de la Unión o de los
Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la
protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos
fundamentales del interesado.

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en el apartado 2, letra
h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la obligación de secreto profesional, o bajo
su responsabilidad, de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o con las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes, o por cualquier otra persona sujeta también a la
obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o de las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes.

4. Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones adicionales, inclusive limitaciones, con
respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos relativos a la salud.

Artículo 10. Tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales.
El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o medidas de seguridad
conexas sobre la base del artículo 6, apartado 1, sólo podrá llevarse a cabo bajo la supervisión de las
autoridades públicas o cuando lo autorice el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca
garantías adecuadas para los derechos y libertades de los interesados. Solo podrá llevarse un registro
completo de condenas penales bajo el control de las autoridades públicas.
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Artículo 11. Tratamiento que no requiere identificación.
1. Si los fines para los cuales un responsable trata datos personales no requieren o ya no requieren la
identificación de un interesado por el responsable, este no estará obligado a mantener, obtener o tratar
información adicional con vistas a identificar al interesado con la única finalidad de cumplir el presente
Reglamento.

2. Cuando, en los casos a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, el responsable sea capaz de
demostrar que no está en condiciones de identificar al interesado, le informará en consecuencia, de ser
posible. En tales casos no se aplicarán los artículos 15 a 20, excepto cuando el interesado, a efectos del
ejercicio de sus derechos en virtud de dichos artículos, facilite información adicional que permita su
identificación.

LOPDGDD
LO 3/2018 protección de datos
En este tema: arts. 1 a 10 · 10 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2018-16673

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:

a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al
tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. El
derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo
18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley
orgánica.

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de la
Constitución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier
tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado
de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.

2. Esta ley orgánica no será de aplicación:

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por
su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado
reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos
realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el
ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la
Propiedad y Mercantiles.
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4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los
procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos
de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus herederos podrán
dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo
anterior no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la
persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán
también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su
caso su rectificación o supresión. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes
legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de
cualquier persona física o jurídica interesada. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en
las medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II PRINCIPIOS DE PROTECCIÓN DE DATOS

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.

2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.

b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
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del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
profesional de conformidad con su normativa aplicable.

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.
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Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos
y medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación,
detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a
cabo cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras
normas de rango legal.

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a
condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo
serán posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la
información facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 11

1 Según el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución de una reclamación, será de:

A) Tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada

B) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada

C) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Jerez de la Frontera, 2021
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2 De conformidad con el artículo 4 de la Ley Orgánica 3/2018, de Protección de Datos de Carácter Personal, 
señale en cuál de los siguientes supuestos será imputable la inexactitud de los datos al responsable del 
tratamiento:

A) Cuando hayan sido obtenidos de un Registro Público.

B) Cuando se hayan recibido de otro responsable habiendo ejercido derecho a la portabilidad.

C) Cuando hayan sido obtenidos de una materia clasificada.

D) Cuando hayan sido obtenidos directamente del afectado.
Administración General del Estado (INAP), 2022

3 Según el artículo 2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, ésta no será de aplicación

A) A los tratamientos que fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

B) A los tratamientos incluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por su 
artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.

C) A los tratamientos de categorías especiales de datos.

D) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificada.
Ayuntamiento de Cádiz, 2025

4 Según el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno:

A) Se entiende por información pública los documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 
adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

B) Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados en el ejercicio de sus funciones.

C) Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

D) Se entiende por información pública los contenidos, disposiciones o documentos, cualquiera que sea su 
formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este 
título y que hayan sido elaborados, sufragados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

Universidad Complutense de Madrid, 2023

5 La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno crea, 
en materia de impugnaciones, una reclamación frente a toda resolución expresa o presunta en materia de 
acceso. Dicha reclamación:

A) Se tendrá que interponer con carácter preceptivo antes de impugnar la resolución en vía contencioso-
administrativa.

B) Se interpondrá en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de la notificación del acto impugnado 
o desde el siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.

C) Se tendrá que resolver y notificar en el plazo máximo de un mes, transcurrido el cual la reclamación se 
entenderá desestimada.

D) Se interpondrá ante el Consejo de la Transparencia y Buen Gobierno.
AGE
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Soluciones — Tema 11 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 24 LTBG pág. 237 La reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tiene un plazo de
resolución y notificación de tres meses. Lo decisivo es el efecto del silencio: si transcurre ese plazo sin respuesta,
la reclamación se entiende desestimada, no estimada. Ninguna alternativa combina correctamente ambos
elementos, pues mezclan plazos de un mes o atribuyen sentido estimatorio al silencio. Debe distinguirse el
plazo de tres meses del sentido negativo que la norma otorga a la falta de resolución expresa.

2 C Art. 4 LOPDGDD pág. 270 La normativa de protección de datos establece que la inexactitud de los datos
personales no resulta imputable al responsable, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables
para suprimirlos o rectificarlos sin dilación, cuando los datos se obtuvieron directamente del afectado, de un
mediador o intermediario, mediante el ejercicio del derecho a la portabilidad desde otro responsable, o a partir
de un registro público. La obtención a partir de una materia clasificada no figura entre estos supuestos de
exención. Por tanto, en ese caso la inexactitud sí resulta imputable al responsable del tratamiento.

3 D Art. 2 LOPDGDD pág. 269 La normativa de protección de datos deja fuera de su aplicación los tratamientos
que se rigen por las reglas sobre materias clasificadas, por afectar a información reservada del Estado. También
quedan excluidos los tratamientos que el reglamento europeo ya descarta de su ámbito, pero esa exclusión
exige que estén excluidos, no incluidos. Conviene precisar que ni la obtención desde un registro público ni el
tratamiento de categorías especiales de datos suponen exclusión: estos últimos reciben protección reforzada,
precisamente lo contrario a quedar fuera de la ley.

4 C Art. 13 LTBG pág. 234 La ley considera información pública los contenidos o documentos que obren en
poder de los sujetos incluidos en su ámbito de aplicación. También exige que hayan sido elaborados o
adquiridos en el ejercicio de sus funciones, sin limitarse a los documentos elaborados por la propia entidad. El
concepto abarca cualquier formato o soporte.

5 D Art. 24 LTBG pág. 237 La vía especial de queja contra las decisiones sobre acceso a información pública se
presenta ante el órgano independiente creado por la propia ley para velar por la transparencia. Su uso es
voluntario, no obligatorio, y previo al recurso judicial. El interesado dispone de un mes para plantearla y la
resolución debe dictarse en tres meses; si transcurre ese plazo sin respuesta, se entiende rechazada. Conviene
precisar que el carácter es potestativo y los plazos son uno y tres meses, no dos ni uno respectivamente.

Practica con más de 200 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.
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